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01141SOCION: 

SECRETARIA GENERAL DE LA SUPREMA CORTE ,DE JUSTICIA 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

o 

,En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Doct6r 
Tulio Franco Franco, Primer Sustituto de Presidente, eri.  
funciones de Presidente; Licenciados Benigno del Castijlo 
S., Eudaldo Troncos° de la Concha, José Pérez Nolasco, y 
Leoncio Ramos —(este último, Presidente de la Corte de 

?Apelación de Ciudad Trujillo, • llamado a completar la Coí-
.>- te, en virtud del artículo único de la Ley No. 709, de fe, 
cha 16 de junio de 1934)— asistidos del infrascrito Secre-

, tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, el día doce 
del mes de marzo de mil novecientos cuarenta y tres, año 
1000. de la Independencia, 80o. de la Restauración y 13o. 
de la Era de Trujillo, dieta, en audiencia pública, como Cor_ 
te dl Casación, la sentencia- siguiente: • 
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Sobre el recurso de casación interpuesto, contra sem, 
tencia dictada, por el Tribunal Superior de Tierras, en 
fecha tres de julio de mil novecientos cuarenta y dos, por 
los Señores Doctor Emiliano Castillo Sosa, abogado; por_ 

• tador de la cédula personal. No. 6989, serie 31, sello No. 
400, domiciliado en. la  ciudad de San Francisco de Mac,o, 
rís, Provincia Duarte; Tobías Cabral y Garrido, Agri, 
mensor Público, portador de la cédula de identidad No. 
120, sello 8, domiciliado en la Común de Salcedo, Provin_ 
ciá Espaillat; Licenciado José Pedemonte hijo, abogado, 
portador de la cédula personal de identidad No. 4332, 
serie 23, sello 124, domiciliado en la ciudad de San Pedro 
de Macorís, provincia del mismo nombre; Silvestrina Ro. 
dríguez Viuda Santana, agricultora, portadora de la cédu_ 
la personal de identidad No. 405, serie 30, sello 244232; 
Margarita Santana de Cruz, ocupada en los quehaceres do, 
mésticos, portadora de lá cédula de identidad No. 24770, 
serie la., sello 138350; Estervina Santana de P., ocupada 
en los quehaceres domésticos, portadora de la cédula per_ 
sonal de identidad No. 30926, serie la., sello No. 314920, 
"actuando la primera en su calidad de cónyuge supervi_ 
viente del Señor José Loreto Santana y las demás como 
hijas legítimas de oél, todos dominicanos"; 

Visto el Memorial de Casación presentado, en fecha 
treintiuno de agosto de mil novecientos cuarenta y dos, por 
el Licenciado Miguel A. Pichardo O., portador de la cé_ 
dula personal de identidad No. 2558, serie la., sello 98, 
abogado de las partes recurrentes, en el que se alegan las 
violaciones de la ley que mas adelante se expondrán; 

Visto el Memorial de Defensa, presentado, en fecha 
seis de noviembre de mil novecientos cuarenta y dos, por 
los Licenciados M. A . Peña Batlle, portador de la cédula 
personal de identidad No. 2910, serie la., categoría la., se, 
llo N o. 90, y M. G. de Marchena, portador de la cédula 
personal de identidad No. 25308, serie la., categoría 4a., 
sello No. 695, abogados de la Compañía Anónima de Ex-
plotaciones Industriales, parte intimada en el presente re_ 
curso; 

  

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Licenciado Miguel A. Pichardo O., en su ya 

indicada calidad de abogado de los intimantes, quien dió 
lectura a sus conclusiones y depositó un Memorial de 
Ampliación; 

Oído el Licenciado M. G. de Marchena, —por sí y por 
el Licenciado M. A. Peña Batlle, abogados de la Compa, 
ñía intimada—, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Magistrado Procurador General de la Repú, 
blica, Licenciado Pablo M. Paulino, en la lectura de su 
dictamen; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli_ 
berado, y vistos los artículos 2, (párrafos agregados pu 
el artículo lo. de la Orden Ejecutiva No. 799), 4, 7, 10, 
15 de la Ley de Registro de Tierras; 1315 y 1351 del Códi, 
go Civil, y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación'; 

Considerando que, en la sentencia contra la cual se 
recurre, y en los documentos a que ella se refiere y que 
figuran en el expediente del caso, consta lo que a conti, 
nuación se expone: A)— que, en fecha dieciocho de mar, 
zo de mil novecientos veintisiete, el Tribunal Superior de 
Tierras dictó una decisión No. 1, sobre el Expediente Ca_ 
tastral No. 2i6a, (dos, sexta parte), —terrenos denomina_ 
dos "La Campina"—, Provincia del Seybo, por la cual deci-
sión, esencialmente, lo.)— aprobó la decisión No. 3, die, 
tada en jurisdicción original, el día catorce de febrero de 
mil novecientos veinticinco, Expediente Catastral No. 2, 
Sexta parte, en lo que se refiere a las Parcela. Nos. 346 
(a), 346 (e), 351, 365, 367 y 368 a 377; 2o.)— aprobó la 
mencionada decisión "en cuanto dispone que a requerí_ 
miento de la Compañía Anónima de Explotaciones Indus, 
triales o de The Central Romana Inc., o de ambas partes, 
la Oficina de Mensuras Catastrales disponga que se trace 
la línea a que hace referencia la Cláusula Quinta, Párrafo. 
e) del Contrato de transacción firmado por ambas Com, 
gañías, en fecha veintidos de Abril de mil novecientos 
veinticuatro, entendiéndose que esta 'disposición no per, 
judica en nada la adjudicación hecha a las Compañías 
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Sobre el recurso de casación interpuesto, contra seno, 
tencia dictada, por el Tribunal Superior de Tierras, en 
fecha tres de julio de mil novecientos cuarenta y dos, por 
los Señores Doctor Emiliano Castillo Sosa, abogado; por, 
tador de la cédula personal No. 6989, serie 31, sello No. 
400, domiciliado en. la  ciudad de San Francisco de Maco_ 
rís, Provincia Duarte; Tobías Cabral y Garrido, Agri, 
mensor Público, portador de la cédula de identidad No. 
120, sello 8, domiciliado en la Común de Salcedo, Provin_ 
ciá Espaillat; Licenciado José Pedemonte hijo, abogado, 
portador de la cédula personal de identidad No. 4332, 
serie 23, sello 124, domiciliado en la ciudad de - San Pedro 
de Macorís, provincia del mismo nombre; Silvestrina Ro. 
dríguez Viuda Santana, agricultora, portadora de la cédu, 
la personal de identidad No. 405, serie 30, sello 244232; 
Margarita Santana de Cruz, ocupada en los quehaceres do_ 
mésticos, portadora de lá cédula de identidad No. 24770, 
serie la., sello 138350; Estervina Santana de P., ocupada 
en los quehaceres domésticos, portadora de la cédula per_ 
sonal de identidad No. 30926, serie la., sello No. 314920, 
"actuando la primera en su calidad de cónyuge supervi, 
viente del Señor José Loreto Santana y las demás como 
hijas legítimas de +él, todos dominicanos"; 

Visto el Memorial de Casación presentado, en fecha 
treintiuno de agosto de mil novecientos cuarenta y dos, por 
el Licenciado Miguel A. Pichardo O., portador de la cé, 
dula personal de identidad No. 2558, serie la., sello 98, 
abogado de las partes recurrentes, en el que se alegan las 
violaciones de la ley que mas adelante se expondrán; 

Visto el Memorial de Defensa, presentado, en fecha 
seis de noviembre de mil novecientos cuarenta y dos, por 
los Licenciados M. A. Peña Batlle, portador de la cédula 
personal de identidad No. 2910, serie la., categoría la., se_ 
llo N o. 90, y M. G. de Marchena, portador de la cédula 
personal de identidad No. 25308, serie la., categoría 4a., 
sello No. 695, abogados de la Compañía Anónima de Ex-
plotaciones Industriales, parte intimada en el presente re, 
curso;  

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Licenciado Miguel A. Pichardo O., en su ya 

indicada calidad de abogado de los intimantes, quien dió 
lectura a sus conclusiones y depositó un Memorial de 
Ampliación; 

Oído el Licenciado M. G. de Marchena, —por sí y por 
el Licenciado M. A. Peña Batlle, abogados de la Campa, 
ñía intimada—, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Magistrado Procurador General de la Repú, 
blica, Licenciado Pablo M. Paulino, en la lectura de su 
dictamen; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli_ 
berado, y vistos los artículos 2, (párrafos agregados pu 
el artículo lo. de la Orden Ejecutiva No. 799), 4, 7, 10, 
15 de la Ley de Registro de Tierras; 1315 y 1351 del Códi, 
go Civil, y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación'; 

Considerando que, en la sentencia contra la cual se 
recurre, y en los documentos a que ella se refiere y que 
figuran en el expediente del caso, consta lo que a conti, 
nuación se expone: A)— que, en fecha dieciocho de mar, 
zo de mil novecientos veintisiete, el Tribunal Superior de 
Tierras dictó una decisión No. 1, sobre el Expediente Ca_ 
tastral No. 2i6a, (dos, sexta parte), —terrenos denomina_ 
dos "La Campina"—, Provincia del Seybo, por la cual deci, 
sión, esencialmente, lo.)— aprobó la decisión No. 3, die, 
tada en jurisdicción original, el día catorce de febrero de 
mil novecientos veinticinco, Expediente Catastral No. 2, 
Sexta parte, en lo que se refiere a las Parcela -  Nos. 346 
(a), 346 (e), 351, 365, 367 y 368 a 377; 2o.)— aprobó la 
mencionada decisión "en cuanto dispone que a requeri_ 
miento de la Compañía Anónima de Explotaciones Indus_ 
triales o de The Central Romana Inc., o de ambas partes, 
la Oficina de Mensuras Catastrales disponga que se trace 
la línea a que hace referencia la Cláusula Quinta, Párrafo 
e) del Contrato de transacción firmado por ambas Com, 
pañías, en fecha veintidos de Abril de mil novecientos 
veinticuatro, entendiéndose que esta 'disposición no per, 
indica en nada la adjudicación 'hecha a las Compañías 
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nima de Explotaciones Industriales contra la misma deci- 
sión del Tribunal Superior de Tierras de fecha diez y ocho 
de Marzo de mil novecientos veintisiete respecto a las par_ 
celas números 365_y 367 del Distrito Catastral No. 2, Sex, 
ta parte; Tercero: casa la decisión del Tribunal Superior 
de Tierras de fecha diez y ocho de Marzo de mil novecien, 
tos veintisiete respecto de las adjudicaciones hechas en fa_ 
vor de Zacarías Maldonado en la porción b) de la parcela 
346, del Distrito Catastral No. 2, Sexta parte; en favor 
de José Pedemonte hijo, Desiderio Ortiz y José Loi-eto San.. 
tana en la porción e) de la misma parcela 346; en favor 
de León Rodríguez, José Loreto Santana, José Pede_ 
monte hijo y Emiliano Castillo Sosa, en la parcela 365; y 
en favor de León Rodríguez, Rafael María Peña, Tobías , 
Cabral y Garrido y Emiliano Castillo Sosa, en la .parcela 
367 del mismo Distrito Catastral No. 2, Sexta parte, en_ 
vía el asunto ante el Tribunal Superior de Tierras y con_ 
dena a las partes intimadas al pago de las costas"; C)---
que, para conocer del referido caso, de acuerdo con el reen-
vío expresado, el Tribunal Superior de Tierras celebró, el 
veintitres de abril de mil novecientos cuarenta y dos, la 
audiencia que había sido fijada; previamente, con dicho -
fín, y, en ella, comparecieron, debidamente representa_ 
dos: la Compañía Anónima. de Explotaciones Industria.. 
les; "los herederos de Gavino Vega Fabre"; los "Suceso_ 
res de Mateo Santana"; los señores León Rodríguez; Mau, 
ríelo Guerrero; Dr. Emiliano Castillo Sosa, Tobías Ca, 
bral y Garrido, Licenciado José Pedemonte hijo. SUce, 
sores de José Loreto Santana .y la Ingenio Porvenir, C. 
por A.; D)— que las susodichas partes, presentaron sus 
correspondientes conclusiones, por ante el Tribunal Supe, 
rior de Tierras, a las cuales se hará referencia adelanté, 
en la medida que sea necesaria o conveniente para la rna, 
yor claridad de la actual sentencia; E)— que, en fecha 
tres de. julio de mil novecientos cuarenta y dos, 'fue dicta_ 
da, por el mencionado Tribunal 'Superior, una decisión 
No. 17, cuyo dispositivo dice así: 4"FALLA:— lo.— Que 
debe ordenar, como al efecto ordena, al Registrador de 

 

por el. Tribunal de Jurisdicción Original y que solo tiene por 
objeto hacer que se establezca de una manera final la 
extensión que pertenece en particular a favor de ambas 
conjuntamente"; 3o. ordenó que "entre las personas a 
cuyo favor ha sido ordenado . el registro de la parcela 365 
se incluya a Emiliano Castillo Sosa, soltero, del domici_ 
lio de San Pedro de Macorís; y entre aquellas a cuyo fa-
vor ha sido ordenado el de la Parcela 367 el de José Pede, 
monte hijo, soltero, del mismo domicilio"; 40.)— modi. 
Picó 'la expresada Decisión en Cuanto se refiere a la .Par_ 
cela 346 (b) de modo que la orden de registro a favor de 
José .Pedemonte hijo quede anulada"; 5o.)— ordenó que 
"pase de nuevo el Expediente al Tribunal de Jurisdicción 
Original de donde procede, y a cargo del juez" que se 
indica, "para el trazado de la línea y demas fines a que 
se contrae la parte de este Dispositivo que llena el No. 
2"; y 6o.)— aprobó las decisiones que se refieren a las Me_ 
joras en las cuales se aplaza para una nueva Audiencia el 
conocimiento de ellas para indivichializarlas" etc., etc.; 
B)-- que, sobre recurso de casación, contra la decisión a 
que se acaba' de hacer referencia, interpuesto por la Com_ 
.pañía actualmente intimada, la Suprema Corte de Jus_ 
ticia, en fecha veintitrés de octubre de mil novecientos 
treinta y uno, dictó una sentencia cuyo dispositivo es el 
que a continuación se transcribe, en todas sus partes: 
"Por tales motivos, Primero: declara irrecibible, en cuan_ 
to al señor José Pedemonte hijo, el recurso.de  casación de 

la Compañía Anónima de Explotaciones Industriales contra 
la decisión del Tribunal Superior de Tierras de fecha diez 
y ocho de Marzo de mil novecientos veintisiete, respecto 
de la parcela No. 367 del Distrito Catastral No. 2, Sexta 
parte; Segundo: declara circunscrito a las porciones de 
esas dos parcelas situadas al Sur de la línea divisoria tra_ 
zafia por los Agrimensores Públicos Señores Arístides Gar, 
cía Mella y Eladio Sánchez en el año mil novecientos vein, 
ticuatro, por mutuo acuerdo entre la Compañía Anónima 
de Explotaciones Iticrustriales y la Central Romana Inc., 
el recurso de casación interpuesto por la Compañía Anó_ 
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objeto hacer que se establezca de una manera final la 
extensión que pertenece en particular a favor de ambas 
conjuntamente"; 3o. y- ordenó que "entre las personas a 
cuyo favor ha sido ordenado . el registro de la parcela 365 
se incluya a Emiliano Castillo Sosa, soltero, del domici_ 
lio de San Pedro de Macorís; y entre aquellas a cuyo fa-
vor ha sido ordenado el de la Parcela 367 el de José Pede_ 
monte hijo, soltero, del mismo domicilio"; 4o.)— modi„ 

ficó 'la expresada Decisión en Cuanto se refiere a la .Par_ 
cela 346 (b) de modo que la orden de registro a favor de 
José .Pedemonte hijo quede anulada"; 50.)— ordenó que 
"pase de nuevo el Expediente al Tribunal de Jurisdicción 
Original de donde procede, y a cargo del juez" que se 
indica, "para el trazado de la línea y demas fines a que 
se contrae la parte de este Dispositivo que llena el No. 

2"; y 6o.)— aprobó las decisiones que se refieren a las Me_ 
joras en las cuales se aplaza para una nueva Audiencia el 
conocimiento de ellas para individtializarlas" etc., etc.; 
B)-- que, sobre recurso de casación, contr4 la decisión a 
que se acaba de hacer referencia, interpuesto por la Com_ 
.pañía actualmente intimada, la Suprema Corte de Jus_ 
ticia, en fecha veintitrés de octubre de mil novecientos 
treinta y uno, dictó una sentencia cuyo dispositivo es el 
que a continuación se transcribe, en todas sus partes: 
"Por tales motivos, Primero: declara irrecibible, en cuan_ 
to al señor José Pedemonte hijo, el recurso.de  casación de 

la Compañía Anónima de Explotaciones Industriales contra 
la decisión del Tribunal Superior de Tierras de fecha diez 
y ocho de Marzo de mil novecientos veintisiete, respecto 
de la parcela No. 367 del Distrito Catastral No-. 2, Sexta 
parte; Segundo: declara circunscrito a las porciones de 
esas dos parcelas situadas al Sur de la línea divisoria tra, 
zada por los Agrimensores Públicos Señores Arístides Gar, 
cía Mella y Eladio Sánchez en el año mil novecientos vein, 
ticuatro, por mutuo acuerdo entre la Compañía Anónima 
de Explotaciones Industriales y la Central Romana Inc., 
el recurso de casación interpuesto por la Compañía Alió_ 
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nima de Explotaciones Industriales contra la misma deci, 
Sión del Tribunal Superior de Tierras de fecha diez y ocho 
de Marzo de mil novecientos veintisiete respecto a las par_ 
celas números 365,y 367 del Distrito Catastral No. 2, Sex_ 
ta parte; Tercero: casa la decisión del Tribunal Superior de Tierras de fecha diez y ocho de Marzo de mil novecien, 
tos veintisiete respecto de las adjudicaciones hechas en fa, 
vor de Zacarías Maldonado en la porción b) de la parcela 
346. del Distrito Catastral No. 2, Sexta parte; en favor 
de José Pedemonte hijo, Desiderio Ortiz y José Lor.eto San_ 
tana en .1a porción c) de la misma parcela 346; en favor 
de León Rodríguez, José Loreto Santana, José Pede_ 
monte hijo y Emiliano Castillo Sosa, en la parcela 365; y en favor de León Rodríguez, Rafael María Peña, Tobías , 
Cabral y Garrido y Emiliano Castillo Sosa, en la .parcela 
367 del mismo Distrito Catastral No. 2, Sexta parte, en- 
vía el asunto ante el Tribunal Superior de Tierras y con_ 
dena a las partes intimadas al pago de las costas"; C)—
que, para conocer del referido caso, de acuerdo con el reen-
vío expresado, el Tribunal Superior de Tierras celebró, el 
veintitres de abril de mil novecientos cuarenta y dos, la ' 
audiencia que había sido fijada:, previamente, eón dicho' 
fin, y, en ella, comparecieron, debidamente representa_ 
dos: la Compañía Anónima de Explotaciones Industria_ 
les; 'los herederos de Gavinó Vega Fabre"; los "Suceso_ 
res de Mateo Santana"; los señores León Rodríguez; Mau, 
ricio Guerrero; Dr. Emiliano Castillo Sosa, Tobías Ca_ 
bral y Garrido, Licenciado José Pedemonte hijo. S4.1ce_ 
sores de José Loreto Santana y la Ingenio Porvenir, C. 
por A.; D)— que las susodichas partes, presentaron sus 
correspondientes conclusiones, por ante el Tribunal Supe_ 
rior de Tierras, a las cuales se hará referencia adelanté, 
en la medida que sea necesaria o conveniente para la rna_ 
yor claridad de la actual sentencia; E)— que, en fecha 
tres de. julio de mil novecientos cuarenta y dos, 'fue dicta.: 
da, por el mencionado Tribunal -Superior, una decisión 
No. 17, cuyo dispositivo dice así: 4"FALLA:— lo.— Que 
debe ordenar, como al efecto ordena, al Registrador de 



1.96 
	 BOLETIN JUDICIAL 

Títulos del Departamento Sur, la cancelación del Certi_ 
ficado de título No. 881, expedido sobre la Parcela No. 
365 (hoy 659_B) del Distrito Catastral No. 216a. parte 
debiendo serle comunicada esta medida a dicho funciona, 
rio por Secretaría.— 2o.— Que debe revocar, como al 
efecto revoca, la Decisión No. 3 (tres) del Juez de juris_ 
dicción original, de fecha 14 de Febrero de 1925, y la De_ 
cisión No. 5 (cinco) del Juez de jurisdicción original, de 
fecha 17 de febrero de 1926, en lo que respecta a las Par, 
celas NOs. 346_B_C, 365 (hoy 659_B) y 367, del Distrito 
Catastral No. 2I6a. parte, una porción del sitio de "La 
Campiña", común de Ramón Santana, provincia de Maco., 
rís.— 3o.— Que debe ordenar, como al efecto ordena, la 
celebración de un nuevo juicio sobre esas tres parcelas, 
situadas al Sur de la línea trazada por los Agrimensores 
Eladio Sánchez y Arístides García Mella, en el año 1924, 
comisionándose para celebrarlo al Juez de este mismo Tri. 
bunal, Licenciado J. Enrique Hernández, a quien a ese 
efecto se le comunicará por Secretaría.— Y por esta seri_ 
tencia, así se pronuncia, manda y firma"; 

Considerando que, contra la decisión a que se acaba 
de hacer referencia, han interpuesto recurso de casación 
los señores que han sido indicados, al comienzo de ia pre, 
sente sentencia, quienes lo fundan en los siguientes me_ 
dios: lo.)— Violación del artículo 4 de la Ley de Registro 
de Tierras, "por falta de motivos"; 20.)— Violación del 
artículo 2 de la misma Ley, "enmendado" por el ' artículo 
lo. de la Orden Ejecutiva No. 799, "y de la propia compe_ 
tencia del Tribunal Superior de Tierras limitada por la 
sentencia de la Suprema Corte de Justicia de fecha 23 de 
Octubre de 1931, e incompetencia de ese mismo tribunal 
para interpretar el alcance de esa sentencia"; 3o. )— Vio_ 
lación de los artículos 7 y 15 de la. referida Ley de Regis., 
tro de Tierras, "al ordenar un nuevo juicio fuera de los 
casos en' que el Tribunal Superior de Tierras podía orde, 
narlo"; 4o.)— Violación "de la autoridad de la cosa juzga, 
da por dicha sentencia •en lo que se refiere a la parcela 
Pto. 367 del D. C. No. 2 6a. parte de "La Campiña", par_ 
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te Sur, adjudicada al Licenciado José Pedemonte hijo", 
y 50.)— Violación del artículo 1315 del Código Civil, "res_ 
pecto de la prueba"; 

Considerando que, por su Memorial de Defensa, la 
Compañía Anónima de Explótaciones Industriales sostiene, 
antes de entrar en el desarrollo de los medios relativos al 
fondo del recurso, que éste es inadmisible-, por haber sido 
interpuesto contra una sentencia de carácter netamente 
preparatorio; 

Considerando que, ciertamente, como lo sustentan los 
actuales recurrentes, el medio de inadmisión, a que ahora 
se hace referencia, no figura opuesto, de manera especial 
y distinta, en las conclusiones por las cuales se termina el 
susodicho Memorial de Defensa y que fueron leídas, en la 
audiencia pública correspondiente, del modo que se ha 
expuesto en otro lugar de este fallo, puesto que, en di., 
chas conclusiones se lee, esencialmente, "a), que rechaceis 
el recurso de casación interpuesto por los Señores" ya in, 
dicados; "b), que, en consecuencia, ratifiqueis la sentencia" 
que se impugna y "c), que condeneis a los recurrentes al 
pago de las costas"; que, sin embargo, al terminar los 
desarrollos que dedica al medio de inadmisión de qué se 
trata, la réferida Compañía sostiene, "firmemente, que la 
decisión ordenatoria de nuevo juicio, decisión de carácter 
netamente preparatorio, ni definitiva ni brej u zgat oria del 
fondo, no podía ser objeto de recurso de casación y que 
por ello debe ser rechazado el que han intentado los se_ 
ñores que figuran en el Memorial" introductivo ya men, 
cionado; y ello debe ser tenido en cuenta para determi_ 
nar el sentido y el alcance de aquellas conclusiones; que, 
por otra parte, la Ley de Registro de Tierras, por su ar_ 
tículo 2o. —(en el párrafo 1 de la adición realizada por 
el artículo lA . de la Orden - Ejecutiva No. 799, de. fecha 
15 de setiembre de 1922)— establece que el "recurso de 
casación podrá ejercerse contra todos los fallos definitivos 
del Tribunal Superior de Tierras, siempre que en el dispo, 
sitivo de dichos fallos se hubiere violado la Ley"; y la 
ponderación, tanto de esos términos como del carácter es_ 
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te Sur, adjudicada al Licenciado José Pedemonte hijo", 
y 5o.)— Violación del artículo 1315 del Código Civil, "res_ 
pecto de la prueba"; 

Considerando que, por su Memorial de Defensa, la 
Compañía Anónima de Explotaciones Industriales sostiene, 
antes de entrar en el desarrollo de los medios relativos al 
fondo del recurso, que éste es inadmisible, por haber sido 
interpuesto contra una sentencia de carácter netamente 
preparatorio; 

Considerando que, ciertamente, como lo sustentan los 
actuales recurrentes, el medio de inadmisión, a que ahora 
se hace referencia, no figura opuesto, de manera especial 
y distinta, en las conclusiones por las cuales se termina el 
susodicho Memorial de Defensa y que fueron leídas, en la 
audiencia pública correspondiente, del modo que se ha 
expuesto en otro lugar de este fallo, puesto que, en di_ 
chas conclusiones se lee, esencialmente, "a), que rechaceis 
el recurso de casación interpuesto por los Señores" ya in, 
dicados; "b), que, en consecuencia, ratifiqueis la sentencia" 
que se impugna y "c), que condeneis a los recurrentes al 
pago de las costas"; que, sin embargo, al terminar los 
desarrollos que dedica al medio de inadmisión de qué se 
trata, la réferida Compañía sostiene, "firmemente, que la 
decisión ordenatoria de nuevo juicio, decisión de carácter 
netamente preparatorio, ni definitiva ni frej uzgatoria del 
fondo, no podía ser objeto de recurso de casación y que 
por ello debe ser rechazado el que han intentado los se_ 
ñores que figuran en el Memorial" introductivo ya men, 
cionado; y ello debe ser tenido en cuenta para determi, 
nar el sentido y el alcance de aquellas conclusiones; que, 
por otra parte, la Ley de Registro de Tierras, por su ar_ 
tículo 2o. —(en el párrafo 1 de la adición realizada por 
el artículo 1A. de la Orden - Ejecutiva No. 799, de fecha 
15 de setiembre de 1922)— establece que el "recurso de 
casación podrá ejercerse contra todos los fallos definitivos 
del Tribunal Superior de Tierras, siempre que en el dispo_ 
sitivo de dichos fallos se hubiere violado la Ley"; y la * 

 ponderación, tanto de esos términos como del carácter es_ 
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Títulos del Departamento Sur, la cancelación del Certi_ 
ficado de título No. 881, expedido sobre la Parcela No. 
365 (hoy 659_B) del Distrito Catastral No. 216a. parte 
debiendo serle comunicada esta medida a dicho funciona, 
rio por Secretaría.— 2o.— Que debe revocar, como al 
efecto revoca, la Decisión No. 3 (tres) del Juez de juris_ 
dicción original, de fecha 14 de Febrero de 1925, y la De, 
cisión No. 5 (cinco) del Juez de jurisdicción original, de 
fecha 17 de febrero de 1926, en lo que respecta a las Par_ 
celas Nos.  . 346.11...C, 365 (hoy 659_B) y 367, del Distrito 
Catastral No. 216a. parte, una porción del sitio de "La 
Campiña", común de Ramón Santana, provincia de Maco_ 
rís.— 3o.— Que debe ordenar, como al efecto ordena, la 
celebración de un nuevo juicio sobre esas tres parcelas, 
situadas al Sur de la línea trazada por los Agrimensores 
Eladio Sánchez y Arístides García Mella, en el año 1924, 
comisionándose para celebrarlo al Juez de este mismo Tri_ 
bunal, Licenciado J. Enrique Hernández, a quien a ese 
efecto se le comunicará por Secretaría.— Y por esta sen, 
tencia, así se pronuncia, manda y firma"; 

Considerando que, contra la decisión a que se acaba 
de hacer referencia, han interpuesto recurso de casación 
los señores que han sido indicados, al comienzo de fa pre, 
sente sentencia, quienes lo fundan en los siguientes me_ 
dios: lo.)— Violación del artículo 4 de la Ley de Registro 
de Tierras, "por falta de motivos"; 20.)— Violación del 
artículo 2 de la misma Ley, "enmendado" por el artículo 
lo. de la Orden Ejecutiva No. 799, "y de la propia compe_ 
tencia del Tribunal Superior de Tierras limitada por la 
sen- tencia de la Suprema Corte de Justicia de fecha 23 de 
Octubre de 1931, e incompetenCia de ese mismo tribunal 
para interpretar el alcance de esa sentencia"; 3o . )— Vio_ 
ladón de los artículos 7 y 15 de la ,  referida Ley de Regis, 
tro de Tierras, "al ordenar un nuevo juicio fuera de los 
casos en- que el Tribunal Superior de Tierras podía orde_ 
narlo"; 4o.)— Violación "de la autoridad de la cosa juzga, 
da por dicha sentencia 0en lo que se refiere a la parcela 
Pto. 367 del D. C. No. 2 6a. parte de "La Campiña", par_ 
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pecial que corresponde a dicho texto, en la legislación 
•sobre la materia, conduce a la conclusión de (lile éste con_ 
tiene una/precisa prohibición de que se haga; de las sen_ 
tencias preparatorias que dicte el Tribunal referido, el 
objeto del mencionado recurso; que, en consecuencia, el 
medio basado en la violación de la referida prohibición, 
podría ser opue-sto, de oficio por la Suprema Corte de Jul., 
ticia, • debido al propio e inequívoco carácter de orden pú_ 
bnico que presenta dicha regla, la cual se encuentra es, 
trecha y esencialmente ligada a la organización de nues_ 
tros tribunales; • 

Considerando, que, en apoyo del medio que se exa_ 
mina, la intimada expresa que la Corte de Casación no es 
un tercer grado de jurisdicción y no tiene, así, el "dm.P„ 
cho de juzgar el fondo del litigio"; que, en la especie, "se 
trataba para el Tribunal SUperigr de Tierras de suplir la 
falta de motivación observada por la Corte y que ocasionó 
la casación de la sentencia del 18 dé Marzo de 1927 y el 
consiguiente reenvío", es decir, en relación "con la peti-
ción de nuevo juicio hecha", por dicha "Compañía Anónima 
de Explotaciones Industriales, en fecha 16 de Marzo de 
1926", y el "Tribunal . Superior, actuando completamente 
de acuerdo con" el mencionado fallo de casación, "trató 
por todos los medios a su alcance de producir la motiva, 
ción solicitada, !sin, haber podido, con los" medios "que 
tuvo a su alcance llegar a una solución satisfactoria, vién_ 
dose entonces en la necesidad de ordenar la celebración 
de un nuevo juicio", esto es, de ,dictar, para ello, "una 
decisión preparatoria destinada a dar una mejor sustan, 
ciación a la causa y a la puesta", de ésta, "en estado de 
ser fallada"; con todo lo cual "no hizo", —el susodicho Tri, 
bunal Superior"— "sino cumplir su misión de tribunal de 
'envío sin que con ello, como dice" la parte adversa, "se 
permitiera, sin limitación ni control aplicar e interpretar 
a su juicio la decisión de la Suprema Corte" de Justicia; 

Considerando que, a virtud de lo dispueSto por el ar, 
tículo 2 de la Ley de Registro de Tierras, como se ha dicho 
ya, las sentencias preparatorias emanadas del Tribunal  
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Superior instituido por esa Ley, no puedin ser, como tales, 
objeto de recurso de casación, puesto que, solamente, 
puede ser ejercido, este recurso, contra las decisiones defi_ 
nitivas de dicho Tribunal; que, en principio, de acuerdo con 
el artículo 7 de la referida ley, la sentencia que ordena un 
nuevo juicio, en la materia de que se trata, presenta sim„ 
ple carácter administrativo o, en otros términos, exclusi_ 
vamente preparatorio, porque ella tiende, únicamente, y 
se limita, solamente, como lo afirma la parte actualmente' 
intimada, a asegurar la mejor sustanciación de la causa 
y a poner, a ésta, en estado de ser fallada; que, sin em„ 
bargo, cuando, para ordenar el nuevo juicio o con motivo 
de ello, se decida, en la sentencia del Tribunal Superior 
de Tierras de ,que se trate, alguna cuestión de derecho, en 
relación con el litigio, aunque sea ésta de naturaleza acce, 
soria o incidental, el mencionado fallo presentará, en tal 
'medida, carácter de definitivo, y podrá ser ejercido, con, 
tra él, por lo tanto, recurso de casación; que, esto es as  
especialmente, porque, si es cierto que corresponde, a 
aquel Tribunal, ordenar la celebración de un nuevo jui-
cio, y que la sentencia que tal Cosa hace no se encuentra 
sometida al poder de verificación dé la Corte de Casación, 
cuando ella reposa sobre la sóla consideración de la nece_ 
sidad de la mejor sustanciación de causa, no es menos 
cierto que tal medida no podría ser prescrita en contra 
del espíritu de la ley y escapar, sin embargo, a toda' cen„ 
sura de la Suprema Corte de Justicia; 

Considerando que, por ante el Tribunal Superior de 
Tierras, en la audiencia celebrada el veiaitres de abril 
de mil novecientos cuarentidos, la Compañía Anónima de 
Explotaciones Industriales concluyó, esencialmente, pi, 
diendo que, "en cumplimiento a la sentencia de la Supre, 
ma Corte de Justicia, de fecha 23 de octubre de 1931, 
que ordenó el reenvío para el conocimiento de las Paree_ 
las Nos. 346, 365 y 367", se dispusiera "la celebración de 
un nuevo juicio de esas parcelas", y se designara, "para 
conocer de ese nuevo juicio al Juez Lic. José Enrique Ier_ 
nández, quien = fué designado para conocer de otras par_ 
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pecial que corresponde a dicho texto, en la legislación 
sobre la materia, conduce a la conclusión de cine éste con_ 
tiene una,precisa prohibición de que se haga; de las sen_ 
tencias preparatorias que dicte el Tribunal referido, el 
oBjetó del mencionado recurso; que, en consecuencia, el 
medio basado en la violación de la referida prohibición, 
podría ser 'apunto, de oficio por la Suprema Corte de Jus_ 
ticia, debido al propi» e inequívoco carácter de orden pú_ 
bnco que presenta dicha regla, la cual se encuentra es-
trecha y esencialmente ligada a la organización de nues_ 
tros tribunales; 

Considerando, que, en apoyo del medio que se exa_ 
mina, la intimada expresa que la Corte de Casación no es 
un tercer grado de jurisdicción y no tiene, así, el "derP, 
cho de juzgar el fondo del litigio"; que, en la especie, "se 
trataba para el Tribunal Stiperigr de Tierras de suplir la • 
falta de motivación observada por la Corte y que ocasionó 
la casación de la sentencia del 18 dé Marzo de 1927 y el 
consiguiente reenvío", es decir, en relación "con la peti-
ción de nuevo juicio hecha", por dicha "Compañía Anónima 
de Explotaciones Industriales, en fecha 16 de Marzo de 
1926", y el "Tribunal. Superior, actuando completamente 
de acuerdo con" el mencionado fallo de casación, "trató 
por todos los medios a su alcance de producir la motiva_ 
ción solicitada, ,•sin haber podido, con los" medios "que 
tuvo a su alcance llegar a una solución satisfactoria, vién_ 
dose entonces en la necesidad de ordenar la celebración 
de un nuevo juicio", esto es, de .dictar, para ello, "una 
decisión preparatoria destinada a dar upa mejor sustan, 
ciación a la causa y a la puesta", de ésta, "en estado de 
ser fallada"; con todo lo cual "no hizo", —el susodicho Tri_ 
bunal Superior"— "sino cumplir su misión de tribunal de 
envío sin que con ello, tomó dice" la parte adversa, "se 
permitiera, sin limitación ni control aplicar e interpretar,  

a su juicio la decisión de la Suprema Corte" de Justicia; 
Considerando que, a virtud de lo dispuesto por el ar_ 

tfculo 2 de la Ley de Registro de Tierras, como se ha dicho 
ya, las sentencias preparatorias emanadas del Tribunal 

Superior instituido por esa Ley; no pueclin ser, como tales, 
objeto de recurso de casación, puesto que, solamente, 
puede ser ejercido, este recurso, contra las decisiones defi-
nitivas de dicho Tribunal; que, en principio, de acuerdo con 
el artículo 7 de la referida ley, la sentencia que ordena un 
nuevo juicio, en la materia de que se trata, presenta sim, 
píe carácter administrativo o, en otros términos, exclusi_ 
vamente preparatorio, porque ella tiende, únicamente, y 
se limita, solamente, como lo afirma la parte actualmente 
intimada, a asegurar la mejor sustanciación de la causa , 
y a poner, a ésta, en estado de ser fallada; que, sin em, 
bargo, cuando, para ordenar el nuevo juicio o con motivo 
de ello, se decida, en la sentencia del Tribunal Superior 
de Tierras de .que se trate, alguna cuestión de derecho, en 
relación con el litigio, aunque sea ésta de naturaleza acce_ 
soria o incidental, el mencionado fallo presentará, en tal 
medida, carácter de definitivo, y podrá ser ejercido, con_ 
tra él, por lo tanto, recurso de casación; que, esto es así, 
especialmente, porque, si es cierto que corresponde, a 
aquel Tribunal, ordenar la celebración de un nuevo jui_ 
cio, y que la sentencia que tal Cosa hace no se • encuentra 
sometida al poder de verificación dé la Corte de Casación, 
cuando ella .reposa sobre la sóla consideración de la nece_ 
sidad de la mejor sustanciación de causa, no es menos 
cierto que tal medida no podría ser prescrita en contra 
del espíritu de la ley y escapar, sin embargo, a toda cen_ 
sura de la Suprema Corte de Justicia; 

Considerando que, por ante el Tribunal Superior de 
Tierras, en la audiencia celebrada el veirititres de abrj1 
de mil novecientos cuarentidos, la Compañía Anónima de 
Explotaciones Industriales concluyó, esencialmente, pi_ 
diendo que, "en cumplimiento a la sentencia de la Supre, 
ma Corte de Justicia, de fecha 23 de octubre de 1931, 
que ordenó el reenvío para el conocimiento de las Paree,. 
las Nos. 346, 365 y 367", se dispusiera "la celebración de 
un nuevo juicio de esas parcelas' y se designara, "para 
conocer de ese nuevo juicio al Juez Lic. José Enrique }ter, 
nández, quien fué designado para conocer de otras par_ 
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celas de ese mismo Distrito Catastral"; que, en aquella 
audiencia, los actuales recurrentes, en presencia de las 
conclusiones a que se acaba de hacer referencia, pidieron, 
en contra de las pretensiones de la Compañía mencionada, 
y en mérito de las razones que habían expuesto, que se 
motivara "la decisión a intervenir, tal cual lo pide la seri, 
tencia del 23 de octubre de 1931, dictada por la Suprema 
Corte de Justicia de la República, en funciones de Corte de 
Casación, confirmando en todas sus partes la sentencia del 
18 de marzo de 1927 en cuanto a ellos atañe"; que, por 
timo, las partes, al terminar sus respectivos escritos, de_ 
positados con posterioridad a la referida audiencia, ratifi., 
caron las conclusiones que habían sido presentadas en 
ésta; 

Considerando que, en síntesis, ante los jueces de la 
apelación, las partes. adversas, que figuran en el actual 
recurso, sostuvieron, respectivamente, tesis radicalmente 
contrarias, con relación al alcance del fallo de casación 
que ordenó el susodicho reenvío, puesto que, mientras la 
Compañía sustentaba que, en cumplimiento de ese fallo, 
procedía la ordenación de un nuevo juicib, los recurrentes 
se opusieran a ello, alegando que lo que la Suprema Corte 
de Justicia había dispuesto era que se -motivara la decisión 
que fuera dictada, sobre el indicado reenvío, con lo cual 
debía confirmarse la sentencia del dieciocho de marzo de 
mil novecientos veintisiete, es decir, la misma que ha_ 
bía sido objeto del recurso de casación sobre el cual in_ 
tervino la enyesada sentencia de anulación; 

Considerando que, en presencia de dichos pedimentos, 
el Tribunal Superior de Tierras, por los ordinales segundo 
y tercero del fallo que ahora se impugna, revocó las deci, 
siones del Juez de Jurisdicción Original, dictadas en fe, 
chas catorce de febrero de mil novecientos veinticinco y 
diecisiete de febrero de mil novecientos veintisejs, en lo que 
respecta a las parcelas 346_B_C, 365 (hoy 659_B) y 367 del 
indicado Distrito Catastral No. 216a. parte, y ordenó un 
nuevo juicio, con relación a esas tres parcelas, situadas al 
Sur de la línea trazada por los Agrimensores Sánchez .Y 

García Mella; que, por consiguiente, al estatuir como lo 
hizo, ese Tribunal Superior rechazó las pretensiones de los 
ctuales intimantes y decidió, así, que la ordenación de un 

nuevo juicio era procedente, en las condiciones en que fué 
ordenado, aun cuando dicho Tribunal conocía del caso por 
reenvío, como efecto de la casación pronunciada, y- aun 
cuando el fallo que se había impugnado, por ante la Supre_ 
ma Corte de Justicia, es decir, el dictada el dieciocho de 
marzo de mil novecientos veintisiete, no fue anulado, por 
ésta, sino como sanción del vicio de falta de motivos; 

Considerando que, en segundo lugar, consta en el pri_ 
mer ordinal del dispositivo de la susodicha sentencia, dic_ 
tada, .por la Suprema Corte de Justicia, en fecha veinti_ 
tres de octubre de mil novecientos treintiuno, que el recur_ 
so de casación a que se contrajo esa sentencia, es decir, el 
interpuesto por la Compañía Anónima de Explotaciones 
Industriales, fue declarado inadmisible, en cuanto al Señor 
José Pedemonte hijo, respecto de la parcela No. 367 del 
citado Distrito Catastral No. 216a. parte; que la decisión 
del Tribunal Superior de Tierras, que ahora se impugna, 
por sus citados ordinales segundo y tercero, revocó la sen_ 
tencia del Juez de Jurisdicción Original, objeto de la ape, 
lación, en cuanto a las parcelas 345_B_C, 365 (hoy 659) y 
367 del referido Distrito Catastral No. 216a. parte, y or_ 

-denó, sobre ellas, la celebración de un nuevo juicio, sin 
que se hiciera referencia, así,, a lo menos de un modo ex_ 
preso o especial, a las ,consecuencias que, en lo relativo a la 
mencionada parcela No. 367, pudieran resultar de la refe-
rida declaración de inadmisibilidad del recurso de casación 
de la Compañía, ahora intimada, en lo que concierne al su_ 
sodicho Señor José Pedemonte hijo, quien figura entre los 
actuales recurrentes y por quien, además, con este motivo, 
se encuentra dirijido uno de los medios de casación, con_ 
tra la decisión que se impugna ; 

Considerando que, come resultado de todo lo expues_ 
en las consideraciones que preceden, debe ser declara_ 

o, que la Suprema Corte de Justicia no se encuentra en 
resencia de un recurso de casación interpuesto contra una 
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celas de ese mismo Distrito Catastral"; que, en aquella 
audiencia, los actuales recurrentes, en presencia de las 
conclusiones a que se acaba de hacer referencia, pidieron, 
en contra de las pretensiones de la Compañía mencionada, 
y en mérito de las razones que habían expuesto, que se 
motivara "la decisión a intervenir, tal cual lo pide la sen, 
tenia del 23 de octubre de 1931, dictada por la Suprema 
Corte de Justicia de la República, en funciones de Corte de 
Casación, confirmando en todas sus partes la sentencia del 
18 de marzo de 1927 en cuanto a ellos atañe"; que, por úl_ 
timo, las partes, al terminar sus respectivos escritos, de_ 
positados con posterioridad a la referida audiencia, ratifi_ 
caron las conclusiones que habían sido presentadas en 
ésta; 

Considerando que, en síntesis, ante los jueces de la 
apelación, las partes. adversas, que figuran en el actual 
recurso, sostuvieron, respectivamente, tesis radicalmente 
contrarias, con relación al alcance del fallo de casación 
que ordenó el susodicho reenvío, puesto que, mientras la 
Compañía sustentaba que, en cumplimiento de ese fallo, 
procedía la ordenación de un nuevo juicio, los recurrentes 
se opusieran a ello, alegando que lo que la Suprema Corte 
de Justicia había dispuesto era que se •motivara la decisión 
que fuera dictada, sobre el indicado reenvío, con lo cual 
debía confirmarse la sentencia del dieciocho de marzo de 
mil novecientos veintisiete, es decir, la misma que ha.. 
bía sido objeto del recurso de casación sobre el cual in_ 
tervino la enyesada sentencia de anulación; 

Considerando que, en presencia de dichos pedimentos, 
el Tribunal Superior de Tierras, por los ordinales segundo 
y tercero del fallo que ahora se impugna, revocó las deci_ 
siones del Juez de Jurisdicción Original, dictadas en fe_ 
chas catorce de febrero de mil novecientos veinticinco y 
diecisiete de febrero de mil novecientos veintisels, en lo que 
respecta a las parcelas 346_B_C, 365 (hoy 659_B) y 367 del 
indicado Distrito Catastral No. 216a. parte, y ordenó un 
nuevo juicio, con relación a esas tres parcelas, situadas al 
Sur de la línea trazada por los Agrimensores Sánchez ); 

García Mella; que, por consiguiente, al estatuir como lo 
hizo, ese Tribunal Superior rechazó las pretensiones de los 
actuales intimantes y decidió, así, que la ordenación de un 
nuevo juicio era procedente, en las condiciones en que fué 
ordenado, aun cuando dicho Tribunal conocía del caso por 
reenvío, como efecto de la casación pronunciada, y- aun 
cuando el fallo que se había impugnado, por ante la Supre_ 
ma Corte de Justicia, es decir, el dictado el dieciocho de 
marzo de mil novecientos veintisiete, no fue anulado, por 
ésta, sino como sanción del vicio de falta de motivos; 

Considerando que, en segundo lugar, consta en el pri_ 
mer ordinal del dispositivo de la susodicha sentencia, clic_ 
tada, por la Suprema Corte de Justicia, en fecha veinti_ 
tres de octubre de mil .novecientos treintiuno, que el recur_ 
so de casación a que se contrajo esa sentencia, es decir, el 
interpuesto por la Compañía Anónima de Explotaciones 
Industriales, fue declarado inadmisible, en cuanto al Señor 
José Pedemonte hijo, respecto de la parcela No. 367 del 
citado Distrito Catastral No. 216a. parte; que la decisión 
del Tribunal Superior de Tierras, que ahora se impugna, 

r sus citados ordinales segundo y tercero, revocó la sen_ 
encía del Juez de Jurisdicción Original, objeto de la ape, 

lación, en cuanto a las parcelas 345,B.C, 365 (hoy 659) y 
367 del referido Distrito Catastral No. 2!6a. parte, y or_ 
denó, sobre ellas, la celebración de un nuevo juicio, sin 
que se hiciera referencia, así,, a lo menos de un modo ex_ 
preso o especial, a las ,consecuencias que, en lo relativo a la 
mencionada parcela No. 367, pudieran resultar de la refe_ 
rida declaración de inadmisibilidad del recurso de casación 
de la Compañía, ahora intimada, en lo que concierne al su_ 
sodicho Señor José Pedemonte hijo, quien figura entre los 
actuales recurrentes y por quien, además, con este motivo, 
se encuentra dirijido uno de los medios de casación, con_ 
tra la decisión que se impugna; 

Considerando que, come resultado de todo lo expues_ 
en las consideraciones que preceden, debe ser declara_ 

que la Suprema Corte de Justicia no se encuentra en 
resencia de un recurso de casación interpuesto contra una 
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sentencia que haya, simplemente, ordenado la celebra_ 
ciÓn de un nuevo juicio, como efecto, solamente, de la 
apreciación de la seria utilidad o de la necesidad que tal 
medida constituyera, para la sustanciación de la causa, 
puesto que, en primer lugar, para ordenar dicha medida, 
el Tribunal Superior de Tierras ha tenido, forzosamente, 
que, decidir cuestiones de derecro, planteadas por las par_ 
tes, y, en segundo lugar, al estatuir 'como lo hizo, señaló, 
a lo menos en apariencia, el alcance, a que se ha hecho 
ya alusión, de la medida ordenada; y, con relación a am._ 
bos aspectos, lo mismo que con relación a otros, que se 
vinculan estrechamente a éstos, los intimantes d'iigen,í f 
contra dicha sentencia, impugnaciones tendientes a hacer re_ 
conocer y declarar que el nuevo juicio de que se trata, fue 
ordenado —(Mediante las soluciones dadas por el Tribunal, 
sobre esos puntos, expresa o implícitamente)-- en contra 
de las reglas legales que dominan la materia; 

Considerando que, en las indicadas condiciones. dely , 
 ser reconocido, al falló de que se trata, carácter de' defi_ 

nitivo, contrariamente a lo que pretende la parte ti:.. 
tualmente intimada; que, por tanto, contra dicha deci_ 
sión, podía ser interpuesto, como lo fué, recurso de casa 
ción, encaminado a demostrar que el . verdadero nuevo 
juicio fue ordenado en violación de la ley; que, en ml vir_ 
tud, no puede ser acogido el medio de inadmisión a que 
se refieren los precedentes desarrollos, y debe pasarse al 
examen de los medios en que fundan los recurrentes su 
pedimento de anulación; 

En cuanto al primer medio del recurso: 
Considerando que los intimantes en • casación sostie, 

nen, en apoyo de este medio, que la sentencia contra la 
cual recurren carece de motivos que la justifiquen, en cuas _ 
to a la ordenación del nuevo juicio; que ello es así, ex_ 
presan dichos intimantes, porque las "únicas razones dadas 
por el Tribunal a qUo para justificar el fallo del 3 de julio" 
de mil novecientos cuarenta y dos, "que ordena la celebra_ 
oión de un nuevo juicio general, son las" que figuran en el 
Considerando sexto de éste, cuya "lectura pausada", lo re_  

vela "como si fuera una fórmula para fallar por vía de dis_ 
posición general y reghtmentaria que conviene a todas 
las sentencias que dicte el Tribunal Superior de Tierras, 
en la cual se quiera ordenar un nuevo juicio sin tener en 
cuenta la naturaleza diferente de los elementos y prue..' 
bas que se aportaron por los diversos reclamantes, ni la 
variedad de los procesos que a diario se originan", pues_ 
to que esa "fórmula considera que todos los rellamantes 
al hacer sus pruebas incurrieron en omitir la,pruMaa de los 
mismos elementos"; 'que, agregan los recurrentes, con "los 
testimonios aportados en las sentencias del 14 de Febrero 
de 1925 y 17 de Febrero de 1926, dadas por la jurisdic_ 
ción original, y 18 de Marzo de 1927, por el Tribunal Su_ 
perior de Tierras, quedó establecido: en cada uno de es_ 
tos casos el tribunal ha considerado que la posesión a fa_ 
vor de los adjudicatarios ha estado caracterizada por las 
circunstancias que la ley determina para adquirir por pres.. 
cripcfón, esto es, pacífica, contínua, no interrumpida, pú., 
blica e inequívoca .y .  a título de propietario (pag. 66 *de la 
sentencia del Tribunal Superior de Tierras de, fecha 18 de 
Marzo de 1927)", y, sin embargó, en el fallo ahora impug_ 
nado —(el de fécha 3 de Julio de 1942)— no se indican 
cuáles son, entre los diferentes elementos necesitados para 
la prescripción, los que no constan en la decisión casada, 
o cuáles son los elementos cuya prueba debe suministrar 
el nuevo juicio; que, además, exponen el Doctor Emiliano 
Castillo Sosa y compartes, "una motivación vaga e impre_ 
cisa, como la que ofrece la sentencia atacada no da sa_ 
tisfacción al derecho que tienen' las partes de probar tan_ 
to la desnaturalización de los hechos como los errores en 
que pueda incurrir una sentencia"; 

Considerando, que consta en el fallo qúe se ataca, co_ 
mo se ha expresado, que los actuales recurrentes pidie_ 
ron, esencialmente, al Tribunal Superior de Tierras, que 
motivara la "decisión,a intervenir, tal cual lo pide" el fa_ 
no de casación, "confirmando en todas sus partes +la sen, 
tencia" que había sido objeto de dicho fallo., dictado por 
la Suprema Corte de Justicia: 
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sentencia que haya, simplemente, ordenado la celebra_ 
ción de un nuevo juicio, como efecto, solamente, de la 
apreciación de la seria utilidad o de la necesidad que tal 
medida constituyera, para la sustanciación de la causa, 
puesto que, en primer lugar, para ordenar dicha medida, 
el Tribunal Superior de Tierras ha tenido, forzosamente, 
que _decidir cuestiones de derecro, planteadas por las par_ 
tes, y, en segundo lugar, al estatuir como lo hizo, señaló, 
a lo menos en apariencia, el alcance, a que se ha hecho 
ya alusión, de la medida ordenada; y, con relación a am_e 
bos aspectos, lo mismo que con relación a otros, que se 
vinculan estrechamente a éstos, los intimantes d'rigen, 
contra dicha sentencia, impugnaciones tendientes a hacer re_ 
conocer y declarar qué el nuevo juicio de que se trata, fue 
ordenado —(mediante las soluciones dadas por el Tribunal, 
sobre esos punt6s, expresa o implícitamente)— en contra 
de las reglas legales que dominan la materia; 

Considerando que, en las indicadas condiciones. debe 
ser mconocido, al falló de que se trata, carácter do defi_ 
nitivo, contrariamente a lo que pretende la parte a;.. ,„ 
tualmente intimada; que, por tanto, contra dicha deci., 
sión, podía ser interpuesto, como lo fué, recurso de casa_ 
ción, encaminado a demostrar que el verdadero nuevo 
juicio fue ordenado en violación de la ley; que, en tal vir, a 
tud, no puede ser acogido el medio de inadmisión a que 
se refieren los precedentes desarrollos, y debe pasarse al 
examen de los medios en que fundan los recurrentes su 
pedimento de anulación; 

En cuanto al primer medio del recurso: 
Considerando que los intimantes en casación sostit_ 

nen, en apoyo de este medio, que la sentencia contra 
cual recurren carece de motivos que la justifiquen, en cuan. 
to a la ordenación del nuevo juicio; que ello es así, ex_ 
presan dichos intimantes, porque las "únicas razones datill 
por el Tribunal a giro para justificar el fallo del 3 de julio' 
de mil novecientos cuarenta y dos, "que ordena la celebra_ 
oión de un nuevo juicio general, son las" que figuran en e , 

 Considerando sexto de éste, cuya "lectura pausada", lo r(  

vela "como si fuera una fórmula para fallar por vía de dis_ 
posición general y regftunentaria que conviene a todas 
las sentencias que dicte el Tribunal Superior de Tierras, 

ceunenlata la cual 
se 

aturaleza 
quiera ordenar un nuevo juicio sin tener en 

bas que se aportaron por los diversos reclamantes, ni la 
variedad de los procesos que a diario se originan", pues_ 
to que esa "fórmula considera que todos los retlamantes 
al hacer sus pruebas incurrieron en omitir la,pruba de los 
mismos elementos"; 'que, agregan los recurrentes, con "los 
testimonios aportados en las sentencias del 14 de Febrero 
de 1925 y 17 de Febrero de 1926, dadas por la jurisdic_ 
ción origirtal, y 18 de Marzo de 1927, por el Tribuhal Su_ 
perior de Tierras, quedó establecido: en cada uno de "es_ 
tos casos el tribunal ha considerado que la posesión a fa_ 
vor de los adjudicatarios ha estado caracterizada por las 
circunstancias que la ley determina para adquirir por pres_ 
cripción, esto es, pacífica, contínua, no Interrumpida, pú_ 
blica e inequívoca y a título de propietario (pag. 66 de la 
sentencia del Tribunal Superior de Tierras de fecha 18 de 
Marzo de 1927)", y, sin embargo, en el fallo ahora impug_ 
nado —(el de fecha 3 de Julio de 1942)— no se indican 
cuáles son, entre los diferentes elementos necesitados para 
la prescripción, los que no constan en la decisión casada, 
o cuáles son los elementos cuya prueba debe suministrar 
el nuevo juicio; que, además, exponen el Doctor Emiliano 
Castillo Sosa y compartes, "una motivación vaga e impre_ 
sisa, corno la que ofrece la sentencia atacada no da sa_ 
tisfacción al derecho que tienen .  las partes de probar tan_ 
to la desnaturalización de los hechos como los errores en 
que pueda incurrir una sentencia"; 

Considerando, que consta en el fallo qúe se ataca, co_ 
mo se ha expresado, que los actuales recurrentes pidie_ 
ron, esencialmente, al Tribunal Superior de Tierras, que 
motivara la "decisión,a intervenir, tal cual lo pide" el fa., 
no de casación, "confirmando en todas sus partes 'la seri_ 
tencia" que había sido objeto de dicho fallo, dictado por 
la Suprema Corte de Justicia: 
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Considerando, que el Tribunal Superior de Tierras, ex_ 
presa, ante todo, por la quinta corideración de su sen 
tencia, —que es objeto del actual recurso—, en lo que con -. 
cierne a la ordenación del nuevo juicio, "que el motivo 
que tuvo la Suprema Corte de Justicia para casar, como lo 
hizo, la sentencia de este Tribunal Superior de Tierras de 
fecha 18 de Marzo de 1927, está expuesto en uno de los 
Considerandos de su sentencia", que copia, inmediata_ 
mente, el Tribunal Superior, y el cual dice así: "Que al es. 
tar en discusión entre las partes la existencia, alegada por 
los reclamantes contrarios a la Compañía, del tiempo y de 
las condiciones necesarias para la prescripción adquisitiva 
y el valor como prueba de esa prescripción, de la infor_ 
mación testimonial practicada en primera instancia, y 
acerca de la cual el Tribunal de jurisdicción original se li_ 
mita a decir en su sentencia que ella demostró en cada 
caso cómo tales reclamantes, sin obstáculos de ningún gé,, 

nero, se introdujeron en el terreno y ocuparon las porcio_ 
nes que reclaman y las continuaron ocupando sin que na_ 
die los estorbara ni antes ni durante la mensura catastral, 
el Tribunal Superior de Tierras quien tiene como todos los 
Tribunales la obligación de motivar sus fallos, no podía 
rechazar como lo hizo la apelación de la Compañía de Ex, 
plotaciones Industriales y confirmar la sentencia apelada, 
sin dar las razones por las cuales el pedimento de experti_ 
cio o de inspección de lugares hecho en primrea instancia 
por dicha Compañía, cuyo rechazo a su juicio indebido, 
constituía el fundamento de su apelación, había sido recha, 
zado, y las razones de fondo o de procedimiento por las cala_ 
les el mismo pedimento de inspección de lugares y el de 
nuevo juicio hecho por ella en apelación, también debía ser 
rechazado; que en efecto la Corte de Casación no podría 
ejercer su poder de control sobre las decisiones de los Tri.. 
bunales de Tierras si éstas no tuvieran que ser motivadas, 
y la obligación de contestar los pedimentos de las partes 
que constituye una garantía necesaria para los que liti, 
gan ante cualquier jurisdicción, debe ser cumplida por los 
Tribunales de Tierras que, instituídos para sanear los  

derechos de propiedad en la República, deben con más ra_ 
eón justificar las adjudicaciones definitivas que hacen; 
que, en consecuencia, sin necesidad de.examinár los otros 
medios, aducidos en apoyo de su recurso por la CoMpañía 
Anónima de Explotaciones Industriales, la sentencia im_ 

pugnada debe ser casada por violacic n del artículo 4 de la 
*Ley de Registro de Tierras, que para las decisiones del 
Tribunal Superior de Tierras sustituye al artículo 141 del 
Código de Procedimiento Civil"; 

Considerando que, la motivación fundamental de la 
«deflación del nuevo juicio, en la sentencia, que se impug_ 
na, puede resumirse, como resultado de lo que acaba de 
ser transcrito y de lo que figura en la sexta consideración 
de dicha sentencia, de la manera siguiente: A)— que, la 
Suprema Corte de Justicia casó la decisión del dieciocho de 
marzo de mil novecientos veintisiete, porque, en las con_ 
diciones que ella señaló, el Tribunal Superior de Tierras 
no podía, como lo hizo, so pena de incurrir en tal sap_ 
ción, rechazar la apelación interpuesta por la Compañía 
Anónima de Explotaciones Industriales y confirmar el 
fallo objeto de la alzada, sin expoñer, para ello, las ra-
zones del rechazamiento de los pedimentos, relativos a 
medidas de instrucción, presentados gor dicha compañía, 
como ha sido expuesto —(y, entre los cuales figuraba el 
relativo al nuevo juicio)— puesto que, en ausencia de esa 
exposición de los motivos correspondientes, la Corte de 
Casación se encontraba privada de los elementos necesarios 
para el ejercicio del poder de verificación, que la ley le ha 
atribuído; B)-- que, como el Tribunal Superior de Tierras, 
apoderado, de nuevo, del conocimiento del caso, por efec_ 
to del reenvío ordenado por el fallo de casación, tenía que 
exponer, en su decisión correspondiente, los motivos que 
eran indispensables al ejercicio de aquel poder de censura, 
se dió a la tarea de estudiar las piezas del expediente, "en 
interés de suplir la falta de motivación advertida por la 
Suprema Corte de Justicia"; C)— que, como resultado del 
nuevo examen de dichas piezas, el referido Tribunal Su, 
perior tenía que declararlo, como declaró, que "encuentra, 
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Considerando, que el Tribunal Superior de Tierras, ex_ 
presa, ante todo, por la quinta cortideración de su sen 
tencia, —que es objeto del actual recurso—, en lo que con. 
cierne a la ordenación del nuevo juicio, "que el motivo 
que tuvo la Suprema Corte de Justicia para casar, como lo 
hizo, la sentencia de este Tribunal Superior de Tierras de 
fecha 18 de Marzo de 1927, está expuesto en uno de los 
Considerandos de su sentencia", que copia, inmediata_ 
mente, el Tribunal Superior, y el cual dice así: "Que al es_ 
tar en discusión entre las partes la existencia, alegada por 
los reclamantes contrarios a la Compañía, del tiempo y de 
las condiciones necesarias para la prescripción adquisitiva 
y el valor como prueba de esa prescripción, de la infor_ 
mación testimonial practicada en primera instancia, y 
acerca de la cual el Tribunal de jurisdicción original se 11, 
mita a decir en su sentencia que ella demostró en cada 
caso cómo tales reclamantes, sin obstáculos de ningún gé, 
nero, se introdujeron en el terreno y ocuparon las porcio_ 

nes que re-claman y las continuaron ocupando sin que na_ 
die los estorbara ni antes ni durante la mensura catastral, 
el Tribunal Superior de Tierras quien tiene como todos los 
Tribunales la obligación de motivar sus fallos, no podía 
rechazar como lo hizo la apelación de la Compañía de Ex_ 
plotaciones Industriales y confirmar la sentencia apelada, 
sin dar las razones por las cuales el pedimento de experti_ 
cio o de inspección de lugares hecho en primrea instancia 
por dicha Compañía, cuyo rechazo a su juicio indebido, 
constituía el fundamento de su apelación, había sido recha_ 
zado, y las razones de fondo ó de procedimiento por las cua. 
les el mismo pedimento de inspección de lugares y el de 
nuevo juicio hecho por ella en apelación, también debía ser 
rechazado; que en efecto la Corte de Casación no podría 
ejercer su poder de control sobre las decisiones de los Tri. 
hunales de Tierras si éstas no tuvieran que ser motivadas, 
y la obligación de contestar los pedimentos de las partes 
que constituye una garantía necesaria para los que liti-
gan ante cualquier jurisdicción, debe ser cumplida por los 
Tribunales de Tierras que, instituidos para sanear los  

derechos de propiedad en la República, deben con más ra_ 
zón justificar las adjudicaciones definitivas que hacen; 
que, en consecuencia, sin necesidad de.examinár los otros 
medios, aducidos en apoyo de su recurso por la CoMpañía 
Anónima de Explotaciones Industriales, la sentencia im_ 

pugnada debe ser casada por vidlacic n del artículo 4 de la 
Ley de Registro de Tierras, que para las decisiones del 
Tribunal Superior de Tierras sustituye al artículo 141 del 
Código de Procedimiento Civil"; 

Considerando que, la motivación fundamental de la 
Ordenación del nuevo juicio, en la sentencia, que se impug_ 
na, puede resumirse, como resultado de lo que acaba de 
ser transcrito y de lo que figura en la sexta consideración 
de dicha sentencia, de la manera siguiente: A)— que, la 
Suprema Corte de Justicia casó la decisión del dieciocho de 
marzo de mil novecientos veintisiete, porque, en las con_ 
diciones que ella señaló, el Tribunal Superior de Tierras 
no podía, como lo hizo, so pena de incurrir en tal san, 
ción, rechazar la apelación interpuesta por la Compañía 
Anónima de Explotaciones Industriales y confirmar el 
fallo objeto de la alzada, sin expoñer, para ello, las ra-
zones del rechazamiento de los pedimentos, relativos a 
medidas de instrucción, presentados Ilor dicha compañía, 
como ha sido expuesto —(y, entre los cuales figuraba el 
relativo al nuevo juicio)— puesto que, en ausencia de esa 
exposición de los motivos correspondientes, la Corte de 
Casación se encontraba privada de los elementos necesarios 
para el ejercicio del poder de verificación, que la ley le ha 
atribuído; B)— que, como el Tribunal Superior de Tierras, 
apoderado, de nuevo, del conocimiento del caso, por efec, 
to del reenvío ordenado por el fallo de casación, tenía que 
exponer, en su decisión correspondiente, los motivos que 
eran indispensables al ejercicio de aquel poder de censura, 
se dió a la tarea de estudiar las piezas del expediente, "en 
interés de suplir la falta de motivación advertida por la 
Suprema Corte de Justicia"; C)— que, como resultado del 
nuevo examen de dichas piezas, el referido Tribunal Su, 
perior tenía que declararlo, como declaró, que "encuentra, 
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que no hay en el mismo" expediente, "los elementos nece-
sarios para dictar un fallo .  que permita, dejar bien dilu-
cidados los derechos de las partes"; D)-.2- que ello es así, 
porque, habiéndose alegado como se ha visto, "el derecho 
de propiedad por prescripción, es claro que todos' los ele„ 
mentos característicos de la misma deben resultar, ora de 
la prueba literal, ora de la prueba testimonial presenta.. 
da, en una forma tal, que permita formar una convic„ 
ción plena al respeéto", Y, en la especie, ello no ha podido 
-ser obtenido; E)— que, lo que ha sido expuesto establece 
la necesidad de ordenar la celebración de un nuevo juicid 
(en que se encontraban los jueces de la apelación) y• jus„ 
tifi'ca, por ello sólo, suficientemente, la referida ordena_ 
ción, de acuerdo con la solicitud de la susodicha CoYripañía; 

Considerando que, a dichas razones fundamentales, 
agrega, el Tribunal Superior a quo, por la consideración sé_ 

tima•de su fallo, las que se sintetizan a continuación: 1)— 
que "actualmente está pendiente por ante el Juez de este 
Tribunal, Lic. J. Enrique Hernández, la decisión de un' 
nuevo juicio", ordenado sobre parcelas_ del mismo expl_ 
diente catastral de que se trata, "las cuales tienen estrg, 
cha relación con los derechos que se discuten entre las par, 
tes en estas tres parcelas"; y, el Tribunal Superior de 

Tierras —(que es Tribunal de revisión)— "debe velar por, 

que no haya contradicción de fallos, lo cual podría ocu, 
rrir" si se decidiera "por separado expediente's que tie, 
nen evidente conexidad"; 2).- que si el pedimento de la 
Compañía se negara, esta segunda vez, también, se ex, 
pondrían los jueces de la alzada "a incurrir en el mismo 
defecto que fue advertido por la Suprema Corte en el fa_ 
llo" del dieciocho de Marzo de mil novecientos veintisie, 
te, que fue casado por ella, como se ha visto, y 3)— que, 
"por otra parte, cuando el nuevo juicio no hubiere sido 
pedido, el Tribunal Superior puede siempre ordenarlo de 
oficio, si estima" —como ya había dicho que ocurre en el 
caso— "que la instrucción del expediente no arroja los 
datos necesarios para su fallo": 

Considerando que, contrariamente a lo que sostienen 
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los recurrentes en casación,' la decisión que impugnan no 
ha incurrido 'en el vicio de falta de motivos, que se alega 
por el primer medio del recurso; que, en efecto, la ver_ 
dadera naturaleza de las decisiones dictadas en jurisdicción 
original del Tribunal de Tierras (sometidas al poder de 
revisión del Tribunal Superior, instituido por la Ley de 
la materia), unida al carácter que, en principio, corres_ 
ponde, en dicha Ley, a la ordenación de un nuevo juicio, 
con relación a lo que, en esta, se refiera a la simple opor_ 
tunidad de lap medida, conducen a declarar que, para la 
apreciación de esta oportunidad, esto es, de las necesida, 
des relativas a lá sustanciación de la causa, el Tribunal 
Superfor de Tierras tiene un poder especialmente amplio, 
y, en' esos límites, su decisión escapa a la censura de la 
Corte de Casación, salvo cuando, para ello, se pone dicho 
Tribunal en evidente contradicción con los propios mol, 
vos, comprobaciones o enunciaciones de su fallo; que, en 
la especie, los, jueces de la apelación expresan, con clari, 
dad y precisión, y en ausencia de toda contradicción con 
los motivos, comprobaciones o enunciaciones que figu 
ran en su sentencia, que la ordenación del nuevo juicio 
se ha debido a que dichos jueces se vieron en la completa 
imposibilidad de poder encontrar, en el expediente de la 
causa —(tal como ésta había sido instruída por el juez 
de jurisdicción original propiamente dicho) — los elemen„ 
tos que les eran indispensables para fallar el fondo del 
asunto, y ésto, constituye fundamento suficiente, —en el 
aspecto a que se han referido los intimantes en casación—, 
para la decisión de que se trata; 

Considerando que, por otra parte, la motivación que 
figura, como ha sido expresado, en la mencionada senten„ 
cia, no constituye, como lo alegan los' recurrentes, "una 
fórmula para fallar por vía de disposición general y regla.. 
mentaria", sino la inequívoca expresión, a que acaba de 
hacerse referencia, de que, por la ponderación del conj un_ 
to de las pruebas que habían sido aportadas, en la corres_ 
pondiente instrucción, no -se pudo asegurar la indispen„ 
sable sustanciación de la causa: situación, ésta, para la 
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- 	• 
que no hay en el mismo" expediente, "los elementos nece-
sarios para dictar un fallo s  que permita, dejar bien dilu-
cidados los derechos de las partes"; D) -L. que ello es así, 
porque, habiéndose alegado como se ha visto, "el derecho 
de propiedad por prescripción, es claro que todos' los ele_ 
mentos característicos de la misma deben resultar, ora de 
la prueba literal, ora de la prueba testimonial presenta-
da, en una forma tal, que permita formar una convic, 
ción plena al respeCto", y, en la especie, ello no ha podido 
-ser obtenido; E)— que, lo que ha sido expuesto establece 
la necesidad de ordenar la celebración de un nuevo juicid 
(en que se encontraban los jueces de la apelación) y• jus_ 
tifica, por ello sólo, suficientemente, la referida ordena_ 
ción, de acuerdo con la solicitud de la susodicha Cofnpañía; 

Considerando que, a dichas razones fundamentales, 
agrega, el Tribunal Superior a quo, por la consideración sé_ 

tima-de su fallo, las que se sintetizan a continuación: 1)— 
que "actualmente está pendiente por ante el Juez de este 
Tribunal, Lic. J. Enrique Hernández, la decisión de un' 
nuevo juicio", ordenldo sobre parcela& del mismo expl_ 
diente catastral de que se trata, "las cuales tienen estre, 
cha relación con los derechos que se discuten entre las par, 
tes en estad' tres parcelas"; y. el Tribunal Superior de 
Tierras —(que es Tribunal de revisión)— "debe velar por, 
que no haya contradicción de fallos, lo cual podría ocu_ 
rrir” si se decidiera "por separado expedientes que tie, 
nen evidente conexidad- ; que si el pedimento de la 
'Compañía se negara, esta segunda vez, también, se ex, 
pondrían los jueces de la alzada "a incurrir en el mismo 
defecto que fue advertido por la Suprema Corte" -en el fa_ 

llo" del dieciocho de Marzo de mil novecientos veintisie_ 
te, que fue casado por ella, como se ha visto, y 3)— que, 
"por otra parte, cuando el nuevo juicio no hubiere sido 
pedido, el Tribunal Superior puede siempre ordenarlo de 
oficio, si estima" —como ya había dicho que ocurre en el 
caso— "que la instrucción del expediente no arroja los 
datos necesarios Paré su fallo": 

Considerando que, contrariamente a lo que sostienen 
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los recurrentes en casación, la decisión que impugnan no 
ha incurrido -en el vicio de falta de motivos, que se alega 
por el primer medio del recurso; que, en efecto, la ver_ 
dadera naturaleza de las decisiones dictadas en jurisdicción 
original del Tribunal de Tierras (sometidas al poder de 
revisión del Tribunal Superior, instituido por la Ley de 
la materia), unida al carácter que, en principio, corres, 
ponde, en dicha Ley, a la ordenación de un nuevo juicio, 
con relación a lo que, en Osta, se refiera a la simple opor, 
tunidad de lar medida, conducen a declarar que, para la 
apreciación de esta oportunidad, esto es, de las necesida, 
des relativas a lá sustanciación de la causa, el Tribunal 
Superfor de Tierras tiene un poder especialmente amplio, 
y, en'esos límites, su decisión escapa a la censura de la 
Corte de Casación, salvo cuando, para ello, se pone ;Echo 

_ Tribunal en evidente contradicción con los propios ~ti_ 
vos, comprobaciones o enunciaciones de su fallo; que, en 
la especie, los, jueces de la apelación expresan, con ciad_ 
dad y precisión, y en ausencia de toda contradicción con 
los motivos, comprobaciones o enunciaciones que figu 
ran en su sentencia, que la ordenación del nuevo juicio 
se ha debido a que dichos jueces se vieron en la completa 
imposibilidad de poder encontrar, en el expediente de la 
causa —(tal como ésta había sido instruida por el juez 

' de jurisdicción original propiamente dicho)— los elemen_ 
tos que les eran indispensables para fallar el fondo del 
asunto, y ésto, constituye fundamento suficiente, —en el 
aspecto a que se han referido los intimantes en casación—, 
para la decisión de que se trata; 

Considerando que, por otra parte, la motivación que 
figura, como ha sido expresado, en la mencionada senten, 
cia, no constituye, como lo alegan los' recurrentes, "una 
fórmula para fallar por vía de disposición general y regla_ 
mentaria", sino la inequívoca expresión, a que acaba de 
hacerse referencia, de que, por la ponderación del conjun_ 
to de las pruebas que habían sido aportadas, en la corres.. 
pondiente instrucción, no -se pudo asegurar la indispen_ 
sable sustanciación de la causa; situación, ésta, para la 
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cual se ha previsto, en la economía general de la Ley de 
Registro de Tierras, que se recurra a la medida que, en el 
caso, fue ordenada por el Tribunal Superior; que, ade_ 
más, la imposibilidad en que este Tribunal declara que se 
encontró, para motivar el rechazamiento de la petición de 
nuevo juicio, a que se refiere el fallo de casación de fecha 
veintitres de octubre de mil novecientos treinta y uno, jus_ 
tifica, por ella sola, la ordenación, con carácter total, de 
dicho nuevo juicio, y, en tales condiciones, ni podía encon_ 
trarse obligado, el mencionado Tribunal, a, dar motivos es_ 
peciales, para cada uno de los elementos concernientes a 
la prueba de los derechos de que se trataba, ni presentaba 
esencial utilidad el que así se hiciese, en las indicadas dr, 
cunstancias; que, por último, la referida imposibilidad en 
que se halló el citado Tribunal Superior, es una clara ex_ 
plicaión de las causas de la falta de motivos que, con res, 
pecto al mismo punto, había viciado el fallo del ,dieciocho 
de marzo de mil novecientos veintisiete; • 

Considerando que, a virtud de los desarrollos que an, 
teceden, . el primer medio de casación debe ser rechazado, 
como, por la presente, lo es; 

En cuanto al segundo medio del recurso: 
Considerando que los intimantes, al presentar, en su 

memorial introductivo del recurso, el actual medio de casa.. 
ción, expresan que "esta violación comprende dos elemen, 
tos: a) — el relativo a la competencia del Tribunal de 
Tierras, limitada a lo resuelto por la Suprema Corte de 
Justicia sobre los puntos casados y por consecuencia del 
art. 20. de la Ley de Tierras enmendado por la Orden 
Ejecutiva No. 799, y b)— el de la incompetencia del mis_ 
mo tribunal para interpretar la sentencia del t 23or de Octu.. 

bre dictada por la Corte de Casación"; que, p lo tano, 
estas dos ramas del presente medio, serán examinadas su. 
cesivamente, aunque' siguiéndose, para ello, un orden in,. 
verso al que se observa, como se ha visto, en el Memorial 

de Casación; Considerando que —en lo que concierne a la segunda 
rama del presente medio de casación— los intimantes ale.. 
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gana  por su memorial introductivo, en apoyo de la im, 
pugnación que así realizan, que el Tribunal Superior de 
Tierras, en la octava consideración de su fallo, "trata de 
interpretar el alcance de la sentencia que lo invistió y 
llega a sentar este principio erróneo: que habiendo sido ea_ 
cado un fallo, este no existe cuales que sean las razones 
amplias o restringidas que dé la Suprema Corte de Justi. 
cia"; y, es criterio de los recurrentes que "sólo" ésta últi_ 
ma, "es competente para interpretar sus decisiones", so_ 
bretodo "cuando esa interpretación atenta contra el .a,r_ 
tículo 2 No. de la Ley de Tierras y se comete un ex_ 
ceso de poder al atribuir, como en el caso ocurrente, un 
efecto aniquilador e idéntico, a todas las casaciones sean 
parciales o totales"; que, por otra parte, tales son, tam, 
bién, .el sentido y el alcance que resultan del estudio de 
las breves consideraciones que se dedican, en el memorial 
ampliativo, a la rama que ahora se examina; 

Considerando que, si es cierto que es a la Corte de Ca, 
sación a quien corresponde interpretar sus propias deci, 
siones, cuando éstas son objeto del procedimiento especial 
tendiente a ese fín, no es menos cierto que, en •la especie, 
no se trató de dicho procedimiento, por ante el Tribunal 
Superior de Tierras, ni tampoco se pidió, a éste, que so_ 
breseyera el conocimiento o el fallo de la causa para que 
se realizara aquel; que, por el contrario, lo que única_ 
mente ocurrió, en el caso a que se hace referencia, fue 
que, en presencia de la pretensión de una de las partes que 
figuraron en el juicio, según la cual, "puesto que la Supre_ 
ma Corte de Justicia casó la decisión del Tribunal Supe, 
rior de Tierras simplemente por un defecto de motivación, 
quedó totalmente en pié la sentencia casada respecto a las 
adjudicaciones que se habían hecho", dicho Tribunal res-
pondió "que es a todas luces infundada la alegación que" 
esa parte presentaba, puesto que —(se expresó en sínte, 
sis)— la casación pronunciada fue total; que, es indiscu_ 
tible que, para procéder así, tenía completa capacidad el 
referido Tribunal Superior, porque ello era necesario para 
estatuir sobre el caso, como le obligaba la ley; 

208 
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cual se ha previsto, en la economía general de la Ley de 
Registro de Tierras, que se recurra a la medida que, en el 
caso, fue ordenada por el. Tribunal Superior; que, ade, 
más, la imposibilidad en que este Tribunal declara que se 
encontró, para motivar el rechazamiento de la petición de 
nuevo juicio, a que se refiere el fallo dé casación de fecha 
veintitres de octubre de mil novecientos treinta y uno, jus., 
tifica, por ella sola, la ordenación, con carácter total, de 
dicho nuevo juicio, y, en tales condiciones, ni podía encon_ 
trarse obligado, el mencionado Tribunal, a.dar motivos es_ 
peciales, para cada uno de los elementos concernientes a 
la prueba de los derechos de que se trataba, ni presentaba 
esencial utilidad el que así se hiciese, en las indicadas dr, 
cunstancias; que, por último, la referida imposibilidad en 
que se halló el citado Tribunal Superior, es una clara ex_ 
plicaión de las causas de la falta de motivos que, con res, 
pecto al mismo punto, había viciado el fallo del ,dieciocho 
de marzo de mil novecientos veintiáiete; • 

Considerando que, a virtud de los desarrollos que an,. 
teceden, . el primer medio de casación debe ser rechazado, 
como, por la presente, lo es; 

En cuanto al segundo medio del recurso: 
Considerando que los intimantes, al presentar, en su 

memorial introductivo del recurso, el actual Medio de casa_ 
ción, expresan que "esta violación comprende dos 'elemen-
tos : a)— el relativo a la competencia del Tribunal de 
Tierras, limitada a lo resuelto por la Suprema Corte de 
Justicia sobre los puntos casados y por consecuencia del 
art. 20. de la Ley de Tierras enmendado por la Orden 
Ejecutiva No. 799, y b)— el de la incompetencia del mis_ 
mo tribunal para interpretar la sentencia del 23 de Ocu_ 
bre dictada por la Corte de Casación"; que, por lo tan

t
to, 

estas dos ramas del presente medio, serán examinadas su_ 
cesivamente, aunque' siguiéndose, para ello, un orden in, 
verso al que• se observa, como se ha visto, en el Memorial 

de Casación; 
Considerando que —en lo que concierne a la segunda 

rama del presente medio de casación— los intimantes ale_ 
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gana  por su memorial introductivo, en apoyo de la ini_ 
pugnación que así realizan, que el Tribunal Superior de 
Tierras, en la octava consideración de su fallo, "trata de 
interpretar el alcance de •la sentencia que lo invistió y 
llega a sentar este principio erróneo: que habiendo sido ea_ 
cado un fallo, este no existe cuales que sean las razones 
amplias o restringidas que dé la Suprema Corte de Justi_ 
cia"; y, es criterio de los recurrentes que "sólo" ésta últi_ 
ma, "es competente para interpretar sus decisiones", so_ 
bretodo "cuando esa interpretación atenta contra el .ar.. 
tículo 2 No. 1_A de la. Ley de Tierras y se comete un ex_ 
ceso de poder al atribuír, como en el caso ocurrente, un 
efecto aniquilador e idéntico, a todas las casaciones sean 
parciales o totales"; que, por otra parte, tales son, tam, 
bién, el sentido y el alcance que resultan del estudio 'de 
las breves consideraciones que se dedican, en el memorial 
ampliativo, a la rama que ahora se examina; 

Considerando que, si es cierto que es a la Corte de Ca_ 
sación a quien corresponde interpretar, sus propias deci, 
siones, cuando éstas son objeto del procedimiento especial 
tendiente a ese fín, no es menos cierto que, en •la especie, 
no se trató de dicho procedimiento, por ante el Tribunal 
Superior de Tierras, ni tampoco se pidió, a éste, que so_ 
breseyera el conocimiento o el fallo de la causa para que 
se realizara aquel; que, por el contrario, lo que única, 
mente ocurrió, en el caso a que se hace referencia, fue 
que, en presencia de la pretensión de una de las partes que 
figuraron en el juicio, según la cual, "puesto que la Supre_ 
ma Corte de Justicia casó la decisión del. Tribunal Supe_ 
rior de Tierras simplemente por un defecto de motivación, 
quedó totalmente en pié la sentencia casada respecto a las 
adludicaciones que se habían hecho", dicho Tribunal res-
pondió "que es a todas luces infundada la alegacióñ que" 
esa parte presentaba, puesto que —(se expresó en sínte_ 
sis)— la casación pronunciada fue total; que, es indiscu_ 
tibie que, para proeéder así, tenía completa capacidad el 
referido Tribunal Superior, 'porque ello era necesario para 
estatuir sobre el caso, como le obligaba la ley; 
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Considerando que, por otra parte, en la especie, el 
tercer ordinal de la sentencia que, en fecha veintitres de 
octubre de mil novecientos treinta y uno, dictó la Supre. 
ma Corte de Justicia, presenta, en cuanto al aspecto a que 
se refieren los recurrentes, un sentido completamente cla_ 
ro y preciso, puesto que la casación que pronunció, fue 
fundada en la comprobación de un vicio que afectaba toda 
la motivación de la sentencia, entonces impugnada, con re_ 
lación "a las parcelas o partes de parcelas a que entendió 
referirse, en realidad, dicho ordinal; y ello tenía que pro_ 
ducir, en esta indicada medida, un efecto aniquilador del 
fallo atacado, razón por la cual no tuvo que examinar la 
Corte de Casación ninguno de los otros medios del recur- 

so; 
Considerando que, por todo lo expuesto, si, en ver_ 

dad, los términos empleados, con este motivo, por el Tris, 
bunal Superior de Tierras, pueden ser criticados, el error, 
así cometido en la expresión, no podría justificar, en modo 
alguno la sanción que se persigue; 

Considerando que, en virtud de los desarrollos que pre_ 
ceden, se desestima la segunda rama del presente medio 

de casación; 
Considerando que, —en lo que concierne a la primera 

rama ya mencionada—, los intimantes sustentan, en su 
Memorial de Casación, que, de acuerdo con el artículo 2 de 
la Ley de Registro de Tierras —("enmendado por el Ar_ 
título 1_A de la Orden Ejecutiva No. 799")— la competen, 
cia del Tribunal Superior de Tierras, en' caso de reenvío, 
ordenado por sentencia de casación, "está circunscrita a 
los puntos del recurso acoj idos por la Suprema Corte" 
de Justicia "y (modo imperativo) se conformará al resol_ 
verla con lo dispuesto" por ésta; que, expresan los recu_ 
rrentes, en la especie, se puede "observar que lejos de ser 
acogido ese precepto legal por el. Tribunal Superior de Tie_ 
rras, éste se dió a la tarea de examinar cuestiones de In_ 
dote diferente a lo dispuesto por la sentencia de la Corte 
de Casación del 23 de Octubre" de mil novecientas treinta 
y uno, "yendo a examinar (al parecer de oficio, porque 

BOLLTIN JUDICIAL 	 211 
las partes no adujeron nada concreto sobre las pruebas del, 
fondo) el fondo del derecho, cosa que no ,está dentro de 
su competencia examinar", tal como se desprende de la 
octava consideración del susodicho fallo impugnado; que, 
al alegato que acaba de ser expuesto, se refieren los men_ 
cionados intimantes, en su memorial ampliativo, con tér_ 
minos que aclaran y precisan el alcance de su actual impug_ 
nación, y que pueden ser resumidos como sigue: a)— "que 
la Suprema Corte" de Justicia "casó la decisión del 18 de 
Marzo" de mil novecientos veintisiete, "por falta de moti_ 
vos puramente teóricos, de puro derecho, sin juzgar la per, 
tinencia o admisibilidad del nuevo juicio o de la inspección 
de lugares", que habían sido pedidoS, por la Compañía 
—ante el Tribunal Superior de Tierras— y "que podría, es, 
tar en contradicción con el fallo intocado por la casación"; 
b)— que se puede "observar en el ordinal segundo de dicho 
dispositivo" —(del de la decisión ahora impugnada)— "que 
no se trató de juzgar el derecho de las partes, ni las apela_ 
ciones producidas, ni de completar las pruebas aportadas, 
sino de anular todo lo hecho y de comenzar de nuevo el 
proceso, como si nada se hubiera hecho, sin tener en cuera_ 
ta la decisión de la Suprema Corte que excepcionalmente 
le dió facultad limitada al mismo Tribunal desapoderado de 
juzgar el punto anotado-  por la Corte y sin tomar en consi, 
deración la disposición del artículo 10 No. lo. que dice" 
que "para los efectos del nuevo juicio podrán utilizarse sin 
necesidad de que sean presentadas de nuevo, todas las 
pruebas presentadas en el primer juicio, que fueren admi, 
sibles; admás, cualquiera de las partes podrá presentar 
nuevas pruebas", y c)— que la decisión de que se trata 
"equivale a juzgar el fondo, y al recházo de todas las ape_ 
}aciones interpuestas por las partes, dejándolas sin solu„ 
ción ni efecto"; 

Considerando que el artículo 2 -de la Ley de Registro de 
Tierras --(en la parte agregada, a dicho texto por la Or, 
den Ejecutiva 799 art. 1...A . párrafo 3)— dispone que 
"Siempre que hubiePe lugar a la casación de un fallo del 
Tribunal Superior de Tierras, la decisión que recaiga or_ 
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Considerando que, por otra parte, en la especie, el 
tercer ordinal de la sentencia que, en fecha veintitres de 
octubre de mil novecientos treinta y uno, dictó la Supre_ 
ma Corte de Justicia, presenta, en cuanto al aspecto a que 
se refieren los recurrentes, un sentido completamente cla_ 
ro y preciso, puesto que la casación que pronunció, fue 
fundada en la comprobación de un vicio que afectaba toda 
la motivación de la sentencia, entonces impugnada, con re.. 
lación 'a las parcelas o partes de parcelas a que entendió 
referirse, en realidad, dicho ordinal; y ello tenía que pro., 
ducir, en esta indicada medida, un efecto aniquilador del 
fallo atacado, razón por la cual no tuvo que examinar la 
Corte de Casación ninguno de los otros medios del recur, 
so; 

Considerando que, por todo lo expuesto, si, en ver_ 
dad, los términos empleados, con este motivo, por el Tri, 
bunal Superior de Tierras, pueden ser criticados, el error, 
así coitetido en la expresión, no podría justificar, en modo 
alguno la sanción que se persigue; 

Considerando que, en virtud de los desarrollos que pre_ 
ceden, se desestima la segunda rama del presente medio 
de casación; 

Considerando que, —en lo que concierne a la primera 
rama ya mencionada—, los intimantes sustentan, en su 
Memorial de Casación, que, de acuerdo con el artículo 2 de 
la Ley de Registro de Tierras — ("enmendado por el An. 
título 1_A de la Orden Ejecutiva No. 799")— la competen, 
cia del Tribunal Superior de Tierras, en' caso de reenvío, 
ordenado por sentencia de casación, "está circunscrita a 
los puntos del recurso acoj idos por la Suprema Corte" 
de Justicia "y (modo imperativo) se conformará al resol, 
verla con lo dispuesto" por ésta; que, expresan los recu_ 
rrentes, en la especie, se puede "observar que lejos de ser 
acogido ese precepto legal por el Tribunal Superior de Tie.„ 
rras, éste se dió a la tarea de examinar cuestiones de in, 
dote diferente a lo dispuesto por la sentencia de la Corte 
de Casación del 23 de Octubre" de mil novecientos treinta 
y uno, "yendo a examinar (al parecer de oficio, porque 

las partes no adujeron nada concreto sobre las pruebas del, 
fondo) el fondo del derecho, cosa que no, está dentro de 
su competencia examinar", tal como se desprende de la 
octava consideración del susodicho fallo impugnado; que, 
al alegato que acaba de ser expuesto, se refieren los men_ 
cionados intimantes, en su memorial ampliativo, con tér_ 
minos que aclaran y precisan el alcance de su actual impug, 
nación, y que pueden ser resumidos como sigue: a)— "que 
la Suprema Corte" de Justicia "casó la decisión del 18 de 
Marzo" de mil novecientos veintisiete, "por falta de moti_ 
vos puramente teóricos, de puro derecho, sin juzgar la per 
tinencia o admisibilidad del nuevo juicio o de la inspección 
de lugares", que habían sido pedidog, por la Compañía 
—ante el Tribunal Superior de Tierras— y "que podría, es, 
tar en contradicción con el fallo intocado por la casación"; 
b)— que se puede "observar en el ordinal segundo de dicho 
dispositivo" —(del de la decisión ahora impugnada)— "que 
no se trató de juzgar el derecho de las partes, ni las apela_ 
ciones producidas, ni de completar las pruebas aportadas, 
sino de anular todo lo hecho y de comenzar de nuevo el 
proceso, como si nada se hubiera hecho, sin tener en cuen, 
ta la decisión de la Suprema Corte que excepcionalmente 
le dió facultad limitada al mismo Tribunal desapoderado de 
juzgar el punto anotada por la Corte y sin tomar en consi_ 
deración la disposición del artículo 10 No. lo. que dice" 
que "para los efectos del nuevo juicio podrán utilizarse sin 
necesidad de que sean presentadas de nuevo, todas las 
pruebas presentadas en el primer juicio, que fueren admi_ 
sibles; admás, cualquiera de las partes podrá presentar 
nuevas pruebas", y c)— que la decisión de que se trata 
"equivale a juzgar el fondo, y al rechazo de todas las ape., 
laciones interpuestas por las partes, dejándolas sin solu, 
ción ni efecto"; 

Considerando que el artículo 2 -de la Ley de Registro de 
Tierras —(en la parte agregada, a dicho texto por la Or_ 
den Ejecutiva 799 art. 1_A. párrafo 3)— dispone que 
"Siempre que hubiei:e lugar a la casación de un fallo del 
Tribunal Superior de Tierras, la decisión que recaiga or, 
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denará el reenvío del asunto ante dicho Tribunal Supe_ 
rior de Tierras y éste procederá a la reconsideración de la 
sentencia casada, en aquellos puntos de la sentencia res_ 
pecto de los cuales el recurso hubiere sido acogido, y se 
conformará, al resolverlos, con lo que disponga el fallo 
de la Suprema Corte de Justicia"; 

Considerando, que el texto legal que acaba de ser 
transcrito deroga, ciertamente, para los fallos a que se 
aplica, las reglas que encierra el artículo 24 de la Ley so, 
bre Procedimiento de Casación, en lo que aquel se refiere, 
especialmente, al Tribunal de reenvío, —(puesto que, no 
'existiendo, en la República sino un sólo Tribunal Superior 
de Tierras, a éste tiene que ser forzosamente reenviado el 
asunto objeto de la casación)— y en lo que se refiere a la 
necesidad para el Tribunal (así nuevamente apoderado del 
caso, por un primer fallo de casación) de conformarse, al 
resolver los puntos objeto de la anulación, con lo que hubie_ 
re dispuestó la Suprema Corte de Justicia —(modificación 
ésta, que obedece tanto a la influencia de la anterior, co_ 
mo a la voluntad del legislador de no prolongar, en el tiem-
po, el procedimiento a que se hace referencia)— pero, con_ 
siderando, que esas derogaciones no modifican las• reglas 
relativas a la competencia del Tribunal de envío o de reen, 
vío, sino de la manera que acaba de ser expuesta y, de 
ningún modo, en el sentido y con el alcance que invocan los 
actuales recurrentes; que así, corresponde al Tribunal Su_ 
perior de Tierras cuando estatuye como 'Tribunal de reen_ 
vío, obrar con toda independencia, en la medida de la 
anulación pronunciada, de la misma manera como hubiese 
podido hacerlo, el mismo Tribunal, sobre el procedimiento 
que culminó en el fallo casado; 

Considerando que, en la especie, resulta del estudio a 
que se ha procedido, que el fallo pronunciado por la Corte 
de Casación, en fecha weintitres de octubre de mil novecien-
tos treinta y uno, anuló totalmente —(en cuanto a las par-
celas o partes de parcelas al que entendió, realmente, re.. 
ferirse)— la decisión dictada, el dieciocho de marzo de mil 
novecientos veintisiete, tfor el Tribunal Superior de Tic.. 
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rras, como consecuencia de un vicio de forma que abarcó 
a esa sentencia, en todas sus partes, de acuerdo con la 
comprobación que se hizo; que, por lo tanto, en virtud 
de la transcrita disposición del artículo 2 de la Ley de Re, 
gistro de Tierras, el mencionado Tribunal Superior se en_ 
contraba obligado a examinar, de nuevo, el asunto, para 
fallarlo, por segunda vez, pero mediante sentencia co_ 
rrectamente motivada, sea en favor de las partes que figu_ 

'raron, como intimadas, en el procedimiento de casación, 
o ya en provecho de la entonces parte recurrente, o de otra 
persona, si procedía y, en cualquier de estos casos, obran_ 
do de acuerdo con los resultados de aquel nuevo examen, 
—siempre que dichos resultados permitiesen decidir el fon_ 
do del asunto, sin ordenar ninguna nueva medida de ins_ 
trucción que la ley haya puesto a su alcance; porque, si 
esta medida resultaba necesaria, era su ordenación la que, 
ante todo, procedía, ya que, cuando el legislador impone 
al Tribunal de reenvío la obligación de decidir el asunto, 
se sobreentiende que ésto debe ser hecho de acuerdo con el 
fin' esencial de justicia; a que obedece el funcionamiento dé 
los tribunales nacionales; 

Considerando que, contrariamente ,  a lo que sostienen 
los intimantes, el Tribunal Superior de Tierras, se entregó 
a la tarea de realizar un nuevo examen del expediente del 
caso para juzgar, de nuevo, el derecho de las partes, me_ 
diante la debida motivación que al asunto correspondiera, 
como lo indicó el fallo de casación; que, al no encontrar, en 
dicho expediente, los elementos que eran indispensables 
para el referido fin, ordenó la medida de instrucción que 
constituye "el nuevo juicio", sin Thenospreciar, en forma 
alguna, por ello, lo dispuesto en el artículo 10, párrafo lo., 
de la Ley de Registro de Tierras —(texto cuya economía 
atañe, ahora,,a1 propio juez del nuevo juicio, siendo relativa 
al procedimiento que, ante éste; debe realizarse)— y todo 
ello, con el único objeto de que pueda ser juzgado el fondo 
del asunto, nediante los resultados de la nueva instruc_ - 
ción que se efectúe, como queda dicho; 

Considerando que por las razones expuestas, a las cua,. 
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denará el reenvío del asunto ante dicho Tribunal Supe, 
,rior de Tierras y éste procederá a la reconsideración de la 
sentencia casada, en aquellos puntos de la sentencia res_ 
pecto de los cuales el recurso hubiere sido acogido, y se 
conformará, al resolverlos, con lo que disponga el fallo 
de la Suprema Corte de Justicia"; 

Considerando, que el texto legal que acaba de ser 
trdhscrito deroga, ciertamente, para los fallos a que se 
aplica, las reglas que encierra el artículo 24 de la Ley so.. 
bre Procedimiento de Casación, en lo que aquel se refiere, 
especialmente, al Tribunal de reenvío, —(puesto que, no 
¡existiendo, en la República sino un sólo Tribunal Superior 
de Tierras, a éste tiene que ser forzosamente reenviado el 
asunto objeto de la casación)— y en lo que se refiere a la 
necesidad para el Tribunal (así nuevamente apoderado del 
caso, por un primer fallo de casación) de conformarse, al 
resolver los puntos objeto de la anulación, con lo que hubie„ 
re dispuesto la Suprema Corte de Justicia —(modificación 
ésta, que obedece tanto a la influencia de la anterior, co„ 
mo a la voluntad del legislador de no prolongar, en el tiem-
po, el procedimiento a que se hace referencia)— pero, con.. 
siderando, que esas derogaciones no modifican las- reglas 
relativas a la competencia del Tribunal de envío o de reen„ 
vío, sino de la manera que acaba de ser expuesta y, de 
ningún modo, en el sentido y con el alcance que invocan los 
actuales recurrentes; que así, corresponde al Tribunal Su-
perior de Tierras cuando estatuye como 'Tribunal de reen, 
vio, obrar con toda independencia, en la medida de la 
anulación pronunciada, de la misma manera como hubiese 
podido hacerlo, el mismo Tribunal, sobre el procedimiento 
que culminó en el fallo casado; 

Considerando que, en la especie, resulta del estudio a 
que se ha procedido, que el fallo pronunciado por la Corte 
de Casación, en fecha weintitres de octubre de mil novecien„ 
tos treinta y uso, anuló totalmente —(en cuanto a las par. 
celas o partes de parcelas a' que entendió, realmente, re.. 
ferirse)— la decisión dictada, el dieciocho de marzo de mil 
novecientos veintisiete, Por el Tribunal Superior de Tic_ 

• 

rras, como consecuencia de un vicio de forma que abarcó 
a esa sentencia, en todas sus partes, de acuerdo con la 
comprobación que se hizo; que, por lo tanto, en virtud 
de la transcrita disposición del artículo 2 de la Ley de Re_ 
gistro de Tierras, el mencionado Tribunal Superior se en, 
contraba obligado a examinar, de nuevo, el asunto, para 
fallarlo, por segunda vez, pero mediante sentencia co„ 
rrectamente motivada, sea en favor de las partes que figu_ 

' raron, como intimadas, en el procedimiento de casación, 
o ya en provecho de la entonces parte recurrente, o de Otra 
persona, si procedía y, en cualquier de estos casos, obran_ 
do de acuerdo con los resultados de aquel nuevo examen, 
—siempre que dichos resultados permitiesen decidir el fon., 
do del asunto, sin ordenar ninguna nueva medida de ins_ 
trucción que la ley 'laxa puesto a su alcance; porque, si 
esta medida resultaba necesaria, era su ordenación la que, 
ante todo, procedía, ya que, cuando el legislador impone 
al Tribunal de reenvío la obligación de decidir el asunto, 
se sobreentiende que ésto debe ser hecho de acuerdo con el 
fin esencial de justicia, a que obedece el funcionamiento dé 
los tribunales nacionales; 

Considerando que, contrariamente ,  a , lo que sostienen 
dos intimantes, el Tribunal Superior de Tierras, se entregó 
a la tarea de realizar 'un nuevo examen del expediente del 
caso para juzgar, de nuevo, el derecho de las partes, me., 
diante la debida motivación que al asunto correspondiera, 
como lo indicó el fallo de casación; que, al no encontrar, en 
dicho expediente, los elementos que eran indispensables 
para el referido fin, ordenó la medida de instrucción que 
constituye "el nuevo juicio", sin Menospreciar, en forma 
alguna, por ello, lo dispuesto en el artículo 10, párrafo lo., 
de la Ley de Registro de Tierras —(texto cuya economía 
atañe, ahora,.al propio juez del nuevo juicio, siendo relativa 
al procedimiento que, ante éste, debe realizarse)— y todo • 
ello, con el único objeto de que pueda ser juzgado el fondo 
del asunto, mediante los resultados de la nueva instruc_ - 
ción que se efectúe, como queda dicho; 

Considerando que por las razones expuestas, a las cua_ 
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les deben agregarse las que van a ser expresadas, con mo-
tivo del examen del tercer medio del recurso, debe ser de, 
clarado que, al estatuir como lo hizo, el Tribunal Superior 
de Tierras no incurrió en las violaciones de la ley, que han 
sido señaladas como base de la primera rama dei presente 
medio; 

Considerando que, consecuentemente, el segundo me, 
dio de casación debe ser también, rechazado, como lo es por 
esta sentencia; 

En cuanto al tercer medio del recurso: 
Considerando que las partes intimantes sostienen que, 

en la sentencia contra la cual han recurrido a casación, el 
,Tribunal Superior de Tierras ha incurrido en la violación 
de los artículos 7 y 15 de la Ley de Registro de Tierras, y, 
en apoyo de ello, expresan que esta Ley no autoriza, a 
dicho Tribunal, "a ordenar un nuevo juicio sino en dos ca_ 
sos", puesto que la disposición del artículo 10, no se re_ 
fiere a un caso distinto de los dos de que se va a tratar: 
el primero de éstos, es el "permitido por el artículo 7 No. 
1 al hacer de oficio la revisión de las sentencias de juris, 
dicción original, indispensable para todos los procesos en 
que no hay apelación interpuesta, llamado nuevo juicio de 
oficio"; y el otro, es previsto para "el caso del artículo 
15 que 'es el acordado a las partes mediante el cumplimien, 
to de ciertas formalidades"; que, en la especie, "no se tra, 
tó de la revisión de oficio del art. 7 por haber apelación, 
y no lo fue en virtud del art. 15 porque no se llenaron los 
trámites que ese texto" y los Reglamentos "establecen 
para pedirlo" —(el nue`vo juicio)—; que además, expresan 
los recurrentes, esas prescripciones de la Ley de Regis_ 
tro de Tierras no pueden ser extendidas a otro caso, con, 
siderando para ello "la facultad que tienen los tribunales 
ordinarios, que pudiéramos hipotéticamenté aceptar para 
los Tribunales de Tierras, a pesar de ser excepcionales, de 
dictar medidas de instrucción para la orientación de la cau_ 
sa, sencillamente porque esas medidas se articulan y nunca 
desapoderan del fondo al juez que las dicta, como ocurre 

• en el caso"; que, por último, "aún en el caso en que la ley 
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autoriza la celebración de un nuevo juicio, ha expresado in_ 
terés en que se indique la laguna que se hubiere (de) 
llenar como lo hace en el mismo art. 7 No. 1", lo cual tam-
poco ha sido tenido en cuenta por el Tribunal Superior 
de Tierras; 

Considerando, que el artículo 7 de la Ley de Registro 
de Tierras, despues de establecer, por su párrafo capital, 
que: "Además de sus atribuciones como juzgado de juris-
dicción original, el Tribunal Superior de Tierras tendrá las 
de revisión, de apelación y las administrativas que se le 
señalan a continuación..." (de este texto), expresa, por 
su párrafo (1) que: "Examinará y revisará todos los fa, 
llos o sentencias que sean dictados por los jueces que mas 
adelante en la presente se proveen; y los fallos o sentencias 
que sean dictados por un solo magistrado del Tribunal Su, 
perior de Tierras; confirmará o revocará cualquier fallo, 
sentencia, orden o decreto de éstos o hará que se celebre 
un nuevo juicio, o practiqué de nuevo cualquier otro pro_ 
cedimiento a que hubiere lugar. En el caso de ordenarse 
un nuevo juicio, y siempre que fuere posible, el Tribu_ 
nal examinará y determinará todas las cuestiones de dere_ 
cho comprendidas en el caso y que se consideren esencia_ 
les al fallo definitivo del proceso"; 

Considerando, que las disposiciones que acaban de ser 
transcritas, establecen, en la República, un sistema que 
tiende, evidentemente, a satisfacer las necesidades esencia, 
les de relativa celeridad y de verdadera seguridad, en cuan,. 
to al procedimiento creado por la Ley de Registro de Ti_e 
rras y en el aspecto de que se trata, puesto que la ins, 
trucción del asunto, realizada por el juez designado para 
,ello, debe conducir a una decisión, de carácter especial, die, 
táda por ese mismo juez, que está sujeta, ineludiblemente, 
a revisión del Tribunal Superior, sin que, para ese nuevo 
examen, sea necesario que medie apelación alguna de par_ 
te ; que, como el fin que persigue la Ley de Registro de 
Tierras es que el derecho, en referencia, sea adjudicado a 
quien, de acuerdo con las previsiones del legislador, co-
rresponda, —que tenga o no calidad de reclamante o de 
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les deben agregarse las que van a ser exprésadas, con mo.. 
tivo del examen del tercer medio del recurso, debe ser de, 
clarado que, al estatuir como lo hizo, el Tribunal Superior 
de Tierras no incurrió en las violaciones de la ley, que han 
sido señaladas como base de la priMera rama dei presente 
medio; 

Considerando que, consecuentemente, el segundo me, 
dio de casación debe ser también, rechazado, como lo es por' 
esta sentencia; 

En cuanto al tercer medio del recurso: 
Considerando que las partes intimantes sostienen que, 

en la sentencia contra la cual han recurrido a casación, el 
;Tribunal Superior de Tierras ha incurrido en la violación 
de los artículos 7 y 15 de la Ley de Registro de Tierras, y, 
en apoyo de ello, expresan que esta Ley no autoriza, a 
dicho Tribunal, "a ordenar un nuevo juicio sino en dos ca_ 
sos", puesto que la disposición del artículo 10, no se re, 
fiere a un caso distinto de los dos de que se va a tratar: 
el primero de éstos, es el "permitido por el artículo 7 No. 
1 al hacer de oficio la revisión de las sentencias de juris, 
dicción original, indispensable para todos los procesos en 
que no hay apelación interpuesta, llamado nuevo juicio de 
oficio"; y el otro, es previsto para "el caso del artículo 
15 que 'es el acordado a las partes mediante el cumplimien, 
to de ciertas formalidades"; que, en la especie, "no se tia, 
tó de la revisión de oficio del art. 7 por haber apelación, 
y no lo fue en virtud del art. 15 porque no se llenaron los 
trámites que ese texto" y los Reglamentos "establecen 
para pedirlo" —(el nuevo juicio)—; que además, expresan 
los recurrentes, esas prescripciones de la Ley de Regis., 
tro de Tierras no pueden ser extendidas a otro caso, con, 
siderando para ello "la facultad que tienen los tribunales 
ordinarios, que pudiéramos hipotéticamenté aceptar para 
los Tribunales de Tierras, a pesar de ser excepcionales, de 
dictar medidas de instrucción para la orientación de la cau_ 
sa, sencillamente porque esas medidas se articulan y nunca 
desapoderan del fondo al juez que las dicta, como ocurre 
en el caso"; que, por último, "aún en el caso en que la ley 
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autoriza la celebración de un nuevo juicio, ha expresado in,. 
terés en que se indique la laguna que se hubiere (de) 
llenar como lo hace en el mismo art. 7 No. 1", lo cual tam-
poco ha sido tenido en cuenta por el Tribunal Superior 
de Tierras; 

Considerando, que el artículo 7 de la Ley de Registro 
de Tierras, despues de establecer, por su párrafo capital, 
que: "Además de sus atribuciones como juzgado de juris_ 
dicción original, el Tribunal Superior de Tierras tendrá las 
de revisión, de apelación y las administrativas que se le 
señalan a continuación..." (de este texto), expresa, por 
su párrafo (1) que: "Examinará y revisará tódos los fa, 
llos o sentencias que sean dictados por los jueces que mas 
adelante en la presente se proveen; y los fallos o sentencias 
que sean dictados por un solo magistrado del Tribunal Su_ 
perior de Tierras; confirmará o revocará cualquier fallo, 
sentencia, orden o decreto de éstos o hará que se celebre 
un nuevo juicio, o practiqué de nuevo cualquier otro pro, 
cedimiento a que hubiere lugar. En el caso de ordenarse 
un nuevo juicio, y siempre que fuere posible, el Tribu, 
nal examinará y determinará todas las cuestiones de dere_ 
cho comprendidas en el caso y que se consideren esencia, 
les al fallo definitivo del proceso"; 

Considerando, que las disposiciones que acaban de ser 
transcritas, establecen, en la República, un sistema que - 
tiende, evidentemente, a satisfacer las necesidades esencia_ 
les de relativa celeridad y de verdadera seguridad, en cuan_ 
to al procedimiento creado por la Ley de Registro de Tié, 
rras y en el aspecto de que se trata, puesto que la ins_ 
trucción del asunto, realizada por el juez designado para 
.ello, debe conducir a una decisión, de carácter especial, die, 
ta.da por ese mismo juez, que está sujeta, ineludiblemente, 
a revisión del Tribunal Superior, sin que, para ese nuevo 
examen, sea necesario que medie apelación alguna de par, 
te ; que, como el fin que persigue la Ley de Registro de 
Tierras es que el derecho, en referencia, sea adjudicado a 
quien, de acuerdo con las previsiones del legislador, ea_ 
rresponda, —que tenga o no calidad de reclamante o de 

214 



216 

parte, propiamente dicha, en jurisdicción original o ante 
el Tribunal Superior—, este último Tribunal podrá con_ 
firmar o revocar la decisión de que se trate, o hacer que 
se celebre un nuevo juicio, o que se practique cualquier 
otro procedimiento que fuere procedente; 

Considerando que, con el objeto de rodear de toda ga, 
rantía de justo éxito el mencionado procedimiento, crea_ 
do para la obtención de los fines de la Ley de Registro 
de Tierras, el transcrito ,  párrafo capital, del mismo ar_ 
título 7, enuncia, entre las atribuciones del Tribunal Su_ 
perior, las de apelación, y, el artículo 15, —despues de ex_ 
presar que "toda orden, fallo, sentencia o decreto dictado 
por un magistrado o juez, salvo en los procedimientos 
criminales o por desacato, será sometido al Tribunal Su_ 
pe'rior para su revisión, y no tendrá fuerza ni efecto sin 
la aprobación de dicho tribunal"—, dispone que: a "cual_ 
quier persona que esté legalmente interesada en alguna 
orden, fallo, sentencia o decreto de un tribunal de juris_ 
dición original que desee set oída en el acto de revisión, 
se le permitirá • presentar alegatos escritos u orales, pero 
se limitará a las pruebas que consten en el expediente, a 
menos que se . demuestre, de acuerdo con los reglamentos 
del Tribunal, que fueron excluidas indebidamente ciertas 
pruebas que debieron de haberse tomado en cuenta por 
dicho Tribunal, o a menos que se trate de pruebas recién 
halladas que afecten materialmente el asunto que se ven_ 
tile, y que no pudieren encontrarse, a pesar de esfurzos 
razonables, a tiempo para ser presentadas ante el Tri, 
bunal de primera instancia.—"; que, inmediatamente des.. 
pues, dicho artículo prescribe, por su primer párrafo, en_ 
mendado por la Orden Ejecutiva No. 799, que, en tales ca.. 
sos, la solicitud de ser oído en revisión "se hará por escri-
to al Secretario del Tribunal de cuya orden, fallo, senten.. 
cia o decreto se hubiere interpuesto apelación, dentro de 
los treinta días de publicada dicha 'orden, fallo, sentencia o 
decreto, en la puerta principal del Tribunal que los dictó. 
El Secretario agregará dicha solicitud al expediente para 
ser enviado al Tribunal Superior de Tierras"; que, por 
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último, en el párrafo segundo del referido artículo 15, se 
agrega que: "En caso de no comparecer el solicitante de 
nuevo juicio dentro del período señalado• por el kibunal 
Superior de Tierras para oír los alegatos, el Trib al po_ 
drá, a menos que se hubiere solicitado y concedido una pró_ 
rroga, declarar a dicho solicitante en rebeldía y proceder 
a la vista y fallo del caso, en su ausencia"; ( 

Considerando, que es procedente expresar aquí, ton 
relación a. las disposiciones que acaban de ser copiadas, que 
si, en el párrafo segundo del artículo 1,5, han subsistido las 
palabras "solicitante de nuevo juicio" —(a pesar de su 
desaparición, en el párrafo primero, como efecto de la en_ 
mienda realizada por la Orden Ejecutiva No. 799, para 
ser reemplazadas por las palabras "solicitud de ser oída 
en revisión")-:- lo dispuesto sobre el procedimiento, en 
aquel párrafo, no es sino la continuación de lo establecido 
en el párrafo anterior; 

Considerando que, por otra parte, mediante el estu_ 
'dio de las disposiciones, arriba, transcritas, esto es, de 
los artículos 7 y 15 de la Ley a que se hace referencia, se 
llega a la conclusión de que, en la materia de que se trata, 
todo recurso de apelación, interpuesto contra una decisión 
de un juez de jurisdicción original, supone, necesariamen, 
te, la existencia, en el caso, de un procedimiento de •e_ 
visión; en el cual viene aquel a figurar con el enclusivo 
propósito de asegurar, de manera especialmente interesa.. 
da, la defensa de las pretensiones de la parte de quien 
emana; que, consecuentemente, debe ser declarado que, 
en las indicadas condiciones, el Tribunal Superior de Tic_ 
rras puede ordenar no solamente las medidas propias a la 
apelación, sino, también; las correspondientes a la revi-
sión, siempre existente, en el procedimiento instituido 
por la Ley de Registro de Tierras, como una sólida garanl. 
tía para que sea posible alcanzar el fin de justicia, a que 
tiende dicha Ley; que, así, dicho Tribunal, no solamente 
puede ordenar la celebración de un nuevo juicio cuandi 
ejerce. únicamente, sus atribuciones de revisión, sino, 
también, cuando conoce de alguna apelación, caso, éste 1.11.. 
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parte, propiamente dicha, en jurisdicción original o ante 
el Tribunal Superior—, este último Tribunal podrá con.. 
firmar o revocar la decisión de que se trate, o hacer que 
se celebre un nuevo juicio, o que se practique cualquier 
otro procedimiento que fuere procedente; 

Considerando que, -  con el objeto de rodear de toda ga_ 
rantía de justo éxito el mencionado procedimiento, crea_ 
do para, la obtención de los fines de la Ley de Registro 
de Tierras, el transcrito ,  párrafo capital, del mismo ar_ 
título 7, enuncia, entre las atribuciones del Tribunal Su_ 
perior, las de apelación, y, el artículo 15, —despues de ex_ 
presar que "toda orden, fallo, sentencia o decreto dictado 
por un magistrado o juez, salvo en los procedimientos 
criminales o por desacato, será sometido al Tribunal Su.. 
pe'rior para su revisión, y no tendrá fuerza ni efecto sin 
la aprobación de dicho tribunal"—, dispone que: a "cual_ 

4  quier persona que esté legalmente interesada en alguna 
orden, fallo, sentencia o decreto de un tribunal de juris_ 
dición original que desee sel oída en el acto de revisión, 
se le permitirá • presentar alegatos escritos u orales, pero 
se limitará a las pruebas que consten en el expediente, a 
menos que se . demuestre, de acuerdo con los reglamentos 
del Tribunal, que fueron excluidas indebidamente ciertas 
pruebas que debieron de haberse tomado en cuenta por 
dicho Tribunal, o a menos que se trate de pruebas recién 
halladas que afecten materialmente el asunto que se ven_ 

tile, y que no pudieren encontrarse, a pesar de esfurzos 
razonables, a tiempo para ser presentadas ante el Tri, 
bunal de primera instancia.—"; que, inmediatamente des.. 
pues, dicho artículo prescribe, por su primer párrafo, en_ 
rnendado por la Orden Ejecutiva No. 799, que, en tales ca_ 
sos, la solicitud de ser oído en revisión "se hará por escri-
tó al Secretario del Tribunal de cuya orden, fallo, senten_ 
cia o decreto se hubiere interpuesto apelación, dentro de 

los treinta días de publicada dicha orden, fallo, sentencia o 
decreto, en la puerta principal del Tribunal que los dictó. 
El Secretario agregará dicha solicitud al expediente para 
ser enviado al Tribunal Superior de Tierras"; que, por 
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último, en el párrafo segundo del referido artículo 15, se 
agrega que: "En caso de no comparecer el solicitante de 
nuevo juicio dentro del período señalado .  por el kibunal 
Superior de Tierras para oír los alegatos, el Tribilltal no_ 
drá, a menos que se hubiere solicitado y concedido una pró_ 
rroga, declarar a dicho solicitante en rebeldía y proceder 
a la vista y fallo del caso, en su ausencia"; 	( 

Considerando, que es procedente expresar aquí, éon 
relación a , las disposiciones que acaban de ser copiadas, que 
si, en el párrafo segundo del artículo 15, han subsistido las 
palabras "solicitante de nuevo juicio" —(a pesar de su 
desaparición, en el párrafo primero, como efecto de la en, 
mienda realizada por la Orden Ejecutiva No. 799, para 
ser remo:lazadas por las palabras "solicitud de ser oída 
en revisión")-:- lo dispuesto sobre el procedimiento, en 
aquel párrako, no es sino la continuación de lo establecido 
en el párrafo anterior; 

Considerando que, por otra parte, mediante el estu, 
dio de las disposiciones, arriba, transcritas, esto es, de 
los artículos 7 y 15 de la Ley a que se hace referencia, se 
llega a la conclusión de que, en la materia de que se trata, 
todo recurso de apelación, interpuesto contra una decisión 
de un juez de jurisdicción original, supone, necesariamen, 
te, la existencia, en el caso, de un procedimiento de re_ 
visión: en el cual viene aquel a figurar con el exclusivo 
propósito de asegurar, de manera especialmente interesa_ 
da, la defensa de las pretensiones de la parte de quien 
emana; que, consecuentemente, debe ser declarado que, 
en las indicadas condiciones, el Tribunal Superior de Tie_. 
rras puede ordenar no solamente las medidas propias a la 
apelación, sino, también," las correspondientes a la reví_ 
sión, siempre existente, en el procedimiento instituido 
por la Ley de Registro de Tierras, como una sólida garan 
tía para que sea posible alcanzar el fin de justicia, a que 
tiende dicha Ley; que, así, dicho Tribunal, no solamente 
puede ordenar la celebración de un nuevo juicio cuando 
ejerce, únicamente, sus atribuciones de revisión, sino, 
también, cuando conoce de alguna apelación, caso, éste úl_ 
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timo, en que puede realizar esa ordenación bien sea de 
oficio .o bien á petición de parte; 

c&siderando, que en vano se alegaría que las modi_ 
ficaciones hechas, por la Orden Ejecutiva No. 799, en los 
artículos 10 y 15, originales, de la Ley de Registro de Tie, 
rras, se oponen a que el nuevo juicio sea ordenado, en ca_ 
so' de apelación, a petición de parte; que, en primer lugar, 
tal alegato no sería decisivo, en la especie —(cuando, por 
hipótesis, fuere fundado)— porque el Tribunal Supyrior, 
despues de haber expuesto, en el sexto considerando del 
fallo que se impugna, las razones que le condujeron a or, 
denar el nuevo juicio, de acuerdo con lo solicitado por la 
Compañía ahora intimada, —(esto es, las mames relati, 
vas a la ausencia de los elementos necesarios para decidir 
el fondo del asunto)—, expresa, en la sétima consideración 
de dicho fallo, que "cuando el nuevo juicio no hubiere sido 
pedido, el Tribunal Superior puede siempre ordenarlo de 
oficio, si estima" —como lo estimó— "que la instrucción 
del expediente no arroja los datos necesarios para su 
fallo"; 

Considerando que, en segundo lugar, si la Orden Eje, 
cutiva 799, modificó la parte inicial del artículo 10 de la 
Ley de Registro de Tierras, para que, en lugar de la frase: 
"Siempre que se revoque un fallo o sentencia de un -juez y 
se pida un nuevo juicio...", se lea la siguiente: "Siempre 
que se revoque un fallo o sentencia de un juez y se ordene 
un nuevo juicio", tal modificación no puede tener alcance 
favorable alguno, para la tesis de los actuales recurrentes, 
y obedeció, inequívoca y exclusivamente, a la necesidad de 
respetar la lógica jurídica mas elemental; puesto que, no 
puede bastar que se pida, sino que es necesario que se or_ 
idene un nuevo juicio, para que el Tribunal' Superior pueda 
hacer la correspondiente designación; que, en el otro as-
pecto, si la referida Orden Ejecutiva 799, enmendó el pá_ 
rrafo primero del artículo 15 de la susodicha Ley, de tal 
manera que, en lugar de la frase inicial: "En tales casos, 
la solicitud de nuevo juicio...", figure esta otra: "En ta, 
les casos, la solicitud de ser oída en revisión ...", tampoco 
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constituye, ello, aporte favorable alguno, para la men, 
cionada tesis de los intimantes, ya que dicho párrafo te, 
nía lógicamente que referirse a esta última solicitud, por, 
que es a la posibilidad jurídica de ésta a lo que se refiere el 
párrafo anterior del citado artículo; 

Considerando que, además, si el artículo 15 de la refe, 
rida Ley de Registro de Tierras (después de haber pres_ 
crito, como regla, —para el caso de que una persona "que 
esté legalmente interesada", desee ser oída en el acto de re_ 
visión—, que será permitido, a ésta, presentar alegatos 
escritos u orales, pero deberá limitarse a las pruebas que 
consten en el expediente), establece los casos excepciona, 
les en que podrán admitirse nuevas pruebas, ello no se 
opone, ni puede oponerse, de modo alguno, a que, en caso 
de que el expediente no arroje los elementos necesarios pa_ 
ra el corrbspondiente fallo, sobre el fondo del asunto, el 
Tribunal Superior de Tierras pueda ordenar la celebración 
de un nuevo juicio; 

Considerando que, por último, cierto es que, el le_ 
gislador, por la parte final del párrafo primero del ar_ 
tículo 7, ha expresado interés, como lo alegan los recurren-
tes, en que, para el caso de que ordenara un nuevo juicio, 
el Tribunal Superior examine y determine todas las cues_ 
tiones de derecho, comprendidas en el asunto, y que con_ 
sidere esenciales al fallo definitivo del proceso; pero, con-
siderando, que el mismo texto legal expresa, que esto se 
hará "siempre que fuere _posible"; que, además, en la es_ 
pcie, el Tribunal Superior de Tierras apreció que procedía 
una nueva instrucCión, con respecto a todos los elementos 
de la situación jurídica en referencia; lo que, en otro as, 
pecto, tampoco excluye, por sí solo, que se pueda atender, 
en el procedimiento del nuevo juicio ordenado, a la previ, 
Sión contenida en el párrafo único dei artículo 10 de la re_ 
petida Ley; 

Considerando que, como consecuencia de las razones 
que han sido expresadas, en los considerandos que antece, 
den, procede rechazar el tercer medio del recurso y, en 
efecto, ahora se rechaza; 
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timo, en que puede realizar esa ordenación bien sea de 
oficia .° bien á petición de parte; 

,&siderando, que en vano se alegaría que las modi_ 
ficaciones hechas, por la Orden Ejecutiva No. 799, en los 
artículos 10 y 15, originales, de la Ley de Registro de Tie, 
rras, se oponen a que el nuevo juicio sea ordenado, en ca_ 
so' de apelación, a petición de parte; que, en primer lugar, 
tal alegato no sería decisivo, en la especie —(cuando, por 
hipótesis, fuere fundado)— porque el Tribunal Supyrior, 
despues de haber expuesto, en el sexto considerando del 
fallo que se impugna, las razones que le condujeron a or_ 
denar el nuevo juicio, de acuerdo con lo solicitado por la 
Compañía ahora intimada, —(esto es, las rumores relati_ 
vas a la ausencia de los elementos necesarios para decidir 
el fondo del asunto)—, expresa, en la sétima consideración 
de dicho fallo, que "cuando el nuevo juicio no hubiere sido 
pedido, el Tribunal Superior puede siempre ordenarlo de 
oficio, si estima" —como lo estimó— "que la instrucción 
del expediente no arroja los datos necesarios para su 

fallo"; 
Considerando que, en segundo lugar, si la Orden Eje, 

cutiva 799, modificó la parte inicial del artículo 10 de la 
Ley de Registro de Tierras, para que, en lugar de la frase: 
"Siempre que se revoque un fallo o sentencia de un -juez y 

se pida un nuevo juicio...", se lea la siguiente: "Siempre 
que se revoque un fallo o sentencia de un juez y se ordene 
un nuevo juicio", tal modificación no puede tener alcance 
favorable alguno, para la tesis de los actuales recurrentes, 
y obedeció, inequívoca y exclusivamente, a la necesidad de 
respetar la lógica jurídica mas elemental, puesto que, no 
puede bastar que se pida, sino que es necesario que se or.. 
,lene un nuevo juicio, para que el Tribunal' Superior pueda 
hacer la correspondiente designación; que, en el otro as, 
pecto, si la referida Orden Ejecutiva 799, enmendó el pa_ 
rrafo primero del artículo 15 de la susodicha Ley, de tal 
manera que, en lugar de la frase inicial: "En tales casos, 
la solicitud de nuevo juicio...", figure esta otra: "En ta, 
les casos, la solicitud de ser oída en reyisión...", tampoco 
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constituye, ello, aporte favorable alguno, para la men_ 
cionada tesis de los intimantes, ya que dicho párrafo te, 
nía lógicamente que referirse a esta dtima solicitud, por, 
que es a la posibilidad jurídica de ésta a lo que se refiere el 
párrafo anterior del citado artículo; 

• Considerando que, además, si el artículo 15 de la refe_ 
'rida Ley de Registro de Tierras (después de haber pres_ 
crito, como regla, —para el caso de que una persona "que 
esté legalmente interesada", desee ser oída en el acto de re_ 
visión—, que será permitido, a ésta, presentar alegatos 
escritos u orales, pero deberá limitarse a las pruebas que 
consten en el expediente), establece los casos excepciona, 
les en que podrán admitirse nuevas pruebas, ello no se 
opone, ni puede oponerse, de modo alguno, a que, en caso 
de que el expediente no arroje los elementos necesarios pa_ 
ra el corrbspondiente fallo, sobre el fondo del asunto, el 
Tribunal Superior de Tierras pueda ordenar la celebración 
de un nuevo juicio; 

Considerando que, por último, cierto es que, el le, 
gislador, por la parte final del párrafo primero del ar, 
título 7, ha expresado interés, como lo alegan los recurren-
tes, en que, para el caso de que ordenara un nuevo juicio, 
el Tribunal Superior examine y determine todas las cues_ 
tiones de derecho, comprendidas en el asunto, y que con_ 
sidere esenciales al fallo definitivo del proceso; pero, con-
siderando, que el mismo texto legal expresa, que esto se 
hará "siempre que fuere _posible"; que, además, en la es_ 
flecie, el Tribunal Superior de Tierras apreció que procedía 
una nueva instruceión, con respecto a todos los elementos 
de la situación jurídica en referencia; lo que, en otro as_ 
pecto, tampoco excluye, por sí solo, que se pueda atender, 
en el procedimiento del nuevo juicio ordenado, a la preví_ 
sión contenida en el párrafo único del artículo 10 de la re_ 
petida Ley; 

Considerando que, como consecuencia de las razones 
que han sido expresadas, en los considerandos que antece, 
den, procede rechazar el tercer medio del recurso y, en 
efecto, ahora se rechaza; 
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En cuanto al cuarto -medio del recurso: 
Considerando que, por este medio, se sostiene que, en 

la sentencia que se impugna, se ha incurrido en la viola_ 
ción "del artículo 1351 del Código Civil y del principio de 
la autoridad de la cosa juzgada, en lo que•se refiere única_ 
mente al recurrente Licenciado José Pedemonte hijo, res_ 
pecto de la parcela 367 del Distrito Catastral No. 2;6a. par_ 
te"; que, /en apoyo de dicha impugnación, se expone, en 
el memorial introductivo, esencialmente: a)— que, por el 
,tercer ordinal del dispósitivo de la sentencia contra la 
cual se recurre, el Tribunal Superior ordenó "la celebración 
de ún nuevo juicio sobre esas tres parcelas, situadas al Sur, 
de la línea trazada por los Agrimensores Eladio Sánchez y 
Arístides García Mella, en el año 1924", y se comisionó, pa, 
ra ello, al juez que ha sido ya expresado; b)--1t que "ese 
nuevo juicio, lo dice la misma sentencia, es general y sin 
limitación en cuanto 'a la parte sur de las parcelas 346_B 
y C., 365 y 367"; c)—.que el susodicho Tribunal Superior 
"tenía que consagrar otra limitación o exclusión consagra_ 
da". en favor del Licenciado José Pedemonte hijo, por la 
sentencia que casó la que había dictado, el dieciocho de 
marzo de mil novecientos veintisiete, ese mismo Tribunal, 
puesto que, en aquella sentencia, se dispuso, por el ordinal 
primero, lo siguiente: "declara irrecibible, en cuanto al 
Señor José Pedemonte :  hijo, el recurso de casación de la 
Compañía Anónima de Explotaciones Industriales contra 
la decisión del Tribunal Superior de Tierras, de fecha 
ciocho de marzo de mil novecientos veiAtisiete, respecto de 
la parcela No. 367 del Distrito Catastral No. 2, Sexta Par_ 
te"; d)— que, sin embargo, el expresado Tribunal Supe, 
rior olvidó esa disposición y ordenó, "frente a todo el mai, 
do, inclusive el Licenciado Pedemonte, un nuevo juicio so_ 
bre esa parcela" No. 367; e)— que, al obrar así, el men_ 
cionado Tribunal "ha cometido un exceso de poder fallando 
sobre un punto que estaba fuera de su competencia y ha 
violado el principio de la autoridad de la cosa juzgada", 
consagrado por el citado artículo 1351 del Código Civil; 

Considerando, que al presente medio de casación, opo., 
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ne la Comisión intimada, uno de inadmisión, que funda 
en que, no siendo de orden público el medio deducido de 
la autoridad de la cosa juzgada, no puede ser presentado, 
por primera vez, ante la Corte de Casación; 

Considerando, que, si es verdad que la autoridad de la. 
cosa juzgada, en materia civil o comercial, no es de or_ 
den público, y que, en tal virtud, a inadmisible, como nue_ 
vo, el medio de casación que se basa en su violación, sin 
haber sido opuesto, por ante el Tribunal ,del cual emana 
la sentencia que se impugne, no es menos cierto que, 
aun cuando esa regla fuese siempre aplicable, sin distin_ 
ción alguna, a la materia regida por la Ley de Registró de 
Tierras, no lo pudiera ser, de ninguna manera y en nin_ 
guna de esas materias, al caso en que no pueda reprochar:- 
se, a la parte de que se trate, el hecho de no haber preñen_ • 
tado, al Tribunal a quo, el susodicho medio, porque los de_ 
bates no hayan podido hacer prever • la utilidad de ello; y 
esto fue lo que ocurrió, en la especie, como resulta del exa, 
men que, con respecto a este punto, ha realizado la Supre, 
ma Corte de Justicia; que, a virtud de lo que acaba de ser 
expresado, el actual medio de inadmisión no puede ser en, 
gido; 

Considerando que, tal como ha sido expresado arriba, 
la Suprema Corte de Justicia, por el primer ordinal de su 
sentencia del veintitres de octubre de mil novecientos trein_ 
ta y uno. declaró irrecibible, en cuanto al señor José Pe., 
demonte hijo, respecto a la susodicha parcela No. 367, el 
recurso que, contra la decisión dictada, por el Tribunal 
Superior de Tierras, en fecha dieciocho de marzo de mil 
novecientos veintisiete, había sido interpuesto por la Com_ 
pañía Anónima de Explotaciones Industriales; que aquella 
misma sentencia, por su ordinal tercero, casó la referida 
decisión del Tribunal Superior de Tierras, "respecto de 
las adjudicaciones hechas en pavor de Zacarías Maldonado 
en la porción b) de la parcela 346 del Distrito Catastral No. 
2, Sexta parte; en favor de José Pedemonte hijo, Desiderio 
Ortiz y J'osé Loreto Santana en la porción e) de la misma 
parcela 346; en favor de León Rodríguez, José Loreto San_ 
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ne la Comisión intimada, uno de inadmisión, que funda 
en que, no siendo de orden público el medio deducido de 
la autoridad de la cosa juzgada, no puede ser presentado, 
por primera vez, ante la Corte de Casación; 

Considerando, que, si es verdad que la autoridad de la. 
cosa juzgada, en materia civil o comercial, no es de or_ 
den público, y que, en tal virtud, es inadmisible, como nue_ 
vo, el medio de casación que se basa en su violación, sin 
haber sido opuesto, por ante el Tribunal del cual emana 
la sentencia que se impugne, no es menos cierto que, 
aun cuando esa regla fuese siempre aplicable, sin distin, 
eión alguna, a la materia regida por la Ley de Registro de 
Tierras, no lo pudiera ser, de ninguna manera y en nin„ 
guna de esas materias, al caso en que no pueda reprochar:- 
se, a la parte de que se trate, el hecho de no haber presen, 
tado, al Tribunal a quo, el susodicho medio, porque los de-
bates no hayan podido hacer prever • la utilidad de ello; y 
esto fue lo que ocurrió, en la especie, como resulta del exa, 
men que, con respecto a este punto, ha realizado la Supre.. 
ma Corte de Justicia; que, a virtud de lo que acaba de ser 
expresado, el actual medio de inadmisión no puede ser acto,. 
gido; 

Considerando que, tal como ha sido expresado arriba, 
la Suprema Corte de Justicia, por el primer ordinal de su 
sentencia del veintitres de octubre de mil novecientos trein, 
ta y uno. declaró irrecibible, en cuanto al señor José Pe_ 
demonte hijo, respecto a la susodicha parcela No. 367, el 
recurso que, " contra la decisión dictada, por el Tribunal 
Superior de Tierras, en fecha dieciocho de marzo de mil 
novecientos vhintisiete, había sido interpuesto por la Com_ 
pañía Anónima de EPxplotaciones Industriales; que aquella 
misma sentencia, por su ordinal tercero, casó la referida 
decisión del Tribunal Superior de Tierras, "respecto de 
las adjudicaciones hechas en Pavor de Zacarías Maldonado 
en la porción b) de la parcela 346 del Distrito Catastral No. 
2, Sexta parte; en favor de José Pedemonte hijo, Desiderio 
Ortiz y ¡osé Loreto Santana en la porción c) de la misma 
parcela 346; en favor de León Rodríguez, José Loreto San_ 
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En cuanto al cuarto medio del recurso: 
Considerando que, por este medio, se sostiene que, en 

la sentencia que se impugna, se ha incurrido en la viola_ 
ción "del artículo 1351 del Código Civil y del principio de 
la autoridad de la cosa juzgada, en lo que se refiere única_ 
mente al recurrente Licenciado José Pedemonte hijo, res_ 
pecto de la parcela 367 del Distrito Catastral No. 2 . 6a. par_ 

te"; que, , en apoyo de dicha impugnación, se expone, en 
el memorial introductivo, esencialmente: a)— que, por el 
tercer ordinal del dispositivo de la sentencia contra la 
cual se recurre, el Tribunal Superior ordenó "la celebración 
de un nuevo juicio sobre esas tres parcelas, situadas al Sur, 
de la línea trazada por los Agrimensores Eladio Sánchez y 
Arístides García Mella, en el año 1924", y se comisionó, pa_ 
ra ello, al juez que ha sido ya expresado; b) —t que "ese 
nuevo juicio, lo dice la misma sentencia, es general y sln 
limitación en cuanto á la parte sur de las parcelas 346_B 
y C., 365 y 367"; c)—.que el susodicho Tribunal Superior 
"tenía que consagrar otra limitación o exclusión consagra, 
da". en favor del Licenciado José Pedemonte hijo, por la 
sentencia que casó la que había dictado, el dieciocho de 
marzo de mil novecientos veintisiete, ese mismo Tribunal, 
puesto que, en aquella sentencia, se dispuso, por el ordinal 
primero, lo siguiente: "declara irrecibible, en cuanto al 
Señor José Pedemonte hijo, el recurso de casación de la 
Compañía Anónima de Explotaciones Industriales contra 
la decisión del Tribunal Superior de Tierras, de fecha f?ie.. 
ciocho de marzo de mil novecientos veintisiete, respecto de 
la parcela No. 367 del Distrito Catastral No. 2, Sexta Par_ 
te"; d)— que, sin embargo, el expresado Tribunal Supe.. 
rior olvidó esa disposición y ordenó, "frente a todo el mun, 
do, inclusive el Licenciado Pedemonte, un nuevo juicio so, 
bre esa parcela" No. 367; e)— que, al obrar así, el men, 
cionado Tribunal "ha cometido un exceso de poder fallando 
sobre un punto que estaba fuera de su competencia y ha 
violado el principio de la autoridad de la cosa juzgada", 
consagrado por el citado artículo 1351 del Código Civil; 

Considerando, que al presente medio de casación, opo.. 
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tana, José Pedemonte hijo y Emiliano . Castillo Sosa en la 
parcela 365; y en favor de León Rodríguez, Rafael María 
Peña, Tobías Cabral y Garrido y Emiliano Castillo Sosa, 
en la parcela 367 del mismo Distrito Catastral No. 2 
Sexta parte", y envió "el asunto ante el Tribunal Superior 
de Tierras"; 

Considerando que, por otra parte, el segundo ordinal 
del dispositivo del fallo que se ataca, actualmente, reza 
que, por él, se revocan las decisiones No. 3 y No. 5 del 
juez de jurisdicción original, de fechas catorce de febrero 
de mil novecientos veinticinco y diecisiete de febrero de mil 
novecientos veintiseis, respectivamente, en lo que se refie, 
re a las parcelas Nos. 346_3X, 365 (hoy 659_B) y 367 
mencionadas; y, en el ordinal tercero, de aquella misma 

'
sentencia, se lee que, por él, se ordena, esencialmente, la 
referida celebración del nuevo juicio, sobre esas tres par_ 
celas, situadas al sur de la susodicha línea, trazada por 
los Agrimensores Sánchez y García Mella; 

Considerando 'que si, ciertamente, en el dispositivo de 
la sentencia que se impugna, no figura la referida exclu_ 
sión, de manera expresa, en favor de Pedemonte y en cuan_ 
t'b a la parcela No. 367, resulta del estudio de la mencio„ 
nada sentencia, que el Tribunal Superior de Tierras, al es, 
tatuir como lo hizo, entendió, sin que haya lugar a duda 
alguna, que solamente se encontraba apoderado del caso, 
de acuerdo con el fallo de casación del veintitres de octubre 
de mil novecientos treinta y .uno, y, por ello, transcribió, 
al comienzo de su propia decisión, el dispositivo de aquel. 
por cuyo primer ordinal se consagró, inequívocamente, la 
existencia de la susodicha situación, en provecho del expre_ 
sado actual recurrente; • 

Considerando que, a la consideración que precede, de_ 
( be ser agregado, para la mas completa comprensión de lo 

que acaba de ser expresado,•que, reserva hecha de los de_ 
4,- rechos que correspondieran, al Lcdo. Pedemonte hijo, en la 

parcela No. 367, ésta debía ser, como lo fué, incluida en el 
nuevo juicio ordenado, puesto que, con ese alcance fue ea.. 
ada la sentencia del dieciocho de marzo de mil novecien„ 

tos veintisiete, por el repetido fallo del veintitres de octu, 
bre de mil novecientos treinta y uno; que, además,a au, 
sencia, en el tercer ordinal de la decisión que ahora se 
impugna, de la correspondiente indicación de parte deter, 
minada, en la expresada parcela No. 367, como excluída 
del nuevo juicio, en favor de Pedemonte, debe relacionar, 
se con la comprobación, realizada por la Suprema Corte de 
Justicia, de que, en el dispositivo d§ la decisión del Tribu, 
nal Superior de Tierras, dictada el dieciocho de marzo de . 

 mil novecientos veintisiete, ya referida —(que fue objeto 
de la citada casación)— no figura, adjudicada al actual 
recurrente, de que se trata, porción alguna, expresamente 
determinada, de la susodicha parcela No. '367, sino que, 
mediante él, se dispone, solamente, que, entre las perso-
nas, a cuyo favor había sido ordenado el registro de dicha 
parcela, se incluyera a José Pedemonte hijo; 

Considerando que, en consecuencia, en las indicadas 
condiciones, como de manera fundada lo sostiene la Com, 
pañía intimada en casación, nada puede oponerse, jurídica_ 
mente, a que, por ante el juez del nuevo juicio, el Licencia_ 
do José Pedemonte hijo pida y obtenga que se declaren ex, 
cluídos, de dicho procedimiento, los derechos qué le hayan 
sido reconocidos, irrevocablemente, por la decisión de fe_ 
cha dieciocho de marzo de mil novecientos veintisiete, de 
acuerdo con el alcance del fallo dictado, por la Suprema 
Corte de Justicia, el veintitres de octubre de mil novecien, 
tos treinta y uno, sobre el mencionado recurso de casación, 
interpuesto, por la Compañía Anónima de Explotaciones 
Industriales; 

Considerando que, a virtud de los des'arrollos que pre, 
ceden, debe ser declarado, que la impugnación que se exa, 
mina, no puede conducir a la casación que se solicita y lía, 
ra' la cual, en el aspecto que ahora se estudia, no tiene ver, 
dadero y suficiente interés, —de acuerdo con las anteriores 
consideraciones—, el mencionado recurrente; razón por fa 
que, el cuarto medio del recurso tampoco puede ser acogi, 
do; 

En cuanto al quinto medio del recurso: 
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tos veintisiete, por el repetido fallo del veintitres de octu, 
bre de mil noVecientbs treinta y uno; que, además,t¿a au, 
sencia, en el tercer ordinal de la decisión que ahora se 
impugna, de la correspondiente indicación de parte deter_ 
minada, en la expresada parcela No. 367, como 'excluída 
del nuevo juicio, en favor de Pedemonte, debe relacionar_ 
se con la comprobación, realizada por la Suprema Corte de 
Justicia, de que, en el dispositivo de la decisión del Tribu_ 
nal superior de Tierras, dictada el dieciocho de marzo de -
mil novecientos veintisiete, ya referida —(que fue objeto 
de la citada casación)— no figura, adjudicada al actual 
recurrente, de que se trata, porción alguna, expresamente 
determinada, de la susodicha parcela No. '367, sino que, 
mediante él, se dispone, solamente, que, entre las perso-
nas, a cuyo favor había sido ordenado el registro de dicha 
parcela, se incluyera a José Pedemonte hijo; 

Considerando que, en consecuencia, en las indicadas 
condiciones, -como de manera fundada lo sostiene la Com_ 
pañía intimada en casación, nada puede oponerse, jurídica,. 
mente, a que, por ante el juez del nuevo juicio, el Licencia, 
do José Pedemonte hijo pida y obtenga que se declaren ex_ 
cluídos, de dicho procedimiento, los derechos qué le hayan 
sido reconocidos, irrevocablemente, por la decisión de fe_ 
cha dieciocho de marzo de mil novecientos veintisiete, de 
acuerdo con el alcance del fallo dictado, por la Suprema 
Corte de Justicia, el veintitres de octubre de mil novecien, 
tos treinta y uno, sobre el mencionado recurso de casación, 
interpuesto, por la Compañía Anónima de Explotaciones 
Industriales; 

Considerando que, a virtud de los desarrollos que pre.. 
ceden, debe ser declarado, que la impugnación que se exa, 
mina, no puede conducir a la casación que se solicita y Pa_ 
ra,' la cual, en el aspecto que ahora se estudia, no tiene ver, 
dadero y suficiente interés, —de acuerdo con las anteriores 
consideraciones—, el mencionado recurrente; razón por la 
que, el cuarto medio del recurso tampoco puede ser acogi_ 
do; 

En cuanto al quinto medio del recurso: 1 
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tana, José Pedemonte hijo y Emiliano Castillo Sosa en la 
parcetá 365; y en favor de León Rodríguez, Rafael María 
Peña, Tobías Cabral y Garrido y Emiliano Castillo Sosa, 
en la parcela 367 del mismo Distrito Catastral No. 2 
Sexta parte", y envió "el asunto ante el Tribunal Superior 

•de Tierras"; 
Considerando que, por otra parte, el segundo ordinal 

del dispositivo del fallo que se ataca, actualmente, reza 
que, por él, se revocan las decisiones No. 3 y No. 5 del 
juez de jurisdicción original, de fechas catorce de febrero 
de mil novecientos veinticinco y diecisiete de febrero de mil 
novecientos veintiseis, respectivamente, en lo que se refie, 
re a las parcelas Nos. 346_B_C, 365 (hoy 659_B) y 367 
mencionadas; y, en el ordinal tercero, de aquella misma 
sentencia, se lee que, por él, se ordena, esencialmente, la 
referida celebración del nuevo juicio, sobre esas tres par, 
celas, situadas al sur de la susodicha línea, trazada por 
los Agrimensores Sárichez y García Mella; 

Considerando •que si, ciertamente, en el dispositivo de 
la sentencia que se impugna, no figura la referida exclu, 
Sión, de manera expresa, en favor de Pedemonte y en cuan_ 
rb a la parcela No. 367, resulta del estudio de la mencio_ 
nada sentencia, que el Tribunal Superior de Tierras, al es_ 
tatuir como lo hizo, entendió, sin que haya lugar a duda 
alguna, que solamente se encontraba apoderado del caso, 
de acuerdo con el fallo de casación del veintitres de octubre 
de mil novecientos treinta y .uno, y, por ello, transcribió, 
al comienzo de su propia decisión, el dispositivo de aquel. 
por cuyo primer ordinal se consagró. inequívocamente, la 
existencia de la susodicha situación, en provecho del expre., 
sado actual recurrente; 

Considerando que, a la consideración que precede, de_ 
be ser agregado, para la mas completa comprensión de lo 
que acaba de ser expresado,•que, reserva hecha de los de_ 
rechos que correspondieran, al Lcdo. Pedemonte hijo, en la 
parcela No. 367, ésta debía ser, como lo fué, incluida en el 
nuevo juicio ordenado, puesto que, con ese alcance fue ea_ 
Ma la sentencia del dieciocho de marzo de mil novecien.. 

• 
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Considera do que, como fundamento del presente me, 
dio 4,0casación, los recurrentes sostienen que el artículo 
1315 del Código Civil ha sido violado, en la sentencia que 
atacan, por las razones siguientes: a)— que, "en principio, 
la prueba es indivisible, en el sentido de que, cuando la 
prueba aportada por una parte tiene un carácter general, 
es decir, abarca la totalidad del objeto en litigio, y ésta 
ha sido acogida por una sentencia, el asentimiento dado a 
esta sentencia por la otra parte, sobre una porción del 
objeto litigioso, hace a esta parte inhábil para atacar esa 
prueba" ;— b)— que "el 18 de marzo de 1927, el Tribunal 
Superior de Tierras dictó una sentencia, por la cual adju_ 
cucó las parcelaá Nos. 346..B y C. a los Señores Zacarías 
Maldonado, José Pedenionte hijo, Desiderio Ortiz y José 
Loreto Santana; la 365 a los Señores León Rodríguez, Jo_ 
sé Loreto Santana, José Pedemonte hijo y Emiliano Casti_ 
llo Sosa, y la 367 a los Señores León Rodríguez, Rafael Ma, 
ría Peña, Tobías Cabral y Garrido y Emiliano-Castillo So_ 
sa, quienes probaron sus derechos por prescripción a sa_ 
tisfacción del Tribunal"; c)— que, contra esa decisión in-
terpusieron recurso de casación, tanto la Compañía Anó-
nima de Explotaciones Industriales, como la Central Ro_ 
mana, Inc.; pero, el ocho de agosto de mil novecientos vein, 
tiocho, el trece de marzo de mil novecientos treinta y el 
veintiocho de este mismo mes de marzo, dichas compañías, 
por actos notificados, por medio de alguacil, desistieron 
"de sus recursos de casación sobre las partes que de dichas 
parcelas quedan ál norte de la línea trazada por los Agri_ 
menores" Sánchez y García Mella; d)— que "ese desisti_ 
Miento parcial del recurso de casación hizo firme y de_ 
finitiva la sentencia del 18 de Marzo" de mil novecientos 
veintisiete "y constituyó un asentimiento tácito a esa sen_ 
tencia respecto de la bondad de las pruebas producidas qúe 
le sirvieron de apoyo" y e)--J-- que, por lo tanto, "querer 
mitar su efecto a la parte norte de esas parcelas, orde, 
nando un nuevo juicio sobre la parte sur, es pretender 
desnaturalizarlas, atribuyéndoles un efecto diferente al que 
ellas deben producir"; 

Considerando que, contrariamente a lo que sustentan, 
como acaba de ser expresado, las partes recurrentes, la 
cuestión derivada de la invocada regla de la indivisibilidad 
de la prueba, no puede ser resuelta, -en la especie, favora_ 
blemente a las pretensiones de dichas partes, porque el 
planteamiento de esa cuestión supone, entre otras condi_ 
eiones, que se hace referencia a pruebas de carácter y de 
alcance general; que, en el caso a que se contrate la seri_ 
tencia que se impugna, los intimantes no han establecido 
la existencia, en la situación jurídica que indican, de este 
primer elemento, indispensable a la correspondiente consi_ 
deración de la tesis por ellos sostenida; que, por otra par_ 
te, la Suprema Corte de Justicia ha comprobado; median_ 
te el estudio de los documentos del expediente, que no 
existe, en dicha situación, el referido elemento, puesto que, 
al tratarse de pruebas distintas, relativas. a diferentes 
parcelas o a porciones de parcela, su validez y su pondera_ 
ción debían ser objeto de examen particular a cada uno de 
coos casos, de acuerdo con la propia economía de la Ley de 
Registro de Tierras; que, a mayor abundamiento, en la 
especie, las pruebas que fueron aportadas, en los procedí_ 
mientos de saneamiento a que se refieren los recurren, 
tes, por los adversarios mediatos o inmediatos de la Com-
pañía intimada y para los ya mencionados fines, consistie, 
ron, las mas de las veces, en declaraciones testimoniales, o, 
cuando ello no fuere, exclusivamente, así, comprendieron 
escritos relativos, particularmente, a las parcelas o partes 
de las parcelas objeto de las reclamaciones; que, en esas 
condiciones, es evidente que la aceptación de la tesis do 
los intimantes, conduciría -a resultadoj profundamente 
trastornadores de los principios en que descansan' la Ley 
de Registro de Tierras y la administración de la justicia; 

Considerando que, además, en los documentos relati-
vos a los referidos desistimientos, —(documentos que fi_ 
guran en el expediente)— se hizo constar, de manera espe_ 
cial e .inequívoca, no solamente que cada uno de esos de_ 
sistimientos —(efectuados, conjuntamente, por la ..;entral 
Romana, Inc. y por la Compañía Anónima de Explotarlo.. 
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nu. 
Considerando que, como fundamento del presente me, 

dio de .casación, los recurrentes sostienen que el artículo 
1315 del Código Civil ha sido violado, en la sentencia que 
atacan, por las razones siguientes: a)— que, "en principio, 
la prueba es indivisible, en el sentido de que, cuando la 
prueba aportada por una parte tiene un carácter general, 
es decir, abarca la totalidad del objeto en litigio, y ésta 
ha sido acogida por una sentencia, el asentimiento dado a 
esta sentencia por la otra parte, sobre una porción del 
objeto litigioso, hace a esta parte inhábil para atacar esa 
veneba b)— que "el 18 de marzo de 1927, el Tribunal 
Stiberior de Tierras dictó una sentencia, por la cual adju_ 
dicó las parcelas Nos. 346,B y C. a los Señores Zacarías 
Maldonado, José Pedemonte hijo, Desiderio Ortiz y José 
Loreto Santana; la 365 a los Señores León Rodríguez, Jo.. 
sé Loreto Santana, José Pedemonte hijo y Emiliano Casti_ 
lb Sosa, y la 367 a los Señores León Rodríguez, Rafael Ma, 
ría Peña, Tobías Cabral y Garrido y Emiliano Castillo So., 
sa, quienes probaron sus derechos por prescripción a sa, 
tisfacción del Tribunal"; c)— que, contra esa decisión in.. 
terpusieron recurso de casación, tanto la Compañía Anó_ 
nima de Explotaciones Industriales, como la Central Ro_ 
mana, Inc.; pero, el ocho de agosto de mil novecientos vein_ 
tiocho, el trece de marzo de mil novecientos treinta y el 
veintiocho de este mismo mes de marzo, dichas compañías, 
por actos notificados, por medio de alguacil, desistieron 
"de sus recursos de casación sobre las partes que de dichas 
parcelas quedan ál norte de la línea trazada por los Agri, 
mensores" Sánchez y García Mella; d)— que "ese desisti_ 
Miento parcial dél recurso de casación hizo firme y de_ 
finitiva la sentencia del 18 de Marzo" de mil novecientos 
veintisiete "y constituyó un asentimiento tácito a esa seri, 
tencia respecto de la bondad de las pruebas producidas qtie 
le sirvieron de apoyo" y que, por lo tanto, "querer 
mitar su efecto a la parte norte de esas parcelas, orde_ 
nando un nuevo juicio sobre la parte sur, es pretender 
desnaturalizarlas, atribuyéndoles un efecto diferente al que 
ellas deben producir"; 
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Considerando que, contrariamente a lo que sustentan, 
como acaba de ser expresado, las partes recurrentes, la 
cuestión derivada de la invocada regla de la indivisibilidad 
de la prueba, no puede ser resuelta, en la especie, favora_ 
blemente a las pretensiones de dichas partes, polque el 
planteamiento de esa cuestión supone, entre otras condi_ 
eiones, que se hace referencia a pruebas de carácter y de 
alcance general; que, en el caso a que se contrate la sen_ 
tencia que se impugna, los intimantes no han establecido 
la existencia, en la situación jurídica que indican, de este 
primer elemento, indispensable a la correspondiente consL 
deración de la tésis por ellos sostenida; que, por otra par_ 
te, la Suprema Corte de Justicia ha comprobado, median, 
te el estudio de los documentos del expediente, que no 
existe, en dicha situación, el referido elemento, puesto que, 
al tratarse de pruebas distintas, relativas a diferentes 
parcelas o a porciones de parcela, su validez y su pondera_ 
ción debían ser objeto de examen particular a cada uno de 
caos casos, de acuerdo con la propia economía de la Ley de 
Registro de Tierras; que, a mayor abundamiento, en la 
especie, las pruebas que fueron aportadas, en los procedi_ 
mientos de saneamiento a que se refieren los recurren, 
tes, por los adversarios mediatos o inmediatos de la Com-
pañía intimada y para los ya mencionados fines, consistie_ 
ron, las mas de las veces, en declaraciones testimoniales, o, 
cuando ello no fuere, exclusivamente, así, comprendieron 
escritos relativos, particularmente, a las parcelas o partes 
de las parcelas objeto de las reclamaciones; que, en esas 
condiciones, es evidente que la aceptación de la tesis do 
los intimantes, conduciría .a resultados profundamente 
trastornadores de los principios en que descansan .  la  Ley 
de Registro de Tierras y la administración de la justicia; 

Considerando que, además, en los documentos retad, 
vos a los referidos desistimientos, —(documentos que fi_ 
guran en el expediente)— se hizo constar, de manera espe_ 
cial e inequívoca, no solamente que cada uno de esos de_ 
sistimientos —(efectuados, conjuntamente, por la ,ventral 
Romana, Inc. y por la Compañía Anónima de Explotado_ 
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nes Industriales)— se realizaban, únicamente, con respec, 
to a las parcelas a que se referían —(por lo cual no po, 
dían tener otro valor ni alcance)— sino, también, que esos 
desestimientos tuvieron como causa el haber adquirido, 
por compra o por transacción, la Central Romana, Inc. 
—( Compañía cuyos intereses se encontraban, en cuanto a 
la situación jurídica en referencia, estrechamente selacio_ 
nados con los de la Compañía Anónima de Explotaciones 
Industriales)— los derechos de propiedad que pertenecían, 
en las susodichas parcelas, a las personas a quienes esos 
terrenos habían sido adjudicados; razón por la cual, no po_ 
día existir interés alguno en la prosecución de los proce, 
dimientos establecidos por la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando, que, como consecuencia de las conside, 
raciones que han sido hechas, con motivo del examen del 
quinto medio de casación, éste debe ser rechazado, y lo es 
por la presente; 

Considerando que, por consiguiente, es procedente re-
chazar, totalmente el recurso de casación a cuyo examen 
se contrae la presente sentencia; 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de ea, 
sación interpuesto por los Señores Doctor Emiliano Cas_ 
tillo Sosa, Tobías Cabral y Garrido, Licenciado José Pe_ 
demonte hijo, Silvestrina Rodríguez Viuda Santana, Mar, 
garita Santana de Cruz y Estervina Santana de P., con, 
tra sentencia del Tribunal Superior de Tierras, de fecha 
tres de julio de mil novecientos cuarenta y dos, cuyo dis, 
positivo ha sido transcrito en otro lugar del presente fallo; 
y Segundo: condena a los recurrentes al pago de las costas. 

(Firmados) : Dr. T. Franco Franco.— B. del •Casti, 
llo S.— Eudlado Troncoso de la C.— J. Pérez Nolasco .— 
Leoncio Ramos .—Eug. A. Alvarez, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

226 
BOLETIN JUDICLAL 	 227 

Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fué firmada, 
leída y publicada por mí, Secretario General, que certifi_ 
co.— (Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus, 
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciado 
Juan Tomás Mejía, Presidente; Doctor Tulio Franco Fran, 
co, Primer Sustituto de Presidente; Licenciados Froilán 
Tavares hijo, Segundo Sustituto de Presidente; Benig, 
no del Castillo S., Eudaldo Troncoso de la Concha, lb., 
fael Estrella Ureña y José Pérez Nolasco, asistidos del in_ 
frascrito Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domin_ 
go, hoy día diecisiete del mes de marzo de mil novecientos 
cuarenta y tres, año 100o. de la Independencia, 80o. de la 
Restauración y 13o. de la Era de Trujillo, dicta en audien, 
cia pública, como Corte de Casación, la sentencia siguien, 
te: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el conde_ 
nado Carlos Antonio Peña, mayor de edad, casado, comer_ 
ciante, dominicano, portador de la cédula personal de iden, 
tidad No. 739, Serie 34, sello de R. I. No. 16360, año 1942, 
natural de Hato Nuevo, sección de la común de Valverde y 
domiciliado en la población de Mao, contra sentencia de la 
Corte de Apelación del Departamento de Santiago, de fe_ 
cha diez y nueve del mes de octubre del año mil novecien-
tos cuarenta y dos; 

Vista cl acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a quo, en la misma fecha del fallo 
motivo de la presente impugnación; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
• 
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nes Industriales)— se realizaban, únicamente, con respec, 
to a las parcelas a que se referían —(por lo cual no po, 
dían tener otro valor ni alcance)— sino, también, que esos 
desestimientos tuvieron como causa el haber adquirido, 
por compra o por transacción, la Central Romana, Inc. 
—( Compañía cuyos intereses se encontraban, en cuanto a 
la situación jurídica en referencia, estrechamente selacio_ 
nados con los de la Compañía Anónima de Explotaciones 
Industriales)— los derechos de propiedad que pertenecían, 
en las susodichas parcelas, a las personas a quienes esos 
terrenos habían sido adjudicados; razón por la cual, no po_ 
día existir interés alguno en la prosecución de los proce_ 
dimientos establecidos por la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando, que, como consecuencia de las conside, 
raciones que han sido hechas, con motivo del examen del 
quinto medio de casación, éste debe ser rechazado, y lo es 
por la presente; 

Considerando que, poi' consiguiente, es procedente re, 
chazar, totalmente el recurso de casación a cuyo examen 
se contrae la presente sentencia; 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de ca„ 
sación interpuesto por los Señores Doctor Emiliano Cas, 
tillo Sosa, Tobías Cabral y Garrido, Licenciado José Pe_ 
demonte hijo, Silvestrina Rodríguez Viuda Santana, Mar_ 
garita Santana de Cruz y Estervina Santana de P con,. 
tra sentencia del Tribunal Superior de Tierras, de fecha 
tres de julio de mil novecientos cuarenta y dos, cuyo dis, 
positivo ha sido transcrito en otro lugar del presente fallo; 
y Segundo: condena a los recurrentes al pago de las costas. 

(Firmados) : Dr. T. Franco Franco.— B. del *Casti, 
llo S.— Eudlado Troncoso de la C.— J . Pérez Nolasco.— 
Leoncio Ramos.—Eug. A. Alvarez, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
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Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fué firmada, 
leída y publicada por mí, Secretario General, que certifi_ 
co.— (Firmado): Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciado 
Juan Tomás Mejía, Presidente; Doctor Tulio Franco Fran, 
co, Primer Sustituto de Presidente; Licenciados Froilán 
Tavares hijo, Segundo Sustituto de Presidente; Benig_ 
no del Castillo S., Eudaldo Troncoso de la Concha, Ra, 
fael Estrella Ureña y José Pérez Nolasco, asistidos del in_ 
trascrito Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domin, 
go, hoy día diecisiete del mes de marzo de mil novecientas 
cuarenta y tres, año 100o. de la Independencia, 80o. de la 
Restauración y 130. de la Era de Trujillo, dicta en audien_ 
cia pública, como Corte de Casación, la sentencia siguien, 
te: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el conde_ 
nado Carlos Antonio Peña, mayor de edad, casado, comer_ 
ciante, dominicano, portador de 14 cédula personal de iden, 
tidad No. 739, Serie 34, sello de R. I. No. 16360, año 1942, 
natural de Hato Nuevo, sección de la común de Valverde y 
domiciliado en la población de Mao, contra sentencia de la 
Corte de Apelación del Departamento de Santiago, de fe_ 
cha diez y nueve del mes de octubre del año mil novecien, 
tos cuarenta y dos; 

Vista cl acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a quo, en la misma fecha del fallo 
motivo de la presente impugnación; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
• 
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nes Industriales)— se realizaban, únicamente, con respee, 
to a las parcelas a que se referían —(por lo cual no po, 
dían tener otro valor ni alcance)— sino, también, que esos 
desestimientos tuvieron como causa el haber adquirido, 
por compra o por transacción, la Central Romana, Inc. 
—( Compañía cuyos intereses se encontraban, en cuanto a 
la situación jurídica en referencia, estrechamente relacio_ 
nados con los de la Compañía Anónima de Explotaciones 
Industriales)— los derechos de propiedad que pertenecían, 
en las susodichas parcelas, a las personas a quienes esos 
terrenos habían sido adjudicados; razón por la cual, no po, 
día existir interés alguno en la prosecución de los proce, 
dimientos establecidos por la Ley sobre Procedimiento de 
Casación ; 

Considerando, que, como consecuencia de las conside-
raciones que han sido hechas, con motivo del examen del 
quinto medio de casación, éste debe ser rechazado, y lo es 
por la presente; 

Considerando que, por consiguiente, es procedente re, 
chazar, totalmente el recurso de casación a cuyo examen 
se contrae la presente sentencia; 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de ea, 

sación interpuesto por los Señores Doctor Emiliano Cas, 
tillo Sosa, Tobías Cabral y Garrido, Licenciado José Pe_ 
demonte hijo, Silvestrina Rodríguez Viuda Santana, Mar, 
garita Santana de Cruz y Estervina Santana de P., con, 
tra sentencia del Tribunal Superior de Tierras, de fecha 
tres de julio de mil novecientos cuarenta y dos, cuyo dis, 
positivo ha sido transcrito en otro lugar del presente fallo; 
y Segundo: condena a los recurrentes al pago de las costas. 

(Firmados) : Dr. T. Franco Franco.— B. del *Casti_ 
llo S.— Eudlado Troncoso de la C.— J. Pérez Nolasco.— 
Leoncio Ramos.—Eug. A. Alvarez, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
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Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fué firmada, 
leída y publicada por mí, Secretario General, que certifi_ 
co.— (Firmado): Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus, 
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciado 
Juan Tomás Mejía, Presidente; Doctor Tulio Franco Fran, 
co, Primer Sustituto de Presidente; Licenciados Froilán 
Tavares hijo, Segundo Sustituto de Presidente; Benig_ 
no del Castillo S., Eudaldo Troncoso de la Concha, Ra_ 
fael Estrella Ureña y José Pérez Nolasco, asistidos del in_ 
trascrito Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domin.. 
go, hoy día diecisiete del mes de marzo de mil novecientos 
cuarenta y tres, año 100o. de la Independencia, 80o. de la 
Restauración y 13o. de la Era de Trujillo, dicta en audien, 
cia pública, como Corte de Casación, la sentencia siguien, 
te: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el conde_ 
nado Carlos Antonio Peña, mayor de edad, casado, comer_ 
ciante, dominicano, portador de la cédula personal de iden, 
tidad No. 739, Serie 34, sello de R. I. No. 16360, año 1942, 
natural de Hato Nuevo, sección de la común de Valverde y 
domiciliado en la población de Mao, contra sentencia de la 
Corte de Apelación del Departamento de. Santiago, de fe_ 
cha diez y nueve del mes de octubre del año mil novecien, 
tos cuarenta y dos; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a quo, en la misma fecha del fallo 
motivo de la presente impugnación; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
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Oído el Magistrado Procurador General de la Rept'', 

blica, Lic. Pablo M. Paulino, en la lectura de su dictamen; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber de_ 

liberado, y vistos los artículos 355, reformado, 463, escala 
6a., del Código Penal; 194 del de Procedimiento Criminal , 
y 71 de la Ley sobre Procedimiento, de Casación; 

Considerando, que en la sentencia atacada constan los 
hechos siguientes: a) "que en fecha veinte y tres del mes 
de junio del año en curso", (lo era el 1942) "por ante Ar, 
senio Franco, Juez Alcalde Comunal de Valverde, com, 
pareció la señora Dominga María Espinal Rodríguez, ma-
yor de edad, soltera, oficios domésticos, domiciliada y re, 
sidente en ese mismo pueblo, portadora de la cédula perro_ 
nal de identidad No. 6376, Serie 31 con sello No. 25361, 
año 1941, y le expuso: que el objeto de su comparecen_ 
cia es con el fín de presentar formal querella contra los 
nombrados Carlos Antonio Peña, Isabel Morel y Afrodisio 
Peña, el primero, del domicilio y residencia" del pueblo de 
Mao, "y los dos últimos, del domicilio y residencia de la 
Sección de Hato Nuevo, por el hecho de haber estuprado a 
su hija menor de dieciseis años de edad, de nombre Emi„ 
lía -Minerva Rodríguez, el primero, en fecha seis del mes 
y año en curso", (junio de 1942) "y los demás por compli_ 
éidad en el mismo hecho"; b) que el Magistrado Procura_ 
dor Fiscal del Distrito Judicial de Santiago, apoderó del 
caso al ,  Magistrado Juez de Instrucción de la Segunda Cir, 
cunscripción del mencionado Distrito Judicial, con fines 
de que instruyera la sumaria correspondiente; que por 
auto de fecha seis del mes de julio del año mil novecientos 
cuarenta y dos, dicho Magistrado Juez de Instrucción, de,. 
clinó el asunto para que fuera llevado por la vía directa 
ante la jurisdicción de juicio competente, por tratarse del 
delito de sustracción, previsto y sancionado por el artículo 
355, reformado, del Código Penal; c) que apoderado del 
caso el Tribunal Correccional del Distrito Judicial de San, 
tiago, éste dictó sentencia, en fecha cuatro del mes de 
agosto del año mil novecientos cuarenta y dos, condenan_ 
do al actual recurrente en casación, Carlos Antonio Peña, a 

•  

sufrir la pena de cinco meses de prisión correccional y al 
pago de los costos, por el delito de sustracción momentánea 
en perjuicio de la joven Emilia Minerva Rodríguez, mayor 
de diez y seis años, y menor de diez y ocho años de edad; 
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; d) que 
inconforme el condenado Carlos Antonio Peña con dicha 
sentencia, interpuso contra la misma, recurso de alzada del 
,Qual conoció la Corte de Apelación del Departamento de 
Santiago en fecha diez y nueve del mes de octubre del año 
mil novecientos cuarenta y dos, fallando ese mismo día, 
confirmando la sentencia apelada y condenándolo "al pago 
de las costas de ambas instancias"; 

Considerando, que contra esta última sentencia .in, 
terpuso, en tiempo hábil, recurso de casación el condenado 
Carlos Antonio Peña, invocando como fundamento del 
mismo, según consta en el acta correspondiente, "el no 
haber cometido el delito puesto a su cargo"; 

Considerando, que los artículos 355, reformado, y 463 
escala 6a., del Código Penal disponen lo siguiente: "Todo 
individuo que extrajere de la casa paterna o de sus mayo, 
res, tutores o curadores a una joven menor de diez y seis 
años, por cualquier otro medio que no sea cle los enuncia, 
dos en el artículo anterior", (texto que se refiere a raptos 
con violencia, engaño o intimación), "incurrirá en la pena 
de uno a dos años de prisión y multa de doscientos a qui, 
nientos pesos. Si la joven fuere mayor de diez y seis afios 
y menor de diez y ocho, la pena será de seis meses a un 
año de prisión y multa de cien a trescientos pesos. Si 
fuere mayor de diez y ocho y menor de veinte y uno, la 
pena será de tres a seis meses de prisión y la multa de 
treinta a cien pesos"; "Cuando en favor del acusado exis, 
tan circunstancias atenuantes, los tribunales modificarán 
las penas, conforme a la siguiente escala: 6a. cuando el 
Código pronuncie simultáneamente las penas de prisión y 
multa, los tribunales correccionales, en el caso de que 
existan circun4Incias atenuantes, están autorizados para 
reducir el tiempo de la prisión, a menos de seis días, y 
la multa a menos de cinco pesos, aún en el caso de reinci, 
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Vi7 

Oído el Magistrado Procurador General de la Repú„ 
blica, Lic. Pablo M. Paulino, en la lectura de su dictamen; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de_ 
liberado, y vistos los artículos 355, reformado, 463, escala 
6a., del Código Penh,l; 194 del de Procedimiento Criminal 
y 71 de la Ley sobre Procedimiento, de Casación; 

Considerando, que en la sentencia atacada constan los 
hechos siguientes: a) "que en fecha veinte y tres del mes 
de junio del año en curso", (lo era el 1942) "por ante Ar_ 
senio Franco, Juez Alcalde Comunal de Valverde, com._ 
pareció la señora Dominga María Espinal Rodríguez, ma-
yor de edad, soltera, oficios domésticos, domiciliada y re, 
sidente en ese mismo pueblo, portadora de la cédula perso_ 
nal de identidad No. 6376, Serie 31 con sello No. 25361, 
año 1941, y le expuso: que el objeto de su comparecen_ 
cia es con el fín ,de presentar formal querella contra los 
nombrados Carlos Antonio Peña, Isabel Morel y Afrodisio 
Peña, el primero, del domicilio y residencia" del pueblo de 
Mao, "y los dos últimos, del domicilio y residencia de la 
Sección de Hato Nuevo, por el hecho de haber estuprado a 
su hija menor de dieciseis años de edad, de nombre Emi„ 
lia Minerva Rodríguez, el primero, en fecha seis del mes 
y año en curso", (junio de 1942) "y los demás por compli, 
éidad en el mismo hecho"; b) que el Magistrado Procura_ 
dor Fiscal del Distrito Judicial de Santiago, apoderó del 
caso al ,  Magistrado Juez de Instrucción de la Segunda Gin, 
cunscripción del mencionado Distrito Judicial, con fines 
de que instruyera la sumaria correspondiente; que por 
auto de fecha seis del mes de julio del año mil novecientos 
cuarenta y dos, dicho Magistrado Juez de Instrucción, de._ 
clinó el asunto para que fuera llevado por la vía directa 
ante la jurisdicción de juicio competente, por tratarse del 
delito de sustracción, previsto y sancionado por el artículo 
355, .reformado, del Código Penal; e) que apoderado del 
caso el Tribunal Correccional del Distrito Judicial de San, 
tiago, éste dictó sentencia, en fecha cuatro del mes de 
agosto del año mil novecientos cuarenta y dos, condenan_ 
do al actual recurrente en casación, Carlos Antonio Peña, a 

• 

sufrir la pena de cinco meses de prisión correccional y al -
pago de los costos, por el delito de sustracción momentánea 
en perjuicio de la joven Emilia Minerva Rodríguez, mayor 
de diez y seis años, y menor de diez y ocho años de edad; 
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; d) que 
inconforme el condenado Carlos Antonio Peña con dicha 
sentencia, interpuso contra la misma, recurso de alzada del 
oal conoció la Corte de Apelación del Departamento de 
Santiago en fecha diez y nueve del mes de octubre del año 
mil novecientos cuarenta y dos, fallando ese mismo día, 
confirmando la sentencia apelada y condenándolo "al pago 
de las costas de ambas instancias"; 

Considerando, que contra esta última sentencia .in_ 
terpuso, en tiempo hábil, recurso de casación el condenado 
Carlos Antonio Peña, invocando como fundamento del 
mismo, según consta en el acta correspondiente, "el no 
haber cometido el delito puesto a su cargo"; 

Considerando, que los artículos 355, reformado, y 463 
escala 6a.., del Código Penal disponen lo siguiente: "Todo 
individuo que extrajere de la casa paterna o de sus mayo_ 
res, tutores o curadores a una joven menor de diez y seis 
años, por cualquier otro medio que no sea yle los enuncia, 
dos en el artículo anterior", (texto que se refiere a raptos 
con violencia, engaño o intimación), "incurrirá en la pena 
de uno a dos años de prisión y multa,. de doscientos a qui_ 
nientos pesos. Si la joven fuere mayor de diez y seis alios 
y menor de diez y ocho, la pena será de seis meses a un 
año de prisión y multa de cien a trescientos pesos. Si 
fuere mayor de diez y ocho y menor de veinte y uno, la 
pena será de tres a' seis meses de prisión y la multa de 
treinta a cien pesos"; "Cuando en favor del acusado exis„ 
tan circunstancias atenuantes, los tribunales modificarán 
las penas, conforme a la siguiente escala: 6a. cuando el 
Código pronuncie simultáneamente las penas de prisión y 
multa, los tribunales correccionales, en el caso de que 
existan circunstiancias atenuantes, están autorizados para 
reducir el tiempo de la prisión, a menos de seis días, y 
la multa a menos de Cinco pesos, aún en el caso de reinci„ 
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dencia. También podrán imponerse una u otra de las pe, 
nas de que trata este párrafo, y aún sustituir la de prisión 
con la de multa, sin que en ningún caso puedan imponerse 
penas inferiores a las de simple policía"; 

Considerando, que de conformidad con el primer , texto 
legal que acaba de ser transcrito, el delito de que se tra, 
ta queda integrado cuando se encuentran reunidos los si_ 
guientes elementos constitutivos: "lo. que la agraviada 
sea menor de edad; 2o. que el raptor sea un hombre; 3o. 
un hecho material de traslado de un lugar donde la menor 
se encontraba bajo la vigilancia de sus padres o de sus 
mayores; 4o. que el autor del hecho lo haya cometido a 
sabiendas de que la menor estaba bajo la autoridad de 
esas personas, y 5o. que lo haya cometido con un fín des, 
honroso o deshonesto"; 

Considerando, que en la sentencia impugnada consta, 
"que aunque el inculpado Carlos Antonio Peña, y la cónt 
plice Isabel Morel niegan la comisión de los hechos que 
se les imputan, por la declaración firme y despojada de 
contradicciones de la joven Emilia Minerva Rodríguez, co_ 
rroborada . por el hecho indiscutido. de que la agraviada 
demorase en horas de la madrugada en la casa 'de Enrique 
Marrero, y por el de que el testigo Manuel Báez viese salir 
de, aquella casa a un hombre a eso de las cuatro y media 
de la madrugada, a.quien persiguió en la creencia de que 
era un ladrón, crean en el espíritu de los jueces la íntima 
convicción de que la joven agraviada al salir de la vela_ 
ción fué retenida en )a casa de Enrique Marrero por ha_ 
bel Morel en la madruga dal día siete de Junio, y que 
ayudado por esta circunstancia, el inculpado Carlos Anto_ 
nio Peña tuvo relaciones carnales con la joven Emilia 
Minerva Rodríguez; porque, en efecto, si salió un hombre 
de la casa a las cuatro y media de la madrugada, y no se 
trataba de ningún ladrón, puesto que no existe. queja ni 
denuncia 'en ese sentido, se debe presumir necesariamente 
qu el hombre visto en aquellas horas fuá, o el inculpado 
Carlos Antonio Peña o Afrodisio Peña"; 

Considerando, que también expresa la decisión ataca_ 

da, "que, en cuanto al autor principal, Carlos Antonio 
Peña, la Corte estima que procede confirmar la senten_ 
cia apelada, dictada por el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Santiago, en fecha cuatro de 
Agosto de mil novecientos cuarentidos, por haber hecho 
el Juez a quo una buena apreciación de los hechos -y co_ 
rrecta aplicación de la ley, al imponerle la pena de cinco 
meses de prisión correccional, acogiendo circunstancias 
atenuantes en 'su favor, porque, aunque se deslizó el error 
de estimarle incurso en el apartado 2o. del artículo 355, la 
Corte estima equitativa la pena impuesta"; 

Considerando, que por todo lo expuesto se evidencia 
que la Corte de Apelación del Departamento de Santiago 
en el caso de que se trata, usó de su poder soberano, en 
cuanto a la fuerza probatoria de los hechos establecidos, 
e hizo una correcta aplicación de la ley, tanto en la ea, 
lificación de tales hechos, como en la aplicación de la pe_ 
na y la condenación al pago de las costas; que, por tanto, y 
siendo la sentencia atacada regular en la forma, el presen_ 
te recurso de casación debe ser rechazado; 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de en_ 
sación interpuesto por el condenado Carlos Antonio Peña, 
de generales mencionadas, contra sentencia dictada por la 
Corte de ApelaCión del Departamento de Santiago, en fecha 
diez y nueve del mes de octubre del año mil novecientos 
cuarenta y dos, cuya parte dispositiva ha sido copiada en 
otro lugar del presente fallo; y Segundo: condena al recu_ 
rrente al pago de•las costas. 

(Firmados) J. Tomás Mejía.— Dr. T. Franco Fran_ 
co.— F. Tavares hijo.— B. del Castillo S.— Eudaldo Tron-
coso de la C.— Rafael Estrella Ureña.— J. Pérez Nolas_ 
co. — Eug. A. Alvarez, Secretario General. - 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
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dencia. También podrán imponerse una u otra de las pe, 
nas de que trata este párrafo, y aún sustituir la de prisión 
con la de multa, sin que en ningún caso puedan imponerse 
penas inferiores a las de simple policía"; 

Considerando, que de conformidad con el primer -texto 
legal que acaba de ser transcrito, el delito de que se fra_ 
ta queda integrado cuando se encuentran reunidos los si_ 
guientes elementos constitutivos: "lo. que la agraviada 
sea menor de edad; 2o. que el raptor sea un hombre; 3o. 
un hecho material de traslado de un lugar donde la menor 
se encontraba bajo la vigilancia de sus padres o de sus 
mayores; 4o. que el autor del hecho lo haya cometido a 
sabiendas de que la menor estaba bajo la autoridad de 
esas personas, y 50. que lo haya cometido con un fín des, 
honroso o deshonesto"; 

Considerando, que en la sentencia impugnada consta, 
"que aunque el inculpado Carlos Antonio Peña, y la cént. 
plice Isabel Morel niegan la comisión de los hechos que 
se les imputan, por la declaración firme y despojada de 
contradicciones de la joven Emilia Minerva Rodríguez, co. 
rroborada - por el hecho indiscutido. de que la agraviada 
demorase en horas de la madrugada en la casa 'de Enrique 
Marrero, y por el de que el testigo Manuel Báez viese salir 
de, aquella casa a un hombre a eso de las cuatro y media 
de la madrugada, a quien persiguió en la creencia de que 
era un ladrón, crean en el espíritu de los jueces la íntima 
convicción de que la joven agraviada al salir de la vela.. 
ción fué retenida en la casa de Enrique Marrero por Isa_ 
bel Morel en la madruga dal día siete de Junio, y que 
ayudado por esta circunstancia, el inculpado Carlos Anto. 
nio Peña tuvo relaciones carnales con la joven Emilia 
Minerva Rodríguez ; porque, en efecto, si salió un hombre 
de la casa a las cuatro y media de la madrugada, y no se 
trataba de ningún ladrón, puesto que no existe. queja ni 
denuncia 'en ese sentido, se debe presumir necesariamente 
qu el hombre visto en aquellas horas fuá, o el inculpado 
Carlos Antonio Peña o Afrodisio Peña"; 

Considerando, que también expresa la decisión ataca_ 
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da, "que, en cuanto al autor principal, Carlos Antonio 
Peña, la Corte estima que procede confirmar la senten_ 
cia apelada, dictada por el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Santiago, en fecha cuatro de 
Agosto de mil novecientos cuarentidos, por haber hecho 
el Juez a quo una buena apreciación de los hechos -y co_ 
rrecta aplicación de la ley, al imponerle la pena de cinco 
meses de prisión corréccional, acogiendo circunstancias 
atenuantes en'su favor, porque, aunque se deslizó el error 
de estimarle incurso en el apartado 2o. del artículo 355, la 
Corte estima equitativa la pena impuesta"; 

Considerando, que por todo lo expuesto se evidencia 
que la Corte de Apelación del Departamento de Santiago 
en el caso de que se trata, usó de su poder soberano, en 
cuanto a la fuerza probatoria de los hechos establecidos, 
e hizo una correcta aplicación de la ley, tanto en la ca_ 
lificación de tales hechos, como en la aplicación de la pe_ 
na y la condenación al pago de las costas; que, por tanto, y 
siendo la sentencia atacada regular en la forma, el presen_ 
te recurso de casación debe ser rechazado; 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de ea_ 
sación interpuesto por el condenado Carlos Antonio Peña, 
de generales mencionadas, contra sentencia dictada por la 
Corte de Apelaéión del Departamento de Santiago, en fecha 
diez y nueve del mes de octubre del año mil novecientos 
cuarenta y dos, cuya parte dispositiva ha sido copiada en 
otro lugar del presente fallo; y Segundo: condena al recu_ 
rrente al pago de- las costas. 

(Firmados) J. Tomás Mejía .— Dr. T. Franco Fran, 
co.— F. Tavares hijo.— B. del Castillo S.— Eudaldo Tron-
coso de la C.-- Rafael Estrella Ureña.— J. Pérez Nolas_ 

— Eug. A. Alvarez, Secretario General. - 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
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pública del día, mes y año en él expresados, y fué firmada, 
leída y publicada por mí, Secretario Géneral, que certi.. 
flor).— (Fdo) Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. • • 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus, 
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciado 
Juan Tomás Mejía, Presidente; Doctor Tulio Franco 
Franco, Primer Sustituto de Presidente; Licenciados 
Froilán Tavares hijo, Segundo Sustituto de Presidente; 
Benigno del Castillo S., Eudaldo Troncoso de la Concha, 
Rafael Estrella Ureña y José Pérez Nolasco, asistidos del 
infrascrito Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Do-
mingo, hoy día diez y siete del mes de n'arzo del mil no_ 
,vecientos cuarenta y tres, año 100o. de la Independencia, 
80o. de la Restauración y 13o. de la Era de Trujillo, dicta 
en audiencia pública, como Corte de Casación, la senten_ 
eia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Celeste 
Rodríguez, de quehaceres domésticos, dominicana, domi_ 
ciliada y residente en la ciudad de Santiago, contra sen_ 
tencia de la Corte de Apelación de Santiago de fecha vein„ 
titres de noviembre de mil novecientos cuarenta y dos, 
dictada en atribuciones correccionales, cuyo dispositivo es 
el siguiente: "Falla:— lo.— que debe declarar y declara 
regular en la forma el recurso de apelación interpuesto 
por la inculpada Celeste Rodríguez, de generales expresa_ 
das, contra sentencia dictada en fecha veinte y ocho del 
mes de Octubre del año en curso; por el Juzgado de Prime, 
ra Instancia del Distrito Judicial de Santiago, y lo rechaza 
en cuanto al fondo; 2o.— que debe confirmar y confirma 
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dicha sentencia, y EN CONSECUENCIA: debe declarar 
y declara que la inculpada Celeste Rodríguez es culpable 
del delito de abuso de confianza en perjuicio de los rasos 
E. N. señores Emiliano Ureña y Andrés Escoto", (Es_ 
caño) "hecho previsto y sancionado por los artículos 406 
y 408 del Código Penal y como tal, debe condenarla y la 
condena a sufrir la pena de QUINCE DIAS DE PRISION 
CORRECCIONAL en la Cárcel Pública de la Fortaleza "San 
Luis" de esta ciudad,. acogiendo en su favor circunstan, 
cias atenuantes; y 3o. que debe condenarla y la condena 
además, al pago de las costas de ambas instancias » ; 

Vista el acta de la declaración del recurso levantada 
en la Secretaría de la Corte de Apelación de Santiago, en 
fecha veintitres de noviembre de mil novecientos cuaren_ 
tidos; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Magistrado Procurador General'de la Repúbli_ 

ca, Licenciado Pablo M. Paulino, en la lectura de su dicta, 
men; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli_ 
berado, y vistos los artículos 406 y 408 del Código Penal; 
194 del Código de Procedimiento Criminal; y 71 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada se hace 
constar, esencialmente, lo que sigue: a), que en fecha seis . 
de octubre de mil novecientos cuarentidos el rasó Miguel 
A. Cabreja, P. N., condujo a Celeste Rodríguez ante el 
Segundo Teniente P. N. Manuel D. Báez, "por denuncias 
que tuviera de los señores Emiliano Ureña y Andrés Es_ 
caño, rasos del E. N., destacados en esta ciudad, de que 
esta señora, siendo su lavandera, dispuso" de varios efec_ 
tos pertenecientes a dichos señores, así como de que 
robó "a la señora Negra de López Glas, esposa del Tenien,. 
te López Glas, E. N., mientras era su cocinera, una má_ 
-quina de moler carne, efectos éstos según declaración 
de la misma acusada dice haberlos vendido a distintas per, 
sonas, y que la máquina de moler carne la empeñó en la 
casa de compra_venta del señor Felipe Hernández"; b) que, 

• 
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pública del día, mes y año en él expresados, y fué firmada, 
leída y publicada por mí, Secretario General, que certi_ 
fico.— (Fdo) Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 	• 

—o— 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus, 
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciado 
Juan Tomás Mejía, Presidente; Doctor Tulio Franco 
Franco, Primer Sustituto de Presidente; Licenciados 
Froilán Tavares hijo, Segundo Sustituto de Presidente; 
Benigno del Castillo S., Eudaldo Troncoso de la Concha, 
Rafael Estrella Ureña y José Pérez Nolasco, asistidos del 
infrascrito Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Do, 
mingo, hoy día diez y siete del mes de n'tarzo del mil no. 
‘
vecientos cuarenta y tres, año 100o. de la Independencia, 
80o. de la Restauración y 13o. de la Era de Trujillo, dicta 
en audiencia pública, como Corte de Casación, la senten_ 
cia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Celeste 
Rodríguez, de quehaceres domésticos, dominicana, domi_ 
ciliada y residente en la ciudad de Santiago, contra sen, 
tencia de la Corte de Apelación de Santiago de fecha vein, 
titres de noviembre de mil novecientos cuarenta y dos, 
dictada en atribuciones correccionales, cuyo dispositivo es 
el siguiente: "Falla:— lo.— que debe declarar y declara 
regular en la forma el recurso de apelación interpuesto 
por la inculpada Celeste Rodríguez, de generales expresa_ 
das, contra sentencia dictada en fecha veinte y ocho del 
mes de Octubre del año en curso; por el Juzgado de Prime_ 
ra Instancia del Distrito Judicial de Santiago, y lo rechaza 
en cuanto al fondo; 2o.— que debe confirmar y confirma 
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dicha sentencia, y EN CONSECUENCIA: debe declarar 
y declara que la inculpada Celeste Rodríguez es culpable 
del delito de abuso de confianza en perjuicio de los rasos 
E. N. señores Emiliano Ureña y Andrés Escoto", (Es_ 
caño) "hecho previsto y sancionado por los artículos 406 
y 408 del Código Penal y como tal, debe condenarla y la 
condena a sufrir la pena de QUINCE DIAS DE PRISION 
CORRECCIONAL en la Cárcel Pública dula Fortaleza "San 
Luis" de esta ciudad, • acogiendo en su favor circunstan_ 
cias atenuantes; y 3o. que debe condenarla y la condena 
además, al pago de las costas de ambas instancias . ; 

Vista el acta de la declaración del recurso levantada 
en la Secretaría de la Corte de Apelación de Santiago, en 
fecha veintitres de noviembre de mil novecientos cuaren,.. 
tidos; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Magistrado Procurador General' de la Repúbli_ 

ca, Licenciado Pablo M. Paulino, en la lectura de su dicta_ 
men; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli_ 
berado, y vistos los artículos 406 y 408 del Código Penal; 
194 del Código de Procedimiento Criminal; y 71 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada se hace 
constar, esencialmente, lo que sigue: a), que en fecha seis 
de octubre de mil novecientos cuarentidos el rasó Miguel 
A. Cabreja, P. N., condujo a Celeste Rodríguez ante el 
Segundo Teniente P. N. Manuel D. Báez, "por denuncias 
que tuviera de los señores Emiliano Ureña y Andrés Es_ 
Caño, rasos del E. N., destacados en esta ciudad, de que 
esta señora, siendo su lavandera, dispuso" de varios efec, 
tos pertenecientes a dichos señores, así como de que 
robó "a la señora Negra de López Glas, esposa del Tenien, 
te López Glas, E. N., mientras era su cocinera, una má, 
-quina de moler carne, efectos éstos según declaración 
de la misma acusada dice haberlos vendido a distintas per, 
sonas, y que la máquina de moler carne la empeñó en la 
casa de compraventa del señor Felipe Hernández"; b) que, 
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pública del día, mes y año en él expresados, y fué firmada, 
leída y publicada por mí, Secretario Géneral, que certi, 
fico.— (Fdo) Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 	• 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus_ 
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciado 
Juan Tomás Mejía, Presidente; Doctor Tulio Franco 
Franco, Primer Sustituto de Presidente; Licenciados 
Froilán Tavares hijo, Segundo Sustituto de Presidente; 
Benigno del Castillo S., Eudaldo Troncoso de la Concha, 
Rafael Estrella Ureña y José Pérez Nolasco, asistidos del 
infrascrito Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Do, 
mingo, hoy día diez y siete del mes de Marzo del mil no.. 
,vecientos cuarenta y tres, año 100o. de la Independencia, 
80o. de la Restauración y 13o. de la Era de Trujillo, dicta 
en audiencia pública, como Corte de Casación, la senten- 
cia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Celeste 
Rodríguez, de quehaceres domésticos, dominicana, dorni,. 
ciliada y residente en la ciudad de Santiago, contra seri, 
tencia de la Corte de Apelación de Santiago de fecha vein, 
titres de noviembre de mil novecientos cuarenta y dos, 
dictada en atribuciones correccionales, cuyo dispositivo es 
el siguiente: "Falla:— lo.— que debe declarar y declara 
regular en la forma el recurso de apelación interpuesto 
por la inculpada Celeste Rodríguez, de generales expresa_ 
das, contra sentencia dictada en fecha veinte y ocho del 
mes de Octubre del año en curso, por el Juzgado de Prime, 
ra Instancia del Distrito Judicial de Santiago, y lo rechaza 
en cuanto al fondo; 2o.— que debe confirmar y confirma 
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dicha sentencia, y EN CONSECUENCIA: debe declarar 
y declara que la inculpada Celeste Rodríguez es culpable 
del delito de abuso de confianza en perjuicio de los rasos 
E. N. señores Emiliano Ureña y Andrés Escoto", (Es, 
caño) "hecho previsto y sancionado por los artículos 406 
y 408 del Código Penal y como tal, debe condenarla y la 
condena a sufrir la pena de QUINCE ISIAS DE PRISION 
CORRECCIONAL en la Cárcel Pública de•la Fortaleza "San 
Luis" de esta ciudad, • acogiendo en su favor circunstan_ 
cias atenuantes; y 3o. que debe condenarla y la condena 
además, al pago de las costas de ambas instancias'; 

Vista el acta de la declaración del recurso levantada 
en la Secretaría de la Corte de Apelación de Saptiago, en 
fecha veintitres de noviembre de mil novecientos cuaren„ 
tidos; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Magistrado Procurador Generarde la Repúbli„ 

ca, Licenciado Pablo M. Paulino, en la lectura de su dicta_ 
men; 

La Suprema Corte de -Justicia, después de haber deli_ 
berado, y vistos los artículos 406 y 408 del Código Penal; 
194 del Código de Procedimiento Criminal; y 71 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada se hace 
constar, esencialmente, lo que sigue: a), que en fecha seis 
de octubre de mil novecientos cuarentidos el raso Miguel 
A. Cabreja, P. N., condujo a Celeste Rodríguez ante el 
Segundo Teniente P. N. Manuel D. Báez, "por denuncias 
que tuviera de los señores Emiliano Ureña y Andrés Es_ 
caño, rasos del E. N., destacados en esta ciudad, de que 
esta señora, siendo su lavandera, dispuso" de varios efec, 
tos pertenecientes a dichos señores, así como de que 
robó "a la señora Negra de López Glas, esposa del Tenien, 
te López Glas, E. N., mientras era su cocinera, una má_ 
-quina de moler carne, efectos éstos según declaración 
de la misma acusada dice haberlos vendido a distintas per, 
sonas, y que la máquina de moler carne la empeñó en la 
casa de compraventa del señor Felipe Hernández"; b) que, 
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apoderado del caso, el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Santiago dictó sentencia en fecha 
veintiocho de octubre de mil novecientos cuarentidos, por 
la que condenó a Celeste Rodríguez a quince días de prisión 
correccional y al pago de las costas, por el delito de abuso 
de confianza en perjuicio de Emiliano Ureriá y Andrés 
Escaño, rasos del E. N., acogiendo en favor de la incul_ 
pada amplias circunstancias atenuantes; c) que en tiempo 
hábil, la inculpada interpuso recurso de apelación contra 
esa sentencia, del cual conoció la Corte de Apelación de 
Santiago en la audiencia del día veintitrés de noviembre 
de, mil novecientos cuarenta y dos; d) que en esa misma 
audiencia dicha Corte de Apelación dictó la sentencia cuyo 
dispositivo fué transcrito anteriormente; 

Considerando, que contra este fallo de la Corte de 
ApelaCión de Santiago ha recurrido en casación la inculpa_ 
da Celeste Ródríguez, alegando como único fundamento de 
su recurso el "no estar conforme cqn la sentencia"; 

Considerando, que la sentencia impugnada establece 
que Celeste Rodríguez se encuentra convicta y confesa ak 
haber dispuesto, trocándolos o cambiándolos por otros 
efectos, "de ropa que le fué entregada para arreglar (la._ 
vado y aplanchado) por los rasos del ejército nacional 
Emiliano Ureña y Andrés Escaño"; que, en efecto, aun_ 
que la inculpada alegó en su defensa, como únicas circuns, 
tandas justificativas de su hecho, que Ureña y Escafí , 

 le adeudaban ciertas cantidades, la Corte de Apelación de 
Santiago ha apreciado, entre otras cosas, que ese alega.t{ 
no puede en ningima forma destruír la inculpación formu_ 
lada contra dicha Celeste Rodríguez de haber disipado e 
distraído, fraudulentamente, en perjuicio de sus dueños. 
los efectos o cosas que le fueron entregados para realizar 
un trabajo determinado, porque "las deudas invocadas por 
la inculpada no fueron reconocidas por los presuntos deu-
dores ni probadas en ninguna otra froma jurídica"; 

Considerando, que sobre el fundamento de esas com.. 
probaciones, y luego de haber establecido la existencia de 
todos los elementos constitutivos del delito que se le irn_ 
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las costas; 
la pena de quince días de prisión correccional y al pago de 

drés Escaño, y confirmó, en consecuencia, la sentencia 
del Juzgado a quo, que condenó a dicha inculpada a sufrir 

del msimo Código, en perjuicio de Emiliano Ureña y An_ 

fianza, previsto por el artículo 408 del Código Penal, y 
sancionado con las penas pronunciadas en el artículo 406 

guez culpable de haber cometido el delito de abuso de con_ 
putaba, la sentencia impugnada declaró a Celeste Rodrí, 

Considerando, que, aunque tanto en la sentencia im, 
pugnada por el presente recurso de casación, como en la 
del Juzgado de Primera Instancia de Santiago que fué con_ 
firmada por aquella, se citan y se transcriben, corno tex, 
tos aplicados, los artículos 406 y 408 del Código Penal, 
tal como eran antes de la reforma hecha en esos textos 
por la Ley 461, del 17 de mayo de 1941, sin que se expli_ 
que en modo alguno en esas decisiones el motivo de esa 
inexactitud en cuanto a la ley aplicada, ello no podría 
conducir a la casación del fallo de que se trata, en razón 
de que el recurso ha sido interpuesto únicamente por la 
inculpada, y las sanciones pronunciadas por la ley errónea, 
mente aplicada eran más benignas que las que pronuncia 
la ley ahora vigente; 

Considerando, que la sentencia impugnada es regular 
en la forma, y que, por otra parte, el estatuir como lo hizo, 
no ha incurrido en violación alguna de la ley que deba ser 
sancionada con la casación; 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de ea, 
sación interpuesto por Celeste Rodríguez, contra senten, 
cia de la Corte de Apelación de Santiago de fecha vein_ 
titres de noviembre de mil novecientos cuarenta y dos, 
dictada en atribuciones correccionales; Segundo: condena 
a la recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) J. Tomás Mejía.— Dr. T. Franco Fran_ 
co.— F. Tavares hijo.— B. del Castillo S.— Eudaldo Tron_ 
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apoderado del caso, el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Santiago dictó sentencia en fecha 
veintiocho de octubre de mil novecientos cuarentidos, por 
la que condenó a Celeste Rodríguez a quince días de prisión 
correccional y al pago de las costas, por el delito de abuso 
de confianza en perjuicio de Emiliano Ureña y Andrés 
Escaño, rasos del E. N., acogiendo en favor de la incul_ 
pada amplias circunstancias atenuantes; c) que en tiempo 
hábil, la inculpada interpuso recurso de apelación contra 
esa sentencia, del cual conoció la Corte de Apelación de 
Santiago en la audiencia del día veintitrés de noviembre 
de, mil novecientos cuarenta y dos; d) que en esa misma 
audiencia dicha Corte de Apelación dictó la sentencia cuyo 
dispositivo fué transcrito anteriormente; 

Considerando, que contra este fallo de la Corte de 
ApelaCión de Santiago ha recurrido en casación la inculpa_ 
da Celeste R6dríguez, alegando como único fundamento de 
su recurso el "no estar conforme cqn la sentencia"; 

Considerando, que la sentencia impugnada establece 
que Celeste Rodríguez se encuentra convicta y confesa ca 

haber dispuesto, trocándolos o cambiándolos por otro: , 

 efectos, "de ropa que le fué entregada para arreglar (la _ 
vado y aplanchado) por los rasos del ejército nacional 
Emiliano Ureña y Andrés Escaño"; que, en efecto, aun_ 
que la inculpada alegó en su defensa, como únicas circuns_ 
tancias justificativas de su hecho, que Ureña y Escaii„ , 

 le adeudaban ciertas cantidades, la Corte de Apelación de 
Santiago ha apreciado, entre otras cosas, que ese alegat( 
no puede en ningima forma destruir la inculpación formo_ 
lada contra dicha Celeste Rodríguez de haber disipado 1 , 

 distraído, fraudulentamente, en perjuicio de sus dueños 
los efectos o cosas que le fueron entregados para realiza] 
un trabajo determinado, porque "las deudas invocadas po ,  

la inculpada no fueron reconocidas por los presuntos dell_ 
dores ni probadas en ninguna otra froma -jurídica"; • 

Considerando, que sobre el fundamento de esas coni 
probaciones, y luego de haber establecido la existencia d 
todos los elementos constitutilos del delito que se le Un,  

putaba, la sentencia impugnada declaró a Celeste Rodrí_ 
guez culpable de haber cometido el delito de abuso de con_ 
fianza, previsto por el artículo 408 del Código Penal, y 
sancionado con las penas pronunciadas en el artículo 406 
del msimo Código, en perjuicio de Emiliano Ureña y An, 
drés Escaño, y confirmó, en consecuencia, la sentencia 
del Juzgado a quo, que condenó a dicha inculpada a sufrir 
la pena de quince días de prisión correccional y al pago de 
las costas; 

Considerando, que, aunque tanto en la sentencia im, 
pugnada por el presente recurso de casación, como en la 
del Juzgado de Primera Instancia de Santiago que fué con_ 
firmada por aquella, se citan y se transcriben, como tex_ 
tos aplicados, los artículos 406 y 408 del Código Penal, 
tal como eran antes de la reforma hecha en esos textos 
por la Ley 461, del 17 de mayo de 1941, sin que se expli_ 
que en modo alguno en esas decisiones el motivo de esa • 
ihexactitud en cuanto a la ley aplicada, ello no podría 
conducir a la casación del fallo de que se trata, en razón 
de que el recurso ha sido interpuesto únicamente por la 
inculpada, y las sanciones pronunciadas por la ley errónea, 
mente aplicada eran más benignas que las que pronuncia 
la ley ahora vigente; 

Considerando, que la sentencia impugnada es regular 
en la forma, y que, por otra parte, el estatuir como lo hizo, 
no ha incurrido en violación alguna de la ley que deba ser 
sancionada con la casación; 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de ca, 
sación interpuesto por Celeste Rodríguez, contra senten, 
cia de la Corte de Apelación de Santiago de fecha vein_ 
titres de noviembre de mil novecientos cuarenta y dos, 
dictada en atribuciones correccionales; Segundo: condena 
a la recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) J. Tomás Mejía.— Dr. T. Franco Fran_ 
co.— F. Tavares hijo.— B. del Castillo S.— Eudaldo Pron., 
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• 
coso de la C.— Rafael Estrella Ureña.— J. Pérez Nolas_ 
co. —Eug. A. Alvarez, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fué firma_ 
da, leída y publicada por mí, Secretario General, que certi, 
fico.— (Fdo) Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de „u:, 
ticia, regularmente constituida por los Jueces .Licenciado 
Juan Tomás Mejía, Presidente; Doctor, Tulio - Franco 
Franco, Primer Sustituto de Presidente; Licenciados Froi_ 
lán Tavares hijo, Segundo Sustituto de Presidente; Be, 
nigno del Castillo S., Rafael Estrella Ureña y José Pérez 
Nolasco, asistidos del infrascrito Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis.. 

_ trito de Santo Domingo, hoy día dieciocho del mes de mar.. 
zo de mil novecientos cuarenta y tres, año 100o. de la In, 
dependencia, 80o. de la Restauración y 130. de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como Corte de Casa_ 
ción, la sentencia siguiente:  

Sobre el recurso de casación interpuesto por Eliseo 
Pérez Perdomo, mayor de edad, soltero, periodista, dorai_ 
nicano, domiciliado y residente en esta ciudad, portador 
de la cédula personal de identidad No. 4647, serie, y el 

• interpuesto por Francisco Rojas Rodríguez (a) Maclén, 
mayor de edad, casado, chauffeur y mecánico, dominica,. 
no, domiciliado y residente en esta ciudad, portador de 
la cédula personal de identidad No. 33114, serie 1, ambos 
contra sentencia de la Corte de Apelación de Ciudad Truji. 

Ro, de fecha veinticinco de agosto del mil novecientos cua, 
rentidos; 

Vistas las actas de los recursos de casación, levanta_ 
(las en la Secretaría de la Corte a quo en fechas veintisiete 
de agosto y dos de septiembre del año mil novecientos 
cuarentidos;  

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Magistrado Procurador General de la Repúbli_ 

ca, Licenciado Pablo M. Paulino, en la lectura de su die_ 
tamen; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber dell_ 
berado, y vistos los artículos 295, 296, 297, 302, reforma_ 
do, 309 primera parte y 463 escala 3a. del Código Penal; 
la Ley No. 64, año 1924; el, artículo 26 de la Ley No. 
1216, año 1933, modificado por la Ley No. 869? año 1935; 
y el 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada cona_ 
tan los hechos siguientes: a) que ef día dos de abril del 
año mil novecientos cuarentidos, el nombrado Francisco 
Rojas Rodríguez (a) Maclén, después de haber pasado 
"una noche de orgía", se dirigió a la casa No. 24 de lá ca. 
Ile Monte Plata, en Ciudad Trujillo, casa en la cual vivía 
la señora María Serafina Corniell (a) Fina, quien había 
sido anteriormente su amante; que al llegar allí, más o 
menos a las seis y media de la mañana, mientras la Corniell 
regresaba de la casa de su vecina Ofelia Rivera, adonde 
había ido en busca de una taza de café para el nombrado 
Eliseo Pérez Perdomo, el que había dormido con la Cor_ 
niell esa noche, el ya citado Rojas Rodríguez penetró en 
la cocina de la casa de su ex_amante, y al llegar ésta, y 
sin que entre ambos nodiaran palabras, la agredió a cm_ 
chilladas, con un cuchillo nuevo, de los llamados "tres cla_ 
vos", que portaba; que no obstahte los gritos de los ve, 
tinos y de la propia víctima, el agresor persiguió a ésta y 
continuó hiriéndola hasta que la dejó tendida en tierra y 
exánime, debajo de un árbol de cerezo; que inmediatamen_ 
te retornó hacia la casa de la víctima, y en el único apo_ 
sento de la misma casa encontró al ya citado Eliseo Pérez 
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coso de la C.— Rafael Estrella Ureña.— J. Pérez Nolas_ 
co. —Eug. A. Alvarez, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
da, leída y publicada por mí, Secretario General, que certi_ 
fieo.— (Fdo) Eug. A. Alvarez. 	 • 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

—0.— 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus, 
ticia, regularmente constituida por los Jueces .Licenciado 
Juan Tomás Mejía, Presidente; Doctor, Tulio Franco 
Franco, Primer Sustituto de Presidente; Licenciados Fra. 
lán Tavares hijo, Segundo Sustituto de Presidente; Be_ 
nigno del Castillo S., Rafael Estrella Ureña y José Pérez 
Nolasco, asistidos del infrascrito Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis.. 
trito de Santo Domingo, hoy día dieciocho del mes de mar_ 
zo de mil novecientos cuarenta y tres, año 100o. de la In, 
dependencia, 80o. de la Restauración y 13o. de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como Corte de Casa, 
ción, la sentencia siguiente; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Eliseo 
Pérez Perdomo, mayor de edad, soltero, periodista, domi_ 
nicano, domiciliado y residente en esta ciudad, portador 
de la cédula personal de identidad No. 4647, serie, y el 

• interpuesto por Francisco Rojas Rodríguez (a) Maclén, 
mayor de edad, casado, chauffeur y mecánico, dominica, 
no, domiciliado y residente en esta ciudad, portador de 
la cédula personal de identidad No. 33114, serie 1, ambos 
contra sentencia de la Corte de Apelación de Ciudad Truji_ 

11o, de fecha veinticinco de agosto del mil novecientos cua_ 
rentidos; 

Vistas las actas de los recursos de casación, levanta. 
das en la Secretaría de la Corte a quo en fechas veintisiete 
cíe agosto y dos de septiembre del • año mil novecientos 
cuarentidos ; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Magistrado Procurador General de la Repúbli_ 

ca, Licenciado Pablo M. Paulino, en la lectura de su dic_ 
tamen; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli_ 
berado, y vistos los artículos 295, 296, 297, 302, reforma_ 
do, 309 primera parte y 463 escala 3a. del Código Penal; 
la Ley No. 64, año 1924; el, artículo 26 de la Ley No. 
1216, año 1933, modificado por la Ley No. 869? año 1935; 
y el 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada con_ 
tan los hechos siguientes: a) que el día dos de abril del 
año mil novecientos cuarentidos, el nombrado Francisco 
Rojas Rodríguez (a) Maclén, despues de haber pasado 
"una noche de orgía", se dirigió a la casa No. 24 de lá ca, 
lle Monte Plata, en Ciudad Trujillo, casa en la cual vivía 
la señora María Serafina Corniell (a) Fina, quien había 
sido anteriormente su amante; que al llegar allí, más o 
menos a las seis y media de la mañana, mientras la Corniell 
regresaba de la casa de su vecina Ofelia Rivera, adonde 
había ido en busca de una taza de café para el nombrado 
Eliseo Pérez Perdomo, el que había dormido con la Cor_ 
niell esa noche, el ya citado Rojas Rodríguez penetró en 
la cocina de la casa de su ex_amante, y al llegar ésta, y 
sin que entre ambos nlediaran palabras, la agredió a cu_ 
chilladas, con un cuchillo nuevo, de los llamados "tres cla., 
vos", que portaba; que no obstante los gritos de los ve, 
cinos y de la propia víctima, el agresor persiguió a ésta y 
continuó hiriéndola hasta que la dejó tendida en tierra y 
exánime, debajo de un árbol de cerezo; que inmediatamen, 
te retornó hacia la casa de la víctima, y en el único apo 
sento de la misma casa encontró al ya citado Eliseo Pérez 
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coso de la C.— Rafael Estrella Ureña.— J. Pérez Nolas, 
co. —Eug. A. Alvarez, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fué firma, 
da, leída y publicada por mí, Secretario General, que certi_ 
fico.— (Fdo) Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de J'As, 
ticia, regularmente constituida por los Jueces .Licenciado 
Juan Tomás Mejía, Presidente; Doctor, Tulio - Franco 
Franco, Primer Sustituto de Presidente; Licenciados Froi_ 
lán Tavares hijo, Segundo Sustituto de Presidente; Be, 
nigno del Castillo S., Rafael Estrella Ureña y José Pérez 
Nolasco, asistidos del infrascrito Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis_ 

_trito de Santo Domingo, hoy día dieciocho del mes de mar_ 
zo de mil novecientos cuarenta y tres, año 100o. de la In, 
dependencia, 80o. de la Restauración y 13o. de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como Corte de Casa_ 
ción, la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Eliseo 
Pérez Perdomo, mayor de edad, soltero, periodista, domi-
nicano, domiciliado y residente en esta ciudad, portador 
de la cédula personal de identidad No. 464'7, serie, y el 

interpuesto por Francisco Rojas Rodríguez (a) Maclén, 
mayor de edad, casado, chauffeur y mecánico, dominica-
no, domiciliado y residente en esta ciudad, portador de 
la cédula personal de identidad No. 33114, serie 1, ambos 
contra sentencia de la Corte de Apelación de Ciudad Truji- 

l'o, de fecha veinticinco de agosto del mil novecientos ella_ 
rentidos; 

Vistas las actas de los recursos de casación, levanta_ 
das en la Secretaría de la Corte a quo en fechas veintisiete 
de agosto y dos de septiembre del • año mil novecientos 
e aarentidos ; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Magistrado Procurador General de la Repúbli.. 

ca, Licenciado Pablo M. Paulino, en la lectura de su die_ 
tamen; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli_ 
berado, y vistos los artículos 295, 296, 297, 302, reforma_ 
do, 309 primera parte y 463 escala 3a. del Código Penal; 
la Ley No. 64, año 1924; el, artículo 26 de la Ley No. 
1216, año 1933, modificado por la Ley No. 869? año 1935; 
y el 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada con_ 
tan los hechos siguientes: a) que ef día dos de abril del 
año mil novecientos cuarentidos, el nombrado Francisco 
Rojas Rodríguez (a) Maclén, despues de haber pasado 
"una noche de orgía", se dirigió a la casa No. 24 de lá ca. 
lle Monte Plata, en Ciudad Trujillo, casa en la cual vivía 
la señora María Serafina Corniell (a) Fina, quien había 
sido anteriormente su amante; que al llegar allí, más o 
menos a las seis y media de la mañana, mientras la Corniell 
regresaba de la casa de su vecina Ofelia Rivera, adonde 
había ido en busca de una taza de café para el nombrado 
Eliseo Pérez Perdomo, el que había dormido con la Cor_ 
niell esa noche, el ya citado Rojas Rodríguez penetró en 
la cocina de la casa de su ex.amante, y al llegar ésta, y 
sin que entre ambos nlediaran palabras, la agredió a cu_ 
chilladas, con un cuchillo nuevo, de los llamados "tres &t.. 
vos", que portaba; que no obstante los gritos de los ve-
cinos y de la propia víctima, el agresor persiguió a ésta y 
continuó hiriéndola hasta que la dejó tendida en tierra y 
exánime, debajo de un árbol de cerezo; que inmediatamen_ 
te retornó hacia la casa de la víctima, y en el único apo_ 
sento de la misma casa encontró al ya citado Eliseo Pérez 
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Perdomo, contra quien arremetió• también a cuchilladas, 
hiriéndole y arrebatándole una pistola calibre 32, que él 
(Pérez Perdomo), portaba; que seguidamente Rojas Ro, 
dríguez volvió al lugar donde se encontraba en tierra la 
Corniell y arrodillándose, le infirió una nueva puñalada 
por la espalda, y luego, con la pistola que llevaba, le (lis_ 
paró tres veces, hiriendo a la susodicha víctima en la ea_ 
beza y exclamando "eso era lo que tú querías"; que pre„ 
sente ya en el lugar del suceso el señor Toribio Carvajal, 
Teniente de la <Policía Nacional, Rojas Rodríguez arrojó a 

los pies de aquél la pistola y llevado ante el cadáver de 
la. Corniell, al ver que ésta se encontraba semidesnuda, se 
despojó de la camisa 'que llevaba y cubrió con ella la par, 
te descubierta del cuerpo de -la occisa; b) que apoderado 
para para abrir la correspondiente sumaria el Magistra,, 
do Juez de Instrucción de la Segunda Circunscripción del 

Distrito Judicial de . 
Santo Domingo, y terminada dicha 

sumaria, el Magistrado en referencia dictó, en fecha 
cuatro de mayo de mil novecientos cuarentidos, un auto por 
el cual envió a los nombrados .Francisco Rojas Rodríguez 
(a) Maclén y Eliseo Pérez Perdomo, a ser juzgados por an, 
te el Tribunal de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Santo Domingo, Cámara Penal, en sus atribuciones 
criminales, por existir cargos suficientes, contra el pri, 
mero, de ser autor de asesinato en la persona de la que 
se llamaba María Serafina Corniell (a) Fina, y de ten, 
tativa de homicidio en la persona de Eliseo Pérez Perdo_ 
mo; y contra el segundo, de haber cometido el crimen de 
porte ilegal de arma de fuego; c) que la expresada Cáma, 
ra Penal conoció del caso, y por su sentencia de fecha 
treinta de junio del año mil novecientos cuarentidos, lo de, 
cidió condenando a Francisco Rojas Rodríguez (a) Ma- 
clén a la pena de veinte años de trabajos públicos y al pa; 
go de las costas, en virtud del no cúmulo de penas y aco, 
gierido circunstancias atenuantes en su favor, por el cri- 

men de asesinato en la persona de María Serafina Cor, 

niell (a) Fina y el delito de heridas voluntarias que cura_ 
ron. después de veinte días en la persona de Eliseo Pérez 
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Perdomo; y a este último, a la pena de un año de prisión 
correccional y al pago de las costas, acogiendo en su fa, 
vor circunstancias atenuantes, por el crimen de porte ile_ 
gal de arma de fuego; y ordenó la confiscación del cuchi, 
llo y de la pistola que fueron ocupados como cuerpos de 
delitos; d) que inconformes ambos condenados con la an, 
tedicha sentencia, interpusieron contra la misma recur, 
so de alzada por ante la Corte de Apelación de Ciudad 
Trujillo; e) que la vista de esos recursos se efectuó en la 
audiencia pública del día veinticinco de agosto de mil no, 
vecientos cuarentidos; y la expresada Corte, en la mis_ 
ma fecha, dictó sentencia con el siguiente dispositivo: 
"Primero: Que debe declarar y declara bueno y válido, en 
cuanto a la forma, el recurso de apelación intentado por 
los nombrados Francisco Rojas Rodríguez (a) Maclén, de 
generales conocidas, y Eliseo Pérez Perdomo, de generales 
también conocidas ;-- Segundo: Confirmar, como en 
efecto confirma la sentencia dictada por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Dornin_ 
go, Cámara Penal, en fecha treinta del mes de Junio 'del 
año mil novecientos cuarentidos, cuyo dispositivo dice así: 
"Falla: lo. Varía la calificación dada por el Juez de 
Instrucción de la Segunda Circunscripción de este Dis_ 
trito Judicial en el caso seguido al acusado Francisco Ro_ 
jas Rodríguez a) Maclén, del crimen de tentativa de horni, 
oídio por el delito de heridas voluntarias que curaron 
después de veinte días en la persona de Eliseo Pérez Per, 
domo; 2o. Declara al nombrado Francisco Rojas Rodríguez 
a) Maclén, de generales conocidas, culpable de haber 
perpetrado el crimen de asesinato en la persona de María 
Serafina Corniell a) Fina, y el delito de heridas volun_ 
tarias en la persona de Eliseo Pérez Perdomo, y en con, 
secuencia lo condena, en virtud del no cúmulo de penas 
y acogiendo circunstancias atenuantes en su favor, a su, 
frir la pena de veinte años de trabajos públicos, y al pago 
de las costas; 3o. Declara al nombrado Elíseo Pérez Per, 
domo, de generales conocidas, culpable de haber cometido 
el crimen de porte ilegal de. arma de fuego, que se le im_ 
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Perdomo, contra quien arremetió ,  también a cuchilladas, 

hiriéndole y arrebatándole una pistola calibre 32, que él 
(Pérez Perdomo), portaba; que seguidamente Rojas Ro_ 

drígúez volvió al lugar donde se encontraba en tierra la 

Corniell y arrodillándose, le infirió una nueva puñalada 
por la espalda, y luego, con la pistola que llevaba, le dis, 
paró tres veces, hiriendo a la susodicha víctima en la ca_ 
beza y exclamando "eso era lo que tú querías"; que pre, 
sente ya en el lugar del suceso el señor Toribio Carvajal, 
Teniente de la 2olicía Nacional, Rojas Rodríguez arrojó a 

los pies de aquél la pistola y llevado ante el cadáver de 
la Corniell, al ver que ésta se encontraba semidesnuda, se 
despojó de la camisa 'que llevaba y cubrió con ella la par, 
te descubierta del cuerpo de -la occisa; b) que apoderado 
para para abrir la correspondiente sumaria el Magistra, • 

do Juez de Instrucción de la Segunda Circunscripción del 
Distrito Judicial de Santo Domingo, y terminada dicha 
sumaria, el Magistrado en referencia dictó, en fecha 
cuatro de mayo de mil novecientos cuarentidos, un auto por 
el cual envió a los nombrados . Francisco Rojas Rodríguez 
(a) Maclén y Eliseo Pérez Perdomo, a ser juzgados por an„ 
te el Tribunal de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Santo Domingo, • Cámara Penal, en sus atribuciones 
criminales, por existir cargos suficientes, contra el pri, 
mero, de ser autor de asesinato en la persona de la que 
se llamaba María Serafina Corniell (a) Finé., y de ten, 
tativa de homicidio en la persona de Eliseo Pérez Perdo_ 
mo; y contra el segundo, de haber cometido el crimen de 
porte ilegal de arma de fuego; c) que la expresada Cáma-

ra Penal conoció del caso, y por 8U sentencia de fecha 

treinta de junio del año mil novecientos cuarentidos, lo de, 
cidió condenando a Francisco Rojas Rodríguez (a) Ma-
clén a la pena de veinte años de trabajos públicos y al pa_ 
go de las costas, en virtud del no cúmulo de penas y aco_ 
giendo circunstancias atenuantes en su favor, por el cri-
men de asesinato en la persona de María Serafina Con, 
niel] (a) Fina y el delito de heridas voluntarias que cura_ 
ron, después de veinte días en la persona de Eliseo Pérez 
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Perdomo; y a este último, a la pena de un año de prisión 
correccional y al pago de las costas, acogiendo en su fa, 
vor circunstancias atenuantes, por el crimen de porte ile-
gal de arma de fuego; y ordenó la confiscación del cuchi_ 
llo y de la pistola que fueron ocupados como cuerpos de 
delitos; d) que inconformes ambos condenados con la an, 
tedicha sentencia, interpusieron contra la misma recur 
so de alzada por ante la Corte de Apelación de Ciudad 
Trujillo; e) que la vista de esos recursos se efectuó en la 
audiencia pública del día veinticinco de agosto de mil no_ 
vecientos cuarentidos; y la expresada Corte, en la mis, 
ma fecha, dictó sentencia con el siguiente dispositivo: 
"Primero: Que debe declarar y declara bueno y válido, en 
cuanto a la forma, el recurso de apelación intentado por 
los nombrados Francisco Rojas Rodríguez (a) Maclén, de 
generales conocidas, y Eliseo Pérez Perdomo, de generales 
también conocidas ;-- Segundo: Confirmar, como en 
efecto confirma la sentencia dictada por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Damin, 
go, Cámara Penal, en fecha treinta del mes de Junio 'del 
año,mil novecientos cuarentidos, cuyo dispositivo dice así: 
"Falla: lo. Varía la calificación dada por el Juez de 
Instrucción de la Segunda Circunscripción de este Dis_ 
trito Judicial en el caso seguido al acusado Francisco Ro_ 
jas Rodríguez a) Maclén, del crimen de tentativa de homi_ 
cidio por el delito de heridas voluntarias que ' curaron 
después de veinte días en la persona de Eliseo Pérez Per_ 
domo; 2o. Declara al nombrado Francisco Rojas Rodríguez 
a) Maclézi, de generales conocidas, culpable de haber 
perpetrado el crimen de asesinato en la persona de María 
Serafina Corniell a) Fina, y el delito de heridas volun, 

' tarjas en la persona de Eliseo Pérez Perdomo, y en con, 
secuencia lo condena, en virtud del no cúmulo de penas 
y acogiendo circunstancias atenuantes en su favor, a su_ 

, frir la pena de veinte años de trabajos públicos, y al pago 
de las costas; 3o. Declara al nombrado Eliseo Pérez Per, 
domo, de generales conocidas, culpable de haber cometido 
el crimen de porte ilegal de. arma de fuego, que se le im_ 
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gatos del acusado de que sus víctimas le agredieron, la 
una a patadas y el otro disparándole con una pistola, los 
datos del expediente, así como los que arroja el plenario, 
han comprobado que no hubo tal agresión; y que no existe 
en provecho del acusado causa alguna de excusa, de no 
culpabilidad ni de justificación, y que los hechos fueron 
realizados libre, consciente e intencionalmente, o como 
expresa el Código, "voluntariamente", y, por consiguiente, 
es autor de homicidio y de heridas voluntarias que cura_ 
ron después de veinte días y privaron a la víctima de su 
trabajo personal por mas de veinte días"; 

Considerando, que la Corte a quo, para establecer la 
circunstancia agravante de la premeditación, y, en conse, 
cuencia, atribuir al homicidio voluntario cometido por 
el acusado Rojas Rodríguez en la persona de María Sera_ 
fina Corniell (a) Fina, el caracter de asesinato, de acuer, 
do con los artículos 295, 296 y 297 del Código Penal, ya 
transcritos, se fundamenta en que, "ha quedado compro, 
bado por la confesión del acusado, que él perseguía a su 
ex_amante María Serafina Corniell, y la instaba constan, 
temente a que reanudara relaciones amorosas con él, y 
que su muerte fué causada por su negativa, pues que el 
acusado, según consta y no lo negó, al rematarla a cu, 
chilladas y balazos, exclamó: "Eso era lo que tú querías"; 
que, por otra parte, el acusado no ha podido justificar 
su presencia a las seis y media de la mañana en casa de 
su víctima, pues si primeramente afirmó que fué a bus_ 
car un perrito, no sólo varió esa declaración, sino que 
los testigos'Mariana y Ofelia Rivera, vividoras de la mis_ 
ma casa, negaron en el plenario que en la casa de la víc_ 
tima hubiera tal perro; que luego afirmó que había ido 
a llevarle seis pesos para que al fín se mudara con él, 
pero en el plenario quedó demostrado que no podía tener 
ni tenía tal cantidad de dinreo ; que quedó evidenciado, 
además, que le cuchillo como la baqueta del mismo, que 
el acusado reconoció como suyos, eran completamente 
nuevos, sin uso, y que no obstante la afirmación del acu_ 
sado de que lo había comprado para arreglar gomas, ha_ 

 

 

puta, y en consecuencia lo condena, acogiendo circuns_ 
tancias atenuantes en su favor, a sufrir la pena de un 
año de prisió correccional, y al pago de las costas; 4o. 
Ordena la confiscación del cuchillo y de la pistola que 
fueron ocupados como cuerpos de delito" ;— Tercero: Que 
debe condenar, como en efecto condena, a los acusados, al 
pago de las costas del presente recurso"; 

Considerando, que contra la expresada sentencia de la 

Corte a quo han interpuesto recurso de casación, en tiempo 
y forma útiles, Francisco Rojas Rodríguez (a) Maclén y 
Eliseo PéreZ Perdomo; el primero, "por no estar conf or_ 
me con la sentencia que dictó esta Corte" y el segundo se 
limitó a declarar al secretario de lá Corte mencionada su 
"formal recurso de casación contra la sentencia dictada 
por esta Corte de Apelación, en fecha veinticinco del pre, 
sente mes de Agosto, que lo condenó a sufrir la pena de 
un año de prisión correccional y al pago de las costas, 
por el crimen de porte ilegal de arma de fuego (una pis, 
tola), acogiendo en su favor circunstancias atenuantes"; 

Considerando, que los artículos 295, 296 y 297 del 
Código Penal establecen respectivamente: el 295 que, "El 
que voluntariamente mata a otro se hace reo de homici, 
dio"; el 296 que "El homicidio con premeditación o ase_ 
chanza se califica asesinato"; y, el 297 que, "La premedita-
ción consiste en el designio formado antes de la acción, 
de atentar Contra la persona de un individuo determina, 
do, o contra la de aquel a quien se halle o encuentre, aún 
cuando ese designio dependa de alguna circunstancia o 

condición"; 
Considerando, que en la sentencia contra la cual se 

recurre consta que, "se ha comprobado por la confesión del 
acusado, así como por 'las declaraciones de los testigos 
Mariana Rivera, Ofelia Rivera, Toribio Carvajal, José A. 
Noboa y Bienvenido Espíritu Santo, tanto producidas en 
la instrucción, como en el plenario, que el autor tanto de 
la muerte de María Serafina Corniell, como de las heridas 
de Eliseo Pérez Perdomo, lo fué el nombrado Francisco 
Rojas Rodríguez (a) Maclén; que, no obstante los ale, 
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gatos del acusado de que sus víctimas le agredieron, la 
una a patadas y el otro disparándole con una pistola, los 
datos del expediente, así como los que arroja el plenario, 
han comprobado que no hubo tal agresión; y que no existe 
en provecho del acusado causa alguna de excusa, de no 
culpabilidad ni de justificación, y que los hechos fueron 
realizados libre, consciente e intencionalmente, o como 
expresa el Código, "voluntariamente", y, por consiguiente, 
es autor de homicidio y de heridas voluntarias que cura_ 
ron después de veinte días y privaron a la víctima de su 
trabajo personal por mas de veinte días"; 

Considerando, que la Corte a quo, para establecer la 
circunstancia agravante de la premeditación, y, en conse, 
cuencia, atribuír al homicidio voluntario cometido por 
el acusado Rojas Rodríguez en la persona de María Sera_ 
fina Corniell (a) Fina, el caracter de asesinato, de acuer, 
do con los artículos 295, 296 y 297 del Código Penal, ya 
transcritos, se fundamenta en que, "ha quedado compro, 
bado por la confesión del acusado, que él perseguía a su 
ex_amante María Serafina Corniell, y la instaba constan, 
temente a que reanudara relaciones amorosas con él, y 
que su muerte fué causada por su negativa, pues que el 
acusado, según consta y no lo negó, al rematarla a cu_ 
chilladas y balazos, exclamó: "Eso era lo que tú querías"; 
que, por otra parte, el acusado no ha podido justificar 
su presencia a las seis y media de la mañana en casa de 
su víctima, pues si primeramente afirmó que fué a bus_ 
car un perrito, no sólo varió esa declaración, sino que 
los testigos'Mariana y Ofelia Rivera, vividoras de la mis, 
ma casa, negaron en el plenario que en la casa de la víc_ 
tima hubiera tal perro; que luego afirmó que había ido 
a llevarle seis pesos para que al fín se mudara con él, 
pero en el plenario quedó demostrado que no podía tener 
ni tenía tal cantidad de dinreo; que quedó evidenciado, 
además, que le cuchillo como la baqueta del mismo, que 
el acusado reconoció como suyos, eran completamente 
nuevos, sin uso, y que no pbstante la afirmación del acu_ 
sado de que lo había comprado para arreglar gomás, ha_ 

 

  

puta, y en consecuencia lo condena, acogiendo circuns_ 
tancias atenuantes en su favor, a sufrir la pena de un 
año de prisió correccional, y al pago de las costas; 4o. 
Ordena la confiscación del cuchillo y de la pistola que 
fueron ocupados como cuerpos de delito" ;— Tercero: Que 
debe condenar, como en efecto condena, a los acusados, al 
pago de las costas del presente recurso"; 

Considerando, que contra la expresada sentencia de la 

Corte a quo han interpuesto recurso de casación, en tiempo 
y forma útiles, Francisco Rojas Rodríguez (a) Maclén y 
Eliseo PéreZ Perdomo; el primero, "por no estar confor_ 
me con la sentencia que dictó esta Corte" y el segundo se 
limitó a declarar al secretario de la -  Corte mencionada su 
"formal recurso de casación contra la sentencia dictada 
por esta Corte de Apelación, en fecha veinticinco del pre, 
sente mes de Agosto, que lo condenó a sufrir la pena de 
un año de prisión correccional y al pago de las costas, 
por el crimen de porte ilegal de arma de fuego (una pis-

- tola), acogiendo en su favor circunstancias atenuantes"; 
Considerando, que los artículos 295, 296 y 297 del 

Código Penal establecen respectivamente: el 295 que, "El 
que voluntariamente mata a otro se hace reo de homici, 
dio" ; el 296 que "El homicidio con premeditación o ase, 
chanza se califica asesinato"; y. el 297 que, "La premedita_ 
ción consiste en el designio formado antes de la acción, 
de atentar lontra la persona de un individuo determina, 
do, o contra la de aquel a quien se halle o encuentre, aún 
cuando ese designio dependa de alguna circunstancia o 

condición"; 
Considerando, que en la sentencia contra la cual se 

recurre consta que, "se ha comprobado por la confesión del 
acusado, así como por das declaraciones de los testigos 
Mariana Rivera, Ofelia Rivera, Toribio Carvajal, José A. 
Noboa y Bienvenido Espíritu Santo, tanto producidas en 
la instrucción, como en el plenario, que el autor tanto de 
la muerte de María Serafina Corniell, como de las heridas 
de Eliseo Pérez Perdomo, lo fué el nombradoFrancisco 
Rojas Rodríguez (a) Maclén; que, no obstante
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 los ale, 
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cer reparaciones y para defenderse, y que lo usaba bajo 
la camisa, no había en la baqueta manchas de sudor, ni 
en el cabo y la hoja señal alguna que denunciara su uso, 
lo que hace presumir, que el acusado lo adquirió con el 
propósito formado de realizar el hecho; que finalmente, 
según confesó el acusado, había pasado la noche en una 
orgía, y que cuando llegó a la casa de su víctima aún no 
había ido a su casa ni dormido"; 

Considerando, que de conformidad con la Ley No. 64, 
de fecha 19 de noviembre del año 1924, reformatoria del 
artículo 302 del Código Penal, el asesinato se castigará 
con la pena de 30 años de trabajos públicos; y que en el 
caso de admitirse circunstancias atenuantes en provecho 
del acusado, los tribunales, de acuerdo con el párrafo 
único del artículo lo. de la citada ley, no podrán imponer 
una pena menor de veinte años de trabajos públicos; 
que, además, el artículo 309, primera parte del Código Pe_ 
nal, estatuye que "El que voluntariamente infiere heridas, 
diere golpes, cometiere actos de violencia o vías de he_ 
cho, si de ellos resultare al agraviado una enfermedad o 
imposibilidad de dedicarse al trabajo durante mas de vein_ 
te días, será castigado con la pena de prisión de seis 
meses a dos años,. y multa de diez a cien pesos"; 

Considerando, que la Corte a quo, al reconocer al acu. 
sado Rojas Rodríguez, autor del crimen de asesinato con 
circunstancias atenuantes y del delito de heridas volunta, 
ries que tardaron mas de veinte días para su curación, e 
imponer únicamente al referido acusado la pena mayor, 
esto es, la de 20 años de trabajos públicos, que correspon_ 
día a la primera de dichas infracciones, hizo una exacta 
aplicación del principio del no cúmulo de penas ; 

Considerando, que el artículo 26 de la Ley No. 1216, 
modificado por la Ley No. 869, establece que, "Toda per, 
sona que tenga en su poder una o más armas de fuego, mu_ 
niciones o fulminantes para las mismas, sin la licencia 
correspondiente; o que posea armas de fuego en exceso 
de la cantidad autorizada por su licencia; o que porte o 
tenga en su poder armas distintas de las descritas en su  

licencia, será castigada con la pena de tres a diez años 
de trabajos públicos"; 

Considerando, que la Corte de Apelación de Ciudad 
Trujillo, para confirmar la sentencia apelada, por virtud 
de la cual se condenó al nombrado Eliseo Pérez Perdomo 
a un año de prisión correccional por el crimen de porte 
ilegal de arma de fuego, se ha fundado esencialmente en 
que, "del examen de estos hechos y circunstancias (he, 
chos y circunstancias que se enumeran en la sentencia 
impugnada), y en vista de las inexplicables contradic, 
ciones del acusado, y además, en vista de que •su prime_ 
ra declaración en que confesó qqe portaba el arma, es la 
que está de acuerdo y corroborada por los hechos y cfr_ 
cunstandas del caso, esta Corte ha adquirido la íntima y 
plena convicción de que este acusado —Eliseo Pere7 Perdo_ 
mo— es autor del delito de porte ilegal de arma de fuego, 
a sabiendas de que no tenía permiso para ello y de que . 

 estaba prohibido por la ley"; quepor otra parte, la pena 
de tres a diez años de trabajos públicos, que correspondía, 
según la ley de la materia, vigente en •el momento de los 
hechos, al crimen de porte ilegal de arma de fuego, se reba, 
jó, en la especie, a la ya señalada de un año de prisión co, 
rreccional, por haberse admitido, de acuerdo con el artícu, 
lo 463 y su tercera escala, circunstancias atenuantes en fa_ 
vor del acusado Pérez Perdcrmo; 

Considerando, que de todo lo expuesto se evidencia 
que la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo hizo, en los 
casos preindicados, una correcta aplicación de la ley, tanto 
en la calificación de los hechos que tuvo por constantes, y 
respecto de los cuales hizo uso del poder soberano que le 
reconoce la ley, como en la aplicación de las penas impues-
tas a los acusados ; que, por tanto, y siendo, además, la.  
sentencia que se impugna regular en la forma, es proce-
dente rechazar los recursos de casación de que se trata; 

Por tales motivos, Primero: rechaza los recursos de 
casación interpuestos respectivamente por Eliseo Pérez 
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cer reparaciones y para defenderse, y que lo usaba bajo 
la camisa, no había en la baqueta manchas Te sudor, ni 
en el cabo y la hoja señal alguna que denunciara su uso, 
lo que hace presumir, que el acusado lo adquirió con el 
propósito formado de realizar el hecho; que finalmente, 
según confesó el acusado, había pasado la noche en una 
orgía, y que cuando llegó a la casa de su víctima aún no 
había ido a su casa ni dormido"; 

Considerando, que de conformidad con la Ley No. 64, 
de fecha 19 de noviembre del año 1924, reformatoria del 
artículo 302 del Código Penal, el asesinato se castigará 
con la pena de 30 años de trabajos públicos; y que en el 
caso de admitirse circunstancias atenuantes en provecho 
del acusado, los tribunales, de acuerdo con el párrafo 
único del artículo lo. de la citada ley, no podrán imponer 
una pena menor de veinte años de trabajos públicos; 
que, además, el artículo 309, primera parte del Código Pe_ 
nal, estatuye que "El que voluntariamente infiere heridas, 
diere golpes, cometiere actos de violencia o vías de he_ 
cho, si de ellos resultare al agraviado una enfermedad o 
imposibilidad de dedicarse al trabajo durante mas de vein_ 
te días, será castigado con la pena de prisión de seis 
meses a dos años,. y multa de diez a cien pesos"; 

Considerando, que la Corte a quo, al reconocer al acu_ 
sado Rojas Rodríguez, autor del crimen 'le asesinato con 
circunstancias atenuantes y del delito de heridas volunta,. 
rias que tardaron mas de veinte días para su curación, e 
imponer únicamente, al referido acusado la pena mayor, 
esto es, la de 20 años de trabajos públicos, que correspon_ 
día a la primera de dichas infracciones, hizo una exacta 
aplicación del principio del no cúmulo de penas; 

Considerando, que el artículo 26 de la Ley No. 1216, 
modificado por la Ley No. 869, establece que, "Toda per_ 
sona que tenga en su poder una o más armas de fuego, mu_ 
niciones o fulminantes para las mismas, sin la licencia 
correspondiente; o que posea armas de fuego en exceso 
de la cantidad autorizada por su licencia; o que porte o 

tenga en su poder armas distintas de las descritas en su 

licencia, será castigada con la pena de tres a diez años 
de trabajos públicos"; 

Considerando, que la Corte de Apelación de Ciudad 
Trujillo, para confirmar la sentencia apelada, por virtud 
de la cual se condenó al nombrado Eliseo Pérez Perdomo 
a un año de prisión correccional por el crimen de porte 
ilegal de arma de fuego, se ha fundado esencialmente en 
que, "del examen de estos hechos y circunstancias (he, 
chos y circunstancias que se enumeran en la sentencia 
impugnada), y en vista de las inexplicables contradic_ 
ciones del acusado, y además, en vista de que su prime_ 
ra declaración en que confesó que portaba el arma, es la, 
que está de acuerdo y corroborada por los hechos y cir_ 
cunstancias del caso, esta Corte ha adquirido la íntima y 
plena convicción de que este acusado —Eliseo Pérez Perdo_ 
mo— es autor del delito de porte ilegal de arma de fuego,. 
a sabiendas de que no tenía permiso para ello y de que 
estaba prohibido por la ley"; que, por otra parte, la pena 
de tres a diez años de trabajos públicos, que correspondía, 
según la ley de la materia, vigente en -el momento de los 
hechos, al crímen de porte ilegal de arma de fuego, se reba_ 
jó, en la especie, a la ya señalada de un año de prisión co, 
rreccional, por haberse admitido, de acuerdo con el artícu, 
lo 463 y su tercera escala, circunstancias atenuantes en fa, 
vor del acusado Pérez Perdomo; 

Considerando, que de todo lo expuesto se evidencia 
que la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo hizo, en los 
casos preindicados, una correcta aplicación de la ley, tanto 
en la calificación de los hechos que tuvo por constantes, y 
respecto de los cuales hizo uso del poder soberano que le 
reconoce la ley, como en la aplicación de las penas impues, 
tas a los acusados; que, por tanto, y siendo, además, la.  
sentencia que se impugna regular en la forma, es proce-
dente rechazar los recursos de casación de que se trata; 

Por tales motivos, Primero: rechaza los recursos de 
casación interpuestos respectivamente por Eliseo Pérez 
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Perdomo y por Francisco Rojas Rodríguez (a) Maclén, con_ 
tra sentencia de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, 
dictada en atribuciones criminales, en fecha veinticinco 
de agosto del año mil novecientos cuarentidos, cuyo dispo, 
sitivo figura copiado en otro lugar del presente fallo; y 
Segundo: condena a ambos recurrentes al pago de las cos_ 
tas. 

(Firmados) :— J. Tomás Mejía.— Dr. T. Franco Fran_ 
co.— F. Tavares hijo. —B. del Castillo S.— Rafael Es_ 
trella U,refía.— J. Pérez Nolasco.— Eng. A. Alvarez, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fué firma_ 
'da, leída y publicada por mí, Secretario General, que cer_ 
tifico . — (Firmado) ;— E ug . 'A. Alvarez . 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus, 
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciado 
Juan Tomás Mejía, Presidente; Doctor Tulio Franco 
Franco, Primer Sustituto de Presidente; Licenciados Froi.. 
lán Tavares hijo, Segundo Sustituto de Presidente; Be_ 
nigno del Castillo S., Eudaldo Troncoso de la Concha, Ra_ 
fael Estrella Ureria y José Pérez Nolasco, asistidos del 
infrascrito Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en Ciudadarujillo, Distrito de Santo Do-
mingo, hoy día veintitres del mes de marzo del mil nove, 
cientos cuarenta y tres, año 100o. de la Independencia, 
80ó. de la Restauración y 13o. de la Era de Trujillo, dicta 
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en audiencia pública, como Corte de Casación, la senten_ 
cia siguiente: 

Sobre le recurso de casación interpuesto por el Magis, 
tracio Procurador General de la Corte de Apelación de 
San Cristóbal, contra sentencia de dicha Corte dictada, en 
sus atribuciones criminales, en fecha veinticinco de junio 
de mil novecientos cuarenta y dos, cuyo dispositivo se indi_ 
cará después; 

Vista el acta de declaración del mencionado recurso, 
levantada, en la Secretaría de la Corte a quo, el cuatro de 
julio del año citado; acta en la que consta haber sido ella 
leída a la parte, en estado de detención, contra quien 
el recurso en referencia era deducido, la cual lo firmó; to,•
do de acuerdo con el artículo 38 de la Ley sobre Procedi_ 
miento de Casación; 

Visto el memorial remitido a la Secretaría de esta Su_ 
prema Corte por el Magistrado recurrente, en el cual se 
desenvuelven los medios del recurso; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Magistrado Procurador General de la Repúbli_ 

ca, Licenciado Pablo M. Paulino, en en la lectura de su 
dictamen; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de_ 
liberado, y vistos los artículos 13, 15; 21, párrafo tercero, 
y 31 de la Ley Orgánica, de Rentas Internas, promulgada el 
13 de Marzo de 1935; 14 y 15 de la Ley No. 857, sobre es_ 
píritus destilados y licores fermentados; lo. de la Ley No. 
647, sobre el procedimiento para el cobro de multas; 11 del 
Código Penal; 304 del Código de Procedimiento Criminal; 
lo., 26, 27, 30, 38, 47, 24 y 71 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada consta 
lo siguiene: A) "que en fecha cuatro de febrero del corriera. 
te año, dictó el Tribunal Correccional del Distrito Judi_ 
cial Trujillo, una sentencia a cargo de José Antonio Gon, 
zález (a) Torio, que lo condenó al pago de una multó de 
500 pesos, dos meses de prisión y costas por el delito de 
violación a la Ley No. 857, de Rentas Internas, sobre Es_ 
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Perdomo y por Francisco Rojas Rodríguez (a) Maclén, con_ 
tra sentencia de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, 
dictada en atribuciones criminales, en fecha veinticinco 
de agosto del año mil novecientos cuarentidos, cuyo dispo_ 
sitivo figura copiado en otro lugar del presente fallo; y 
Segundo: condena a ambos recurrentes al pago de las cos_ 
t,as . 

(Firmados) :— J. Tomás Mejía.— Dr. T. Franco Fran., 
co.— F. Tavares hijo. —B. del Castillo S.— Rafael Es_ 
trena Uyeria.— J. Pérez Nolasco.— Eng. A . Alvarez, 
Secretario General. 

pública del día, mes y año en él expresados, y fué firma_ 
*da, leída y publicada por mí, Secretario General, que cer, 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 

tifico. —(Firmado) ;— Eug. A. Alvarez. 
s. 

• En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus, 
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciado 
Juan Tomás Mejía, Presidente; Doctor Tulio Franco 
Franco, Primer Sustituto de Presidente; Licenciados Froi_ 
lán Tavares hijo, Segundo Sustituto de Presidente; Be_ 
nigno del Castillo S., Eudaldo Troncoso de la Concha, Ra... 
fael Estrella Ureña y José Pérez Nolasco, asistidos del 
infrascrito Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en Ciudad.Trujillo, Distrito de Santo Do-
mingo, hoy día veintitres del mes de marzo del mil nove. 
cientos cuarenta y tres, año 100o. de la Independencia, 
80ó. de la Restauración y 13o. de la Era de Trujillo, dicta 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 
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en audiencia pública, como Corte de Casación, la senten_ 
cia siguiente: 

Sobre le recurso de casación interpuesto por el Magis-
trado Procurador General de la Corte de Apelación de 
San Cristóbal, contra sentencia de dicha Corte dictada, en 
sus atribuciones criminales, en fecha veinticinco de junio 
de mil novecientos cuarenta y dos, cuyo dispositivo se indi_ 
cará después; 

Vista el acta de declaración del mencionado recurso, 
levantada, en la Secretaría de la Corte a quo, el cuatro de 
julio del año citado; acta en la que consta haber sido ella 
leída a la parte, en estado de detención, contra quien 
el recurso en referencia era deducido, la cual lo firmó; to_ 
do de acuerdo con el artículo 38 de la Ley sobre Procedi_ 
miento de Casación; 

Visto el memorial remitido a la Secretaría de esta Su,. 
prema Corte por el Magistrado recurrente, en el cual se 
desenvuelvet los medios del recurso; 

Oído el Magistrado 'Juez Relator; 
Oído el Magistrado Procurador General de la Repúbli-

ca, Licenciado Pablo M. Paulino, en en la lectura de su 
dictamen; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de_ 
liberado, y vistos los artículos 13, 15; 21, párrafo tercero, 
y 31 de la Ley Orgánica de Rentas Internas, promulgada el 
13 de Marzo de 1935; 14 y 15 de la Ley No. 857, sobre es, 
píritus destilados y licores fermentados; lo. de la Ley No. 
647, sobre el procedimiento para el cobro de multas; 11 del 
Código Penal; 304 del Código de Procedimiento Criminal; 
lo., 26, 27, 30, 38, 47, 24 y 71 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada consta 
lo siguiene: A) "que en fecha cuatro de febrero del corrien_ 
te año, dictó el Tribunal Correccional del Distrito Judi... 
cial Trujillo, una sentencia a cargo de José Antonio Gon, 
zález (a) Torio, que lo condenó al pago de una multa de 
500 pesos, dos meses de prisión y costas por el delito de 
violación a la Ley No. 857, de Rentas Internas, sobre Es_ 
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Perdomo y por Francisco Rojas Rodríguez (a) Maclén, con_ 
tra sentencia de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, 

_ dictada en atribuciones criminales, en fecha veinticinco 
de agosto del año mil novecientos cuarentidos, cuyo dispo_ 
sitivo figura copiado en otro lugar del presente fallo; y 
Segundo: condena a ambos recurrentes al pago de las cos_ 
tas. 

(Firmados) :— J. Tomás Mejía.— Dr. T. Franco Fran.. 
co.— F. Tavares hijo. —B. del Castillo S.— Rafael Es., 
trena Uxeria.— J. Pérez Nolasco.— Eng. A. Alvarez, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fué firma_ 
"da, leída y publicada por mí, Secretario General, que cer-
tifico. —(Firmado) ;— Eug. 'A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus, 
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciado 
Juan Tomás Mejía, Presidente; Doctor Tulio Franco 
Franco, Primer Sustituto de Presidente; Licenciados Froi_ 
lán Tavares hijo, Segundo Sustituto de Presidente; Be_ 
nigno del Castillo S., Eudaldo Troncoso de la Concha, Ra. 
fael Estrella Ureña y José Pérez Nolasco, asistidos del 
infrascrito Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en Ciudadarujillo, Distrito de Santo Do, 
mingo, hoy día veintitres del mes de marzo del mil nove, 
cientos cuarenta y tres, año 100o. de la Independencia, 
80b. de la Restauración y 13o. de la Era de Trujillo, dicta 
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en audiencia pública, como Corte de Casación, la senten_ 
cia siguiente: 

Sobre le recurso de casación interpuesto por el Magis_ 
trgdo Procurador General de la Corte de Apelación de 
San Cristóbal, contra sentencia de dicha Corte dictada, en 
sus atribuciones criminales, en fecha veinticinco de junio 
de mil novecientos cuarenta y dos, cuyo dispositivo se indi_ 
cará después; 

Vista el acta de declaración del mencionado recurso, 
levantada, en la Secretaría de la Corte a quo, el cuatro de 
julio del año citado; acta en la que consta haber sido ella 
leída a la parte, en estado de detención, contra quien 
el recurso en referencia era deducido, la cual lo firmó; to_ 
do de acuerdo con el artículo 38 de la Ley sobre Procedi„ 
miento de Casación; 

• Visto el memorial remitido a la Secretaría de esta Su, 
prema Corte por el Magistrado recurrente, en el cual se 
desenvuelvéh los medios del recurso; 

Oído el Magistrado 'Juez Relator; 
Oído el Magistrado Procurador General de la Repúbli_ 

ca, Licenciado Pablo M. Paulino, en en la lectura de su 
dictamen; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de, 
liberado, y vistos los artículos 13, 15; 21, párrafo tercero, 
y 31 de la Ley Orgánica, de Rentas Internas, promulgada el 
13 de Marzo de 1935; 14 y 15 de la Ley No. 857, sobre es, 
píritus destilados y licores fermentados; lo. de la Ley No. 
647, sobre el procedimiento para el cobro de multas; 11 del 
Código Penal; 304 del Código de Procedimiento Criminal; 
lo., 26, 27, 30, 38, 47, 24 y 71 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada consta 
lo siguiene: A) "que en fecha cuatro de febrero del corrien_ 
te año, dictó el Tribunal Correccional del Distrito Judi. 
cial Trujillo, una sentencia a cargo de José Antonio Gon, 
zález (a) Torio, que lo condenó al pago de una multa de 
500 pesos, dos meses de prisión y costas por el delito de 
violación a la Ley No. 857, de Rentas Internas, sobre Es_ 
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píritus Destilados, al tener en su posesión un alambique 
sin la autorización correspondiente y sin haber suministra_ 
do la fianza prescrita; hecho que está sancionado por el 
artículo 15 de la misma Ley con una multa de 500 a 2000 
pesos y prisión de seis meses a dos años"; B), "que con_ 
tra esta sentencia interpuso el procesado recurso de ape„ 
lación, pero luego desistió de este recurso, habiendo ad,. 
quirido dicha sentencia la autoridad definitiva de la cosa 
juzgada, con el acta de desestimiento que le dió la Corte 
el día fijado para el conocimiento de la causa"; C), "que 
simultáneamente con este proceso correccional se abrió a 
cargo del mismo inculpado González, un proceso criminal, 
por el hecho de haberse encontrado en su poder una es, 
topeta de pistón, sin el permiso legal correspondient; in, 
fracción que está castigada con la pena de 3 a 10 años 
de trabajos públicos, por la Ley sobre porte de Armas de 
Fuego"; D), "que enviado por providencia calificativa del 
Juzgado de Instrucción al Tribunal Criminal, acusado del 
crimen de porte ilegal de arma de fuego, el acusado Gon„ 
zález fué condenado por este crimen en fecha 20 de mar, 
zo del año que transcurre, a la pena de un año de prisión 
correccional, acogiéndose en su favor circunstancias ate_ 
nuantes, y se declaró en la misma sentencia que, en vir, 
tud del nó cúmulo de las penas, en este año de prisión 
quedaba absorbida la pena que le había sido impuesta en_ 
teriormente al procesado por violación a la Ley de Ren., 
tas Internas"; E), que el Magistrado Procurador General 
de la Corte de Apelación de San Cristóbal interpuso, "en 
tiempo hábil", recurso de alzada contra la decisión TYlén, 

donada últimamente; F), que "el fundamento y el alcance' 
del expresado recurso, se encontraban "enunciados en el 
acto que fué notificado al acusado", en la forma siguien_ 
te: "siendo la multa de quinientos pesos una multa re_ 
lativa a una ley fiscal, dicha condenación tiene más bien 
el carácter de una reparación civil, y ha debido dejarie 
intacta para acumularse con la pena impuesta por el cri_ 
men de porte ilegal de arma de fuego, ya que en tal caso 
no es aplicable el principio del no cúmulo de penas"; 
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G), que la Corte de Apelación de San Cristóbal conoció del 
caso en su audiencia pública del diecisiete de junio de 
mil novecientos cuarenta y dos; y en tal audiencia, el Ma„- 
gistrado que había apelado concluyó, en su dictamen, de 
este modo: "Por esos motivos y los que tendréis a bien 
suplir, pedimos muy respetuosamente, que declaréis bue„ 
no y válido en cuanto a la forma el presente recurso de 
apelación, y que, en cuanto al fondo, modifiquéis la senten„ 
cia apelada, declarando que la disposición que estableció 
la absorción de la multa, , queda revocada, a fin de que re, 
cobre todo su imperio la multa establecida por la senten_ 
cia del 4 de Febrero del corriente año 1942, y condenéis 
al acusado al pago de las costas"; ID, que, en la misma au_ 
diencia, el abogado del prevenido presentó estas conclu„ 
siones: "Por las razones expuestas, honorables Magistra_ 
dos, y por cuantas tengais a bien suplir con vuestro elevado 
criterio jurídico, el señor José Antonio González .(a) To_ 
ño, concluye muy respetuosamente por nuestra mediación 
pidiendoos que os plazca confirmar la sentencia apelada, 
en cuanto declaró que la multa de $500.00 y dos meses de 
prisión correccional a que fué condenado por violación a la 
ley No. 857 sobre espíritus destilados y licores fermenta,. 
dos, quedara absorbida en la de un año de prisión cc•_ 
rreccional a que fué condenado posteriormente, por el cri„ 
men de porte ilegal de arma de fuego"; I), que la Corte 
a quo aplazó "el fallo de la cuestión contenciosa para una 
próxima audiencia, por no estar en juego la culpabilidad 
del acusado", según expresa su sentencia; J), que la ya 
indicada Corte de Apelación de San Cristóbal dictó "en 
sus atribuciones criminales", en fecha veinticinco de junio 
de mil novecientos cuarenta y dos, la sentencia contra la 
cual se ha recurrido a casación, cuyo dispositivo se trans_ 
cribe: "FALLA: Primero: Rechazar el recurso de ape-
lación interpuesto por el Magistrado Procurador General de 
esta Corte, contra sentencia dictada en atribuciones cri„ 
minales por el Juzgado de Primera Instancia del Distri., 
to Judicial Trujillo, el día veinte de marzo del presente año 
1942;— Segundo: Confirma, en consecuencia, la senten_ 
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píritus Destilados, al tener en su posesión un alambique 
sin la autorización correspondiente y sin haber suministra_ 
do la fianza prescrita; hecho que está sancionado por el 
artículo 15 de la misma Ley con una multa de 500 a 2000 
pesos y prisión de seis meses a dos años"; B), "que con, 
tra esta sentencia interpuso el procesado recurso de ape_ 
lación, pero luego desistió de este recurso, habiendo ad, 
quirido dicha sentencia la autoridad definitiva de la cosa 
juzgada, con el acta de desestimiento que le dió la Corte 
el día fijado para el conocimiento de la causa"; C), "que 
simultáneamente con -este proceso correccional se abrió a 
cargo del mismo inculpado González, un proceso criminal, 
por el hecho de haberse encontrado en su poder una es, 
topeta depistón, sin el permiso legal correspondiente; in., 
fracción que está castigada con la pena de 3 a 10 años 
de trabajos públicos, por la Ley sobre porte de Armas de 
Fuego"; D), "que enviado por providencia calificativa del 
Juzgado de Instrucción al Tribunal Criminal, acusado del 
crimen de porte ilegal de arma de fuego, el acusado Gon, 
zález fué condenado por este crimen en fecha 20 de mar, 
zo del año que transcurre, a la pena de un año de prisión 
correccional, acogiéndose en su favor circunstancias ate_ 
nuantes, y se declaró en la misma sentencia que, en lir, 
tud del nó cúmulo de las penas, en este año de prisión 
quedaba absorbida la pena que le había sido impuesta an_ 
teriormente al procesado por violación a la Ley de Ren_ 
tas Internas"; E), que el Magistrado Procurador General 
de la Corte de Apelación de San Cristóbal interpuso, "en 
tiempo hábil", recurso de alzada contra la decisión men, 
cionada últimamente; F), que "el fundamento y el alcance' 
del expresado recurso, se encontraban "enunciados en el 
acto que fué notificado al acusado", en la forma siguien_ 
te: "siendo la multa de quinientos pesos una multa re, 
lativa a una ley fiscal, dicha condenación tiene más bien 
el carácter de una reparación civil, y ha debido dejarie 
intacta para acumularse con la pena impuesta por el cri, 
men de porte ilegal de arma de fuego, ya que en tal caso 
no es aplicable el principio del no cúmulo de penas"; 

G), que la Corte de Apelación de San Cristóbal conoció del 
caso en su audiencia pública del diecisiete de junio de 
mil novecientos cuarenta y dos; y en tal audiencia, el Ma,- 
gistrado que había apelado concluyó, en su dictamen, de 
este modo: "Por esos motivos y los que tendréis a bien 
suplir, pedimos muy respetuosamente, que declaréis bue, 
no y válido en cuanto a la forma el presente recurso de 
apelación, y que, en cuanto al fondo, modifiquéis la senten_ 
cia apelada, declarando que la disposición que estableció 
la absorción de la multa, queda revocada, a fin de que re_ 
cobre todo su imperio la multa establecida por la senten_ 
cia del 4 de Febrero del corriente año 1942, y condenéis 
al acusado al pago de las costas"; H), que, en la misma au_ 
diencia, el abogado del prevenido presentó estas concl u, 
siones: "Por las razones expuestas, honorables Magistra, 
dos, y por cuantas tengais a bien suplir con vuestro elevado 
criterio jurídico, el señor José Antonio González . (a) To_ 
fío, concluye muy respetuosamente por nuestra mediación 
pidiendoos que os plazca confirmar la sentencia apelada, 
en cuanto declaró que la multa de $500.00 y dos meses de 
prisión correccional a que fué condenado por violación a la 
ley No. 857 sobre espíritus destilados y licores fermenta-
dos, quedara absorbida en la de un año de prisión cc._ 
rreccional a que fué condenado posteriormente, por el cri, 
men de ponte ilegal de arma de fuego"; I), que la Corte 
a quo aplazó "el fallo de la cuestión contenciosa para una 
próxima audiencia, por no estar en juego la culpabilidad 
del acusado", según expresa su sentencia; J), que la ya 
indicada Corte de Apelación de San Cristóbal dictó "en 
sus atribuciones criminales", en fecha veinticinco de junio 
de mil novecientos cuarenta y dos, la sentencia contra la 
cual se ha recurrido a casación, cuyo dispositivo se trans_ 
cribe: "FALLA: Primero: Rechazar el recurso de ape_ 
lación interpuesto por el Magistrado Procurador General de 
esta Corte, contra sentencia dictada en atribuciones cri_ 
minales por el Juzgado de Primera Instancia del Distri, 
to Judicial Trujillo, el día veinte de marzo del presente año 
1942 ;— Segundo: Confirma, en consecuencia, la senten_ 
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cia apelada, en cuanto declara que la pena de dos meses 
de prisión correccional y quinientos pesos (8500.00) de 
multa, a que fué condenado en fecha cuatro de Febrero 
de este año el acusadd José Antonio González (a) Toño, cu, 
yas generales constan, por violación a la Ley 857, sobre, 
espíritus destilados y licores fermentados, queda absorbi, 
da en la pena de un año de prisión correccional a que 
también fué condenado dicho acusado, por el crimen de 
porte ilegal de arma de fuego, de acudo con la senten, 
cia que es objeto del presente recurso; y Tercero: Declara 
de oficio las costas del presente recurso" ; 

Considerando, que en el acta levantada en la Secreta_ 
ría de la Corte de que se trata, el Magistrado recurrente 
declaró lo que sigue: "Que intenta el presenta recurso 
de casación, por haber desconocido la Corté el carácter 
civil predominante de la multa a que se refieren los artícu.. 
los 14 y 15 de la Ley de Rentas Internas No. 857, sobre Es_ 
píritus Destilados, y, en consecuencia, hecho una falsa 
aplicación del principio del no Cúmulo de las penas al de-
datar absorbida en la pena impuesta por el crimen de 
porte ilegal de armas de fuego, la multa fiscal que le ha-
bía sido impuesta anteriormente por violación a la citada 
Ley 857." ; el memorial al que se ha aludido en otro lu_ 
gar, se limita a desarrollar los mismos medios' alegados en 
el acta declaratoria del recurso; y en las piezas del expe, 
mera Instancia del veinte de marzo de mil • novecientos 
cuarenta y dos, dictada en atribuciones criminales por di-
cho Juzgado, ha adquirido, por falta de impugnación en 
tiempo hábil, la autoridad de la cosa irrevocablemente juz-
gada, en cuanto declaró la culpabilidad del acusado y le 
impuso la sanción correspondiente, así como respecto de 
la condenación al pago de las costas; que el actual re-
curso afecta, únicamente, lo que concierne a lo fallado 
por la Corte a quo, al confirmar la parte de la decisión del 
primer grado a la cual se había circunscrito la apelación 
del Ministerio Público; esto es, lo relativo a la aplicación 
que, de las reglas sobre el no cúmulo de penas, se hizo en 
la especie ;  
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Considerando, que si bien las leyes dominicanas no 
contienen una disposición expresa sobre el principio del no 
cúmulo de las penas, la vigencia de ello resulta, entre otros 
textos, de los términos del artículo 304 del Código de Pro, 
cedimiento Criminal, y de la circunstancia de que el artícu.. 
lo 245 del Código Penal haya establecido excepciones al 
principio aludido, con lo que se afirma, siquiera implíci, 
tamente, la existencia legal del mismo; que es proceden, 
te, pues, determinar si la Corte de San Cristóbal hizo, en 
el caso, una aplicación correcta de dicho principio, o si, 
por el contrario y como se alega en el presente recurso, in_ 
currió en vicios que requieran la anulación de su fallo; 

Considerando, que el problema que debe ser resuelto se 
plantea del modo siguiente: la decisión atacada considera, 
para fundamentar su dispositivo, que la multa que a Jo. 
sé Antonio González (a) Toño, impuso la sentencia co_ 
rreccional del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Trujillo, en fecha cuatro de febrero de mil no_ 
vecientos cuarenta y dos, de acuerdo con el artículo 15 — 

 de la Ley sobre espíritus destilados y licores fermentados, 
tenía un carácter exclusivamente penal, por lo que debía, 
la condenación a ella concerniente, ser absorbida por la 
pronunciada, posteriormente, contra la misma persona, 
por haber violado prescripciones de la Ley sobre porte de 
armas de fuego, al no poderse acumular ambas penas; y 
en el recurso del cual ahora se trata, se' pretende que la 
multa indicada en el artículo 15 de la Ley No. 857, acer-
ca de espíritus destilados y licores fermentados, que fué la 
impuesta a José Antonio González (a) Toño el cuatro de 
febrero de mil novecientos cuarenta y dos, "tilne un aten_ 
tuado carácter de reparación civil" en favor del Fisco; 
que por ello no le es aplicable, de acuerdo con las normas 
que rigen en la materia, el principio del no cúmulo de pe, 
nas; que, consecuentemente, la Corte a quo, al fallar so 
bre el caso del modo ya indicado, violó, por falsa aplica_ 
ción, el enunciado principio, consignado en las leyes que 
implícitamente lo instituyen; 

Considerando, que para sostener su tesis de que la 
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• 
cia apelada, en cuanto declara que la pena de dos meses 
de prisión correccional y quinientos pesos ($500.00) de 
multa, a que fué condenado en fecha cuatro de Febrero 
de este año el acusado José Antonio González (a) Torio, cu„ 
yas generales constan, por violación a la Ley 857, sobre 
espíritus destilados y licores fermentados, queda absorbi, 
da en la pena de un año de prisión correccional a que 
también fué condenado dicho acusado, por el crimen de 
porte ilegal de arma de fuego, de acult do con la senten, 
cia que es objeto del presente recurso; y Tercero: Declara 
de oficio las costas del presente recurso" ; 

Considerando, que en el acta levantada en la Secreta, 
ría de la Corte de que se trata, el Magistrado recurrente 
declaró lo que sigue: "Que intenta el presente recurso 
de casación, por haber desconocido la Corte el carácter 
civil predominante de la multa a que se refieren los artícu-
los 14 y 15 de la Ley de Rentas Internas No. 857, sobre Es, 
píritus Destilados, y, en consecuencia, hecho una falsa 
aplicación del principio del no Cúmulo de las penas al de-

clarar absorbida en la pena impuesta por el crimen de 
porte ilegal de armas de fuego, la multa fiscal que le ha-
bía sido impuesta anteriormente por violación a la citada 
Ley 857." ; el memorial al que se ha aludido en otro lu„ 
gar, se limita a desarrollar los mismos medios alegados en 
el acta declaratoria del recurso; y en las piezas del expe_ 
mera Instancia del veinte de marzo de mil • novecientos 
cuarenta y dos, dictada en atribuciones criminales por di-
cho Juzgado, ha adquirido, por falta de impugnación en 
tiempo hábil, la autoridad de la cosa irrevocablemente juz-
gada, en cuanto declaró la culpabilidad del acusado y le 
impuso la sanción correspondiente, así como respecto de 
la condenación al pago de las costas; que el actual re-
curso afecta, únicamente, lo que concierne a lo fallado 
por la Corte a quo, al confirmar la parte de la decisión del 
primer grado a la cual se había circunscrito la apelación 
del Ministerio Público; esto es, lo relativo a la aplicación 
que, de las reglas sobre el no cúmulo de penas, se hizo en 

la especie;  
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Considerando, que si bien las leyes dominicanas no 
contienen una disposición expresa sobre el principio del no 
cúmulo de las penas, la vigencia de ello resulta, entre otros 
textos, de los términos del artículo 304 del Código de Pro, 
cedimiento Criminal, y de la circunstancia de que el artítu, 
lo 245 del Código Penal haya establecido excepciones al 
principio aludido, con lo que se afirma, siquiera implíci„ 
tamente, la existencia legal del mismo; que es proceden_ 
te, pues, determinar si la Corte de San Cristóbal hizo, en 
el caso, una aplicación correcta de dicho principio, o si, 
por el contrario y como se alega en el presente recurso, in., 
currió en vicios que requieran la anulación de su fallo; 

Considerando, que el problema que debe ser resuelto se 
plantea del modo siguiente: la decisión atacada considera, 
para fundamentar su dispositivo, que la multa que a Jo.. 
sé Antonio González (a) Torio, impuso la sentencia co_ 
rreccional del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Trujillo, en fecha cuatro de febrero de mil no, 
vecientos cuarenta y dos, de acuerdo con el artículo 15 
de la Ley sobre espíritus destilados y licores fermentados, 
tenía un carácter exclusivamente penal, por lo que debía, 
la condenación a ella concerniente, ser absorbida por la 
pronunciada, posteriormente, contra la misma persona, 
por haber violado prescripciones de la Ley sobre porte de 
armas de fuego, al no poderse acumular ambas penas; y 
en el recurso del cual ahora se trata, se' pretende que la 
multa indicada en el artículo 15 de la Ley No. 857, acer-
ca de espíritus destilados y licores fermentados, que fué la 
impuesta a José Antonio González (a) Torio el cuatro de 
febrero de mil novecientos cuarenta y dos, "tiene un aten_ 
tuado carácter de reparación civil" en favor del Fisco; 
que por ello no le es aplicable, de acuerdo con las normas 
que rigen en la materia, el principio del no cúmulo de pe, 
nas; que, consecuentemente, la Corte a quo, al fallar so,. 
bre el caso del modo ya indicado, violó, por falsa aplica, 
ción, el enunciado principio, consignado en las leyes que 
implícitamente lo instituyen; 

Considerando, que para sostener su tesis de que la 
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multa indicada en el artículo 15 de la Ley No. 857 tiene 
un carácter exclusivamente penal, que obliga a la aplica_ 
ción de las reglas sobre el ho cúmulo de las penas, la seri, 
tencia impugnada presenta las consideraciones siguientes: 
"CONSIDERANDO: que de conformidad con los artículos 
9, 11 y 464 del Código Penal, la multa está colocada en el 
rango de las penas correccionales o de simple policía; que, 
este principio no ha sido modificado por la Ley Orgánica 
de Rentas Internas, ni tampoco por la Ley de Impuestos 
sobre Espíritus Destilados y Licores Fermentados; que, 
por el contrario, estas leyes han dejado a la multa su 
carácter penal, como medida de represión;— que, así, los 
artículos 25, 26, 27, 28 y 29 de la Ley Orgánica de Rentas 
Internas, y los artículos 12, 13, 15, 20, 25, 26, 28 y 31 de 
la Ley sobre Espíritus Destilados, disponen que las infrac, 
ciones a que se refieren dichos artículos "serán castiga_ 
das con multa de.... y prisión..."; que, es a causa del 
carácter penal de las multas impuestas por violación a 
las leyes de rentas internas, que el artículo 31 de la ley 
de la materia dispone que dichas multas se compensarán 
con prisión, de acuerdo con la ley No. 674, sobre procedi_ 
miento para el cobro de multas; que, igualmente, es a 
causa de su carácter exclusivamente penal que el artículo 
29 de la referida ley castiga la tentativa de tales infrac, 
ciones; que, en efecto, si la multa en esta materia tuvie, 
ra un carácter civil o indemnizatorio, no se castigaría la 
tentativa, porque en tal caso no puede existir nunca un 
perjuicio real;— que, asimismo, es a causa del carácter 
exclusivamente penal de las multas impuestas por viola_ 
ción a las leyes de rentas internas que, en una gran ma_ 
yoría de infracciones, la imposición de la multa no es obli_ 
gatoria, sino facultativa, ya que, a juicio del Tribunal, se 
castigan con "prisión" o "multa", o con ambas penas, cuan, 
do la gravedad del caso asi lo requiera ;— CONSIDERAN_ 
DO: que, por otra parte, la jurisprudencia del país de 
nuestra legislación de origen, para establecer que cier-, 
tas multas fiscales participan de la naturaleza de las re_ 
paraciones civiles, se inspira en las disposiciones mismas 
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de 1884, a pesar de la enumeración de sanciones a que se 
refiere el fallo que es objeto del presente recurso, no tra_ 

de la República; que en ese orden de ideas, el legislador 
del futuro, poder que sólo correspondería á la Constitución 

hubiera podido dar a sus disposiciones una fuerza obliga_ • 
toria, que restringiera las facultades de los legisladores 

penal, ya que el legislador de un momento determinado, no 
deba tener un carácter exclusiva o preponderantemente 
toda multa que sea establecida en cualquiera otra ley, 
previstas en el mismo, no significa, necesariamente, que 
infracciones correccionales y para las de simple policía, 
mo una de las penas establecidas en dicho Código para las 
culos 9, 11 y 464 del Código Penal indiquen la multa co_. 

embargo, al pago de la multa"; pero, 
descargar a un irresponsable penalmente y condenarlo, sin 

se que la multa excluya los darlos y perjuicios; imponer 
una sola multa solidaria a cargo de varios infractores, y 

sos en que se trate de violación de una ley fiscal, alegando_ 
Estado el derecho a constituirse en parte civil, en los ea_ 
te al comitente la multa impuesta al preposé; negarle al 
el derecho de transijir sobre esta materia; ejecutar fren, 
actual de nuestra legislación, admitir que el Fisco tenga 
nalidad de las mismas; que, sería inconcebible, en el estado 
personas; ni mucho menos la no individualidad e imperso_ 
la extensión de la responsabilidad de la multa a terceras 
lados, resulta para el Estado el derecho de transijir; ni 
tampoco de la economía de la Ley sobre Espíritus Desti_ 
la economía de la Ley Orgánica de Rentas Internas, ni 
dad de dichas multas; pero considerando, que ni de 
del hecho de otro; y c) de la no personalidad e individua_ 
nas que, de acuerda con el derecho común, responden 
extensión de la responsabilidad de la multa a las perso_ 
la administración de perseguir y de transigir; b) de la 
las siguientes características; a ) del derecho acordado a 
el carácter civil o indemnizatorio de la multa resulta de 
contribuciones indirectas y de impuestos; se admite que 
de la ley francesa, y es así que, en materia de aduanas, de 

Considerando, que la circunstancia de que los artí_ 
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multa indicada en el artículo 15 de la Ley No. 857 tiene 
un carácter exclusivamente penal, que obliga a la aplica, 
ción de las reglas sobre el ho cúmulo de las penas, la seri, 
tencia impugnada presenta las consideraciones siguientes: 
"CONSIDERANDO: que de conformidad con los artículos 
9, 11 y 464 del Código Penal, la multa está colocada en el 
rango de las penas correccionales o de simple policía; que, 
este principio no ha sido modificado por la Ley Orgánica 
de Rentas Internas, ni tampoco por la Ley de Impuestos 
sobre Espíritus Destilados y Licores Fermentados; que, 
por el contrario, estas leyes han dejado a la multa su 
carácter penal, como medida de represión ;— que, así, los 
artículos 25, 26, 27, 28 y 29 de la Ley Orgánica de Rentas 
Internas, y los artículos 12, 13, 15, 20, 25, 26, 28 y 31 de 
la Ley sobre Espíritus Destilados, disponen que las infrac-
ciones a que se refieren dichos artículos "serán castiga_ 
das con multa de.... y prisión..."; que, es a causa del 
carácter penal de las multas impuestas por violación a 
las leyes de rentas internas, que el artículo 31 de la ley 
de la materia dispone que dichas multas se compensarán 
con prisión, de acuerdo con la ley No. 674, sobre procedi, 
miento para el cobro de multas; que, igualmente, es a 
causa de su carácter exclusivamente penal que el artículo 
29 de la referida ley castiga la tentativa de tales infrac, 
ciones; que, en efecto, si la multa en esta materia tuvie_ 
ra un carácter civil o indemnizatorio, no se castigaría la 
tentativa, porque en tal caso no puede existir nunca un 
perjuicio real;— que, asimismo, es a causa del carácter 
exclusivamente penal de las multas impuestas por viola_ 
ción a las leyes de rentas internas que, en una gran ma_ 
yoría de infracciones, la imposición de la multa no es obli_ 
gatoria, sino facultativa, ya que, a juicio del Tribunal, se 
castigan con "prisión" o "multa", o con ambas penas, cuan, 
do la gravedad del caso asi lo requiera;— CONSIDERAN, 
DO: que, por otra parte, la jurisprudencia del país de 
nuestra legislación de origen, para establecer que cier-, 
tas multas fiscales participan de la naturaleza de las re_ 
paraciones civiles, se inspira en las disposiciones mismas 
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- deba tener un carácter exclusiva o preponderantemente 

refiere el fallo que es objeto del presente recurso, no tra_ 
de 1884, a pesar de la enumeración de sanciones a que se 
de la República; que en ese orden de ideas, el legislador 
del futuro, poder que sólo correspondería á la Constitución 

hu6lera podido dar A sus disposiciones una fuerza obliga_ 
toria, que restringiera las facultades de los legisladores 

penal, ya que el legislador de un momento determinado, no 

toda multa que sea establecida en cualquiera otra ley, 
previstas en el mismo, no significa, necesariamente, que 
infracciones correccionales y para las de simple policía, 
mo una de las penas establecidas en dicho Código para las 
culos 9, 11 y 464 del Código Penal indiquen la multa co-

embargo, al pago de la multa"; pero, 
descargar a un irresponsable penalmente y condenarlo, sin 

se que la multa excluya los daños y perjuicios; imponer 
una sola multa solidaria a cargo de varios infractores, y 

sos en que se trate de violación de una ley fiscal, alegando_ 
Estado el derecho a constituirse en parte civil, en los ca_ 
te al comitente la multa impuesta al preposé; negarle al 

actual de nuestra legislación, admitir que el Fisco tenga 
el derecho de transijir sobre esta materia; ejecutar fren_ 

nalidad de las mismas; que, sería inconcebible, en el estado 
personas; ni mucho menos la no individualidad e imperso_ 
la extensión de la responsabilidad de la multa a terceras 
lados, resulta para el Estado el derecho de transijir; ni 
tampoco de la economía de la Ley sobre Espíritus Desti, 
la economía de la Ley Orgánica de Rentas Internas, ni 
dad de dichas multas; pero considerando, que ni de 
del hecho de otro; y c) de la no personalidad e individua_ 
nas que, de acuerdo con el derecho común, responden 
extensión de la responsabilidad de la multa a las perso_ 
la administración de perseguir y de transigir; b) de la 
las siguientes características: a ) del derecho acordado a 

contribuciones indirectas y de impuestos; se admite que 
el carácter civil o indemnizatorio de la multa resulta de 

de la ley francesa, y es así que, en materia de aduanas, de 

Considerando, que la circunstancia de que los artí_ 
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tó de derogar, con ello, la facultad de los padres de hacer 
detener a sus hijos menores (artículos 375 a 383 del Có-
digo Civil), ni lo establecido sobre el apremio corporal en 
los artículos 2059 a 2070 del mismo Código Civil, ni lo dis, 
puesto por el mismo, cuatro meses antes, en el título des, 
tinado, en el Código de Procedimiento Civil, a la pri_ 

sión, sin dar a ésta un carácter penal, que sería incompa, 
tible con las facultades concedidas, en esa materia, a sim, 
ples particulares, como, por ejemplo, las que les otorgan 
los artículos 800 y 801 del . Código de Procedimiento Ci_ 
vil; que si su criterio no'era que la prisión tuviera, siem-
pre, el carácter de pena, no hay razones para entender 
lo 'contrario en cuanto a las multas; que, consecuente_ 
mente, el punto de la primera consideración de la senten-
cia del cual se ha venido tratando, no tiene la influencia 
que dicho fallo le atribuye en el caso; 

Considerando, que la circunstancia de que el artículo 
31 de la Ley Orgánica de Rentas Internas hayá dis_ 
puesto que "las multas impuestas por infracciones a las 
leyes de rentas internas o a sus reglamentos se compensa, 
rán con prisión de acuerdo con lo establecido en la ley 
de procedimiento para el cobro de multas", no tiene el seri., 
tido de dar a las multas aludidas en la primera parte del 
texto legal citado, el carácter preponderante de penas; 
que, contrariamente a lo que aduce la decisión de la cual 
se trata, la Ley Orgánica de Rentas Internas no hubiera 
necesitado dictar la disposición de su artículo 31 ya men_ 
donado, si las multas aludidas en tal disposición tuvieran 
un carácter preponderante de pena, ya que los términos 
generales del artículo 1 de la Ley No. 674 habrían bas, 
tado para el caso, y no sería lógico presumir que el referido 
artículo 31 contuviese una disposición innecesaria, y por 
ello sin objeto; que a la referencia de dicho canon de ley 
a "lo establecido en la ley de procedimiento para el cobro 
de multas", sólo puede atribuirse el propósito de señalar 
una pauta para la prisión compensatoria, prisión esta últi-

ma, que la repetida Ley Orgánica de Rentas Internas es, 

tablece de un modo expreso;  
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Considerando, que una multa puede tener un carác_ 
ter, mixto, de indemnización en favor del Fisco y de pe_ 
na, en l cual prepondere el carácter indemnizatorio; pero, 
que como esta última circunstancia no haría desaparecer 
su carácter penal secundario, ello bastaría para que fuera 
posible aplicarla, en caso de tentativas del hecho sancio_ 
nado; que, además, la naturaleza de las funciones del Es_ 
tado hace admisible que las tentativas —frustradas con-
tra la voluntad de sus autores— de transgredir las leyes 
que establezcan impuestos, podrían, eventualmente, cara_ 
sar perjuicios al Erario, creando procedimientos para bur_ 
larlo, que, pudieran ser empleados por potras personas con 
mejor éxito, sin ser descubiertas, y todo ello puede expli, 
car que las tentativas estén sancionadas del mismo modo 
que el hecho consumado; que, por lo tanto, carece de va, 
lor, como motivo, lo expresado por la Corte a quo sobre este punto; 

Considerando, que tampoco influye, en la especie, el 
que, "en una gran mayoría de infracciones" contra "las 
leyes de rentas internas", "la imposición de la multa no 
es obligatoria, sino facultativa, ya que, a juicio del Tri_ bunal, se castigan con prisión o multa, o con ambas penas", 
pues, por una parte, los tribunales podrían apreciar que lo 
mínimo del perjuicio sólo requiriese la sanción de prisión; 
y por la otra, el artículo 15 de la Ley No. 857 fué el apli„ 
cado a José Antonio González (a) Torio, y dicho canon no 
establece la facultad de opción, para los jueces, que es alu_ 
dida en el fallo impugnado; 

Considerando, que si bien es presumible que cuando 
en una multa creada por alguna ley especial, concurran 
las tres,  circunstancias aludidas en la consideración segun, 
da de la sentencia que es objeto del presente recurso, dicha 
multa párticipe "de la naturaleza de las reparaciones civi_ 
les", ello no conduce a decidir que la falta de esas dr, 
cunstancias establezca la naturaleza exclusivamente. penal 
de tal multa; que el legislador, llamado a disponer cuanto 
estime necesario para la protección de los intereses del 
Estado, puede considerar, corno conveniente para ello, 

252 
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tó de derogar, con ello, la facultad de los padres de hacer 
detener a sus hijos menores (artículos 375 a 383 del Có-
digo Civil), ni lo establecido sobre el apremio corporal en 
los artículos 2059 a 2070 del mismo Código Civil, ni lo dis_ 
puesto por el mismo, cuatro meses antes, en el título des_ 
tinado, en el Código de Procedimiento Civil, a la pri_ 
sión, sin dar a ésta un carácter penál, que sería incompa-
tible con las facultades concedidas, en esa materia, a sim-
ples particulares, como, por ejemplo, las que les otorgan 
los artículos 800 y 801 del , Código de Procedimiento Ci, 
vil; que si su criterio no -  era que la prisión tuviera, siem,. 
pre, el carácter de pena, no hay razones para entender 
lo contrario en cuanto a las multas; que, consecuente_ 
mente, el punto de la primera consideración de la senten, 
cia del cual se ha venido tratando, no tiene la influencia 
que dicho fallo le atribuye en el caso; 

Considerando, que la circunstancia de que el artículo 
31 de la Ley Orgánica de Rentas Internas hayá dis_ 
puesto que "las multas impuestas por infracciones a las 
leyes de rentas internas o a sus reglamentos se compensa, 
rán con prisión de acuerdo con lo establecido en la ley 
de procedimiento para el cobro de multas", no tiene el seri, 
tido de dar a las multas aludidas en la primera parte del 
texto legal citado, el carácter preponderante de penas; 
que, contrariamente a lo que aduce la decisión de la cual 
se trata, la Ley Orgánica de Rentas Internas no hubiera 
necesitado dictar la disposición de su artículo 31 ya men, 
cionado, si las multas aludidas en tal disposición tuvieran 
un carácter preponderante de pena, ya que los términos 
generales del artículo 1 de la Ley No. 674 habrían bas, 
tado para el caso, y no sería lógico presumir que el referido 
artículo 31 contuviese una disposición innecesaria, y por 
ello sin objeto; que a la referencia de dicho canon de ley 
a "lo establecido en la ley de procedimiento para el cobro 
de multas", sólo puede atribuirse el propósito de señalar 
una pauta para la prisión compensatoria, prisión esta últi, 
ma, que la repetida Ley Orgánica de Rentas Internas es, 

tablece de un modo expreso; 
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Considerando, que una multa puede tener un carác_ 
ter, mixto, de indemnización en favor del Fisco y de pe_ 
na, en lt cual prepondere el carácter indemnizatorio; pero, 
que como esta última circunstancia no haría desaparecer 
su carácter penal secundario, ello bastaría para que fuera 
posible aplicarla, en caso de tentativas del hecho sancio_ 
nado; que, además, la naturaleza de las funciones del Es, 
tado hace admisible que las tentativas —frustradas con-
tra la voluntad de sus autores— de transgredir las leyes 
que establezcan impuestos, podrían, eventualmente, cau, 
sar perjuicios al Erario, creando procedimientos para bur_ 
larlo, que pudieran ser empleados por potras personas con 
mejor éxito, sin ser descubiertas, y todo ello puede expli, 
car que las tentativas estén sancionadas del mismo modo 
que el hecho consumado; que, por lo tanto, carece de va_ 
lor, como motivo, lo expresado por la Corte a quo sobre 
este punto; 

Considerando, que tampoco influye, en la especie, el 
que, "en una gran mayoría de infracciones" contra "las 
leyes de rentas internas", "la imposición de la multa no 
es obligatoria, sino facultativa, ya que, a juicio del Tri, 
bunal, se castigan con prisión o multa, o eón ambas penas", 
pues, por una parte, los tribunales podrían apreciar que lo 
mínimo del perjuicio sólo requiriese la sanción de prisión; 
y por la otra, el artículo 15 de la Ley No. 857 fué el apli_ 
cado a José Antonio González (a) Torio, y dicho canon no 
establece la facultad de opción, para los jueces, que es alu_ 
dida en el fallo impugnado; 

Considerando, que si bien es presumible que cuando 
en una multa creada por alguna ley especial, concurran 
las tres circunstancias aludidas en la consideración segun, 
da de la sentencia que es objeto del presente recurso, dicha 
multa párticipe "cte la naturaleza de las reparaciones civi_ 
les", ello no conduce a decidir que la falta de esas cir_ 
cunstancias establezca la naturaleza exclusivamente penal 
de tal multa; que el legislador, llamado a disponer cuanto 
estime necesario para la protección de los intereses del 
Estado, puede considerar, como conveniente para ello, 

• 
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privar, hasta de un modo expreso, a las autoridades ad-
ministrativas, de la facultad de transigir respecto de las 
multas de que se trate, y al mismo tiempo haber dado a 
tales multas un carácter indemnizatorio, de un modo 
exclusivo o de uno preponderante, caso, este último, en que 
la coexistencia de un carácter penal, aunque no principal 
con el carácter indemnizatorio y sí principal podría ha_ 
ber chntribuído a la privación del derecho de transigir; 
pues, en la hipótesis de que algún texto constitucional 
—única cosa que podría poner límite a las facultades del 
legislador en' referencia— se opusiera a que, en materia de 
multas fiscales, se Privara al Poder Ejecutivo de la fa_ 
cultad de transigir, la consecueñcia de ello sería hacer 
posible que, por las vías correspondientes, se considerara, 
en cada 'caso, como. inexistente, por inconstitucional, la pro, 
hibición sobre transacción, y nó el despojar a la multa del 
carácter que, válidamente, le haya dado el Poder Legis_ 

tivo, cuya verdadera voluntad se habría de investigar 
siempre ; que asimismo el legislador, que no estaba ligado 
por las prescripciones del Código Civil al dictar leyes es_ 
peciales, pudo haber establecido, para la materia en que 
se ocupaba, reglas distintas de las preceptuadas en los 
artículos 1382, 'y siguientes, del Código Civil, o adicionales 
a estas últimas,' a pesar de que (Itera a las multas cuya 
imposición ordenase, el carácter de una indemnización en 
favor del Erario; y esto es, precisamente, lo que resul, 
ta haberse hecho, al disponerse, la prisión compensato, 
ria en el artículo 31 de la Ley Orgánica de Rentas In, 
ternas, según el cual "en caso de que la multa hubiese 
sido pronunciada contra una sociedad o compañía, la pri_ 
Sión compensatoria se impondrá a la persona que tenga la 
administración directa del negocio con el cual se re_ 
laciona la infracción", refiriéndose, con ello, a- persona 
distinta de la condenada al pago de las multas, por consi-
derar, presumiblemente, la primera, con alguna respon_ 
sabilidad en el caso; que con esto y en cierto modo, no man_ 
tenía la "personalidad o individualidad de dichas mul_ 
tas", ni impedía, quizás (y esto, no es necesario decidirlo 
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a quo; 
que 

puedan justificar lo que fué decidido por la Corte 
constituyen motivos de derecho pertinentes y suficientes 
aduce el segundo considerando de la sentencia atacada, no 
ción, las razones que, sobre los puntos en ella tratados, 
secuencia de cuanto es expuesto en la presente considera-
nes en responsabilidad civil ordinarias; que, como con_ 
legislación, tratar de aplicación de multas, sino de accio_ 

en tales hipótesis, no se podría, en el estado actual de la 

fuera insuficiente el mismo.  activo, y la muerte de su ad_ 
minis trador impidiese toda acción contra éste; si bien, 

activo de la compañía, por un incendio, verbigracia, o 
reparado; por ejemplo, cuando hubiera desaparecido el 

si de esta se tratase, terceras personas que resultasen 
tener responsabilidad civil con motivo de un perjuicio no 

gresoras, y del administrador directo de una compañía, 
contra personas, físicas o morales, diferentes de las trans, 
do con los artículos 1382 y siguientes del Código Civil, 
las previstas en las leyes de Rentas Internas, y de acuer_ 
nes tendientes a obtener indemnizaciones distintas de 
ahora), que cuando ello procediera, se entablacen accio_ 

Considerando, que nada de lo dicho arriba tiende a ne_ 
garle, al Estado, el derecho de constituirse en parte civil, 
pues su carácter especial de parte, en el caso, resulta de las 
previsiones de las leyes, aunque, frente a los transgreso_ 
res directos y a los administradores de las compañías o so_ 
ciedades contravinientes, no pueda exigir más de lo indi_ 
cado en dichas leyes, salvo lo que concierna a hechos, 
concomitantes o nó, distintos de los sancionados expresa-
mente en las leyes de Rentas Internas; que, por lo tanto, 
también carece de pertinencia, como motivo de derecho, lo 
expresado por la decisión impugnada, acerca de lo que que_ 
da examinado; 

Considerando, que al no resultar excluido, como ya 
se ha dicho, el carácter penal de las multas de que. se 

 tra_ ta, por la preponderante naturaleza de indemnización de 
las mismas, ello conducirá a la imposibilidad legal de la 
aplicación de tales multas, a personas descargadas penal_ 
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ahora), que cuando ello procediera, se entablacen aedo_ 
nes tendientes a obtener indemnizaciones distintas de 
las previstas en las leyes de Rentas Internas, y de 

acuer_ do con los artículos 1382 y siguientes del Código Civil, 
contra personas, físicas o morales, diferentes de las trans, 
gresoras, y del administrador directo de una compañía, 
si de esta se tratase, terceras personas que resultasen 
tener responsabilidad civil con motivo de un perjuicio no 
reparado; por ejemplo, cuando hubiera desaparecido el 
activo de la compañía, por un incendio, verbigracia, o 
fuera insuficiente el mismo activo, y la muerte de su ad_ 
ministrados impidiese toda acción contra éste; si bien, 
en tales hipótesis, no se podría, en el estado actual de la 
legislación, tratar de aplicación de multas, sino de accio, 
nes en responsabilidad civil ordinarias; que, como con, 
secuencia de cuanto es expuesto en la presente considera-
ción, las razones que, sobre los puntos en ella tratados, 
aduce el segundo considerando de la sentencia atacada, no 
constituyen motivos de derecho pertinentes y suficientes 
que puedan justificar lo que fué decidido por la Corte a quo; 

Considerando, que nada de lo dicho arriba tiende a ne_ 
garle,a1 Estado, el derecho de constituirse en parte civil, 
pues su carácter especial de parte, en el caso, resulta de las 
previsiones de las leyes, aunque, frente a los transgreso, 
res directos y a los administradores de las compañías o so, 
ciedades contravinientes, no pueda exigir más de lo indi„ 
cado en dichas leyes, salvo lo que concierna a hechos, 
concomitantes o nó, distintos de los sancionados expresa-
mente en las leyes de Rentas Internas; que, por lo tanto, 
también carece de pertinencia, como motivo de derecho, lo 
expresado por la decisión impugnada, acerca de lo que que,. 
da examinado; 

Considerando, que al no resultar excluido, como ya 
se ha dicho, el carácter penal de las multas de que. se 

 tra, ta, por la preponderante naturaleza de indemnización de 
las mismas, ello conducirá a la imposibilidad legal de la 
aplicación de tales multas, a personas descargadas penal_ 
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privar, hasta de un modo expreso, a las autoridades ad-
ministrativas, de la facultad de transigir respecto de las 
multas de que se trate, y al mismo tiempo haber dado a 
tales multas un carácter indemnizatorio, de un modo 
exclusivo o de uno preponderante, caso, este último, en que 
la coexistencia de un carácter penal, aunque no principal 
con el carácter indemnizatorio y sí principal podría ha, 
ber cbntribuído a la privación del derecho de transigir; 
pues, en la hipótesis de que algún texto constitucional 
—única cosa que podría poner límite a las facultades del 
legislador en referencia— se opusiera a que, en materia de 
multas fiscales, se Privara al Poder Ejecutivo de la fa_ 
cultad de transigir, la consecuencia de ello sería hacer 
posible que, por las vías correspondientes, se considerara, 
en cada Caso, como• inexistente, por inconstitucional, la pro, 
hibición sobre transacción, y nó el despojar a la multa del 
carácter que, válidamente, le haya dado el Poder Legis„ 
látivo, cuya verdadera voluntad se habría de investigar 
siempre; que asimismo el legislador, que no estaba ligado 
por las prescripciones del Código Civil al dictar leyes es_ 
peciales, pudo haber establecido, para la materia en que 
se ocupaba, reglas distintas de las preceptuadas en los • 
artículos 1382, 'y siguientes, del Código Civil, o adicionales 
a estas últimas; a pesar de que diera a las multas cuya 
imposición ordenase, el carácter de una indemnización en 
favor del Erario; y esto es, precisamente, lo que resul, 
ta haberse hecho, al disponerse, la prisión compensato, 
ria en el artículo 31 de la. Ley Orgánica de Rentas In,. 
ternas, según el cual "en caso de que la multa hubiese 
sido pronunciada contra una sociedad o compañía, la pri„ 
Sión compensatoria se impondrá a la persona que tenga la 

. administración directa del negocio con el cual se re_ 
laciona la infracción", refiriéndose, con ello, a- persona 
distinta de la condenada al pago de las multas, por consi-
derar, presumiblemente, la primera, con alguna respon_ 
sabilidad en el caso; que con esto y en cierto modo, no man_ 
tenía la "personalidad o individualidad de dichas mil, 
tas", ni impedía, quizás (y esto, no es necesario decidirlo 

• 
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mente de las infracciones previstas en las leyes de Rentas 
Internas: pero, en tales casos, disposiciones de otras le, 
yes, inclusive las del Código Civil, podrían ser aplicables, 
si quedare alguna responsabilidad a cargo de otras perso-
nas, que pudiera originar, legal y jurídicamente, una, de_ 
manda en indemnización de algun perjuicio; que, en cuan, 
to a la posibilidad o imposibilidad legal de imponer, en es., 
ta materia, una "multa solidaria a cargo de varios infrac. 
tores", ello dependerá de las previsiones de la ley para el 
caso del cual se trate, sin que en esto se vea motivo que 
condujera, lógicamente, a lo dispuesto en el fallo que se 

examina; 
Considerando, que cuando hubiere dudas acerca del 

carácter civil o penal de una multa, será forzoso preferir lo 
primero, ya que, de conformidad con los principios vigen-
tes, ninguna pena puede ser creada por vía de interpreta, 

ción; 
Considerando, que contrariamente a lo que sostiene la 

Corte de Apelación de San Cristóbal, el examen de la Ley 
Orgánica de Rentas Internas y de la Ley sobre espíritus 
destilados y licores fermentados, pone de manifiesto que 
la multa especificada en el artículo 15 de la segunda, y 

que había sido la aplicada, a José Antonio González (a) 

Torio, el cuatro de febrero de mil novecientos cuarenta y 
dos, por "el Tribunal Correccional del Distrito Judicial 
Trujillo", tenía y tiene un carácter preponderante de in-
demnización en favor, del Fisco, o por lo menos, y en hi, 
pótesis, podría originar la duda -que, según ha sido expues, 
to, obligaría a dar la preferencia al carácter civil sobre el 

penal, ya que se trataría, nó de aplicar una pena más 
o 

menos grave a un presunto- delincuente, que llevase a la 
imposición de la pena menos grave en caso de dudas, sino 
de atribuir o nó carácter penal, a una sanción de un ca.. 
rácter civil posible, pero en cuya aplicación se encuentra 
interesado el orden público, por concernir ello a la protec-
ción que da la ley al cobro de impuestos fiscales; que 

en 

la especie hay que tener en cuenta: al, que no existe base 
para apreciar, corno lo hace una consideración de la sen_ 
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tencia atacada, que todos los daños y perjuicios sufridos 
por el Estado, con motivo de la falta de pago de los im_ 
puestos creados por la Ley No. 857, sobre espíritus desti-
lados y licores fermentados, queden reparados cuando las 
persecuciones judiciales que se inicien culminen, por eje-
cución de la fianza o de otros bienes del transgresor, en 
el pago de los impuestos adeudados, como si no palera 
causar perjuicios el solo hecho de la burla y la violación 
de las leyes creadas para el sostenimiento económico del 
Estado, creando malos ejemplos para nuevos. infractores 
que, quizás, no fueran deyubiertos; que de tal modo Al 
puede entenderse, en la Ley No. 857, que su sentido sea 
el que pretende la decisión contra la cual se ha recurrido a 
casación, que el artículo 15 de dicha ley, aplicado al ca_ 
so de José Antonio González (a) Torio, expresa que "el 
tribunal, además de las penas anteriormente previstas, 
ordenará confiscación de dichos aparatos y objetos  venta en beneficio del Tesoro Pú 	

y su 
blico", sin que ello sea 

afectado por la circunstancia de que dicho Tesoro Público 
pueda, por la ejecución de la fianza prevista en el artículo 
14, hacer efectivo el cobro de los impuestos adeudados; 
b), que, tal como se alega en el recurso del cual se conoce, 
contribuye a evidenciar el carácter indemnizatorio de las 
multas en referencia, la necesidad creada en el artículo 
14 de la Ley No. 857, para "toda persona ocupada o que 
intente ocuparse en cualquiera de los negocios mehciona, 
dos en los artículos 2, 3, 4, 5 y 6 de esta ley", de prestar 
una fianza para "la garantía de todas las obligaciones y 
sanciones pecuniarias en que la persona que la 
pueda incurrir, tales como las multas que le sean preste 

 pues_ 
i esta 

tas por 
por violación de cualquiera de las previsiones de 

ley, o de los reglamentos emitidos para su aplicación  
impuesto 	 , y el 

sobre los artículos que fabrique, sin perj 
de los recursos que tiene el Fisco para proceder al cobro de 
las cantidades adeudadas en exceso de dicha fianza"; pues, 
la palabra sanción no conlleva, por sí sola, el carácter de 
penalidad; las hay de carácter civil; el sentido de tal pa_ 
labra, en castellano, puede ser el de una recompensa; la 



mente de las infracciones previstas en las leyes de Rentas 
Internas; pero, en tales casos, disposiciones de otras le, 
yes, inclusive las del Código Civil, podrían ser aplicables, 
si quedare alguna responsabilidad a cargo de otras perso_ 
nás, que pudiera originar, legal y jurídicamente, una <  de_ 

manda en indemnización de algun perjuicio; que, en cuan_ 
to a la posibilidad o imposibilidad legal de imponer, en es_ ' 
ta materia, una "multa solidaria a cargo de varios infrac, 
tores", ello dependerá de las previsiones de la ley para el 
caso del cual se trate, sin que en esto se vea motivo que 
condujera, lógicamente, a lo dispuesto en el fallo que se 

examina; 
Considerando, que cuando hubiere dudas acerca del 

carácter civil o penal de una multa, será forzoso preferir lo 
primero, ya que, de conformidad con los principios vigen- 
tes, ninguna pena puede ser creada por vía de interpreta_ • 
ción; 

Considerando, que contrariamente a lo que sostiene la 
Corte de Apelación de San Cristóbal, el examen de la Ley 
Orgánica de Rentas Internas y de la Ley sobre espíritus 
destilados y licores fermentados, pone de manifiesto que 
la multa especificada en el artículo 15 de la segunda, , ■ 

que había sido la aplicada, a José Antonio Gqnzález (a) 
Toño, el cuatro de febrero de mil novecientos cuarenta y 
dos, por "el Tribunal Correccional del Distrito Judicial 
Trujillo", tenía y tiene un carácter preponderante de in, 

demnización en favor , 
del Fisco, o por lo menos, y en hi, 

pótesis, podría originar la duda que, según ha sido expues_ 
to, obligaría a dar la preferencia al carácter civil sobre el 
penal, ya que se trataría, nó de aplicar una pena más o 

menos grave a un presunto,  delincuente, que llevase a la 

imposición de la pena menos grave en caso de dudas, sino 
de atribuir o nó carácter penal, a una sanción de un ea_ 
rácter civil posible, pero en cuya aplicación se encuentra 
interesado el orden público, por concernir ello a la protec„ 
ción que da la ley al cobro de impuestos fiscales; que en 
la especie hay que tener en cuenta: a). que no existe base 
para apreciar, como lo hace una consideración de la sen_ 
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tencia atacada, que todos los darios y perjuicios sufridos 
por el Estado, con motivo de la falta de pago de los im_ 
puestos creados por la Ley No. 857, sobre espíritus desti_ 
lados y licores fermentados, queden reparados cuando las 
persecuciones judiciales que se inicien culminen, por e je- 
cución de la fianza o de otros bienes del transgresor, en 
el pago de los impuestos adeudados, como si no pudiera 
causar perjuicios el solo hecho de la burla y la violación 
de las leyes creadas para el sostenimiento económico del 
Estado, creando malos ejemplos para nuevos. infractores 
que, quizás, no fueran deyubiertos; que de tal modo rib 
puede entenderse, en la Ley 'No. 857, que su sentido sea 
el que pretende la decisión contra la cual se ha recurrido a 
casación, que el artículo 15 de dicha ley, aplicado al ca_ 
so de José Antonio González (a) Toño, expresa que "el 
tribunal, además de las penas anteriormente previstas, 
ordenará confiscación de dichos aparatos y objetos y su 
venta en beneficio 

del Tesoro Público", sin que ello sea 
afectado por la circunstancia de -  que dicho Tesoro Público 
pueda, por la ejecución de la fianza prevista en el artículo 
14, hacer efectivo el cobro de los impuestos adeudados,; 
b), que, tal como se alega en el recurso del cual se conoce, 
contribuye a evidenciar el carácter indemnizatorio de las 
multas en referencia, la necesidad creada en el artículo 
14 de la Ley No. 857, para "toda persona ocupada o que 
intente ocuparse en cualquiera de los negocios menciona, 
dos en los artículos 2, 3, 4, 5 y 6 de esta ley", de prestar 
una fianza para "la garantía de todas las obligaciones y 
sanciones pecuniarias en que la persona que la 
pueda incurrir, tales como las multas que le sean impupreste 

 tas por violación de cualquiera de las previsiones 
de esta 

ley, o de los reglamentos emitidos para su aplicación, y el 
impuesto sobre los artículos que fabrique, sin perjuicio 
de los recursos que tiene el Fisco para proceder al cobro de t las cantidades adeudadas en exceso de dicha fianza"; pues, 
la palabra sanción no conlleva, por sí sola, el carácter de 
penalidad; las hay de carácter civil; , el sentido de tal pa_ 
labra, en castellano, puede ser el de una recompensa; la 
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indicación, en el canon legal citado, de que "la fianza será 
la garantía de todas las obligaciones y sanciones pecunia. 
rias en que la 'persona que la presta pueda incurrir", era 
necesaria para abarcar en ello, no sólo las obligaciones de 
pagar impuestos, sino también las consecuencias de la 
falta de tales pagos; esto es, las sanciones que sólo son 
aplicable después de haberse faltado a la obligación primi_ 
tiva y de haberlas aplicado los tribunales, cosa que sucede 
en materia civil y no solamente en la penal, ya que un con, 
tratante sólo podría ejecutar, mediante los mismos requi_ 
sitos, una sanción, de indemnización v . g., que se hubiere 
convenido para el caso de falta de cumplimiento de una 
obligación; que como en el momento de ser prestada una 
fianza, aún no habrá nacido la obligación de pagar mul, 
tas, el legislador, ante la posibilidad de que la palabra 
obligaciones fuera interpretada como referente a las que 
originaba el solo hecho de "ocuparse en cualquiera de los 
negocios mencionados en los artículos 2, 3, 4, 5 y 6 de esta 
ley", estimó necesario consignar, de un modo expreso, lo 
concerniente a "sanciones pecuniarias", sin que ello qui_ 
siese decir que se tratara de sanciones de carácter exclu_ 
siva o preponderantemente penal; que el texto legal co_ 
mentado expresa que la prestación de la fianza sería "sin 
perjuicio de los recursos que tiene el Fisco para proceder 
al cobro de las cantidades adeudadas en exceso de dicha 
fianza"; y sería anómalo apreciar que si la fianza no al_ 

canzasé para cubrir, tanto la monta de los impuestos adeu, 
dados como la de la multa que debiera ser pagada, `única_ 
mente se hubiese querido reservar al Fisco el derecho de 

recurrir a otras vías para cobrar el exceso en cuanto a los 
impuestos, ya que, si las multas tuviesen un carácter pe, 
nal exclusivo, serían los representantes del Ministerio 
Público, con carácter de tales, y nó como representantes 
del Estado, quienes estarían llamados, dentro del derecho 
común, a cobrar las multas; e), que, como regularmente 
las fianzas no se prestan para garantizar sanciones pena, 
les en que, por la no comisión de hechos punibles y por la 
no imputación de que se las haya cometido, aún no se 
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pretenda, siquiera, que se haya incurrido, no existe base 
—a falta de un texto claro de la ley en sentido contrario—
para entender que la fianza especificada en el artículo 14 
que es examinado, sea para garantizar la ejecución de san_ 
ciones exclusivamente penales, posibles y futuras; d), que 
la cantidad de dos mil pesos, a que podría alcanzar la multa 
prevista en el artículo 15 de  la Ley sobré' espíritus desti, 
lados y licores fermentados, es otra indicación de que se 
trata de una multa de un carácter indemnizatorio en favor 
del Fisco, predominante; pues ordinariamente no se 
crean, como penas, multas de esa cuantía; e), que mientras 
la antigua Ley de Organización Judicial y de Procedimien_ 
to de-Casación, ya derogada íntegramente, disponía que al 
producido de las multas aplicadas por los tribunales, se_ 
ría empleado, por éstos, en la publicaión de los boletines 
judiciales respectivos, la ley promulgada el 27 de junio 
de 1907, sobre alcoholes, en vez de mantener lo mismo, 
expresaba, en su artículo 23, que "la distribución de la mul, 
ta" por infracción a dicha ley fiscal "se hará como si,. 
gue: 25 unidades paia el denunciante. 25 unidades para 
el Ayuntamiento. 50 unidades para el Fisco"; y . si bien 
leyes posteriores, como las examinadas ahora, no han re, 
petido, expresamente, lo indicado en el artículo 75 de 
aquella ley primitiva sobre alcoholes, —ya derogada—
acerca del carácter puramente civil de las multas de que 
ahora se trata, no hay fundamento alguno para apreCiar 
que se haya querido despojar de ese carácter civil o indem_ 
nizatorio tales multas, y sí lo hay para lo contrario, de 
conformidad con lo establecido en los párrafos de la pre, 
sente consideración anteriores a éste; f), que el párrafo fi_ 
nal del artículo 11 de la Ley sobre espíritus destilados y 
licores fermentados, varias veces citada, dispone que 
"toda persona que dejare de cumplir cualquiera de las pre, 
visiones de este hrtículo" (sobre fabricación de "alambi, 
ques o partes de alambiques" o su adquisición "ya sea por 
compra, importación o de otro modo"), "será condenada a 
multa de doscientos a quinientos pesos, por cada infrac_ 
ción", con lo cual no sólo se autorizaba, sino que se exi, 
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indicación, en el canon legal citado, de que "la fianza será 
la garantía de .  todas las obligaciones y sanciones pecunia_ 
rias en que la persona que la presta pueda incurrir", era 
necesaria para abarcar en ello, no sólo las obligaciones de 
pagar impuestos, sino también las consecuencias de la 
falta de tales pagos; esto es, las sanciones que sólo son 
aplicable después de haberse faltado a la obligación primi_ 
tiva y de haberlas aplicado los tribunales, cosa que sucede 
en materia civil y no solamente en la penal, ya que un con, 
tratante sólo podría ejecutar, mediante los mismos requi_ 
sitos, una sanción, de indemnización v . g., que se hubiere 
convenido para el caso de falta de cumplimiento de una 
obligación; que como en el momento de ser prestada una 
fianza, aún no habrá nacido la obligación de pagar mul_ 
tas, el legislador, ante la posibilidad de que la palabra 
obligaciones fuera interpretada como referente a las que 
originaba el solo hecho de "ocuparse en cualquiera de los 
negocios mencionados en los artículos 2, 3, 4, 5 y 6 de esta 
ley", estimó necesario consignar, de un modo expreso, lo 
concerniente a "sanciones pecuniarias", sin que ello qui_ 
siese decir que se tratara de sanciones de carácter exclu_ 
siva o preponderantemente penal; que el texto legal co_ 
mentado expresa que la prestación de la fianza sería "sin 
perjuicio de los recursos que tiene el Fisco para proceder 
al cobro de las cantidades adeudadas en exceso de dicha 
fianza"; y sería anómalo apreciar que si la fianza no al_ 

canzasé para cubrir, tanto la monta de los impuestos adeu, 
dados como la de la multa que debiera ser pagada, `única_ 
mente se hubiese querido reservar al Fisco el derecho de 
recurrir a otras vías para cobrar el exceso en cuanto a los 
impuestos, ya que, si las multas tuviesen un carácter pe_ 
nal exclusivo, serían los representantes del Ministerio 
Pdblico, con carácter de tales, y nó como representantes 
del Estado, quienes estarían llamados, dentro del derecho 
común, a cobrar las multas; c), que, como regularmente 
las fianzas no se prestan para garantizar sanciones pena_ 
les en que, por la no comisión de hechos punibles y por la 
no imputación de que se las haya cometido, aún no se 

pretenda, siquiera, que se haya incurrido, no existe base 
—a falta de un texto claro de la ley en sentido contrario—
para entender que la fianza especificada en el artículo 14 
que es examinado, sea para garantizar la ejecución de san, 
ciones exclusivamente penales, posibles y futuras; d), que 
la cantidad de dos mil pesos, a que podría alcanzar la multa 
prevista en el artículo 15 de la Ley sobre espíritus desti, 
lados y licores fermentados, es otra indicación de que se 
trata de una multa de un carácter indemnizatorio en favor 
del Fisco, predominante; pues ordinariamente no se 
crean, como penas, multas de esa cuantía ; e), que mientras 
la antigua Ley de Organización Judicial y de Procedimien, 
to de-Casación, ya derogada íntegramente, disponía que al 
producido de las multas aplicadas por los tribunales, se_ 
ría empleado, por éstos, en la publicaión de los boletines 
judiciales respectivos, la ley promulgada el 27 de junio 
de 1907, sobre alcoholes, en vez de mantener lo mismo, 
expresaba, en su artículo 23, que "la distribución de la mul_ 
ta" por infracción a dicha ley fiscal "se hará como si, 
gue: 25 unidades pah el denunciante. 25 unidades para 
el Ayuntamiento. 50 unidades para el Fisco"; y si bien 
leyes posteriores, como las examinadas ahora, no han re, 
petido, expresamente, lo indicado en el artículo 75 de 
aquella ley primitiva sobre alcoholes, —ya derogada—
acerca del carácter puramente civil de las multas de que 
ahora se trata, no hay fundamento alguno para apreCiar 
qtie se haya querido despojar de ese carácter civil o indem, 
nizatorio tales multas, y sí lo hay para lo contrario, de 
conformidad con lo establecido en los párrafos de la pre, 
sente consideración anteriores a éste; f), que el párrafo fi_ 
nal del artículo 11 de la Ley sobre espíritus destilados y 
licores fermentados, varias veces citada, dispone que 
"toda persona que dejare de cumplir cualquiera de las pre, 
visiones de este hrtículo" (sobre fabricación de "alambi_ 
ques o partes de alambiques" o su adquisición "ya sea por 
compra, importación o de otro modo"), "será condenada a multa de doscientos a quinientos pesos, por cada infrac_ 11. 	ción", con lo cual no sólo se autorizaba, sino que se exi, 
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gía el cúmulo de multas, presumiblemente por tener és-
tas uft carácter indemnizatorio; y no hay fundamento pa_ 
ra entender, a falta de prescripción en sentido contrario, 
que la misma ley estableciera caracteres distintos para 
las varias multas por ella señaladas en sus disposiciones, 
en vista de cuanto ha sido expresado más arriba; 

Consideran^ que el principio del no cúmulo de las pe, 
nas, cuya vigencia resulta de varias disposiciones del Có.. 
digo Penal y del de Procedimiento Criminal en otro lugar 
citadas, no puede aplicarse para impedir la acumulación de 
una pena, como la impuesta a José Antonio González (a) 
Torio, con una multa de caracter indemnizatorio predomi_ 
nante, como era la aplicada, a la misma persona, de acuer.. 
do con el artículo 15 de la Ley sobre espíritus destilados 
y licores' fermentados; que la Corte a quo, al disponer lo 
contrario, violó, por falsa aplicación, dicho principio legal, 
y por ello debe ser anulado su fallo; 

Por tales motivos, Primero: casa la sentencia de la 
Corte de Apelación de San Cristóbal, de fecha. veinticinco 
de junio de mil novecientos cuarenta y dos, cuyo disposi_ 
tivo ha sido copiado en otro lugar del presente fallo, y 
envía el asunto a la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo; 
Segundo: condena a José Antonio González (a) Torio, par. 
te que sucumbe y que fué puesta en causa por la notifi_ 
cación de este recurso, al pago de las costas. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— Dr. T. Franco Fran, 
co.— F. Tavares hijo.— B. del Castillo S.— Eudaldo Tron-
coso de la C.— Rafael Estrella Ureñal— J. Pérez Nolas, 

co.— Eug. A. Alvarez, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamientó, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fue firmada, 

leída y publicada por mí, Secretario General, que certifi, 
co.— (Firmado) : Eug. A. Alvarez. 
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DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus.., 
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licencia.. 
do Juan Tomás Mejía, Presidente; Doctor Tulio Franco 
Franco, Primer Sustituto de Presidente; Licenciados 
Froilán Tavares hijo, Segundo Sustituto de Presidente; 
génigno del Castillo S., Eudaldo Troncoso de la Concha y 
José Pérez Nolasco, asistidos del infrascrito Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, eh Ciu- • 
dad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día veis_ 
tisiete del mes de marzo de mil novecientos cuarenta y tres, 
año 100o. de la Independencia, 80o. de la Restauración 'y 
13o. de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
Corte de Casación, la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Se, 
ñor Horacio F. Ariza, dominicano, mayor de edad, pro_ 
pietario, domiciliado en la ciudad de La Vega, portador 
de la cédula personal de identidad número 5746, Serie 56, 
renovada con el sello de R. I. No. 4913, contra senten, 
cia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de La Vega dictada, en atribuciones civiles y como tri-
bunal de apelación de sentencias de las Alcaldías de su ju_ 
risdicción, en fecha diecisiete de julio de mil novecientos 
cuarenta y dos, cuyo dispositivo se indicará después; 

Visto el Memorial de Casación presentado por el 
cenciado Juan José Sánchez, portador' de la cédula per,. 
sonal de identidad número 16765, Serie 47, renovada con 
el sello de R. I. No. 811, abogado del recurrente; memo., 
rial en que se alegan los vicios legales que luego se dirán; 

Visto el Memorial de Defensa presentado por el Li-
cenciado José Miguel Pereyra Goico, portador de la cédu_ 
la personal número 3958, Serie 31, renovada con el sello 
No. 3101, abogado del intimado, Señor José Manuel López 
Reinoso, dominicano, mayor de edad, agricultor, domi_ 
ciliado y residente en. Bacuí, sección rural de la común de 
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gía el cúmulo de multas, presumiblemente por tener és-
tas un carácter indemnizatorio; y no hay fundamento pa_ 
ra entender, a falta de prescripción en sentido contrario, 
que la misma ley estableciera caracteres distintos para 
las varias multas por ella señaladas en sus disposiciones, 
en vista de cuanto ha sido expresado más arriba; 

Consideran" que el principio del no cúmulo de las pe_ 
nas, cuya vigencia resulta de varias disposiciones del Có-
digo Penal y del de Procedimiento Criminal en otro lugar 
citadas, no puede aplicarse.para impedir la acumulación de 
una pena, como la impuesta a José Antonio González (a) 
Torio, con una multa de caracter indemnizatorio predomi-
nante, como era la aplicada, a la misma persona, de acuer_ 
do con el artículo 15 de la Ley sobre espíritus destilados 
y licores' fermentados; que la Corte a quo, al disponer lo 
contrario, violó, por falsa aplicación, dicho principio legal, 
y por ello debe ser anulado su fallo; 

Por tales motivos, Primero: casa la sentencia de la 
Corte de Apelación de San Cristóbal, de fecha veinticinco 
de junio de mil novecientos cuarenta y dos, cuyo disposi_ 
tivo ha sido copiado en otro lugar del presente fallo, y 
envía el asunto a la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo; 
Segundo: condena a José Antonio González (a) Torio, par_ 
te que sucumbe y que fué puesta en causa por la notifi_ 
catión de este recurso, al pago de las costas. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— Dr. T. Franco Fran, 
co.— F. Tavares hijo.— B. del Castillo S.— Eudaldo Tron-
coso de la C.— Rafael Estrella Ureria.— J. Pérez Nolas_ 
co.— Eug. A. Alvarez, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamientb, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fue firmada, 
leída y publicada por mí, Secretario General, que certifi_ 
co.— (Firmado) : Eug. A. Alvarez. 
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DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus_ 
ticia, regularmente constituída por los Jueces Licencia_ 
do Juan Tomás Mejía, Presidente; Doctor Tulio Franco 
Franco, Primer Sustituto de Presidente; Licenciados 
Froilán Tavares hijo, Segundo Sustituto de Presidente; 
génigno del Castillo S., Eudaldo Troncoso de la Concha y 
José Pérez Nolasco, asistidos del infrascrito Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, eh Ciu- • 
dad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día vein_ 
tisiete del mes de marzo de mil novecientos cuarenta y tres, 
año 1000. de la Independencia, 80o. de la Restauración y 
130. de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
Corte de Casación, la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Se, 
rior Horacio F. Ariza, dominicano, mayor de edad, pro_ 
pietario, domiciliado en la ciudad de La Vega, portador 
de la cédula personal de identidad número 5746, Serie 56, 
renovada con el sello de R. I. No. 4913, contra senten_ 
cia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de La Vega dictada, en atribuciones civiles y como tri-
bunal de apelación de sentencias de las Alcaldías de su ju-
risdicción, en fecha diecisiete de julio de mil novecientos 
cuarenta y dos, cuyo dispositivo se indicará después; 

Visto el Memorial de Casación presentado por el Li, 
cenciado Juan José Sánchez, portador' de la cédula per., 
sonal de identidad número 16765, Serie 47, renovada con 
el sello de R. I. No. 811, abogado del recurrente; memo_ 
rial en que se alegan los vicios legales que luego se dirán; 

Visto el Memorial dé Defensa presentado por el Li-
cenciado José Miguel Pereyra Goico, portador de la cédu_ 
la personal número 3958, Serie 31, renovada con el sello 
No. 3101, abogado del intimado, Señor José Manuel López 
Reinoso, dominicano, mayor de edad, agricultor, domi_ 
ciliado y residente en. Bacuí, sección rural de la común de 
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La Vega, portador de la cédula número 1364, Serie 51, re_ 
novada con el sello No. 328635; 

Visto el Memorial de Defensa presentado por el Licen_ 
ciado J. Gabriel Rodríguez Largier, portador de la cédula 
personal número 4607, Serie 31, renovada con el sello 
No. 3039, abogado del otro intimado, Señor Manuel López 
Mora, dominicano, mayor de edad, agricultor, domicilia-
do y residente en Bacuí, sección de la común de La Vega, 
portador de la cédula personal número 574, Serie 51; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Licenciado Manuel Salazar, portador de la cé, 

dula personal de identidad número 4446, Serie 1, renova-
da con el sello No. 274, abogado que representaba al de 
la parte intimante, Licenciado Juan José Sánchez, en la 
lectura de sus conclusiones; 

Oído el Magistrado Procurador General de la Repú_ 
blica, Licenciado Pablo M. Paulino, en la lectura de su 
dictamen; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de, 
libeado, y vistos los artículos 7 y 145 de la Ley de Regis-
tro de Tierras, modificado,' el primerir, por la Ley No. 
1231, de1 .16 de diciembre de 1929; 141 del Código de Pro_ 
cedimiento 'Civil; lo., 24 y 71 de lá Ley sobre Procedimien_ 
to de Casación, modificados, los dos últimos, por la Ley No. 
295, promulgada el 30 de mayo de 1940; 

Considerando, que en la sentencia impugnada consta 
lo siguiente: A), que el Notario Público de la común de La 
Vega, Licenciado José Alcibíades Roca, expidió, el vein_ 
titres de mayo de mil novecientos cuarenta y uno, copia 
del acta que a continuación se transcribe: "ACTO NUME_ 
RO CINCO (No. 5) . REPUBLICA DOMINICANA En 
la Ciudad de La Vega, a los veinticuatro días del mes de 
Marzo del año mil novecientos cuarentiuno; por ante mí, 
Licenciado JOSE ALCIBIADES ROCA, Abogado y Nota.. 
rio Público de los del número `de ésta común de La Vega, 
con mi domicilio, residencia y Estudio en esta ciudad, en 
la calle "30 de Marzo", casa número cinco asistido de los 
testigos que al final serán nombrados. COMPARECEN, 
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de una parte, los señores MANUEL LOPEZ MORA y JO.. 
SE MANUEL LOPEZ, agricultores, mayores de edad, viu, 
do el primero y portador de la Cédula de Identidad Perso_ 
nal, número 574, Serie 51, y casado el segundo, portador 
de la Cédula número 1364, Serie 51, ambos dominicanos, 
según dicen serios, y del domicilio y residencia de la sección 
de Bacuí, común de La Vega, y de la otra parte el. señor 
HORACIO FRANCISCO ARIZA, propietario, rentista, ca_ 
sado, dominicano, según manifiesta, provisto de la Cé_ 
dula número 5746, Serie 56, del domicilio y residencia de 
la ciudad de La. Vega, todos a quienes doy fé conocer, y 
ambas partes me declaran, que han convenido y pactado la 
siguiente convención:-- PRIMERO: el señor MANUEL 
LOPEZ MORA: que por medio de este acto, desiste y 
renuncia, pura y simplemente, de la demanda que en fecha 
veinticuatro del mes de Febrero de éste año en curso, in_ 
tentó, por mediación del ministerial Luis F. Persia, con, 
tra los señores HORACIO FRANCISCO ARIZA, Doña 
GUMERCINDA ALMANZAR VIUDA ALVAREZ y el Li, 
cenciado FRANCISCO JOSE ALVAREZ, de los oficios do.. 
mésticos y abogado respectivamente estos dos últimos y de 
éste domicilio y residencia, en nulidad de la adjudicación 
que hizo el Juzgado de Primera Instancia de éste Distri-
to Judicial, de la propiedad que mas abajo se describe, 
en razón de que dicha demanda carecía ele fundamento y 
base legal, prestando aquiescencia a aquella sentencia 
que es de fecha veintiuno de Febrero de éste mismo año. 
SEGUNDO: el señor HORACIO FRANCISCO ARIZA de_ 
clara que dá en arrendamiento, por el término de cuatro 
años, que vence el día veinticuatro del mes de Marzo del 
año mil novecientos cuarenticinco, y en favor del señor JO„ 
SE MANUEL LOPEZ, quien acepta, la siguiente propie, 
dad: UNA FINCA RURAL radicada en el Distrito Catas_ 
tral número 6 (seis) de la Común de La Vega, Parcela 
Número 227 (doscievitoá veintisiete), cultivada de cacao y 
café, con dos casas, de maderas del país, techada de zinc 
y otra de cana, con todas sus anexidades y dependencias, 
cuyas colindancias en el Sitio de Magüey, común y pro- 
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La Vega, portador de la cédula número 1364, Serie 51, re_ 
novada con el sello No. 328635; 

Visto el Memorial de Defensa presentado por el Licen_ 
ciado J. Gabriel Rodríguez Largier, portador de la cédula 
personal número 4607, Serie 31, renovada con el sello 
No. 3039, abogado del otro intimado, Señor Manuel López 
Mora, dominicano, mayor de edad, agricultor, domicilia-
do y residente en Bacuí, sección de la común de La Vega, 
portador de la cédula personal número 574, Serie 51; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Licenciado Manuel Salazar, portador de la cé, -

dula personal de identidad número 4446, Serie 1, renova_ 
da con el sello No. 274, abogado que representaba al de 
la parte intimante, Licenciado Juan José Sánchez, en la 
lectura de sus conclusiones; 

Oído el Magistrado Procurador General de la Repú_ 
blica, Licenciado Pablo M. Paulino, en la lectura de su 
dictamen; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de_ 
liberado, y vistos los artículos 7 y 145 de la Ley de Regis-
tro de Tierras, modificado, el primero, por la Ley No. 
1231, del .16 de diciembre de 1929; 141 del Código de Pro_ 
cedimiento Civil; lo., 24 y 71 de la Ley sobre Procedimien_ 
to de Casación, modificados, los dos últimos, por la Ley No. 
295, promulgada el 30 de mayo de 1940; 

Considerando, que en la sentencia impugnada consta 
lo siguiente: A), que el Notario Público de la común de La 
Vega, Licenciado José Alcibíades Roca, expidió. el vein, 
titres de mayo de mil novecientos cuarenta y uno, copia 
del acta que a continuación se transcribe: "ACTO NUME_ 
RO CINCO (No. 5) . REPUBLICA DOMINICANA .— En 
la Ciudad de La Vega, a los veinticuatro días del mes de 
Marzo del año mil novecientos cuarentiuno; por ante mí, 
Licenciado JOSE ALCIBIADES ROCA, Abogado y Nota, 
rio Público de los del número de ésta común de La Vega, 
con mi domicilio, residencia y Estudio en esta ciudad, en 
la calle "30 de Marzo", casa número cinco asistido de los 
testigos que al final serán nombrados. COMPARECEN, 
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de una parte, los señores MANUEL LOPEZ MORA y JO_ 
SE MANUEL LOPEZ, agricultores, mayores de edad, yiu_ 
do el primero y portador de la Cédula de Identidad Perso_ 
nal, número 574, Serie 51, y casado el segundo, portador 
de la Cédula número 1364, Serie 51, ambos dominicanos, 
según dicen serlos, y del domicilio y residencia de la sección 
de Bacuí, común de La Vega, y de la otra parte el . señor 
HORACIO FRANCISCO ARIZA, propietario, rentista, ea_ 
sado, dominicano, según manifiesta, provisto de la Cé_ 
dula número 5746, Serie 5 .6, del domicilio y residencia de 
la ciudad de La. Vega, todos a quienes doy fé conocer, y 
ambas partes me declaran, que han convenido y pactado la 
siguiente convención:-- PRIMERO: el señor MANUEL 
LOPEZ MORA: que por medio de este acto, desiste y 
renuncia, pura y simplemente, de la demanda que en fecha 
veinticuatro del mes de Febrero de éste año en curso, in_ 
tentó, por mediación del ministerial Luis F. Persia, con, 
tra los señores HORACIO FRANCISCO ARIZA, Doña 
GUMERCINDA ALMANZAR VIUDA ALVAREZ y el Li, 
cenciado FRANCISCO JOSE ALVAREZ, de los oficios do_ 
mésticos y abogado respectivamente estos dos últimos y de 
éste domicilio y residencia, en nulidad de la adjudicación 
que hizo el Juzgado de Primera Instancia de éste Distri-
to Judicial, de la propiedad que mas abajo se describe, 
en razón de que dicha demanda carecía ele fundamento y 
base legal, prestando aquiescencia a aquella sentencia 
que es de fecha veintiuno de Febrero de éste mismo año. 
SEGUNDO: el señor HORACIO FRANCISCO ARIZA de.. 
clara que dá en arrendamiento, por el término de cuatro 
años, que vence el día veinticuatro del mes de Marzo del 
año mil novecientos cuarenticinco, y en favor del señor Ja. 
SE MANUEL LOPEZ, quien acepta, la siguiente propie_ 
dad: UNA FINCA RURAL radicada en el Distrito Catas_ 
tral número 6 (seis) de la Común de La Vega, Parcela 
Número 227 (doscieptos veintisiete), cultivada de cacao y 
café, con dos casas, de maderas del país, techada de zinc 
y otra de cana, con todas sus anexidades y dependencias, 
cuyas colindancias en el Sitio de Magüey, común y pro- 
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vincia de La Vega, son las siguientes: al Norte, Petro_ 
nila López, Sucesores de Dolores López y Sucesores de Eu.. 
dosia López (parcela número 225 (doscientos veinticinco) 
del Distrito Catastral Número 6 (seis) de ésta común de 
La Vega; al Sur propiedad de Domingo López (Parcela 
número 229 (doscientos veintinueve) del mismo Distrito 
Catastral; al Este, Sucesores de Juan López, Domingo 
López y los Sucesores de José López y Ana Mora Vda. Ló_ 
pez (parcelas Números 228 (doscientos veintiocho), 229 
(doscientos veintinueve) y 230 (doscientos treinta) del 
mismo Distrito Catastral y al ()este, Domingo Rodríguez 
Salcedo y Félix y Pedro López (Parcelas número 215 
(doscientos quince), 226 (doscientos veintiseis) y 236 (dos, 
cientos treintiseis), del mismo Distrito Catastral.— TER-
CERO: el señor JOSE MANUEL LOPEZ pagará por 
concepto de ese arrendamiento la suma de $96.00 (noven_ 
tiseis pesos) moneda de curso legal, anualmente; queda en, 
tendido que el señor López cuidará de la referida propie, 
dad como un buen padre de familia, y que este contrato 
se rescindirá para el caso de que dejare de pagar dicho 
arrendamiento a su vencimiento.— CUARTO: el señor 
HORACIO FRANCISCO ARIZA, hace foi'mal promesa de 
venta de la propiedad arriba descrita en favor del señor 
JOSE MANUEL LOPEZ, siempre que al terminar este 
contrato, o antes si lo creyese conveniente el señor López, 
pagare en favor del señor Ariza la suma de $800.00 
(OCHOCIENTOS PESOS) moneda de curso legal.— QUIN_ 
TO: queda entendido que todos los gastos de cercas y me-
joras de la propiedad son por cuenta del señor López .— 
Presentes al otorgamiento de este acto, los señores Doña 
Gumercinda Almanzar viuda Alvarez y Licenciados Fran_ 
cisco José Alvarez, de las generales ya expresadas, am, 
bos dominicanos, según manifiesta y a quienes doy fé co, 
nocer, han manifestado que aceptan todo lo que a ellos les 
concierne.— En fe de lo cual se levantó el presente acto, 
que leído a los comparecientes, en presencia de los testigos 
instrumentales requeridos al efecto, señores Ramón Vales 
hijo y Antonio Concepción, soltero y casado respectivamen_ 
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te, ambos dominicanos, mayores de edad, empleados de in-
dustria, domiciliados y residentes en esta ciudad, lo 
aprobaron y ratificaron y requeridos a firmarlo declaró 

-. el señor Manuel López Mora no saber; habiéndolo firmado 
los señores José Manuel López, Horacio Francisco Ariza, 
Gumercinda Almanzar viuda Alvarez, Licenciado Fran, 
cisco José Alvarez y los testigos, junto conmigo Notario 
que doy fé.— (Firmados) . José Manuel López,*Horacio F. 
Ariza. Gumercinda A. Vda. Alvarez. Francisco J. Alva_ 
rez, Ramón Vales hijo. Antonio Concepción. J. Alcibía... 
des Roca, Notario".— El Original tiene tres sellos de Ren, 
tas Internas; uno de dos pesos, número 106890 y dos de 
cincuenta centavos, números 646156-646157 debidamente 
cancelados.— Registrado en La Vega el 23 de Mayo de 
1941, con el No. 51, folio 280 del libro O. Percibido, De_ 

3  rech o 5.-0100 s) $384. —$1.92.-0100 $384. —40.77. To„, 
tal $2.69.— El Director del Registro (firmado) Enrique 
Godoy.— ES PRIMERA COPIA FIEL Y CONFORME A 
SU ORIGINAL LA QUE A REQUERIMIENTO DEL SE_ 
ÑOR HORACIO FRANCISCO ARIZA, EXPIDO, FIRMO 
Y SELLO EN LA CIUDAD DE LA VEGA, HbY DIA 
VEINTITRES DEL MES DE MAYO DEL AÑO DE MIL 
NOVECIENTOS CUARENTIUNO, DOY FE.— Firma_ 
do. LIC. J. ALCIBIADES ROCA.— ABOGADO Y NO, 
TARIO PUBLICO"; B), que el Señor Horacio Francisco 
Ariza demandó al Señor José Manuel López Reinoso, "en 
rescisión de un contrato de arrendamiento otorgado ante 
el Notario LicenCiado José Alcibíades Roca, de fecha 
veinticuatro de Marzo de mil novecientos cuarentiuno, y 
al mismo tiempo en desalojo de la Parcela de terreno No. 
227 del Distrito Catastral No. 6, ubicada en la Sección de 
Bacuí, sitio de Magüey", de la común de La Vega, "por 
falta de cumplimiento de las obligaciones de aparte del 
arrendatario"; C), que "en medio de esa demanda el Señor 
Manuel López Mora" intervino, proponiendo estos moti_ 
vos: "por cuanto: que entre el interviniente voluntario 
Manuel López Mora existe una litis pendiente, según se 
evidencia por los actos de fecha veintiuno y veincuatro 
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vincia de La Vega, son las siguientes: al Norte, Petro_ 
fila López, Sucesores de Dolores López y Sucesores de Eu.. 
dosia López (parcela número 225 (doscientos veinticinco) 
del Distrito Catastral Número 6 (seis) de ésta común de 
La Vega; al Sur propiedad de Domingo López (Parcela 
número 229 (doscientos veintinueve) del mismo Distrito 
Catastral; al Este, Sucesores de Juan López, Domingo 
López y los Sucesores de José López y Ana Mora Vda. Ló_ 
pez (parcelas Números 228 (doscientos veintiocho), 229 
(doscientos veintinueve) y 230 (doscientos treinta) del 
mismo Distrito Catastral y al Oeste, Domingo Rodríguez 
Salcedo y Félix y Pedro López (Parcelas número 215 
(doscientos quince), 226 (doscientos veintiseis) y 236 (dos_ 
cientos treintiseis), del mismo Distrito Catastral.— TER-
CERO: el señor JOSE MANUEL LOPEZ pagará por 
concepto de ese arrendamiento la suma de $96.00 (noven_ 
tiseis pesos) moneda de curso legal, anualmente; queda en_ 
tendido que el señor López cuidará de la referida propie, 
dad como un buen padre de familia, y que este contrato 
se rescindirá para el caso de que dejare de pagar dicho 
arrendamiento a su vencimiento.— CUARTO: el señor 
HORACIO FRANCISCO ARIZA, hace foimal promesa de 
venta de la propiedad arriba descrita en favor del señor 
JOSE MANUEL LOPEZ, siempre que al terminar este 
contrato, o antes si lo creyese conveniente el señor López, 
pagare en favor del señor Ariza la suma de $800.00 
(OCHOCIENTOS PESOS) moneda de curso legal.— QUIN,. 
TO: queda entendido que todos los gastos de cercas y me-
joras de la propiedad son por cuenta del señor López.— 

_ Presentes al otorgamiento de este acto, los señores Doña 
Gumercinda Almanzar viuda Alvarez y Licenciados Fran_ 
cisco José Alvarez, de las generales ya expresadas, am_ 
bos dominicanos, según manifiesta y a quienes doy fé co, 
nocer, han manifestado que aceptan todo lo que a ellos les 
concierne.— En fe de lo cual se levantó el presente acto, 
que leído a los comparecientes, en presencia de los testigos 
instrumentales requeridos al efecto, señores Ramón Vales 
hijo y Antonio Concepción, soltero y casado respectivamen_ 
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t ,  , ambos dominicanos, mayores de edad, empleados de in- 
dustria, domiciliados y residentes en esta ciudad, lo 
aprobaron y ratificaron y requeridos a firmarlo declaró 
el señor Manuel López Mora no saber; habiéndolo firmado 
los señores José Manuel López, Horacio Francisco Ariza, 
Gumercinda Almanzar viuda Alvarez, Licenciado Fran., 
cisco José Alvarez y los testigos, junto conmigo Notario 

it- ' / que doy fé.— (Firmados). José Manuel López,•Horacio F. 
Ariza. Gumercinda A. Vda. Alvarez. Francisco J. Alva_ 
rez, Ramón Vales hijo. Antonio Concepción. J. Alcibia_ 
des Roca, Notario".— El Original tiene tres sellos de Ren, 
tas Internas; uno de dos pesos, número 106890 y dos de 
cincuenta centavos, números 646156-646157 debidamente 
cancelados.— Registrado en La Vega el 23 de Mayo de 

• ',. 1941, con el No. 51, folio 280 del libro O. Percibido, De, 
recho 5.-0100 s) $384. —$1.92.-0100 $384. —40.77. To,• 
tal $2.69.— El Director del Registro (firmado) Enrique 
Godoy.— ES PRIMERA COPIA FIEL Y CONFORME A 
SU ORIGINAL LA QUE A REQUERIMIENTO DEL SE.. 
ÑOR HORACIO FRANCISCO ARIZA, EXPIDO, FIRMO 
Y SELLO EN LA CIUDAD DE LA VEGA, HbY DIA 
VEINTITRES DEL MES DE MAYO DEL AÑO DE MIL 
NOVECIENTOS CUARENTIUNO, DOY FE.— Firma_ 
do. LIC. J. ALCIBIADES ROCA.— ABOGADO Y NO„ 
TARIO PUBLICO"; B), que el Señor Horacio Francisco 
Ariza demandó al Señor José Manuel López Reinoso, "en 
rescisión de un contrato de arrendamiento otorgado ante 
el Notario Licenciado José Alcibíades Roca, de fecha 
veinticuatro de Marzo de mil novecientos cuarentiuno, y 
al mismo tiempo en desalojo de la Parcela de terreno No. 
227 del Distrito Catastral No. 6, ubicada en la Sección de 
Bacuí, sitio de Magüey", de la común de La Vega, "por 
falta de cumplimiento de las obligaciones de ligarte del 
arrendatario"; C), que "en medio de esa demanda el Señor 
Manuel López Mora" intervino, proponiendo estos moti, 
vos: "por cuanto: que entre el interviniente voluntario 
Manuel López Mora existe una litis pendiente, según se 
evidencia por los actos de fecha veintiuno y veincuatro 
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de Febrero de mil novecientos cuarentiuno, no solo con el 
señor Horacio Feo. Ariza, sino con otras personas desig_ 
nadas en los actos de referencia; por cuanto la litis en_ 
tre el interviniente voluntario y Horacio Feo. Ariza etc. 
recae sobre el derecho de propiedad del mismo inmueble 
descrito en los actos arriba mencionados y en *la demanda 
de desalojo. intentada por el mencionado Horacio Feo. 
Ariza, en fecha veintiseis de Marzo del presente año, con_ 
tra el Señor José Manuel López Reinoso; por cuanto el 
arrendamiento invocado en la demanda del veintiseis de 
Marzo del presente año, es simulado, por cuanto en el pen-
samiento de las partes lo que ha existido es una separa, 
ción mediante la cual el inmueble litigioso pasaba a ma, 
nos del interviniente por mediación de su hijo legítimo Jo, 
sé Manuel López Reinoso, situación impuesta por el acree_ 
dor para tratar de ocultar lo que, en el pensamiento de 
ias partes, no era propiamente un contrato de arrenda-
miento, sino una traslación del derecho de propiedad me_ 
diente un cuantun determinado en los plazos de noventi_ 
seis pesos anuales cada una hasta debida concurrencia en 
los términos del contrato de simulado arrendamiento del 
veinticuatro de Marzo de mil novecientos cuarentiuno"; 
D), que la Alcaldía Comunal de La Vega, apoderada del ea, 
so, dictó sobre el mismo, en fecha veintiocho de abril de 
mil novecientos cuarenta y dos, una sentencia con el dis, 
positivo que en seguida se copia: "PRIMERO: en cuan-
to a la demanda en intervención, que debe admitir y admi_ 
te como regular en la forma, la demanda intentada por el 
señor Manuel López Mora según acto No. 27 de fecha 14 
de Abril año en curso del Alguacil Luis F. Persia;— SE_ 
GUNDO: respecto al fondo, que la debe rechazar y re_ 
chaza por Improcedente y mal fundada;— TERCERO: en 
cuanto a la demanda principal, que debe rescindir y rescin_ 
de por falta de cumplimiento del arrendatario señor José 
Manuel López Reinoso en cuanto al pago del precio anual de 
dicho contrato, el arrendamiento de la parcela No. 227, D. 
C. N. 6, radicado en la Sección de Bacuí de ésta Común, 
sitio de Magüey, limitada así: al Norte Petronila López, 

Sucs. de Dolores López y Sucs. de Eudosia López, Paree„ 
laNo. 225 del D. C. No. 6 de ésta Común; al Sur pro_ 
piedad de Domingo López, Parcela No. 229 del mismo D. 
Catastral, al Este Sucs. de Juan López, Domingo López y 
Sucs. de José López y Ana Mora Vda. López, parcelas Nos. 
228, 229 y 230 del mismo Distrito Catastral; y al Oeste 
Domingo Rodríguez Salcedo y Felix y Pedro -López, Paree_ 
las Nos. 215, 226 y 236 del mismo Distrito Catastral, el 
cual fue formulado según acto arriba transcrito.— CUAR.. 
TO: ?que debe ordenar y ordena que el Señor José Manuel 
López R. desaloje inmediatamente la finca radicada en el 
Distrito Catastral No. 6 de la Común de La Vega, paree-
la No. 227, cultivada de cacao y café, con dos casas de 
maderas del país, techada una de zinc y otra ,de cana con 
todas sus anexidades y dependencias, radicada en el sitio 
de Magüey, común y Provincia de La Vega.— QUINTO: 
que debe ordenar y ordena la ejecución provisional y sin 
fianza de la presente sentencia, no obstante apelación;— 
Sexto: qué debe condenar y condena al señor Manuel Ló-
pez Mora, demandante en intervención al pago de las cos_ 
tas de tal procedimiento. —Séptimo: que debe condenar y 
condena al señor José Manuel López R. demandado en lo 
principal al pago de los costos de este procedimiento"; 
E), que el primero de mayo de mil novecientos cuarenta y 
dos, dicha decisión fué notificada, a requerimiento del 
Señor Horacio Francisco Ariza, a los Señores José Manuel 
López Reinoso y Manuel López Mora, y al abogado del 
segundo, concediendo a José Manuel López Reinoso "un 
plazo de un día franco", a partir de la fecha del acto de 
notificación, para que desalojara la parcela que era ob_ 
jeto del litigio; F), que en fecha cinco de mayo de mil 
novecientos cuarenta y dos, el Señor Manuel López Rei., 
noso interpuso recurso de alzada contra el fallo susodicho, 
emplazando al Señor Horacio Francisco Ariza ante el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La 
Vega; G), que el seis de mayo del mismo año, el Algua-
cil de Estrados de la Corte de Apelación de La .  Vega, Fran_ 

fisco A. Caraballo, redactó un acta que decía lo siguiente: 
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de Febrero de mil novecientos cuarentiuno, no solo con el 
señor Horacio Fco. Ariza, sino con otras personas desig_ 
nadas en los actos de referencia; por cuanto la litis en_ 
tre el interviniente voluntario y Horacio Fco. Ariza etc. 
recae sobre el derecho de propiedad del mismo inmueble 
descrito en los actos arriba mencionados y en 'la demanda 
de desalojo. intentada por el mencionado Horacio Feo. 
Ariza, en fecha veintiseis de Marzo del presente año, con_ 
tra el Señor José Manuel López Reinoso; por cuanto el 
arrendamiento invocado en la demanda del veintiseis de 
Marzo del presente año, es simulado, por cuanto en el pen-
samiento de las partes lo que ha existido es una separa, 
ción mediante la cual el inmueble litigioso pasaba a ma, 
nos del interviniente por mediación de su hijo legítimo Jo, 
sé Manuel López Reinoso, situación impuesta por el acree_ 
dor para tratar de ocultar lo que, en el pensamiento de 
las partes, no era propiamente un contrato de arrenda-
miento, sino una traslación del derecho de propiedad me-
diante un cuantun determinado en los plazos de noventi_ 
seis pesos anuales cada una hasta debida concurrencia en 
los términos del contrato de simulado arrendamiento del 
veinticuatro de Marzo de mil novecientos cuarentiuno"; 
D), que la Alcaldía Comunal de La Vega, apoderada del ca_ 
so, dictó sobre el mismo, en fecha veintiocho de abril de 
mil novecientos cuarenta y dos, una sentencia con el dis_ 
positivo que en seguida se copia: "PRIMERO: en cuan-
to a la demanda en intervención, que debe admitir y admi_ 
te como regular en la forma, la demanda intentada por el 
señor Manuel López Mora según acto No. 27 de fecha 14 
de Abril año en curso del Alguacil Luis F. Persia;— SE_ 
GUNDO: respecto al fondo, que la debe rechazar y re, 
chaza por ,improcedente y mal fundada;— TERCERO: en 
cuanto a la demanda principal, que debe rescindir y rescin-
de por falta de cumplimiento del arrendatario señor José 
Manuel López Reinoso en cuanto al pago del precio anual de 
dicho contrato, el arrendamiento de la parcela No. 227, D. 
C. N. 6, radicado en la Sección de Bacuí de ésta Común, 
sitio de Magiley, limitada así: al Norte Petronila López, 

Sucs. de Dolores López y Sucs. de Eudosia López, Paree,. 
la No. 225 del D. C. No. 6 de ésta Común; al Sur pro_ 
piedad de Domingo López, Parcela No. 229 del mismo D. 
Catastral, al Este Sucs. de Juan López, Domingo López y 
Sucs. de José López y Ana Mora Vda. López, parcelas Nos. 
228, 229 y 230 del mismo Distrito Catastral; y al Oeste 
Domingo Rodríguez Salcedo y Felix y Pedro -López. Paree, 
las Nos. 215, 226 y 236 del mismo Distrito Catastral, el 
cual fue formulado según acto arriba transcrito.-- CUAR.. 
TO:?que debe ordenar y ordena que el Señor José Manuel 
López R. desaloje inmediatamente la finca radicada en el 
Distrito Catastral No. 6 de la Común de La Vega, paree-
la No. 227, cultivada de cacao y café, con dos casas de 
maderas del país, techada una de zinc y otra ,de cana con 
todas sus anexidades y dependencias, radicada en el sitio 
de Magüey, común y Provincia de La Vega.— QUINTO: 
que debe ordenar y ordena la ejecución provisional y sin 
fianza de la presente sentencia, no obstante apelación;—
Sexto: qué debe condenar y condena al señor Manuel Ló-
pez Mora, demandante en intervención al pago de las cos_ 
tas de tal procedimiento. —Séptimo: que debe condenar y 
condena al señor José Manuel López R. demandado en lo 
principal al pago de los costos de este procedimiento"; 
E), que el primero de mayo de mil novecientos cuarenta y 
dos, dicha decisión fué notificada, a requerimiento del 
Señor Horacio Francisco Ariza, a los Señores José Manuel 
López Reinoso y Manuel López Mora, y al abogado del 
segundo, concediendo a José Manuel López Reinoso "un 
plazo de un día franco", a partir de la fecha del acto de 
notificación, para que desalojara la parcela que era ob_ 
jeto del litigio; F), que en fecha cinco de mayo de mil 
novecientos cuarenta y dos, el Señor Manuel López Rei., 
noso interpuso recurso de alzada contra el fallo susodicho, 
emplazando al Señor Horacio Francisco Ariza ante el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La 
Vega; G), que el seis de mayo del mismo año, el Algua,- 
eil de Estrados de la Corte de Apelación de La Vega, Fran_ 
cisco A. Caraballo, redactó un acta que decía lo siguiente: 
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"He notificado e intimado al señor José Manuel López Rei_ 
noso para que desaloje inmediatamente la Parcela No. 227, 
D. C. No. 6, con todas sus mejoras, tal como lo ordena la 
mencionada Sentencia de la Alcaldía Comunal de La Vega, 
declarándole que si no accedía a ésta notificación; Procede., 
ría a la expulsión de sus muebles y demás efectos.— A to„ 
do lo cual, contestó el señor José Manuel López Reinoso, 
lo que sigue: Que la Justicia sea la que obre en éste ca-
so.— En tal virtud, habiéndose opuesto a que yo ejecuta_ 
ra la enunciada sentencia de la Alcaldía Comunal de La Ve, 
ga; he redactado el presente proceso verbal, en presencia 
de los señores Angel E. Florentino y José O. Rodríguez T. 
el primero Agrimensor Práctico, el segundo agricultor, 
ambos mayóres de edad, con domicilio en Bacuí, testigos 
requeridos, quienes firman junto conmigo, el presente 
acto, del cual he dejado copia al señor José Manuel Ló, 
pez Reinoso"; H), que el trece de mayo de mil novecien, 
tos cuarenta y dos, el Señor Manuel López Mora apeló, co-
mo ya lo había hecho el Señor Manuel López Reinoso, con, 
tra la sentencia de la Alcaldía Comunal de La Vega que 
ya ha sido indicada y emplazó al Señor Horacio Francisco 
Ariza, para los fines de tal apelación, ante el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega; I), 
que dicho Juzgado conoció del caso en su audiencia de fe, 
cha quince de junio de mil novecientos cuarenta y dos; y 
tal audiencia, el abogado del Señor José Manuel López Rei_ 
noso, concluyó de este modo: "Por las razones anterior_ 
mente expuestas aquellas que supla éste tribunal civil de 
apelación y al amparo de las reglas de competencia de or, 
den público del art. 145 de la Ley de registro de tierras, 
lo. y 170 del Código de Procedimiento Civil, el señor Ma, 
nuel López Reynoso, dominicano, mayor de edad, agricul_ 
tor, identificado con la cédula de identidad personal No. 
1364, serie 51, sello 328635, domiciliado y residente en 
Bacuí, sección de la Común de La Vega, provincia de igual 
nombre, por, la mediación del infrascrito, su abogado cons-
tituido, concluye del siguiente modo: lo. Que se admita 
como regular en la forma su recurso de alzada; 2do. Que 
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se admita la declinatoria solicitada por la. parte 	intervi, 
niente ; 3ro . Que se revoque y anule, por tanto, la senten-
cia apelada; y 4to. Que se condena en costas a la parte in, 
timada, con distracción en provecho del suscrito abogado, 
quien declara que las ha afirmado en su mayor parte.—
Es justicia. La Vega, Junio 15 de 1942"; y el abogado del 
Señor Manuel López Mora presentó estas conclusiones: 
"Por tanto: plazca al Tribunal Civil de Apelación: Primero: 
admitir como regular en la forma y justa en cuanto a sus 
fines especiales, la apelación interpuesta por el Señor Ma, 
nuel López Mora, de generales anotadas en su emplaza,. 
miento del trece de Mayo del año en curso, contra la sen, 
tencia civil dictada por el Juez Alcalde de la Común de La 
Vega en fecha veintiocho de Abril del mismo año,- en pro, 
vecho del .  señor Horacio Francisco Ariza;— Segundo: 
anular en consecuencia la mencionada sentencia apelada, 
declinando el conocimiento del asunto para ante el Tribu_ 
nal dé Tierras, de acuerdo e& los artículos 170 del Código 
de Procedimiento Civil -y 145 de la Ley de Registro de 
Tierras, combinados; y Tercero: condenar al intimado 
Horacio Francisco Ariza al pago de las costas de ambas 
instancias en lo que respecta a la parte interviniente vo, 
luntaria, que es el concluyente Manuel López Mora; de_ 
clarándolas distraídas en provecho del Abogado infrascri, 
to, quien afirma estarlas avanzando en su mayor parte, 
fundando esta petición en los artículos 130 y 133 del Có-
digo de Procedimiento Civil.— Es de Justicia"; J), que el 
abogado de la parte intimada entonces, concluyó, a su vez, 
de la manera siguiente: "Por tales razones, las ciernas 
que puedan ser suplidas por el Juez, a la vista de lo que 
disponen los artículos 1134, 1315, 1184 del Código Civil, 
inciso 2o. del artículo 1ro. del Código de Procedimiento 
Civil, 17, 130, 339, 340, 402 y 403 del mismo Código, 145 
de la Ley de Tierras, 7 de la Ley No. 1231, y la jurispru, 
dencia sentada por el Tribunal Superior de Tierras, HO-
RACIO F. ARIZA, ced. Personal No. 5746 Serie 56, de 
generales ya enunciadas, por órgano del abogado infras„ 
crito pide al Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju_ 
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"He notificado e intimado al señor José Manuel López Rei_ 
noso para que desaloje inmediatamente la Parcela No. 227, 
D. C. No. 6, con todas sus mejoras, tal como lo ordena la 
mencionada Sentencia de la Alcaldía Comunal de La Vega, 
declarándole que si no accedía a ésta notificación; Procede_ 
ría a la expulsión de sus muebles y demás efectos.— A to, 
do lo cual, contestó el señor José Manuel López Reinoso, 
lo que sigue: Que la Justicia sea la que obre en éste ca-
so.— En tal virtud, habiéndose opuesto a que yo ejecuta_ 
ra la enunciada sentencia de la Alcaldía Comunal de La Ve_ 
ga; he redactado el presente proceso verbal, en presencia 
de los señores Angel E. Florentino y José O. Rodríguez T. 
el primero Agrimensor Práctico, el segundo agricultor, 
ambos mayóres de edad, con domicilio en Bacuí, testigos 
requeridos, quienes firman junto conmigo, el presente 
acto, del cual he dejado copia al señor José Manuel Ló_ 
pez Reinoso"; H), que el trece de mayo de mil novecien_ 
tos cuarenta y dos, el Señor Manuel López Mora apeló, co-
mo ya lo había hecho el Señor Manuel López Reinoso, con_ 
tra la sentencia de la Alcaldía Comunal de La Vega que 
ya ha sido indicada y emplazó al Señor Horacio Frandsco 
Ariza, para los fines de tal apelación, ante el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega; I), 
que dicho Juzgado conoció del caso en su audiencia de fe, 
cha quince de junio de mil novecientos cuarenta y dos; y 
tal audiencia, el abogado del Señor José Manuel López Rei_ 
noso, concluyó de este modo: "Por las razones anterior_ 
mente expuestas aquellas que supla éste tribunal civil de 
apelación y al amparo de las reglas de competencia de or-
den público del art. 145 de la Ley de registro de tierras, 
lo. y 170 del Código de Procedimiento Civil, el señor Ma_ 
nuel López Reynoso, dominicano, mayor de edad, agricul, 
tor, identificado con la cédula de identidad personal No. 
1364, serie 51, sello 328635, domiciliado y residente en 
Bacuí, sección de la Común de La Vega, provincia de igual 
nombre, por. la  mediación del infrascrito, su abogado cons_ 
tituído, concluye del siguiente modo: lo. Que se admita 
como regular en la forma su recurso de alzada; 2do. Que 

se admita la declinatoria solicitada por la. parte 	intervi, 
niente; 3ro. Que se revoque y anule, por tanto, la senten-
cia apelada; y 4to. Que se condena en costas a la parte in_ 
timada, con distracción en provecho del suscrito abogado, 
quien declara que las ha afirmado en su mayor parte.—
Es justicia. La Vega, Junio 15 de 1942"; y el abogado del 
Señor Manuel López Mora presentó estas conclusiones: 
"Por tanto: plazca al Tribunal Civil de Apelación: Primero: 
admitir como regular en la forma y justa en cuanto a sus 
fines especiales, la apelación interpuesta por el Señor Ma, 
nuel López Mora, de generales anotadas en su emplaza_ 
miento del trece de Mayo del año en curso, contra la sen_ 
tencia civil dictada por el Juez Alcalde de la Común de La 
Vega en fecha veintiocho de Abril del mismo año,- en pro_ 
vecho del' señor Horacio Francisco Ariza ;— Segundo: 
anular en consecuencia la mencionada sentencia apelada, 
declinando el conocimiento del asunto para ante el Tribu_ 
nal dé Tierras, de acuerdo can los artículos 170 del Código 
de Procedimiento Civil -y 145 de la Ley de Registro de 

0011 Tierras, combinados; y Tercero: condenar al intimado 
Horacio Francisco Ariza al pago de las costas de ambas 
instancias en lo que respecta a. la parte interviniente yo_ 
luntaria, que es el concluyente Manuel López Mora; de_ 
clarándolas distraídas en provecho del Abogado infrascri, 
to, quien afirma estarlas avanzando en su mayor parte, 
fundando esta petición en los artículos 130 y 133 del Có-
digo de Procedimiento Civil.— Es de Justicia"; J), que el 
abogado de la parte intimada entonces, concluyó, a su vez, 
de la manera siguiente: "Por tales razones, las ciernas 
que puedan ser suplidas por el Juez, a la vista de lo que 
disponen los artículos 1134, 1315, 1184 del Código Civil, 
inciso 2o. del artículo 1ro. del Código de Procedimiento 
Civil, 17, 130, 339, 340, 402 y 403 del mismo Código, 145 
de la Ley de Tierras, 7 de la Ley No. 1231, y la jurispru_ 
dencia sentada por el Tribunal Superior de Tierras, HO, 
RACIO F. ARIZA, ced. Personal No. 5746 Serie 56, de 
generales ya enunciadas, por órgano del abogado infras_ 
crito pide al Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju_ 



te Petronila López, Sucs. de Dolores López y Sucs. de Eu_ 
dosia López, Parcela No. 225 del D. C. No. 6 de esta 
Común, al Sur propiedad de Domingo López, parcela No. 
229 del mismo D. Catastral, al Este Sucs. de Juan López, 
Domingo López y los Sucs. de José López y Ana Mora Vda. 
López, parcelas Nos. 228, 229 y 230 del mismo Distrito 
Catastral; y al Oeste Domingo Rodríguez Salcedo y Félix 
y Pedro López, Parcelas Nos. 215, 226 y 236 del mismo 
Distrito Catastral, el cual fué formulado según acto arri_ 
ba transcrito.— Cuarto: que debe ordenar y ordena que 
el señor José Manuel López R. desaloje inmediatamente 
la finca radicada en el Distrito Catastral No. 6 de la Co-
mún de La Vega, parcela No. 227, cultivada de cacao y 
café, con dos casas de maderas del país, techada una de 
zinc, y otra de cana con todas sus anexidades y depen_ 
dencias, radicados en el sitio de Magliey, común y pro_ 
vincia de La Vega. Quinto: que debe ordenar y ordena la 
ejecución provisional )  y sin' fianza de la presente renten_ 
cia, no obstante apelación.— Sexto: que debe condenar 

y y condena al señor Manuel López Mora, demandante en 
intervención al pago de los costos de tal procedimiento.—
Séptimo.— que debe condenar y condena al señor José 
Manuel López R., demandado en lo principal al pago de los 
costos de éste procedimiento";— SEGUNDO: que debe de, 
clarar y declara que este Juzgado es incompetente para 
conocer del fondo de la supradicha sentencia recurrida, en 
razón de la materia; TERCERO: que debe declarar y de-
clara que la Alcaldía de esta común era también incom_ 
petente para' conocer de la referida acción, en lo que 
concierne al caso sometido por el interviniente Señor Ló, 
pez Mora, en razón de la materia; CUARTO: que debe 
anular y anula la' sentencia recurrida, cuyo dispositivo se 
menciona en el ordinal No. 1, de esté fallo, por improce, 
dente; QUINTO: que debe ordenar y ordena que el ex, 
pediente objeto de esta sentencia sea enviado al Secreta-
rio del Tribunal de Tierras como declinatoria de este Juz_ 
gado: SEXTO: que debe condenar al Señor Horacio Fran, 
cisco Ariza, parte intimada, al pago de las costas, las 
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dicial de La Vega, rechazar pura y simplemente las apela-
ciones de Manuel López Mora y de José Manuel López 
Reinoso en cuanto se refiere a las acciones individuales 
dirij idas por cada uno de estos señores; segundo: conf ir_ 
mar en todas sus partes la sentencia apelada; tercero: 
condenar a Manuel López Mora demandante en interven_ 
ción, a las costas de ambas instancias, y condenar a José 
Manuel López Reinoso, demandado en lo principal al pago 
de las costas de ambas instancias también.— Es Justicia"; 
K), que, comunicado el expediente ál Magistrado Procu_ 
rador Fiscal del- Juzgado del cual se trata, dicho Magistra_ 
do dictaminó, en la audiencia del veintinueve de junio de 
mil novecientos cuarenta y dos, en esta forma: "somos 
de opinión que sea desestimada la excepción de incompe-
tencia invocada por los apelantes Señores Manuel López 
Reinoso y Manuel López Mora, salvo vuestro mejor pare_ 
cer"; L), que el Juzgado de Primera Instancia del Distri_ 
to Judicial de La Vega dictó,_ en fecha diecisiete de julio 
de mil novecientos cuarenta y dos, la sentencia contra la 
cual se ha recurrido a casación y cuyo disposiivo es el que 
a continuación se copia: "FALLA: *PRIMERO: que debe 
declarar y declara válidos los recursos de apelación inter, 
puestos por los Señores José Manuel López Reynoso y 
Manuel López Mora, este último como intreviniente volun, 
tario, contra la sentencia de fecha veintiocho de Abril de 
mil novecientos cuarentidos, cuyo dispositivo dice así: 
"Primero: en cuanto a la demanda en intervención que de-
be admitir y admite como regular en la forma, la demanda 
intentada por'el señor Manuel López Mora según acta No. 
27 de fecha 14 de Abril año en curso del Alguacil Luis F. 
Persia.— Segundo: respecto al fondo, que la debe recha_ 
zar y rechaza por improcedente y mal fundada.— Terce_ 
ro: en cuanto a la demanda principal, que debe rescindir 
y rescinde por falta de cumplimiento del arrendatario se_ 
ñor José Manuel López Reinoso en cuanto al pago del pre, 
cio anual de dicho contrato, el arrendamiento de la par-
cela No. 227, D. C. No. 6, radicado en la Sección de Ba._ 
cuí de ésta Común, Sitio de Magüey, limitada así: al Non, 
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dicial de La Vega, rechazar pura y simplemente las apela-
ciones de Manuel López Mora y de José Manuel López 
Reinoso en cuanto se refiere a las acciones individuales 
dirijidas por cada uno de estos señores; segundo: conf ir_ 
mar en todas sus partes la sentencia apelada; tercero: 
condenar a Manuel López Mora demandante eñ interven, 
ción, a las costas de ambas instancias, y condenar a José 
Manuel López Reinoso, demandado en lo principal al pago 
de las costas de ambas instancias también.— Es Justicia"; 
K), que, comunicado el expediente ál Magistrado Procu, 
rador Fiscal del- Juzgado del cual se trata, dicho Magistra_ 
do dictaminó, en la audiencia del veintinueve de junio de 
mil novecientos cuarenta y dos, en esta forma: "somos 
de opinión que sea desestimada la excepción de incompe-
tencia invocada por los apelantes Señores Manuel López 
Reinoso y Manuel López Mora, salvo vuestro mejor pare_ 
cer"; L), que el Juzgado de Primera Instancia del Distri_ 
to Judicial de La Vega dictó,_, en fecha diecisiete de julio 
de mil novecientos cuarenta y dos, la sentencia contra la 
cual se ha recurrido a casación y cuyo disposiivo es el que 
a continuación se copia: "FALLA: 'PRIMERO: que debe 
declarar y declara válidos los recursos de apelación inter, 
puestos por los Señores José Manuel López Reynoso y 
Manuel López Mora, este último como intreviniente volun_ 
tario, contra la sentencia de fecha veintiocho de Abril de 
mil novecientos cuarentidos, cuyo dispositivo dice así: 
'"Primero: en cuanto a la demanda en intervención que de-
be admitir y admite como regular en la forma, la demandzi 
intentada por'el señor Manuel López Mora según acta No. 
27 de fecha 14 de Abril año en curso del Alguacil Luis F. 
Persia.— Segundo: respecto al fondo, que la debe recha_ 
zar y rechaza por improcedente y mal fundada.— Terce, 
ro: en cuanto a la demanda principal, que debe rescindir 
y rescinde por falta de cumplimiento del arrendatario se_ 
ñor José Manuel López Reinoso en cuanto al pago del pre_ 
cio anual de dicho contrato, el arrendamiento de la par-
cela No. 227, D. C. No. 6, radicado en la Sección de Ba_ 
cuí de ésta Común, Sitio de Magüey, limitada así: al Nor_ 

te Petronila López, Sucs. de Dolores López y Sucs. de Eu_ 
dosia López, Parcela No. 225 del D. C. No. 6 de esta 
Común, al Sur propiedad de Domingo López, parcela No. 
229 del mismo-D. Catastral, al Este Sucs. de Juan López, 
Domingo López y los Sucs. de José López y Ana Mora Vda. 
López, parcelas Nos. 228, 229 y 230 del mismo Distrito 
Catastral; y al Oeste Domingo Rodríguez Salcedo y Félix 
y Pedro López, Parcelas Nos. 215, 226 y 236 del mismo 
Distrito Catastral, el cual fué formulado según acto arri, 
ba transcrito.— Cuarto: que debe ordenar y ordena que 
el señor José Manuel López R. desaloje inmediatamente 
la finca radicada en el Distrito Catastral No. 6 de la Co-
mún de La Vega, parcela No. 227, cultivada de cacao y 
café, con dos casas de maderas del país, techada una de 
zinc, y otra de cana con todas sus anexidades y depen, 
dencias, radicados en el sitio de MagGey, común y pro_ 
vincia de La Vega. Quinto: que debe ordenar y ordena la 
ejecución provisional ), y sin .  fianza de la presente senten_ 
cia, no obstante apelación.— Sexto: que debe condenar 
y condena al señor Manuel López Mora, demandante en 
intervención al pago de los costos de tal procedimiento.—
Séptimo.— que debe condenar y condena al señor José 
Manuel López R., demandado en lo principal al pago de los 
costos de éste procedimiento";— SEGUNDO: que debe de, 
clarar y declara que este Juzgado es incompetente para 
conocer del fondo de la supradicha sentencia recurrida, en 
razón de la materia; TERCERO: que debe declarar y de-
clara que la Alcaldía de esta común era también incom_ 
petente para' conocer de la referida acción, en lo que 
concierne al caso sometido por el interviniente Señor Ló... 
pez Mora, en razón de la materia; CUARTO: que debe 
anular y anula lag sentencia recurrida, cuyo dispositivo se 
menciona en el ordinal No. 1, de esté fallo, por improce, 
dente; QUINTO: que debe ordenar y ordena que el ex_ 
pediente objeto de esta sentencia sea enviado al Secreta-
rio del Tribunal de Tierras como declinatoria de este Juz, 
gado; SEXTO: que debe condenar al Señor Horacio Fran_ 
cisco Ariza, parte intimada, al pago de las costas, las 
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cuales se distraen en provecho de los Licenciados José Mi, 
guel Pereira Goico, y J. Gabriel 'Rodríguez, en sus respec_ 
tivas calidades, por haber estos afirmado que han hecho 
su avance. Y por esta sentencia, asi se pronuncia, manda 

y firma"; 
Considerando, que la parte intimarte expresa, para 

así presentar los medios de su recurso, lo siguiente: 
"Contra este fallo recurre en casación Horacio Fco. Ariza 
por considerar que la sentencia aludida viola lo. las re-
glas de la competencia, el art. 7 de la Ley No. 1231 del 
Congreso Nacional, el artículo 145 de la Ley de Tierras y 
el inciso segundo del artíc4u o 1o. del Código de Procedi, 
miento Civil;— 2o.— El artículo 141 del Código de Pro, 
cedimiento Civil.— 3o.— Lós artículos 1134, 1184 y 1315 
del Código de Procedimiento Civil.— y los artículos 402 y 
403 del Código de Procedimiento Civil"; 

Considerando, en cuanto al segundo de los medios in,, 
dicados, concerniente a la alegada violación del artículo 
141 del Código de Procedimiento Civil: que el medio del 
que se trata es desarrollado, por la parte intimante, en 
los términos siguientes: "1.— En el ordinal segundo que 
contiene el dispositivo de la sentencia recurrida, el Juz-
gado de Primera Instancia de La Vega se declara incompe, 
tente para conocer del fondo del fallo rendido por el Al, 
calde Comunal de La Vega, en razón de la materia, pe or 

funda semejante decisión.— 
nó dá las razones en las cu 
Solo en el cuarto CONSIDERANDO del fallo atacado se re, 
fiere el Juez de La Vega a su propia incompetencia en la 
siguiente forma:— CONSIDERANDO: que por tanto al 

haberse llenado las formalidades de forma por los rec aí 

 rrentes, procede declarar válidos sus recursos respectivos, 
pronunciándose la nulidad de la sentencia recurrida, así 
como la incompetencia de este Juzgado para estatuir, res_ 
pecto del fondo de los supradichos recursos por razones de 
incompetencia de ambas jurisdicciones".— Tal como resul; 
ta del anterior Considerando, el Juez de La Vega, se con, 
sideró incompetente por formalidades de forma, cuando 
ha debido hacerlo por razones fundamentales de Derecho 
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que ha omitido exponer. —Nótese que en los Consideran_ 
dos segundo y tercero de su fallo, el Juez de Primera Ins, 
tancia de La Vega, toma com •suyos, los motivos de la in_ 
tervención de Manuel López Mora, para fundar en ellos la 
incompetencia del Juez Alcalde Comunal de La Vega, y aún 
cuando estos motivos son erróneos, no los adopta para ba-
sar en ellos la incompetencia declarada del Juzgado de 
Primera Instancia de La Vega.— La falta a la disposición 
del art. 141 del Código de Procedimiento Civil es eviden_ 
te.— 2o.— Pero hay algo más :— En el tercer ordinal del 
dispositivo de la sentencia recurrida, el Juzgado de Pri 
mera Instancia de La Vega, dice: "que debe declarar 

-II' y declara que la Alcaldía de esta Común era tambjn in.. 
competente para conocer de la referida acción en lo 
que concierne -al caso 	sometido por el interviniente Sr. 
Manuel López Mora en razón de la materia".— Y a renglón 
seguido en el cuarto ordinal, la sentenciaD recurrida dis_ 
pone: "que debe anular y anula la sentencia recurrida 
(debe decir apelada) cuyo dispositivo se menciona en el 
ordinal No. 1 de este fallo, por improcedente".— Los mo_ 
tivos en los cuales descansa la "improcedencia", tampoco 

ti
los da el Juez en su sentencia.— Hay una falta de motivos 
evidente en la sentencia recurrida, y en consecuencia, una 
violación del art. 141 del Código de Procedimiento Civil"; 

Considerando, que de acuerdo con la adición al artícu_ 
1 lo 	 e la Ley de Registro de Tierras, por el artículo 7 de 

la Ley No. 1231, del 15 de diciembre de mil novecientos 
veintinueve "solamente los Tribunales de Tierras conoce, 
rán de los litigios relacionados con terrenos registrados y 
sus mejoras"; que esta disposición se refiere no solarnen, 
te a los litigios relativos a los derechos de, propiedad re_ 
gistrados, sino también y por lo menos a cualquier otro 
derecho, igualmente registrado, sobre los terrenos alu-
didos, y por lo tanto, sólo el Tribunal de Tierras podría or e 

 denar la cancelación o la modificación, discutida, de cual_ 
quier derecho que constara en el título del cual se trata, 
se; que asímismo, como según el artículo 70 de la Ley de 
Registro de Tierras, "cada decreto, mandamiento o fallo 

i 
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cuales se distraen en provecho de los Licenciados José Mi, 
guel Pereira Goico, y J. Gabriel 'Rodríguez, en sus respec_ 
tivas calidades, por haber estos afirmado que han hecho 
su avance. Y por esta sentencia, asi se pronuncia, manda 

y firma"; 
Considerando, que la parte intimaiite expresa, para 

así presentar los medios de su recurso, lo siguiente: 
"Contra este fallo recurre en casación Horacio Feo. Ariza 
por considerar que la sentencia aludida viola lo. las re-
glas de la competencia, el art. 7 de la Ley No. 1231 del 
Congreso Nacional, el artículo 145 de la Ley de Tierras y 
el inciso segundo del artíc,ulo lo. del Código de Procedi_ 
miento Civil;— 2o.— El artículo 141 del Código de Pro,. 
cedimiento Civil.— 3o.— Lós artículos 1134, 1184 y 1315 
del Código de Procedimiento Civil.— y los artículos 402 y 
403 del Código de Procedimiento Civil"; 

Considerando, en cuanto al segundo de los medios in_ 
dicados, concerniente a la alegada violación del artículo 
141 del Código de Procedimiento Civil: q el medio del 
que se trata es desarrollado, por la parte i

ue ntimante, en 

los términos siguientes: "1.— En el ordinal segundo que 
contiene el dispositivo de la sentencia recurrida, el Juz-
gado de Primera Instancia de La Vega se declara incompe, 
tente para conocer del fondo del fallo rendido por el Al, 
calde Comunal de La Vega, en razón de la materia, pe or 

nó dá las razones en las cuales funda semejante decisión.—
Solo en el cuarto CONSIDERANDO del fallo atacado se re_ 
fiere el Juez de La Vega a su propia incompetencia en la 
siguiente forma:— CONSIDERANDO: que por tanto al 
haberse llenado las formalidades de forma por los recu_ 
rrentes, procede declarar válidos sus recursos respectivos, 
pronunciándose la nulidad de la sentencia recurrida, así 
como la incompetencia de este Juzgado para estatuir, res, 
pecto del fondo de los supradichos recursos por razones de 
incompetencia de ambas jurisdicciones".— Tal como resul; 
ta del anterior Considerando, el Juez de La Vega, se con,cuando 
sideró incompetente por formalidades de forma, 
ha debido hacerlo por razones fundamentales de Derecho 
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que ha omitido exponer. —Nótese que en los Consideran, 
dos segundo y tercero de su fallo, el Juez de Primera Ins_ 
tancia de La Vega, toma com suyos, los motivos de la in_ 
tervención de Manuel López Mora, para fundar en ellos la 
incompetencia del Juez Alcalde Comunal de La Vega, y aún 
cuando estos motivos son erróneos, no los adopta para ba-
sar en ellos. la  incompetencia declarada del Juzgado de 
Primera Instancia de La Vega.— La falta a la disposición 
del art. 141 del Código de Procedimiento Civil es eviden, 
te.— 2o.— Pero hay algo más:— En el tercer ordinal del 
dispositivo de la sentencia recurrida, el Juzgado de Pri, 
mera Instancia de La Vega, dice: "que debe declarar 
y declara que la Artaldía de esta Común era también in, 
competente para conocer de la referida acción en lo 
que concierne al caso sometido por el interviniente Sr. 
Manuel López Mora en razón de la materia".— Y a renglón 
seguido en el cuarto ordinal, la sentenciaD recurrida dis, 
pone: "que debe anular y anula la sentencia recurrida 
(debe decir apelada) cuyo dispositivo se menciona en el 
ordinal No. .1 de este fallo, por improcedente".— Los mo_ 
tivos en los cuales descansa la "improcedencia", tampoco 
los da el Juez en su sentencia.— Hay una falta de motivos 
evidente en la sentencia recurrida, y en consecuencia, una 
violación del art. 141 del Código de Procedimiento Civil"; 

Considerando, que de acuerdo con la adición al artícu_ 
lo 7 de la Ley de Registro de Tierras, por el artículo 7 de 
la Ley No. 1231, del 15 de diciembre de mil novecientos 
veintinueve "solamente los Tribunales de Tierras conoce_ 
rán de los litigios relacionados con terrenos registrados y 
sus mejoras"; que esta disposición se refiere no solamen, 
te a los litigios relativos a los derechos de propiedad re_ 
gistrados, sino también y por lo menos a cualquier otro 
derecho, igualmente registrado, sobre los terrenos alu-
didos, y por lo tanto, sólo el Tribunal de Tierras podría or_ 
denar la cancelación o la modificación, discutida, de cual, 
quier derecho que constara en el título del cual se trata, 
se; que asímismo, como según el artículo 70 de la Ley de 
Registro de Tierras, "cada decreto, mandamiento o fallo 
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de registro, afectará y saneará el título del terreno, que 
afectarán solamente las excepciones indicadas en este ar_ 
tículo" (concernientes a la revisión por causa de fraude) 
"y en el artículo 80", era lógico que el artículo 145 de la 
indicada ley dispusiera, como dispuso, que "al empezarse 
cualquiera mensura catastral, de acuerdo con el artículo 
54, todos los casos relacionados con el título o posesión de 
cualquier terreno comprendido en el área abarcada por la 
mensura catastral, y que estuvieren pendientes de oírse en 
los demás tribunales dominicanos, pasarán IPSO FACTO 
al Tribunal de Tierras; y el secretario de cualquiera de 
esos tribunales en que estuviere en estado una causa aná-
loga enviará en seguida el expediente, de la causa, acom_ 
pallado de todas las piezas de convicción o elementos de 
prueba y todo lo relacionado con las mismas al secretario 
del Tribunal de Tierras, quien las trasmitirá al magistrado 
o juez designado para conocer en dicha causa relacionada 
con un terreno que esté incluido én un área catastral, y 
éste la conocerá y fallará en conexión con los demás asun, 
tos que emanen de la misma"; pero, 

Considerando, que el artículo 141 del Código de Proce_ 
dimiento Civil expresa que"la redacción de las sentencias 
contendrá los nombres de los jueces, del fiscal y de lo:- 
abogados; los nombres, profesiones y domicilios de lag 
partes; sus conclusiones, la exposición sumaria de los pun_ 
tos de hecho y de derecho, los fundamentos y el dispo, 
sitivo", y por lo tanto es evidente que una sentencia por 
la cual un tribunal de derecho común se declare incompe_ 
tente para conocer de algún caso, porque considere que 
ello sea de la competencia del Tribunal de Tierras, debe 
exponer, de modo sumario pero suficiente, "los puntos 
de hecho y de derecho" y los "fundamentos" o motivos que 
hayan conducido a la decisión sobre incompetencia con 
la declinatoria correspondiente; que de otro modo, no pa_ 
dría la Suprema Corte de Justicia, como Corte de Casación, -
ejercer los poderes de examen que le están conferidos; 

Considerando, que de acuerdo con las enunciaciones de 
la decisión ahora impugnada, el Señor Horacio Francisco 

BOLETtN JUDICIAL 	 275 

Ariza había obtenido, en fecha veintiuno de febrero de mil 
novecientos cuarenta y uno, una sentencia del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, por 
la cual le fué adjudicada "una finca rural radicadtt en el 
Distrito Catastral Número 6 (seis) de la común de La Ve_ 
ga, Parcela Número 227 (doscientos veintisiete), cultiva: 
da de cacao y café, con dos casas, con todas sus anexi-
dades y dependencias" etc., que constituye la misma pro_ 
piedad sobre la cual versa el fallo que es objeto del presen_ 
te recurso; que la existencia de tal hecho que no aparece 
discutida en momento alguno por las partes, se encuentra 
afirmada, por todas ellas, en el convenio notarial del 
veinticuatro de marzo de mil novecientos cuarenta y uno, 
que figura copiado en la sentencia atacada en casación' 
que confirma la existencia de dicha adjudicación, la 
cunstancia de que se trate de una sentencia dada por d 
mismo Juzgado que dictó la impugnada ahora, y la de 
que tal Juzgado no contradiga, en esta última, la refe-
rida existencia; que la adquisición, por el Señor Horacio 
F. Ariza, del predio discutido, constaba, pues, en un acta 
auténtica —la sentencia de adjudicación—, que constituía 
un título de propiedad cuya fuerza ejecutoria, en la me-
dida en que la ley se la atribuye frente al embargado, no (lis.; 
minuía por la sola circunstancia de que se hubiese int_ 
ciado la mensura catastral del lugar; que si faltaba por 
ser llenada alguna formalidad legal para que el adjudica, 
tario pudiese usar dicho título, la sentencia impugnada 
no lo expresa, en forma alguna; que si bien el Tribu_ 
nal de Tierras, al fallar sobre el saneamiento del sitio, o 
en el curso del mismo, podría hacer uso de las facultades 
que tenía el juez que pronunció la adjudicación, y anular 
.ésta si ello procediera, legalmente, al Juzgado a quo -no le 
bastaba, para motivar el fallo ahora impugnado, expresar, 
como expresó, que se hallaba "bajo saneamiento catastral 
la parcela de terreno en litigio", sin indicar si había algu-
na disposición del Tribunal de Tierras que suspendiera la 
fuerza ejecutoria del título auténtico de adjudicación, so_ 
bre cuya validez (la de tal hipótetica disposición) no ha_ 
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de registro, afectará y saneará el título del terreno, que 
afectarán solamente las excepciones indicadas en este ar, 
tículo" (concernientes a la revisión por causa de fraude) 
"y en el artículo 80", era lógico que el artículo 145 de la 
indicada ley dispusiera, como dispuso, que "al empezarse 
cualquiera mensura catastral, de acuerdo con el artículo 
54, todos los casos relacionados con el título o posesión de 
cualquier terreno comprendido en el área abarcada por la 
mensura catastral, y que estuvieren pendientes de oírse en 
los demás tribunales dominicanos, pasarán IPSO FACTO 
al Tribunal de Tierras ; y el secretario de cualquiera de 
esos tribunales en que estuviere en estado 'una causa aná-
loga enviará en seguida el expediente de la causa, acom_ 
pallado de todas las piezas de convicción o elementos de 
prueba y todo lo relacionado con las mismas al secretario 
del Tribunal de Tierras, quien las trasmitirá al magistrado 
o juez designado para conocer en dicha causa relacionada 
con un terreno que esté incluido én un área catastral, y 
éste la conocerá y fallará en conexión con los demás asun, 
tos que emanen de la misma"; pero, 

Considerando, que el artículo 141 del Código de Proce-
dimiento Civil expresa'que "la redacción de las sentencias 
contendrá los nombres de los jueces, del fiscal y de los 
abogados; los nombres, profesiones y domicilios de las 
partes; sus conclusiones, la exposición sumaria de los pun, 
tos de hecho y de derecho, los fundamentos y el dispo-
sitivo", y por lo tanto es evidente que una sentencia por 
la cuál un tribunal de derecho común se declare incompe_ 
tente para conocer de algún caso, porque considere que 
ello sea de la competencia del Tribunal de Tierras, debe 
exponer, de modo sumario pero suficiente, "los puntos 
de hecho y de derecho" y los "fundamentos" o motivos que 
hayan conducido a la decisión sobre incompetencia con 
la declinatoria correspondiente; que de otro modo, no po_ 
dría la Suprema Corte de Justicia, como Corte de Casación 
ejercer los poderes de examen que le están conferidos; 

Considerando, que de acuerdo con las enunciaciones de 
la decisión ahora impugnada, el Señor Horacio Francisco 
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Ariza había obtenido, en fecha veintiuno de febrero de mil 
novecientos cuarenta y uno, una sentencia del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, por 
la cual le fué adjudica  da "una finca rural radicadli en el 
Distrito Catastral Número 6 (seis) de la común de La Ve.. 
ga, Parcela Número 227 (doscientos veintisiete), cultiva:. 
da de cacao y café, con dos casas, con todas sus anexi-
darles y dependencias" etc., que constituye la misma pro_ 
piedad sobre la cual versa el fallo que es objeto del presen, 
te recurso; que la existencia de tal hecho que no aparece 
disdutida en momento alguno_ por las partes, se encu .entra 
afirmada, por todas ellas, en el convenio notarial del 
veinticuatro de marzo de mil novecientos cuarenta y uno, 
que figura copiado en la sentencia atacada en casación; 
que confirma la existencia de dicha adjudicación, la 
cunstancia de que se trate de una sentencia dada por el 
mismo Juzgado que dictó la impugnada ahora, y la de 
que tal Juzgado no contradiga, en esta última, la refe.. 
rida existencia; que la adquisición, por el Señor Horacio 
F. Ariza, del predio discutido, constaba, pues, en un acta 
auténtica —la sentencia de adjudicación—, que constituía 
un título de propiedad cuya fuerza ejecutoria, en la me-
dida en que la ley se la atribuye frente al embargado, no dis„: 
minuía por la sola circunstancia de que se hubiese ini, 
ciado la mensura catastral del lugar; que si faltaba por 
ser llenada alguna formalidad legal para que el adjudica, 
tario pudiese usar dicho título, la sentencia impugnada 
no lo expresa, en forma alguna; que si bien el Tribu_ 
nal de Tierras, al fallar sobre el saneamiento del sitio, o 
en el curso del mismo, podría hacer uso de las facultades 
que tenía el juez que pronunció la adjudicación, y anular 
ésta si ello procediera, legalmente, al Juzgado a quo no le 
bastaba, para motivar el fallo ahora impugnado, expresar, 
como expresó, que se hallaba "bajo saneamiento catastral 
la parcela de terreno en litigio", sin indicar si había algu-
na disposición del Tribunal de Tierras que suspendiera la 
fuerzá ejecutoria del título auténtico de adjudicación; so, 
bre cuya validez (la de tal hipótetica disposición) no ha, 
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cuarenta y uno), "de cuyo recurso intentado por esos actos 
desistió Manuel Lópe9 Mora, como ya se ha justificado"; 
que en Vano expresa f la sentencia ahora atacada, que en 
el acto . notarial arriba aludido, "el Señor Manuel Mera de_ 
sistía de un derecho litigioso y se arrendaba el objeto 
del litigio a su propio hijo, José Manuel López Reinoso, 
haciendo a la .  vez el Señor Horacio Francisco Ariza formal 
promesa al arrendamiento" (debe ser al .arrendatario, en 
corrección de un error material evidente) "Señor José Ma,_ 
nuel ✓ópez Reinoso, de venderle la propiedad arrendada al 
vencimiento del contrato, haciéndose con esas cláusulas 
que la cuestión de propiedad se vinculara a la de posesión 
precaria, de manera predominante, tanto más cuanto que 
el referido acto de arrendamiento no fué registrado en la 
oficina del Registrador de Títulos para que surtiera efec-
tos legales"; que en lo que queda copiado no existen mo_ 
tivos pertinentes y no contradictorios para el fallo atacado, 
por las razones siguientes: a) porque, según ha sido ya 
establecido, el título de propiedad del Señor Ariza no ano._ 
recia ser el acto del notario Lic. J. Alcibíades Roca, sino 
la sentencia de adjudicación preexistente; b), porque el 
acto notarial en referencia había surtido ya un efecto, con-
sistente en liberar al Señor Horacio Francisco Ariza de la 
calidad de demandado en nulidad de su adjudicación, y 
dicha calidad de demandado en nulidad no podía renacer. 
sino por virtud de algún nuevo acto, de cuya existencia no 
dice el Juez a quo le hubiera sido presentada alguna prue_ 
ba; y el Señor Ariza no habría podido constituir abo_ 
gado frente a una demanda cuyo desistimiento había 
aceptado, ni pedir al Juez, en esas condiciones, que fijase 
audiencia para conocer de una demanda ya inexistente; c), 
porque son motivos contradictorios que, por lo tanto, se 
destruyen recíprocamente, el expresar, por una parte, 
que la pretendida incompetencia del Juez a quo se funda_ 
se en lo dispuesto en el artículo 145 de la Ley de Regis_ 
tro de Tierras, por "hallarse bajo saneamiento catastral 
la parcela de terreno en litigio", después de haber dicho 
que "el referido acto de arrendamiento no fué registrado 
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bría podido decidir nada el repetido Juzgado a quo, el 
cual tendría que acatarla; que si a éste se le hubiese pre_ 
sentado un acto regular de demanda, en nulidad :le la ad_ 
judicación, pendiente de ser conocido por un tribunal dis_ 
tinto, el Juzgado de La Vega no habría sido competen_ 
te para decidir sobre la seriedad de tal demanda; pero, 
que sí era competente para considerar que las simple afir_ 
maciones del Señor Manuel López Mora, sobre la existen-
cia de una demanda en nulidad pendiente de ser juzgada, 
carecían o nó de seriedad, si no se le presentaba alguna 
constancia fidedigna del aludido acto de demanda; que 
ello es tanto más notable, cuanto que el Juez Alcalde que 
había fallado, en primer grado, acerca del asunto, había 
expresado, en el segundo y en el tercer considerando de su 
decisión, que por el acto, del veinticuatro de Marzo de mil 
novecientos cuarenta y uno, "instrumentado por el No, 
tario Público de los del número para esta Común" (La Ve-
ga) "Lic. J. Alcibíades Roca, se establece con precisión y 
claridad que el señor Manuel López Mora desistió y rental_ 
ció pura y simplemente a una demanda que en fecha vein, 
ticuatro de Febrero del año mil novecientos cuarentiuno 
intentó por acto del Alguacil Luis F. Persia, contra los 
señores Horacio Fco. Ariza, doña Gumercinda Almán_ 
zar Vda. Alvarez y Lic. Francisco José Alvarez, , en nu_ 
lidad de la adjudicación que hizo el Juzgado de Primera 
Instancia de este Distrito Judicial" (de La Vega), "de la 
propiedad objeto de la presente litis en rescisión de con-
trato de arrendamiento, en razón de que dicha demanda ea_ 
recia de fundamento y base legal, prestando aquiescencia 
a aquella sentencia fechada veintiuno de Febrero del mis_ 
mo año"; y que ''ni el demandante en intervención, ni el 
demandado en lo principal han probado la existencia de su 
pretendida litis entre Manuel López Mora y Horacio Feo. 
Ariza, concretándose el primero solamente a mencionar, 
aos actos notificados por el Alguacil Luis F. Persia, fecha, 
dos, veintiuno y veinticuatro de Febrero del mil nove, 
cientos cuarenta" (en el año parece haber un error, pues 
las otras enunciaciones del fallo indican el mil novecientos 
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bría podido decidir nada el repetido Juzgado a quo, el 
cual tendría que acatarla; que si a éste se le hubiese pre_ 
sentado un acto regular de demanda, en nulidad .le la ád_ 
judicación, pendiente de ser conocido por un tribunal dis_ 
tinto, el Juzgado de La Vega no habría sido competen_ 
te para decidir sobre la seriedad de tal demanda; pero, 
que sí era competente para considerar que las simple afir_ 
maciones del Señor Manuel López Mora, sobre la existen-
cia de una demanda en nulidad pendiente de ser juzgada, 
carecían o nó de seriedad, si no se le presentaba alguna 
constancia fidedigna del aludido acto de demanda; que 
ello es tanto más notable, cuanto que el Juez Alcalde que 
había fallado, en primer grado, acerca del asunto, había 
expresado, en el segundo y en el tercer considerando de su 
decisión, que por el acto, del veinticuatro de Marzo de mil 
novecientos cuarenta y uno, "instrumentado por el No_ 
tario Público de los del número para esta Común" (La Ve-
ga) "Lic. J. Alcibíades Roca, se establece con precisión y 
claridad que el señor Manuel López Mora desistió y renun_ 
ció pura y simplemente a una demanda que en fecha vein, 
ticuatro de Febrero del año mil novecientos cuarentiuno 
intentó por acto del Alguacil Luis F. Persia, contra los 
señores Horacio Feo. Ariza, doña Gumercinda Almán_ 
zar Vda. Alvarez y Lic. Francisco José Alvarez, en nu_ 
lidad de la adjudicación que hizo el Juzgado de Primera 
Instancia de este Distrito Judicial" (de La Vega), "de la 
propiedad objeto de la presente litis en rescisión de con-
trato de arrendamiento, en razón de que dicha demanda ca_ 
recia de fundamento y base legal, prestando aquiescencia 
a aquella sentencia fechada veintiuno de Febrero del mis_ 
mo año"; y que "ni el demandante en intervención, ni el 
demandado en lo principal han probado la existencia de su 
pretendida litis entre Manuel López Mora y Horacio Feo. 
Ariza, concretándose el primero solamente a mencionar 
los actos notificados por el Alguacil Luis F. Persia, fecha, 
dos, veintiuno y veinticuatro de Febrero del mil nove, 
cientos cuarenta" (en el año parece haber un error, pues 
las otras enunciaciones del fallo indican el mil novecientos 
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cuarenta y uno), "de cuyo recurso intentado por esos actos 
desistió Manuel Lópeg Mora, como ya se ha justificado"; 
que en Vano expresa la sentencia ahora atacada, que en 
el acto notarial arriba aludido, "el Señor Manuel Mera de_ 
sistía de un derecho litigioso y se arrendaba el objeto 
del litigio a su propio hijo, José Manuel López Reinoso, 
haciendo a la_ vez el Señor Horacio Francisco Ariza formal 
promesa al arrendamiento" (debe ser al arrendatario, en 
corrección de un error material evidente) "Señor José Ma, 
nuel López Reinoso, de venderle la propiedad arrendada al 
vencimiento del contrato, haciéndose con esas cláu1ulas 
que la cuestión de propiedad se vinculara a la de posesión 
precaria, de manera predominante, tanto más cuanto que e 

el referido acto de arrendamiento no fué registrado en la 
oficina del Registrador de Títulos para que surtiera efes_ 
tos legales"; que en lo que queda copiado no existen mo_ 
tivos pertinentes y no contradictorios para el fallo atacado, 
por las razones siguientes: a) porque, según ha sido ya 
establecido, el título de propiedad del Señor Ariza no apa_ 
recia ser el acto del notario Lic. J. Alcibíades Roca, sino 
la sentencia de adjudicación preexistente; b), porque el 
acto notarial en referencia había surtido ya un efecto, con-
sistente en liberar al Señor Horacio Francisco Ariza de la 
calidad de demandado en nulidad de su adjudicación, y 
dicha calidad de demandado en nulidad no podía renacer, 
sino por virtud de algún nuevo acto, de cuya existencia no 
dice el Juez a quo le hubiera sido presentada alguna prue_ 
ba; y el Señor Ariza no habría podido constituír ab°, 
gado frente a una demanda cuyo desistimiento había 
aceptado, ni pedir al Juez, en esas condiciones, que fijase 
audiencia para conocer de una demanda ya inexistente; c), 
porque son motivos contradictorios que, por lo tanto, se 
destruyen recíprocamente, el expresar, por una parte, 
que la pretendida incompetencia del Juez a quo se funda, 
se en lo dispuesto en el artículo 145 de la Ley de Regis_ 
tro de Tierras, por "hallarse bajo saneamiento catastral 
la parcela de terreno en litigio", después de haber dicho 
que "el referido acto de arrendamiento no fué registrado 



278 
	 BOLETIN JUDICIAL 

en la oficina del Registrador de Título, para que surtiera 
efectos legales", pues el aludido registro sólo hubiera pe>, 
dido efectuarse al expedir, el Tribunal Superior de Tierras, 
el decreto de Registro, o después de expedido éste, y nó 
cuando todavía se estuviera en el proceso de saneamiento; 
d), porque la falta del registro en referencia, si bien podría, 
quizás (y esto no es necesario decidirlo ahora en algún sen_ 
tido), privar al alegado arrendatario del derecho de adu_ 
cir tal calidad, no podría, por sí sola, privar legalmente 
al propietario de su condición de tal; 

e Considerando. que el conjunto de las consideraciones 
que anteceden evidencia que el fallo impugnado carece de 
motivos suficientes, de hecho y de derecho, para funda_ 
mentar lo que en él fué decidido, y que por ello debe ser 
casado ; 

Por tales motivos, Primero: casa la sentencia dictada, 
en grado de apelación, por el Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de La Vega, en fecha diecisiete de 
julio de mil novecientos cuarenta y dos, cuyo dispositivo 
ha sido copiado en otro lugar del presente fallo, y envía 
el asunto al Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju, 
dicial de Espaillat; y Segundo: condena las partes intima_ 
das al pago de las costas. 

(Firmados) :— J. Tomás Mejía.— Dr. T. Franco Fran_ 
co.— F. Tavares hijo.— B. del Castillo S.— Eudaldo Tron, 
coso de la C.— J. Pérez Nolasco.— Eug. A. Alvarez, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fué firma-
da, leída y publicada por mí, Secretario General, que certi_ 
fico.— (Firmado) : Eug. A. Alvarez. 
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DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus_ 
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciado 
Juan Tomás Mejía, Presidente; Doctor Tulio Franco Fran_ 
co, Primer Sustituto de Presidente; Licenciados Froilán 
Tavares hijo, Segundo Sustituto de Presidente; Benigno 
del Castillo S., Eudaldo Troncoso de la Concha, Rafael Es., 
trella Urea y José Pérez Nolasco, asistidos del infrascrito 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
ventinueve del mes de marzo de mil novecientos cuarenta y 
tres, año 100o. de la Independencia, 80o. de la Restaura-
ción y •13o. de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú_ 
blica, como Corte de Casación, la sentencia siguiente: 

Sobre le recurso de casación interpuesto por el incul-
pado Antonio Arias, mayor de edad, dominicano, casado, 
agricultor, domiciliado y residente en Gurabo, sección de la 
común de Santiago, portador de la cédula personal de 
identidad No. 6748, Serie 31, contra sentencia en mate, 
ria correccional de la Corte de Apelación de Santiago de fe, 
cha veintiseis de octubre de mil novecientos cuarenta y 
dos, y sobre el recurso de casación interpuesto contra la 
misma sentencia por la señora Emelinda Domínguez, ma_ 
yor de edad, de oficios domésticos, domiciliada y residente 
en Gurabo, sección de la común de Santiago, portadora de 
la cédula personal de identidad No. 8883, Serie 31, renova_ 
da con el sello No. 33419; 

Vistas las actas de los recursos de .casación, levanta, 
das en la Secretaría de la Corte de Apelación de Santiago, 
en fechas veintiseis y treinta de octubre de mil novecien, 
tos cuarenta y dos, respectivamente; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Magistrado Procurador General de la Repúbli, 

ca, Lcdo. Pablo M. Paulino, en la lectura de su dictamen; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber dell- 
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en la oficina del Registrador de Título, para que surtiera 
efectos legales", pues el aludido registro sólo hubiera po_ 
dido efectuarse al expedir, el Tribunal Superior de Tierras, 
el decreto de Registro, o después de expedido éste, y nó 
cuando todavía se estuviera en el proceso de saneamiento; 
d), porque la falta del registro en referencia, si bien podría, 
quizás (y esto no es necesario decidirlo ahora en algún sen_ 
tido), privar a? alegado arrendatario del derecho de adu_ 
cir tal calidad, no podría, por sí sola, privar legalmente 
al propietario de su condición de tal; 

e 
, Considerando, que el conjunto de las consideraciones 

que anteceden evidencia que el fallo impugnado carece de 
motivos suficientes, de hecho y de derecho, para funda, 
mentar lo que en él fué decidido, y que por ello debe ser 
casado; 

Por tales motivos, Primero: casa la sentencia dictada, 
en grado de apelación, por el Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de La Vega, en fecha diecisiete de 
julio de mil novecientos cuarenta y dos, cuyo dispositivo 
ha sido copiado en otro lugar del presente fallo, y envía 
el asunto al Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju, 
dicial de Espaillat; y Segundo: condena las partes intima_ 
das al pago de las costas. 

(Firmados) :— J. Tomás Mejía.— Dr. T. Franco Fran_ 
co.— F. Tavares hijo.— B. del Castillo S.— Eudaldo Pron_ 
coso de la C.— J. Pérez Nolasco.— Eug. A. Alvarez, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fué firma-
da, leída y publicada por mí, Secretario General, que certi_ 
fico.— (Firmado): Eug. A. Alvarez. 
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DIOS. PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus_ 
ticia, regularmente constituida poi. los Jueces Licenciado 
Juan Tomás Mejía, Presidente; Doctor Tulio Franco Fran_ 
co, Primer Sustituto de Presidente; Licenciados Froilán 
Tavares hijo, Segundo Sustituto de Presidente; Benigno 
del Castillo S., Eudaldo Troncoso de la Concha, Rafael Es.. 
trella Ureña y José Pérez Nolasco, asistidos del infrascrito 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
ventinueve del mes de marzo de mil novecientos cuarenta y 
tres, año 100o. de la Independencia, 80o. de la Restaura-
ción y •13o. de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú_ 
blica, como Corte de Casación, la sentencia siguiente: 

Sobre le recurso de casación interpuesto por el incul, 
pado Antonio Arias, mayor de edad, dominicano, casado, 
agricultor, domiciliado y residente en Gurabo, sección de la 
común de Santiago, portador de la cédula personal de 
identidad No. 6748, Serie 31, contra sentencia en mate, 
ria correccional de la Corte de Apelación de Santiago de fe_ 
cha veintiseis de octubre de mil novecientos cuarenta y 
dos, y sobre el recurso de casación interpuesto contra la 
misma sentencia por la señora Emelinda Domínguez, ma, 
yor de edad, de oficios domésticos, domiciliada y residente 
en Gurabo, sección de la común de Santiago, pOrtadora de 
la cédula personal de identidad No. 8883, Serie 31, renova_ 
da con el sello No. 33419; 

Vistas las actas de los recursos de .casación, levanta, 
das en la Secretaría de la Corte de Apelación de Santiago, 
en fechas veintiseis y 'treinta de octubre de mil novecien, 
tos cuarenta y dos, respectivamente; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Magistrado Procurador General de la Repúbli, 

ca, Lcdo. Pablo M. Paulino, en la lectura de su dictamen; 
La Suprema Corte de Justicia, después de 'haber deli- 
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berado, y vistos los artículos 1 y 2 de la Ley 1051, y 71 
de la Ley sobre Procedimiento de CaSación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada por el 
presente recurso de casación, consta esencialmente lo si_ 
guiente: a), que en fecha nueve de abril del año mil nove_ 
Cientos cuarenta y dos, la señora Emelinda Domínguez, 
domiciliada y residente en la Sección de Gurabo, jurisdic_ 
ción de la provincia de Santiago, portadora de la cédula 
de identidad personal No. 8883, serie 31, compareció por 
ante el Capitán Ayudante del Cuartel General del 5o. Dis_ 
trito de la Policía Nacional en la ciudad de Santiago y le 
expuso: "que el motivo de su comparecencia era para pre-
sentar formal querella contra el nombrado Antonio Arias, 
del d'rnicilio y residencia de la Sección de Gurabo, paraje 
denominado La Chichigua, de esta jurisdicción, por el he_ 
cho de no querer atender éste a la manutención de la me_ 
nor Digna Socorro, de seis meses de edad, que tiene pro_ 
creada con ella, en violación a la Ley No. 1051"; b), que 
en fecha catorce de abril de mil novecientos cuarenta y dos, 
Antonio Arias y Emelinda Domínguez, comparecieron por 
ante el Alcalde de la Segunda Circunscripción de la común 
de Santiago, y no pudieron conciliarse, porque la quere, 
liante Emelinda Domínguez manifestó su deseo de que 
Antonio Arias le pasase una pensión mensual de tres pe., 
sos, para la manutención de su hija menor Digna Socorro, 
meintras Arias expresó "que desconoce la paternidad de 
dicha menor"; c), que apoderado del caso el Juzgado de 

Primera Instancia de Santiago, éste dictó su fallo, en fe ^ 
 cha primero de julio de mil novecientos cuarenta y dos, 

condenando al prevenido "Antonio. Arias a sufrir la pena 
de un año de prisión correccional y al pago de las costas, 
por su delito de violación a la Ley No. 1051, en perjuicio 
de una menor, Digna Socorro, de seis meses de edad, pro_ 
creada con la señora Emelinda Domínguez, y fijando en dos 
pesos mensuales la pensión alimenticia que debe pasar el 
inculpado a la referida menor, para suspender los efectos • 
de la sentencia; d), que inconformes con la dicha senten-
cia, tanto el inculpado Arias, como la querellante Señora  

231 

Domínguez, • interpusieron en tiempo hábil recurso de al_ 
zada, por ante la Corte de Apelación de Santiago, y la vis_ 
ta de ambos recursos se efectuó en las audiencias públi_ 
cas de los días veinte de agosto, veintidos de septiembre y 
veintiuno de octubre de mil novecientos cuarenta y dos; e), 
que en fecha veintiseis de octubre del mismo ario, la Cor_ 
te de Apelación de Santiago dictó una sentencia con el si-
guiente dispositivo: "FALLA:— lro.: que debe declarar y 
declara bueno y válido en cuanto a la forma, los recursos 
de apelación interpuestos por el inculpado Antonio Arias, 
de generales expresadas, y la querellante Emelinda Do, 
mínguez, de generales también anotadas, contra sentencia 
dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Santiago en fecha veinticinco del mes de junio 
del año en curso, y los rechaza en cuanto al fondo; 2do:— 
que debe confirMar y confirma dicha sentencia, y en con„ 
secuencia: debe declarar y declara que dicho inculpado An, 
tonio Arias, es culpable del delito de violación a la Ley. No. 
1051, en perjuicio de una menor, de nombre Digna So, 
corro, de seis meses de edad, procreada con la señora 
Emelinda Domínguez, y como tal 'lo condena a sufrir la pe-
na de un año de prisión correccional y al pago de las cc,s, 
tas, fijando en $2.00 mensuales la pensión alimentacia que 
el mencionado inculpado Antonio Arias debe pasar a la ma-
dre querellate, para atender a las necesidades de la menor, 
y para suspender los efectos de la presente sentencia"; 

Considerando, que inconformes con la dicha sentencia, 
tanto el inculpado Arias, como la querellante Señora Eme_ 
linda Domínguez, interpusieron en tiempo hábil, recurso 
de casación contra el citado fallo; 

Considerando, en cuanto al recurso del inculpado An, 
tonio Arias, que 'éste invoca como único medio de casación 
contra la sentencia de la Corte de Apelación de Santia-
go, que lo condenó por violación de la Ley 1051, no "es_ 
tar satisfecho con la decisión de dicha Corte"; 

Considerando, que la Ley No. 1051 dispone en su ar_ 
tíCulo lo. que, "el padre en primer término, y la madre 
después, están obligados a alimentar, vestir, sostener, 
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berado, y vistos los artículos 1 y 2 de la Ley 1051, y 71 
de la Ley sobre Procedimiento de Caéación ; 

Considerando, que en la sentencia impugnada por el 
presente recurso de casación, consta esencialmente lo si, 
guiente: a), que en fecha nueve de abril del año mil nove, 
Cientos cuarenta y dos, la señora Emelinda Domínguez, 
domiciliada y residente en la Sección de Gurabo, j urisdic_ 
ción de la provincia de Santiago, portadora de la cédula 
de identidad personal No. 8883, serie 31, compareció por 
ante el Capitán Ayudante del Cuartel General del 5o. Dis_ 
trito de la Policía Nacional en la ciudad de Santiago y le 
expuso: "que el motivo de su comparecencia era para pre-
sentar formal querella contra el nombrado Antonio Arias, 
del dgrnicilio y residencia de la Sección de Gurabo, paraje 
denominado La Chichigua, de esta jurisdicción, por el he_ 
cho de no querer atender éste a la manutención de la me, 
nor Digna Socorro, de seis meses de edad, que tiene pro_ 
creada con ella, en violación a la Ley No. 1051"; b), que 
en fecha catorce de abril de mil novecientos cuarenta y dos, 
Antonio Arias y Emelinda Domínguez, comparecieron por 
ante el Alcalde de la Segunda Circunscripción de la común 
de Santiago, y no pudieron conciliarse, porque la quere, 
liante Emelinda Domínguez manifestó su deseo de que 
Antonio Arias le pasase una pensión mensual de tres pe_ 
sos, para la manutención de su hija menor Digna Socorro, 
meintras Arias expresó "que desconoce la paternidad de 
dicha menor"; c), que apoderado del caso el Juzgado de 
Primera Instancia de Santiago, éste dictó su fallo, en fe,. 
cha primero de julio • de mil novecientos cuarenta y dos, 
condenando al prevenido "Antonio ,  Arias a sufrir la pena 
de un año de prisión correccional y al pago de las costas, 
por su delito de violación a la Ley No. 1051, en perjuicio 
de una menor, Digna Socorro, de seis meses de edad, pro_ 
creada con la señora Emelinda Domínguez, y fijando en dos 
pesos mensuales la pensión alimenticia que debe pasar el 
inculpado a. la referida menor, para suspender los efectos • 

de la sentencia; d), que inconformes con la dicha senten. 
cia, tanto el inculpado Arias, como la querellante Señora  
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Domínguez, • interpusieron en tiempo hábil recurso de al_ 
zada, por ante la Corte de Apelación de Santiago, y la vis, 
ta de ambos recursos se efectuó en las audiencias públi. 
cas de los días veinte de agosto, veintidos de septiembre y 
veintiuno de octubre de mil novecientos cuarenta y dos; e), 
que en fecha veintiseis de octubre del mismo ario, la Cor_ 
te de Apelación de Santiago dictó una sentencia con el si- 
guiente dispositivo: "FALLA:— lro.: que debe declarar y 
declara bueno y válido en cuanto a la forma, los recursos 
de apelación interpuestos por el inculpado Antonio Arias, 
de generales expresadas, y la querellante Emelinda Do_ 
mínguez, de generales también anotadas, contra sentencia 
dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Santiago en fecha veinticinco del mes de junio 
del año en curso, y los rechaza en cuanto al fondo; 2do:— 
que debe confirmar y confirma dicha sentencia, y en con_ 
secuencia: debe declarar y declara que dicho inculpado An, 
tonio Arias, es culpable del delito de violación a la Ley- No. 
1051, en perjuicio de una menor, de nombre Digna So, 
corro, de seis meses de edad, procreada con la señora 
Emelinda Domínguez, y como tano condena a sufrir la pe-
na de un año de prisión correccional y al pago de las cc,s,„ 
tas, fijando en $2.00 mensuales la pensión alimentacia que 
el mencionado inculpado Antonio Arias debe pasar a la ma-
dre querellate, para atender a las necesidades de la menor, 
y para suspender los efectos de la presente sentencia"; 

Considerando, que inconformes con la dicha sentencia, 
tanto el inculpado Arias, como la querellante Señora Eme, 
linda Domínguez, interpusieron en tiempo hábil, recurso 
de casación contra el citado fallo; 

Considerando, en cuanto al recurso del inculpado An_ 
tonio Arias, que 'éste invoca como único medio de casación 
contra la sentencia de la Corte de. Apelación de Santia-
go, que lo condenó por violación de la Ley 1051, no "es.. 
tar satisfecho con la decisión de dicha Corte"; 

Considerando, que la Ley No. 1051 dispone en su an_ 
tíCulo lo. que, "el padre en primer término, y la madre 
después, están obligados a alimentar, vestir, sostener, 
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educar y procurar albergue a sus hijos menores de diez y 
ocho años ..."; en el artículo 2o., que "el padr'e o la ma_ 
d-re que faltare a esa obligación, o se negare a cumplirla, y 
persista en su negativa después de haber sido requerido a 
ello, sufrirá la pena de no menos de un año ni más de dos 
de prisión correccional"; 

Considerando, que por su sentencia, la Corte de Ape_ 
lación de Santiago establece, después de haberlo compro-
bado por los medios legales que tenía a su alcance, que 
errecurrente Arias, es el padre de la menor Digna So_ 
corro, procreada con Emelinda Domínguez, que no ha cum, 
plido con el deber de padre que le impone la Ley 1051, 
no obstante los requerimientos que legalmente le fueron 
hechos, y lo condenó por violación de la mencionada ley, a 
la pena que figura en el dispositivo de la .sentencia arriba 
transcrito; 

Considerando, que la condenación impuesta a Antonio 
Arias, está conforme con la pena establecida por la Ley 
No. 1051, y en consecuencia, la Corte a quo hizo una so_ 
berana apreciación de los hechos y una buena aplicación 
del derecho, y por lo tanto su recurso de casación debe ser 
rechazado; 

Considerando, en lo que se refiere al recurso de ea, 
ración interpuesto por la Señora Emelinda Domínguez 
contra la referida sentencia, que la recurrente aduce como 
único fundamento del mismo, que considera "muy poca la 
pensión, pues ella, pidió tres pesos mensuales"; 

Considerando, que el Juez de lo penal tiene una facul-
tad soberana en esta materia, para apreciar si ha habido 
incumplimiento o negativa de parte de uno de los padres, 
de las obligaciones que la ley 1051, así como también, pa_ 
ra determinar la cuantía de la pensión de acuerdo con las 
necesidades de los menores, y en relación con la fortuna 
de los padres; que la fijar la Corte de Apelación de San, 
tiago en la sentencia impugnada por el presente recurso. 

la  suma de dos pesos mensuales, como pensión alimenti_ 
cia en favor de la menor Digna Socorro, hija de la recu-
rrente, hizo una soberana apreciación de los hechos y una 
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buena aplicación del derecho, y por tanto este recurso de-
be ser rechazado; 

Considerando, que de acuerdo con jurisprudencia de 
esta misma Suprema Corte, "el carácter que le atribuye 
la Ley 1051, a la madre que solo reclame para su hijo me-
nor una pensión, de acuerdo con dicha ley, no debe ex_ 
ponerla al pago de las costas, que la haría detenerse a ve_ 
ces, en Ta acción, que, en beneficio del menor necesitara 
intentar, acción en la cual está interesado el orden públi, 
co"; que por consiguiente, las costas deben ser declara-
das de oficio, en lo que se refiere al recurso de casación 
intentado por la señora Emelinda Domínguez; 

Considerando, que la sentencia contra la cual se ha re_ 
ctirrido, es correcta en cuanto a la forma y en cuanto a la 
aplicación de la ley; que por tales razones, procede Techa_ olot zar 'los presentes recursos; 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de ca_ 
sación interpuesto por el condenado Antonio Arias, con_ 
tra sentencia de la Corte de Apelación de Santiago, de fe-
cha veintiseis de octubre de mil novecientos cuarenta y 
dos, cuyo dispositivo está copiado en otra parte de esta 
sentencia, y condena a dicho recurrente Antonio Arias, al 
pago de las costas; y Segundo: rechaza el recurso de ca_ 
,ación interpuesto por la querellante, Señora Emelinda 
Domínguez, contra la misma sentencia, declarando las cos_ 
tas de oficio. 

e 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— Dr. T. Franco Fran_ 
co.— F. Tarares hijo.— B. del Castillo S.— Eudaldo 
Troncoso de la C.— Rafael Estrella Ureña.— J. Pérez 
Nolasco.— Eug. A. Alvarez, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fué firma_ 
da, leída y publicada por mí. Secretario General, que cer-
tifico. —(Firmado) : Eug. A . Alvarez. 
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educar y procurar albergue a sus hijos menores de diez y 
ocho años..."; en el artículo 2o., que "el padr1 o la ma_ 
erre que faltare a esa obligación, o se negare a cumplirla, y 
persista en su negativa después de haber sido requerido a 
ello, sufrirá la pena de no menos de un año ni más de dos 
de prisión correccional"; 

Considerando, que por su sentencia, la Corte de Ape_ 
lación de Santiago establece, después de haberlo compro-
bado por los medios legales que tenía a su alcance, que 
errecurrente Arias, es el padre de la menor Digna So_ 
corro, procreada con Emelinda Domínguez, que no ha cum_ 
plido con el deber de padre que le impone la Ley 1051, 
no obstante los requerimientos que legalmente le fueron 
hechos, y lo condenó por violación de la mencionada ley, a 
la pena que figura en el dispositivo de la .sentencia arriba 
transcrito; 

Considerando, que la condenación impuesta a Antonio 
Arias, está conforme con la pena establecida por la Ley 
No. 1051, y en consecuencia, la Corte a quo hizo una so_ 
berana apreciación de los hechos y una buena aplicación 
del derecho, y por lo tanto su recurso de casación debe ser 
rechazado; 

Considerando, en lo que se refiere al recurso de ea, 
sación interpuesto por la Señora Emelinda Domínguez 
contra la referida sentencia, que la recurrente aduce como 
único fundamento del mismo, que considera "muy poca la 
pensión, pues ella, pidió tres pesos mensuales"; 

Considerando, que el Juez de lo penal tiene una facul-
tad soberana en esta materia, para apreciar si ha habido 
incumplimiento o negativa de parte de uno de los padres, 
de las obligaciones que la ley 1051, así como también, pa._ 
ra determinar la cuantía de la pensión de acuerdo con las 
necesidades de los menores, y en relación con la fortuna 
de los padres; que la fijar la Corte de Apelación de San_ 
tiago en la sentencia impugnada por el presente recurso. 

la  suma de dos pesos mensuales, como pensión alimenti_ 
cia en favor de la menor Digna Socorro, hija de la recu_ 
rrente, hizo una soberana apreciación de los hechos y una  

buena aplicación del derecho, y por tanto este recurso de-
be ser rechazado; 

Considerando, que de acuerdo con jurisprudencia de 
esta misma Suprema Corte, "el carácter que le atribuye 
la Ley 1051, a la madre que solo reclame para su hijo me-
nor una pensión, de acuerdo con dicha ley, no debe ex_ 
ponerla al pago de las costas, que la haría detenerse a ve_ 
ces, en la acción, que, en beneficio del menor necesitara 
intentar, acción en la cual está interesado el orden públi, 
co"; que por consiguiente, las costas deben ser declara-
das de oficio, en lo que se refiere al recurso de casación 
intentado por la señora Emelinda Domínguez; 

Considerando, que la sentencia contra la cual se ha re_ 
airrido, es correcta en cuanto a la forma y en cuanto a la 
aplicación de la ley; que por tales razones, procede recha_ 
zar 'los presentes recursos; 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de ca_ 
sación interpuesto por el condenado Antonio Arias, con_ 
tra sentencia de la Corte de Apelación de Santiago, de fe-
cha veintiseis de octubre de mil novecientos cuarenta y 
dos, cuyo dispositivo está copiado en otra parte de esta 
sentencia, y condena a dicho recurrente Antonio Arias, al 
pago de las costas; y Segundo: rechaza el recurso de ca_ 
sación interpuesto por la querellante, Señora Emelinda 
Domínguez, contra la misma sentencia, declarando las cos_ 
tas de oficio. 

(Firmados): J. Tomás Mejía.— Dr. T. Franco Fran_ 
co.— F. Tavares hijo.— B. del Castillo S.— Eudaldo 
Troncoso de la C.— Rafael Estrella Ureña.— J. Pérez 
Nolasco.— Eug. A. Alvarez, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados. y fué firma_ 
da, leída y publicada por mí. Secretario General, que cer-
tifico. —(Firmado): Eug. A . Alvarez. 
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DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

miento Criminal; 26, 33 y 37 de la Ley sobre Procedimien, 
to de Casación; 

Considerando que, en la sentencia contra la cual se 
recurre, y en los documentos a que ella se refiere, y que 
figuran en el expediente del caso, consta lo que a continua_ 
ción se expone: A)— que, en fecha veintiseis de febrero 
de mil novecientos cuarenta y dos, el Magistrado Procura.. 
dor Fiscal del Distrito Judicial del Seybo, "visto el so_ 
metimiento presentado" —por el Oficial Comandante de 
la 'Policía Nacional, en la Ciudad de Santa Cruz del Sey_ 
be— "contra Juan Antonio Zorrilla, detenido en la Cár_ 
cel Pública" de dicha Ciudad, "inculpado de haber hecho 
grávida a su propia hija María Antonia Zórrilla", y "vis, 
to el art. 64 del Código de Procedimiento Criminal", re, 
quirió del Magistrado Juez de Instrucción, de dicho Dis_ 
trito Judicial, que procediera "a la instrucción de la su, 
maria correspondiente, por tratarse de un hecho que se, 
gún se desprende de las piezas, constituye un crimen"; 
8)— que, el veintidos de abril de mil nvoecientos cuarenta 
y dos, este último funcionario dictó una providencia, por 
la cual declaró: "Que existen indicios suficientes de cul, 
pábilidad para acusar al nombrado Juan Antonio Zorrilla" 
---(portador de la cédula personal de identidad No. 2784, 
serie 25, de 44 arios de edad, casado,, agricultor, domicilia,' 
do en la sección de Cuey, jurisdicción de la común del 
Seybo)— "del crimen de gravidez en la persona de su pro_ 
pia hija legítima, la menor María Antonia Zorrilla, me_ 
yor de dieciseis y menor de dieciocho años de edad; he, 
cho ocurrido en la sección de El Cuey, en una fecha que 
no ha podido ser determinada; y, por lo tanto", dicho Ma-
gistrado Juez de Instrucción, mandó y ordenó: "Primero: 
que el referido procesado 'Juan Antonio Zorrilla, de gene, 
rales anotadas, ' sea enviado al Juzgado de Primera Ins_ 
tancia de este Distrito Judicial, para que allí se le juz, 
gue con arreglo a la ley; Segundo: que las actuaciones 
de la instrucción y un estado de los doCumentos que han 
dé obrar como fundamentos de convicción, sean remitidos 
al Magistrado Procurador Fiscal de este Distrito Judicial, 

 

     

        

        

    

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jul., 
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licencia, 
do Juan Tomás Mejía, Presidente; Doctor Tulio Franco 
Franco, Primer Sustituto de Presidente; Licenciados 
Froilán Tavares hijo, Segundo Sustituto de Presidente; 
Benigno del Castillo S., Eudaldo Troncoso de la Concha, 
Rafael Estrella Ureria y José Pérez Nolasco, asistidos del 
infrascrito Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en 'Ciudad' Trujillo, Distrito "de Santo Do, 
mingo, hoy día veintinueve del mes de marzo de mil no, 
vecientos cuarenta y tres, año 100o. de la Independencia, 
80o. de la Restauración y 13o. de la Era de Trujillo, dic.. 
ta, en audiencia pública, como Corte de Casación, la 
sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Magis, 
trado Procurador General de la Corte de Apelación de Clu, 
dad Trujillo, contra sentencia dictada, por dicha Corte,. 
el día veinte y tres de octubre de mil novecientos cuarenta 
y dos, en sus atribuciones criminales y en la causa segui, 
da al nombrado Juan Antonio Zprrilla, sentencia cuyo dis, 
positivo será transcrito en otro lugar de la presente; 

Vista el acta de declaración del referido recurso, le, 
vantada, en la Secretaría de la Cone de Apelación, a re, 
querimiento del Magistrado Procurador General susodi, 
cho, en fecha treinta y uno de octubre de mil novecien_ 
tos cuarenta y dos; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Magistrado Procurador General de la Repúbli, 

ca, Licenciado Pablo M. Paulino, en la lectura de su dic-
tamen; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber den, 
berado, y vistos los artículos 331, 332, 333, 355, 463 del Có... 
digo Penal; 133 y siguientes, y 277 del Código de Procedi_ 
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miento Criminal; 26, 33 y 37 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación; 

Considerando que, en la sentencia contra la cual se 
recurre, y en los documentos a que ella se refiere, y que 
figuran en el expediente del caso, consta lo que a continua,. 
ción se expone: A)— que, en fecha veintiseis de febrero 
de mil novecientos cuarenta y dos, el Magistrado Procura_ 
dor Fiscal del Distrito Judicial del Seybo, "visto el so_ 
metimiento presentado" —por el Oficial Comandante de 
la 'Policía Nacional, en la Ciudad de Santa Cruz del Sey. 
bo— "contra Juan Antonio Zorrilla, detenido en la Cár_ 
cel Pública" de dicha Ciudad, "inculpado de haber hecho 
grávida a su propia hija María Antonia Zórrilla", y "vis_ 
to el art. 64 del Código de Procedimiento Criminal", re_ 
quirió del Magistrado Juez de Instrucción, de dicho Dis_ 
trito Judicial, que procediera "a la instrucción de la su, 
maria correspondiente, por tratarse de un hecho que se, 
gún se desprende de las piezas, constituye' un crimen"; 
13)— que, el veintidos de abril de mil nvoecientos cuarenta 
y dos, este último funcionario dictó una providencia, por 
la cual declaró: "Que existen indicios suficientes de cul, 
pátilidad para acusar al nombrado Juan Antonio Zorrilla" 
---t(portador de la cédula personal de identidad No. 2784, 
serie 25, de 44 años de edad, casado,, agricultor, domicilia,: 
do en la sección de Tl Cuey, jurisdicción de la común del 
Seybo)— "del crimen de gravidez en la persona de su pro_ 

<a  pia hija legítima, la menor María Antonia Zorrilla, ma, 
yor de dieciseis y menor de dieciocho arios de edad; he, 
cho ocurrido en la sección de El Cuey, en una fecha que 
no ha podido ser determinada; y, por lo tanto", dicho Ma... 
gistrado Juez de Instrucción, mandó y ordenó: "Primero: 
que el referido procesado 'Juan Antonio Zorrilla, de gene, 
rales anotadas, ' sea enviado al Juzgado de Primera Ins_ 
tancia de este Distrito Judicial, para que allí se le juz, 
gue con arreglo a la ley; Segundo: que las actuaciones 
de la instrucción y un estado de los doCumentos que han 
de obrar como fundamentos de convicción, sean remitidos 
al Magistrado Procurador Fiscal de este Distrito Judicial, 
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DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus_ 
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licencia, 
do Juan Tomás Mejía, Presidente; Doctor Tulio Franco 
Franco, Primer Sustituto de Presidente; Licenciados 
Froilán Tavares hijo, Segundo Sustituto de Presidente; 
Benigno del Castillo S., Eudaldo Troncoso de la Concha, 
Rafael Estrella Ureña y José Pérez Nolasco, asistidos del 
infrascrito Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en 'Ciudad' Trujillo, Distrito . de Santo Do, 
mingo, hoy día veintinueve del mes de marzo de mil no, 
vecientos cuarenta y tres, año 100o. de la Independencia, 
80o. de la Restauración y 13o. de la Era de Trujillo, dic.. 
ta, en audiencia pública, como Corte de Casación, la 
sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Magis, 
trado Procurador General de la Corte de Apelación de Ciu, 
dad Trujillo, contra sentencia dictada, por dicha Corte,' 
el día veinte y tres de octubre de mil novecientos cuarenta 
y dos, en sus atribuciones criminales y en la causa segui, 
da al nombrado Juan Antonio Zprrilla, sentencia cuyo dis, 
positivo será transcrito en otro lugar de la presente; 

Vista el acta de declaración del referido recurso, le„, 
vantada, en la Secretaría de la Corte de Apelación, a re, 
querimiento del Magistrado Procurador General susodi_ 
cho, en fecha treinta y uno de octubre de mil novecien_ 
tos cuarenta y dos; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Magistrado Procurador General de la Repúbli, 

ca, Licenciado Pablo M. Paulino, en la lectura de su dic-
tamen ; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber den, 
berado, y vistos los artículos 331, 332, 333, 355, 463 del Có_ 
digo Penal; 133 y siguientes, y 277 del Código de Procedi, 
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para los fines legaleá; y Tercero: que el Secretario de 
este Juzgado haga, del presente veredicto, todas las no_ 
tificaciones que sean de lugar"; C)— que, así apoderado 
del caso, el susodicho Juzgado de Primera Instancia dictó, 
en sus atribuciones criminales, el día veintisiete de mayo 
de mil novecientos cuarenta y dos, una sentencia cuyo 
dispositivo dice así: "Primero: que debe declarar como 
en efecto declara culpable al acusado Juan Antonio Zo-
rrilla, de generales que figuran en autos, del crimen de 
haber hecho grávida a su hija legítima y menor de edad 
María Antonia Zorrilla, hecho acontecido en la sección de 
El Cuey, de esta Común y Provincia del Seybo; Segundo: 
que en consecuencia de la reconocida culpabilidad del agen, 
te del crimen y ponderando en su provecho circunstancias 
atenuantes, debe condenarlo y lo condena a sufrir la pena de 
tres años de reclusión a extinguir en la Cárcel Pública de 
esta ciudad, condenándole además en las costas"; D)—
que, sobre recurso de alzada, interpuesto por Juan Anto, 
nio Zorrilla, en fecha tres de junio de mil novecientos 
cuarenta y dos, la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, 
conoció del caso en audiencia pública, del día veintitres de 
octubre de ese mismo año, en la cual lo.)— el Magistrado 
Procurador General, dictaminó pidiendo, esencialmente: 
a)— que se declarara bueno y válido el recurso de que se 
trataba; b)— que se confirmara, en,todas sus partes, la 
sentencia así atacada, y c)— que se condenara el acusado 
al pago de las costas; y, 2o.)— el abogado de oficio de 
éste, cóncluyó pidiendo, esencialmente, "que actuando 
por su propia autoridad", la Corte juzgara "al acusado 
Juan Antonio Zorrilla"; E)— que, en aquella misma fecha, 
veintitres de octubre de mil novecientos cuarenta y dos, 
la mencionada Corte de Apelación dictó, en audiencia pú_ 
blica, una sentencia cuyo dispositivo se transcribe a conti_ 
nuación; "FALLA: Primero: Que debe declarar, y en 
efecto declara, bueno y válido en cuanto a la forma, el 
recurso de apelación del acusado; Segundo: Que debe 
revocar, y en efecto revoca, la sentencia objeto del pre_ 
sente recurso de apelación, dictada, en atribuciones cri.. 

minales, por el Juzgado de Primera Instancia del Distri., 
to Judicial del Seybo, fecha veinte y siete de Mayo del co_ 
rriente año (1942) ; y obrando por propia autoridad, de_ 
be condenar y en efecto condena al acusado Juan Antonio 
Zorrilla, de generales expresadas, a dos años años de pri, 
sión correccional por el crimen de estupro en perjuicio de 
su hija legítima María Antonia Zorrilla, menor de diez 
y ocho años, acogiendo circunstancias atenuantes en su 
favor; y Tercero: Que debe condenar, y en efecto con-
dena, al acusado al pago de las costas de ambas instan_ 
cías"; 

Considerando que, contra la sentencia a que se aca,. 
ba de hacer referencia, ha interpuesto recurso de casa_ 
ción el Magistrado Procurador General de la expresada 
Corte de Apelación, mediante declaración que hizo, por 
ante el Secretario de esa Corte, el día treinta y uno de oc. 
tubre de mil novecientos cuarenta y dos, según consta 
en la correspondiente acta, levantada en esa misma Sechit; 
que, por tanto, de acuerdo con las disposiciones de Ios ar_ 
tículos 33 y 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, 
el expresado recurso debe ser admitido, como lo es por la 
presente; 

Considerando que, por el examen de la citada acta de 
declaración, se establece que el funcionario recurrente ex_ 
presó su voluntad de interponer el recurso de que se trata, 
sin limitar el alcance de éste a determinados puntos de 
los decididos por el fallo así atacado; 

Considerando que, por otra parte, en la susodicha 
acta de declaración se lee que el Magistrado Procurador 
General expresó, además, "que los medios que va a dedu_ 
cir contra la mencionada sentencia serán expuestos en el 
memorial que será depositado oportunamente, de acuerdo 
con la Ley sobre Procedimiento de Casación"; que, sin 
embargo, el anunciado depósito no ha sido efectuado; 

Considerando que, mediante la ponderación de to_ 
das las circunstancias que se indican en la providencia 
calificadora, dictada, en fecha veintidos de abril de mil no_ 
vecientos cuarenta y dos, por el Magistrado Juez de Ins_ 
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para los fines legaleá; y Tercero: que el Secretario de 
este Juzgado haga, del presente veredicto, todas las no_ 
tificaciones que sean de lugar"; C)— que, así apoderado 
del caso, el susodicho Juzgado de Primera Instancia dictó, 
en sus atribuciones criminales, el día veintisiete de mayo 
de mil novecientos cuarenta y dos, una sentencia cuyo 
dispositivo dice así: "Primero: que debe declarar como 
en efecto declara culpable al acusado Juan Antonio Zo-
rrilla, de generales que figuran en autos, del crimen de 
haber hecho grávida a su hija legítima y menor de edad 
Maria Antonia Zorrilla, hecho acontecido en la sección de 
El Cuey, de esta Común y Provincia del Seybo; Segundo: 
que en consecuencia de la reconocida culpabilidad del agen, 
te del crimen y ponderando en su provecho circunstancias 
atenuantes, debe condenarlo y lo condena a sufrir la pena de 
tres años de reclusión a extinguir en la Cárcel Pública de 
esta ciudad, condenándole además en las costas"; D)—
que, sobre recurso de alzada, interpuesto por Juan Anto_ 
nio Zorrilla, en fecha tres de junio de mil novecientos 
cuarenta y dos, la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, 
conoció del caso en audiencia pública, del día veintitres de 
octubre de ese mismo año, en la cual lo.)— el Magistrado 
Procurador General, dictaminó pidiendo, esencialmente: 
a) — que se declarara bueno y válido el recurso de que se 
trataba; b)— que se confirmara, en_todas sus partes, la 
sentencia así atacada, y c)— que se condenara el acusado 
al pago de las costas; y, 2o.)— el abogado de oficio de 
éste, cóncluyó pidiendo, esencialmente, "que actuando 
por su propia autoridad", la Corte juzgara "al acusado 
Juan Antonio Zorrilla"; E)— que, en aquella misma fecha, 
veintitres de octubre de mil novecientos cuarenta y dos, 
la mencionada Corte de Apelación dictó, en audiencia pú_ 
blica, una sentencia cuyo dispositivo se transcribe a conti_ 
nuación: "FALLA: Primero: Que debe declarar, y en 
efecto declara, bueno y válido en cuanto a la forma, el 
recurso de apelación del acusado; Segundo: Que debe 
revocar, y en efecto revoca, la sentencia objeto del pre_ 
sente recurso de apelación, dictada, en atribuciones cri.. 

mínales, por el Juzgado de Primera Instancia del Distri_ 
to Judicial del Seybo, fecha veinte y siete de Mayo del co_ 
rriente año (1942) ; y obrando por propia autoridad, de., 
be condenar y en efecto condena al acusado Juan Antonio 
Zorrilla, de generales expresadas, a dos años años de pri_ 
sión correccional por el crimen de estupro en perjuicio de 
su hija legítima María Antonia Zorrilla, menor de diez 
y ocho años, acogiendo circunstancias atenuantes en su 
favor; y Tercero: Que debe condenar, y en efecto con_ 
dena, al acusado al pago de las costas de ambas instan.. 
cias"; 

Considerando que, contra la sentencia a que se aca_ 
ba de hacer referencia, ha interpuesto recurso de casa_ 
ción el Magistrado Procurador General de la expresada 
Corte de Apelación, mediante declaración que hizo, por 
ante el Secretario de esa Corte, el día treinta y uno de oc.. 
tubre de mil novecientos cuarenta y dos, según consta 
en la correspondiente acta, levantada en esa misma fechl; 
que, por tanto, de acuerdo con las disposiciones de los ar., 
tículos 33 y 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, 
el expresado recurso debe ser admitido, como lo es por la 
presente; 

Considerando que, por el examen de la citada acta de 
declaración, se establece que el funcionario recurrente ex_ 
presó su voluntad de interponer el recurso de que se trata, 
sin limitar el alcance de éste a determinados puntos de 
los decididos por el fallo así atacado; 

Considerando que, por otra parte, en la susodicha 
acta de declaración se lee que el Magistrado Procurador 
General expresó, además, "que los medios que va a dedu_ 
cir contra la mencionada sentencia serán expuestos en el 
memorial que será depositado oportunamente, de acuerdo 
con la Ley sobre Procedimiento de Casación"; que, sin 
embargo, el anunciado depósito no ha sido efectuado; 

Considerando que, mediante la ponderación de to_ 
das las circunstancias que se indican en la providencia 
calificadora, dictada, en fecha veintidos de abril de mil no_ 
vecientos cuarenta y dos, por el Magistrado Juez de Ins., 
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trucción del Distrito Judicial del Seyzo, dicho Magistra, 
do envió, como ha sido expresado, ante el Tribunal de 
Primera Instancia, de ese Distrito Judicial, en lus atri, 
buciones criminales, al nombrado Juan Antonio Zorrilla, 
por considerar que "existen indicios suficientes de culpa_ 
bilidad para" acusarlo "del crimen de gravidez, en la per_ 
sona de su propia hija legítima, la menor María Antonia 
Zorrilla, mayor de dieciseis y menor de dieciYwho años de 

edad' ; 
Considerando que el susodicho Juzgado de Primera 

Instancia, al exponer, por la primera consideración del fa, 
110 que dictó, en sus atribuciones criminales, el veinti, 
siete de mayor de mil novecientos cuarenta y dos, las 
circunstancias que quedaron esclarecidas, "una vez con_ 
cluida la instrucción oral y pública del plenario", expresa 
que el inculpado, "pasando en instante de relámpago. de 
la tentativa a la realizacoón cabal del hecho", gozó "a la 
virgen frente a sus protestas y después de acallarlas ba, 
jo amenazas", insistió "luego cada noche y con apetito 
sexual morboso en reincidir en los mismos contactos car-
nales, a los que siempre se encontró obligada la menor, 
resultando como consecuencia de aquellos un estado de em-
barazo"; que, inmediatamente despues, el referido fa„ 
llo del juez de primer grado se refirió, por sus otras con, 
sideraciones, a la existencia, en la especie, del expresado 
elemento material de gravidez, lo mismo que comprobó la 
edad de la agraviada ("diez y seis años cuando se registró 
la gravidez"), la honestidad de ésta, 'la intención crimi, 
nal del agente y la calidad de padre legítimo, que corres, 
ponde, a dicho acusado, con respecto a aquella; que, en tal 
virtud, y, aplicando para ello las disposiciones de los ar, 
títulos 355, y 463, escala 4a. del Código Penal, el ex, 
presado Tribunal, declaró culpable, a Juan Antonio Zorri_ 
lla, "del crimen de haber hecho grávida a su hija legítima 
y menor de edad María Antonia Zorrilla", y, "en consecuen„ 
cia", lo condenó "a sufrir la pena de tres años de reclusión 
a extinguir en la Cárcel Pública" que se indica; 

Considerando, que sobre el recurso de alzada del expre_ 
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sado Juan Antonio Zorrilla, la Corte de Apelación de 
Ciudad Trujillo, como ha sido expuesto ya, revocó la sen, 
tencia del juez de primer grado y, obrando por propia au, 
toridad, condenó, al acusado, a dos años de prisión co, 
rreccional, por el crimen de estupro en perjuicio de su hija 
legítima María Antonia Zorrilla, menor de diez y ocho años, 
acogiendo circunstancias atenuantes en su favor; 

Considerando que, para estatuir como queda expresa-
do, la Corte de Apelación, a que se hace referencia, expone, 
en el fallo que se impugna: A)— que, "según actas que fi-
guran en el proceso, Juan Antonio Zorrilla y Petronila 
Mercedes de Zorrilla están unidos por el vínculo legal del 
matrimonio, desde el día veintiseis de Octubre del año mil 
novecientos diez y siete"; B)— que, "de esa unión nació, 
el día dos de julio de mil novecientos veinticinco, la me„ 
nor María Antonia, hija legítima" de los citados esposos; 
C)— que "ha quedado comprobado en el plenario, que en_ 
tre los meses de Abril y Mayo del año mil novecientos cua_ 
rentiuno, en El Cuey, sección de la Común del Seybo, 
Provincia del Seybo el nombrado Juan Antonio Zorrilla, 
aprovechando la ocasión de que su esposa Petronila Mer, 
cedes de Zorrilla se encontraba en la casa de la hija de 
ambos, Josefa Zorrilla, quien estaba gravemente enfer-
ma, una noche, mientras su hija María Antonia Zorrilla, 
mayor de once años y menos de diez y ocho años, dormía 
bajo el cuidado de él, se fue al lecho de ella, y duran_ 
te el sueño, comenzó a celebrar su ayuntamiento carnal 
con ella, lo que siguió haciendo no obstante las quejas 
y protestas de la víctima ya despierta"; D)— que, , "de 
ese acto carnal, resultó grávida la referida menor y nació 
un niño el día catorce de Febrero del año mil novecien„ 
tos cuarentidos"; E)— que el acto impúdico de poseer a la 
mencionada menor, en las condiciones señaladas, consti, 
tuyó el crimen de estupro, y que la referida posesión tuvo, 
como consecuencia, la gravidez de aquella, lo que también 
constituyó, así, otra infracción penal; F)— que, de acuerdo 
con los principios que dominan la materia, cuando, como 
ocurrió en la especie, los resultados del hecho realizado 
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trucción del Distrito Judicial del Seyzo, dicho Magistra_ 
do envió, como ha sido expresado, ante el Tribunal de 
Primera Instancia, de ese Distrito Judicial, en lus atri_ 
buciones criminales, al nombrado Juan Antonio Zorrilla, 
por considerar que "existen indicios suficientes de culpa_ 
bilidad para" acusarlo "del crímen de gravidez, en la per_ 
sona de su propia hija legítima, la menor María. Antonia 
Zorrilla, mayor de dieciseis y menor de diecibeho años de 

edad' ; 
Considerando que el susodicho Juzgado de Primera 

Instancia, al exponer, por la primera consideración del fa_ 
Itn que dictó, en sus atribuciones criminales, el veinti, 
siete de mayor de mil novecientos cuarenta y dos, las 
circunstancias que quedaron esclarecidas, "una vez con, 
cluída la instrucción oral y pública del plenario", expresa 
que el inculpado, "pasando en instante de relámpago, de 
la tentativa a la realizacoón cabal del hecho", gozó "a la 
virgen frente a sus protestas y después de acallarlas ba, 
jo amenazas", insistió "luego cada noche y con apetito 
sexual morboso en reincidir en los mismos contactos car-
nales, a los que siempre se encontró obligada la menor, 
resultando como consecuencia de aquellos un estado de em-
barazo"; que, inmediatamente despues, el referido fa_ 
llo del juez de primer grado se refirió, por sus otras con,. 
sideraciones, a la existencia, en la especie, del expresado 
elemento material de gravidez, lo mismo que comprobó la 
edad de la agraviada ("diez y seis años cuando se - registró 

la gravidez"), la honestidad de ésta, la intención crimi, 
nal del agente y la calidad de padre legítimo, que corres_ 
ponde, a dicho acusado, con respecto a aquella; que, en tal 
virtud, y, aplicando para ello las disposiciones de los ar, 
títulos 355, y 463, escala 4a. del Código Penal, el ex_ 
presado Tribunal, declaró culpable, a Juan Antonio Zorri, 
lla, "del crimen de haber hecho grávida a su hija legítima 
y menor de edad María Antonia Zorrilla", y, "en consecuen_ 
cia", lo condenó "a sufrir la pena de tres años de reclusión 
a extinguir en la Cárcel Pública" que se indica; 

Considerando, que sobre el recurso de alzada del expre.. 
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sado Juan Antonio Zorrilla, la Corte de Apelación de 
Ciudad Trujillo, como ha sido expuesto ya, revocó la seri, 
tencia del juez de primer grado y, obrando por propia ata, 
toridad, condenó, al acusado, a dos años de prisión co, 
rreccional, por el crimen de estupro en perjuicio de su hija 
legítima María Antonia Zorrilla, menor de diez y ocho años, 
acogiendo circunstancias atenuantes en su favor; 

Considerando que, para estatuir como queda expresa,. 
do, la Corte de Apelación, a que se hace referencia, expone, 
en el fallo que se impugna: A)— que, "según actas que fi-
guran en el proceso, Juan Antonio Zorrilla y Petronila 
Mercedes de Zorrilla están unidos por el vínculo legal del 
matrimonio, desde el día veintiseis de Octubre del año mil 
novecientos diez y siete"; B)— que, "de esa unión nació, 
el día dos de julio de mil novecientos veinticinco, la me_ 
nor María Antonia, hija legítima" de los citados esposos; 
C)— que "ha quedado comprobado en el plenario, que en, 
tre los meses de Abril y Mayo del año mil novecientos cua_ 
rentiuno, en El Cuey, sección de la Común del Seybo, 
Provincia del Seybo el nombrado Juan Antonio Zorrilla, 
aprovechando la ocasión de que su esposa Petronila Met_ 
cedes de Zorrilla se encontraba en la casa de la hija de 
ambos, Josefa Zorrilla, quien estaba gravement e  enfer-
ma, una noche, mientras su hija María Antonia Zorrilla, 
mayor de once años y menos de diez y ocho años, dormía 
bajo el cuidado de él, se fue al lecho de ella, y duran_ 
te el sueño, comenzó a celebrar su ayuntamiento carnal 
con ella, lo que siguió haciendo no obstante las quejas 
y protestas de la víctima ya despierta"; D)— que, "de 
ese acto carnal, resultó grávida la referida menor y nació 
un niño el día catorce de Febrero del año mil novecien_ 
tos cuarentidos"; E)— que el acto impúdico de poseer a la 
mencionada menor, en las condiciones señaladas, consti_ 
tuyó el crimen de estupro, y que la referida posesión tuvo, 
corno consecuencia, la gravidez de aquella, lo que también 
constituyó, así, otra infracción penal; F)— que, de acuerdo 
con los principios que dominan la materia, cuando, como 
ocurrió en la especie, los resultados del hecho realizado 
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por el agente están unidos por una relación de causa a 
efecto, y no susceptibles de varias calificaciones, los jue_ 
ces deben aplicar, solamente, la sanción correspondien-
te al delito más grave, apreciando, para ello, la unidad 
del fín perseguido por el expresado agente; G)— que los 
artículos 332 y 333, combinados, del Código Penal, tales co_ 
mo se encuentran actualmente en vigor, establecen la 
pena de detención, para el estupro cometido, en una joven 
mayor de once años y menor de diez y ocho años, por un 
ascendiente de ésta, que es el caso a que los jueces de la 
alzada se refieren; H)— que esa pena es la que correspon, 
de al delito —(lato- sensu)— mas grave, puesto que, en_ 
tre otras razones, el artículo 355 del indicado Código, no 
prontncia ninguna agravación para el caso en que la 
menor y el autor de la gravidez se encuentren ligados 
por un parentezco en primer grado, y es un principio, en 
la materia, que "no se pueden crear agravantes por se, 
mejanza, porque ellas son de derecho estricto, por ilógica 
que sea esta conclusión porque lo contrario sería, no in.. 
terpretar una ley, sino crear la ley"; razón por la cual, 
la gravidez "no puede ser sancionada en este caso, sino con 
la pena de prisión correccional de uno a dos años y multa 
de doscientos a quinientos pesos"; I)— que, por otra par_ 
te, —(expone, en síntesis, la Corte a quo)— no es menos 
cierto que el juez de primera instancia hizo una mala 
aplicación del artículo 463 del Código Penal, en perjuicio 
del acusado, puesto que, despues de haber establecido que 
la pena que corresponde al crimen de gravidez, agravada 
por la calidad de padre del agente, con respecto a la víc, 
tima, es la de reclusión y "no obstante haber apreciado 
circunstancias atenuantes en provecho del acusado", con, 
denó, a éste, a tres años de reclusión, —"desconociendo el 
carácter imperativo que asume" el mencionado artículo 
463, "en materia criminal", en lugar de imponerle una 
pena de prisión correccional, que no hubiera podido ser 
superior a dos años; y J)— que, si bien es cierto que, por 
las razones expresadas, se decide dar una nueva califi_ 
cación al hecho, por ello no se agrava, en modo alguno, 

la situación del acusado, único apelante, puesto que, al 
mantenerse, en provecho de éste, la apreciación de cir-
cunstancias atenuantes, se le impone la pena de dos años 
de prisión correccional, en lugar de la de tres años de re, 
clusión que fue pronunciada, contra él, por el juez de pri_ 
mera instancia; y, debido a ello, aquella condena se en, 
cuentra legalmente justificada; 

Considerando, que los jueces del fondo tienen —en 
virtud de las reglas fun.  damentales de nuestro derecho pro, 
cesal, con relación a la materia de que se trata— plena 
competencia, sobre el conjunto de los hechos de que se 
encuentren apoderados, para cambiar la calificación que, 
a dichos hechos, haya sido dada, por el acto que haya 
apoderado a aquellos jueces o por el acta de acusación, y 
para situar esos hechos "en las condiciones de medio, de 
preparación o de ejecución" que les correspondan; que, 
en consecuencia, si es cierto que tales jueces pueden y 
deben decidir con relación a los hechos que les hayan si-
do sometidos, y nunca sobre hechos nuevos, propiamente 
dichos, no es menos cierto que ellos pueden y deben con, 
siderarlos, ponderarlos o apreciarlos con todas las circuns_ 
tancias accesorias, agravantes o atenuantes, que resul_ 
tea del examen que del caso hayan realizado, y aun cuando 
esas circunstancias hayan sido, parcial o totalmente, omi, 
tidas en el acta mediante la cual se haya efectuado el apo_ 
deramiento del tribunal o en el acta de acusación; 

Considerando que, por otra parte, cuando los jueces 
del fondo de que se trate, sean los del segundo grado, co, 
rresponderá a estos, además de lo que ha sido expuesto 
en la consideración que 'precede, igual capacidad con tela. 
ción a la obra realizada, desde el indicado punto de vista, 
por el juez de primer grado, salvo, bien entendido, también, 
la imposibilidad de agravar la condición del acusado en 
contra de los principios fundamentales de nuestro proc -di,.. 
miento criminal; 

Considerando que, en la especie, resulta del examen 
de la sentencia que se impugna y de los documentos a que 
ella se refiere, y que figuran en el expediente del caso, 
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por el agente están unidos por una relación de causa a 
efecto, y no susceptibles de varias calificaciones, los jue, 
ces deben aplicar, solamente, la sanción correspondien-
te al delito más grave, apreciando, para ello, la unidad 
del fín perseguido por el expresado agente; G)— que los 
artículos 332 y 333, combinados, del Código Penal, tales co, 
mo se encuentran actualmente en vigor, establecen la 
pena de detención, para el estupro cometido, en una joven 
mayor de once años y menor de diez y ocho años, por un 
ascendiente de ésta, que es el caso a que los jueces de la 
alzada se refieren; H)— que esa pena es la que correspon, 
de al delito —(lato- sensu)— mas grave, puesto que, en, 
tre otras razones, el artículo 355 del indicado Código, no 
prontncia ninguna agravación para el caso en que la 
menor y el autor de la gravidez se encuentren ligados 
por un parentezco en primer grado, y es un principio, en 
la materia, que "no se pueden crear agravantes por se., 
mejanza, porque ellas son de derecho estricto, por ilógica 
que sea esta conclusión porque lo contrario sería, no in-
terpretar una ley, sino crear la ley"; razón por la cual, 
la gravidez "no puede ser sancionada en este caso, sino con 
la pena de prisión correccional de uno a dos años y multa 
de doscientos a quinientos pesos"; I)— que, por otra par_ 
te, —(expone, en síntesis, la Corte a quo)— no es menos 
cierto que el juez de primera instancia hizo una mala 
aplicación del artículo 463 del Código Penal, en perjuicio 
del acusado, puesto que, despues de haber establecido que 
la pena que corresponde al crimen de gravidez, agravada 
por la calidad de padre del agente, con respecto a la víc, 
tima, es la de reclusión y "no obstante haber apreciado 
circunstancias atenuantes en provecho del acusado", con_ 
denó, a éste, a tres años de reclusión, —"desconociendo el 
carácter imperativo que asume" el mencionado artículo 
463, "en materia criminal", en lugar de imponerle una 
pena de prisión correccional, que no hubiera podido ser 
superior a dos años; y J)— que, si bien es cierto que, por 
las razones expresadas, se decide dar una nueva califi, 
cación al hecho, por ello no se agrava, en modo alguno, 

la situación del acusado, único apelante, puesto que, al 
mantenerse, en provecho de éste, la apreciación de cir-
cunstancias atenuantes, se le impone la pena de dos años 
de prisión correccional, en lugar de la de tres años de re, 
clusión que fue pronunciada, contra él, por el juez de pri_ 
mera instancia; y, debido a ello, aquella condena se en, 
cuentra legalmente justificada; 

Considerando, que los jueces del fondo tienen —en 
virtud de las reglas fun.  damentales de nuestro derecho pro, 
cesal, con relación a la materia de que se trata— plena 
competencia, sobre el conjunto de los hechos de que se 
encuentren apoderados, para cambiar la calificación que, 
a dichos hechos, haya sido dada, por el acto que haya 
apoderado a aquellos jueces o por el acta de acusación, y 
para situar esos hechos "en las condiciones de medio, de 
preparación o de ejecución" que les correspondan; que, - 
en consecuencia, si es cierto que tales jueces pueden y 
deben decidir con relación a los hechos que les hayan si-
do sometidos, y nunca sobre hechos nuevos, propiamente 
dichos, no es menos cierto que ellos pueden y deben con, 
siderarlos, ponderarlos o apreciarlos con todas las circuns., 
tancias accesorias, agravantes o atenuantes, que resul„ 
ten del examen que del caso hayan realizado, y aun cuando 
esas circunstancias hayan sido, parcial o totalmente, omi_ 
tidas en el acta mediante la cual se haya efectuado el apo-
deramiento del tribunal o en el acta de acusación: 

Considerando que, por otra parte, cuando los jueces 
del fondo de que se trate, sean los del segundo grado, co„ 
rresponderá a estos, además de lo que ha sido expuesto 
en la consideración que 'precede, igual capacidad con rela,. 
ción a la obra realizada, desde el indicado punto de vista, 
por el juez de primer grado, salvo, bien entendido, también, 
la imposibilidad de agravar la condición del acusado en 
contra de los principios fundamentales de nuestro prou-di„ 
miento criminal; 

Considerando que, en la especie, resulta del examen 
de la sentencia que se impugna y de los documentos a que 
ella se refiere, y que figuran en el expediente del caso, 
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que la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, al estatuir 
como ha sido expuesto arriba, lo hizo sobre el mismo he_ 
cho de cuyo conocimiento se encontraba apoderada, de 
acuerda con la ley; que, en efecto, si ciertamente, para 
establecer, en dicho fallo, que la calificación que corres_ 
ponde al hecho a que fue dirigida la voluntad criminal 
del acusado, es la del estupro, la Corte a quo tuvo que fun, 
darse en la circunstancia de que la posesión carnal de la 
susodicha menor, por el acusado, se realizó sin la partí_ 
cipación de la voluntad de ésta,. no es menos cierto que, 
al obrar así, los jueces de la apelación no decidieron so, 
bre un hecho nuevo, propiamente dicho, sino sobre una 
de las condiciones de ejecución del acto que les había sido 
señalado, es decir, sobre una circunstancia agravante del 
mismo hecho de ayuntamiento carnal —establecido como 
medio que produjo la gravidez— circunstancia, aquella, 
que, como tal, se encontró en el debate que tuvo lugar ante 
la Corte, lo mismo que ya había resultado del plenario de 
primera instancia, aunque sin haber tenido, entonces, co, 
mo efecto, el mencionado cambio de calificación; 

Considerando, que el crimen de estupro, sancionado y 
previsto por el artículo 332 del Código Penal, se halla cons. 
tituído por el ayuntamiento carnal, normal e ilícito de 
un individuo con Una persona de sexo femenino, y sin la 
participación de la voluntad de ésta; que, en el caso a 
que se hace referencia, la Corte de Apelación ha estable_ 
cido, en la sentencia contra la cual se recurre, la exis_ 
tenia de todos los elementos constitutivos de dicho crí_ 
men; que esto es así, porque en la motivación de dicha 
sentencia, con relación al aspecto que ahora se examina, 
se expone lo que se resume a continuación: a)— que el 
acusado realizó, con María Antonia Zorrilla, ayunta-
miento carnal, normal e ilícito; b)— que ello fue reali_ 
zado sin la participación de la voluntad de dicha joven, 
puesto que se comprobó que ese ayuntamiento comenzó 
a celebrarse durante el sueño de ésta y se siguió efectuar_ 
do a pesar de las protestas y quejas de la referida vícti-
ma; c)— que Juan Antonio Zorrilla actuó con intención 

BOLETIN JUDICIAL 	 293 

criminal, tal como se evidenció como efecto del empleo de 
la violencia, por ese agente, y de los otros hechos y cir-
cunstancias de la causa; 

Considerando que, de acuerdo con lo dispuesto por el 
citado artículo 332 del Código Penal, el estupro consuma_ 
do en una joven mayor de once años y menor de diez y ocho, 
se castigará con la pena de reclusión; que, por otra par_ 
te, de conformidad con lo prescrito por el artículo 333 del 
mismo Código, los culpables del crimen de estupro, ~su, 
mado en las condiciones a que se acaba de hacer referencia, 
se castigarán con la pena de detención "si fueren ascen-
dientes de la persona agraviada o si ejercen autoridad so_ 
bre ella"; que, en la especie, los jueces de la alzada han 
establecido, en la sentencia que se impugna: a)— que, 
en primer lugar, la edad de la joven agraviada, cuando fue 
cometido el hecho, se encontraba comprendida en los 
mites ya indicados, puesto que se comprobó que María 
Antonia Zorrilla nació el día dos de julio de mil novecientos 
veinticinco, y que aquel fue realizado "entre los meses de 
Abril y Mayo del año mil novecientos cuarentiuno", de din_ 
de resulta que María Antonia Zorrilla no había cumplido 
diez y seis años cuando ocurrió la acción criminal, ya men, 
cionada, y b)— que, en segundo lugar, el autor del refe-
rido crimen tiene calidad de padre legítimo de la susodicha 
joven; que, en efecto, la Corte expone, con relación a 
esto último, —como se ha expresado ya—, que "según ac_ 
tas que figuran en el proceso, Juan Antonio Zorrilla y Pe, 
tronila Mercedes de Zorrilla, están unidos por el vínculo 
legal del matrimonio, desde el día veintiseis de Octubre del 
año mil novecientos diez y siete", y que, "de esa unión", 
nació, en la fecha arriba indicada, la menor de que se tra, 
ta, "hija legítima" de ambos esposos; 

Considerando que, el artículo 463 del Código Penal, 
prescribe que: "Cuando en favor del acusado existan 
circunstancias atenuantes, los tribunales modificarán las 
penas conforme a la siguiente escala:... 4a., cuando la 
pena sea la de reclusión, detención, destierro o degrada, 
ción cívica, los tribunales impondrán la de prisión correc- 
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que la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, al estatuir 
como ha sido expuesto arriba, lo hizo sobre el mismo he_ 
cho de cuyo conocimiento se encontraba apoderada, de 
acuerdo con la ley; que, en efecto. si  ciertamente, para 
establecer, en dicho fallo, que la calificación que corres_ 
ponde al hecho a que fue dirigida la voluntad criminal 
del acusado, es la del estupro, la Corte a quo tuvo que fun, 
darse en la circunstancia de que la posesión carnal de la 
susodicha menor, por el acusado, se realizó sin la parti, 
cipación de la voluntad de ésta,. no es menos cierto que, 
al obrar así, los jueces de la apelación no decidieron so_ 
bre un hecho nuevo, propiamente dicho, sino sobre una 
de las condiciones de ejecución del acto que les había sido 
señalado, es decir, sobre una circunstancia agravante del 
mismo hecho de ayuntamiento carnal —establecido como 
medio que produjo la gravidez— circunstancia, aquella, 
que, como tal, se encontró en el debate que tuvo lugar ante 
la Corte, lo mismo que ya había resultado del plenario de 
primera instancia, aunque sin haber tenido, entonces, co.. 
/no efecto, el mencionado cambio de calificación; 

Considerando, que el crimen de estupro, sancionado y 
previsto por el artículo 332 del Código Penal, se halla cons-
tituido por el ayuntamiento carnal, normal e ilícito de 
un individuo con una persona de sexo femenino, y sin la 
participación de la voluntad de ésta; que, en el caso a 
que se hace referencia, la Corte de Apelación ha estable_ 
cido, en la sentencia contra la cual se recurre, la exis_ 
tencia de todos los elementos constitutivos de dicho crí_ 
roen; que esto es así, porque en la motivación de dicha 
sentencia, con relación al aspecto que ahora se examina, 
se expone lo que se resume a continuación: a)— que el 
acusado realizó, con María Antonia Zorrilla, ayunta-
miento carnal, normal e ilícito; b)— que ello fue reali_ 
zado sin la participación de la voluntad de dicha joven, 
puesto que se comprobó que ese ayuntamiento comenzó 
a celebrarse durante el sueño de ésta y se siguió efectuar_ 
do a pesar de las protestas y quejas de la referida vícti-
ma; c)— que Juan Antonio Zorrilla actuó con intención 

criminal, tal como se evidenció como efecto del empleo de 
la violencia, por ese agente, y de los otros hechos y cir_ 
cunstancias de la causa; 

Considerando que, de acuerdo con lo dispuesto por el 
citado artículo 332 del Código Penal, el estupro consuma_ 
do en una joven mayor de once años y menor de diez y ocho, 
se castigará con la pena de reclusión; que, por otra par_ 
te, de conformidad con lo prescrito por el artículo 333 del 
mismo Código, los culpables del crimen de estupro, consu_ 
mado en las condiciones a que se acaba de hacer referencia, 
se castigarán con la pena de detención "si fueren ascen-
dientes de la persona agraviada o si ejercen autoridad so_ 
bre ella"; que, en la especie, los jueces de la alzada han 
establecido, en la sentencia que se impugna: a)— que, 
en primer lugar, la edad de la joven agraviada, cuando fue 
cometido el hecho, se encontraba comprendida en los lí, 
mites ya indicados, puesto que se comprobó que María 
Antonia Zorrilla nació el día dos de julio de mil novecientos 
veinticinco, y que aquel fue realizado "entre los meses de 
Abril y Mayo del año mil novecientos cuarentiuno", de 
de resulta que María Antonia Zorrilla no había cumplido 
diez y seis años cuando ocurrió la acción criminal, ya men, 
cionada, y b)— que, en segundo lugar, el autor del refe-
rido crimen tiene calidad de padre legítimo de la susodicha 
joven; que, en efecto, la Corte expone, con relación a 
esto último, —como se ha expresado ya—, que "según ac, 
tas que figuran en el proceso, Juan Antonio Zorrilla y Pe_ 
tronila Mercedes de Zorrilla, están unidos por el vínculo 
legal del matrimonio, desde el día veintiseis de Octubre del 
año mil novecientos diez y siete", y que, "de esa unión", 
nació, en la fecha arriba indicada, la menor de que se tra-
ta, "hija legítima" de ambos esposos; 

Considerando que, el artículo 463 del Código Penal, 
prescribe que: "Cuando en favor del acusado existan 
circunstancias atenuantes, los tribunales modificarán las 
penas conforme a la siguiente escala:... 4a., cuando la 
pena sea la de reclusión, detención, destierro o degrada, 
ción cívica, los tribunales impondrán la de prisión corree- 



294 
	 BOLETIN JUDICIAL 

cional, sin que la duración mínima de la pena pueda bajar 
de dos meses"; que, de conformidad con dicha disposición 
legal, —cuyo alcance es de carácter evidentemente impera_ 
tivo—, la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, al ~te, 
ner, en provecho del acusado, la apreciación de circuns_ 
tancias atenuantes que había hecho el juez de primer gra., 
do, subsanó el error cometido por éste, en el presente 
aspecto, puesto que condenó, a Juan Antonio Zorrilla, a 
sufrir la pena de dos años de prisión correccional, con lo 
cual hizo una correcta aplicación del artículo 463, de que 
se trata, en la escala que ha sido señalada arriba ; 

Considerando que, de acuerdo con lo que se estable. 
ce en el párrafo primero del artículo 355 del referido Có_ 
digo, "el individuo que sin ejercer violencia, hubiere hecho 
grávida a una menor de edad reputada hasta entonces co., 
mo honesta, incurrirá en las mismas penas" —que se se, 
ñalan, en el párrafo capital de ese artículo, como sanción 
del delito de sustracción— "para la aplicación de las cua_ 
les se tendrá en cuenta la relación de edad que este mis-
mo artículo establece", en dicho párrafo capital; que, se 
agrega, en el segundo párrafo de dicho texto legal, "la 
pena será siempre el máximum de la prisión y de la mul,. 
ta cuando el culpable y la joven sustraída o seducida, es_ 
tuvieren ligados por afinidad en segundo grado o por pa-
rentesco en tercero, y la de reclusión cuando mediare entre 
ellos segundo grado de parentesco"; 

Considerando que, como resultado del estudio realiza, 
do, por la Suprema Corte de Justicia, con motivo del re,. 
curso a que se contrae la presente sentencia, procede ex_ 
po-ner, en síntesis, lo.)— que, de acuerdo con lo expresado 
en las consideraciones que preceden, la Corte de Apelación 
mediante la apreciación de los hechos y circunstancias de 
la causa y la ponderación de las pruebas del proceso —(ope, 
raciones realizadas, por ella, en los límites de su poder so, 
berano)— estableció, correctamente, que Juan Antonio 
Zorrilla es autor del crimen de estupro, consumado en la 
persona de su hija legítima, María Antonia Zorrilla, 
yor de once años y menor de diezy ocho; 2o.)— que, tam, 
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bién mediante aquella doble operación de apreciación de 
los hechos y circunstancias de la causa y de ponderación de 
las pruebas del proceso, realizadas, igualmente, de acuer, 
do con el mencionado poder soberano que corresponde, en 
la materia, a los jueces del fondo, la referida Corte de 
Apelación estableció, dando para ello los motivos justifi_ 
cativos necesarios, que el indicado estupro fue "el hecho 
al cual fue dirigida la voluntad criminal del acusado" y 

-que dicho hecho tuvo, como consecuencia, la gravidez de la 
susodicha menor, y 3o.)— que la pena impuesta, por la 
sentencia que se impugna, es la que señala la ley, para 
dicho crimen de estupro, en las condiciones ya indicadas; 

Considerando que; como consecuencia de lo que aca-
ba de ser expuesto por la Suprema Corte de Justicia, no 
es necesario que se determine, en el presente fallo, el al, 
canee de la disposición contenida en el párrafo 2o., parte 
in fine, del artículo 355 del Código Penal, puesto que lo de„ 
cidido por los jueces de la alzada, en el dispositivo de la 
sentencia que se impugna, como efecto del cambio de ea, 
lificación realizada, sin agravar, en modo alguno, la si_ 
tuación del acusado, único apelante —(situación que, por 
el contrario ha sido favorecida, en la especie)— se en_ 
cuentra legalmente justificado; 

Considerando que, a mayor abundamiento, cuarto, 
por mera hipótes11, el susodicho cambio de calificación, 
efectuado por la Corte de ciudad Trujillo, no hubiera sido 
jurídicamente correcto, la sentencia contra la cual se 
recurre, al estatuir como se ha referido, no hubiera, por 
ello, dejado de presentar su indicado carácter de legal_ 
mente justificada, puesto que, aun así, hubiera procedí_ 
do calificar el hecho de acuerdcr con lo dispuesto por la 
segunda parte del artículo 331 del Código Penal, texto, 
éste, que reza: "Con igual pena" —(la de reclusión)—. 
"se castigará al ascendiente que cometiere el atentado 
al pudor en la persona del menor, aunque éste pasare de. 
edad de once años, y siempre que no estuviere ya emancii_ 
Pado por el matrimonio"; que, en efecto, cuando no hu, 
biere sido posible, jurídicamente, a la Corte a quo, rete- 
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cional, sin que la duración mínima de la pena pueda bajar 
de dos meses"; que, de conformidad con dicha disposición 
legal, —cuyo alcance es de carácter evidentemente impera_ 
tivo—, la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, al ~te, 
ner, en provecho del acusado, la apreciación de circuns_ 
tancias atenuantes que había hecho el juez de primer gra, 
do, subsanó el error cometido por éste, en el presente 
aspecto, puesto que condenó, a Juan Antonio Zorrilla, a 
sufrir la pena de dos años de prisión correccional, con lo 
cual hizo una correcta aplicación del artículo 463, de que 
se trata, en la escala que ha sido señalada arriba; 

Considerando que, de acuerdo con lo que se estable-
ce en el párrafo primero del artículo 355 del referido C6„, 
digo, "el individuo que sin ejercer violencia, hubiere hecho 
grávida a una menor de edad reputada hasta entonces co_ 
mo honesta, incurrirá en las mismas penas" —que se se, 
halan, en el párrafo capital de ese artículo, como sanción 
del delito de sustracción— "para la aplicación de las ella_ 
les se tendrá en cuenta la relación de edad que este mis-
mo artículo establece", en dicho párrafo capital; que, se 
agrega, en el segundo párrafo de dicho texto legal, "la 
pena será siempre el máximum de la prisión y de la mut, 
ta cuando el culpable y la joven sustraída o seducida, es_ 
tuvieren ligados por afinidad en segundo grado o por pa-
rentesco en tercero, y la de reclusión cuando mediare entre 
ellos segundo grado de parentesco"; 

Considerando que, como resultado del estudio realiza_ 
do, por la Suprema Corte de Justicia, con motivo del re_ 
curso a que se contrae la presente sentencia, procede ex, 
poner, en síntesis, lo.)— que, de acuerdo con lo expresado 
en las consideraciones que preceden, la Corte de Apelación 
mediante la apreciación de los hechos y circunstancias de 
la causa y la ponderación de las pruebas del proceso —(ope, 
raciones realizadas, por ella, en los límites de su poder so„ 
berano)— estableció, correctamente, que Juan Antonio 
Zorrilla es autor del crimen de estupro, consumado en la 
persona de su hija legítima, María Antonia Zorrilla, ma_ 
yor de once años y menor de- diez y ocho; 2o.)— que, - tam.. 
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bién mediante aquella doble operación de apreciación de 
los hechos y circunstancias de la causa y de ponderación de 
las pruebas del proceso, realizadas, igualmente, de acuer, 
do con el mencionado poder soberano que corresponde, en 
la materia, a los jueces del fondo, la referida Corte de 
Apelación estableció, dando para ello los motivos justifi„ 
cativos necesarios, que el indicado estupro fue "el hecho 
al cual fue dirigida la voluntad criminal del acusado" y 
que dicho hecho tuvo, como consecuencia, la gravidez de la 
susodicha menor, y 3o.)— que la pena impuesta, por la 
sentencia que se impugna, es la que señala la ley, para 
dicho crimen de estupro, en las condiciones ya indicadas; 

Considerando que; como consecuencia de lo que aca-
ba de ser expuesto por la Suprema Corte de Justicia, no 
es necesario que se determine, en el presente fallo, el al, 
canee de la disposición contenida en el párrafo 2o., parte 
in fine, del artículo 355 del Código Penal, puesto que lo de,. 
cidido por los jueces de la alzada, en el dispositivo de la 
sentencia que se impugna, como efecto del cambio de ca„ 
lificación realizada, sin agravar, en modo alguno, la si, 
tuación del acusado, único apelante —(situación que, por 
el contrario ha sido favorecida, en la especie)— se en_ 
cuentra legalmente justificado; 

Considerando que, a mayor abundamiento, cumulo, 
por mera hipótesis, el susodicho cambio de , calificación, 
efectuado por la Corte de Ciudad Trujillo, no hubiera sido 
jurídicamente correcto, la sentencia contra lá cual se 
recurre, al estatuir como se ha referido, no hubiera, por 
ello, dejado de presentar su indicado carácter de legal, 
mente justificada, puesto que, aun así, hubiera procedí„ 
do calificar el hecho de acuerda' con lo dispuesto por la 
segunda parte del artículo 331 del Código Penal, texto, 
éste, que reza: "Con igual pena" —(la de reclusión)—
"se castigará al ascendiente que cometiere el atentado 
al pudor en la persona del menor, aunque éste pasare de 
edad de once años, y siempre que no estuviere ya emancL, 
pado por el matrimonio"; que, en efecto, cuando no hui-. 
biere sido posible, jurídicamente, a la Corte a quo, rete- 
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ner y ponderar, en el examen -de los hechos de la causa, el 
elemento violencia, siempre habría quedado establecido, 
con toda claridad y precisión, en la sentencia ahora ataca_ 
da, el hecho de atentado al pudor, consumado por el pa_ 
dre de la víctima, —que se encuentra previsto por la se-
gunda parte del referido artículo 331—, en ausencia de pre_ 
via emancipación de dicha agraviada, por el matrimonio, 
ausencia, ésta, que resulta, evidentemente, de las compro-
baciones del fallo impugnado; 

Considerando, que el artículo 277 del Código de Proce_ 
dimiento Criminal, dispone que el acusado que sucumbie_ 
re será condenado al pago de las costas, como lo hizo el fa., 
lla atacado; 

Considerando, que la sentencia, contra la cual se recu_ 
rre, se encuentra regularmente motivada y que, en ella, 
se han cumplido todas las formalidades legales, cuyo in-
cumplimiento hubiera podido ser sancionado con la anula_ 
ción que se solicita; 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada 
los Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audien_por 

 cia pública del día, mes y año en él expresados, 
 mad 	 y fué a, leída y publicada por mí, Secretario General, fir_ 

 certifico.— (Firmado): Eug. A. Alvarez. 	
que 

 

Considerando. que, al no haber incurrido, la Corte de 
Apelación de Ciudad Trujillo, al estatuir como lo hizo. 
por el fallo que se impugna, en violación alguna de la ley. 
susceptible de justificar la casación de dicho fallo, procede 
rechazar el recurso a que se contrae la presenten sen_ 

tencia; 
• 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ea_ 
sación interpuesto por el Magistrado Procurador 'General 
de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, contra la seri, 
tencia dictada, por dicha Corte, en fecha veintitres de oc. 
tubre de mil novecientos cuarenta y dos, cuyo dispositivo 
ha sido copiado en otro lugar de la presente, y, Segundo: 
Declara las costas de oficio. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— Dr. T. Franco Fran.. 
co.— F. Tavares hijo.— B. del Castillo S.— Eudaldo 
Troncos() de la C.— Rafaf,J Estrella Ureña.— J. Pérez No_ 
lasco.— Eug. A. Alvarez, Secretario General. 
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ner y ponderar, en el examen -de los hechos de la causa, el 
elemento violencia, siempre habría quedado establecido, 
con toda claridad y precisión, en la sentencia ahora ataca_ 
da, el hecho de atentado al pudor, consumado por el pa_ 
dre de la víctima, —que se encuentra previsto por la se. 
¡linda parte del referido artículo 331—, en ausencia de pre_ 
via emancipación de dicha agraviada, por el matrimonio, 
ausencia, ésta, que resulta, evidentemente, de las compro-
baciones del fallo impugnado; 

Considerando, que el artículo 277 del Código de Proce_ 
dimiento Criminal, dispone que el acusado que sucumbie_ 
re será condenado al pago de las costas, como lo hizo el fa_ 
lla atacado; 

Considerando, que la sentencia, contra la cual se recu_ 
rre, se encuentra regularmente motivada y que, en ella, 
se han cumplido todas las formalidades legales, cuyo in-
cumplimiento hubiera podido ser sancionado con la anula_ 
ción que se solicita; 

Considerando.que, al no haber incurrido, la Corte de 
Apelación de Ciudad Trujillo, al estatuir como lo hizo. 
por el fallo que se impugna, en violación alguna de la ley, 
susceptible de justificar la casación de dicho fallo, procede 
rechazar el recurso a que se contrae la presenten sen_ 
tencia; 

• 
Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca_ 

sación interpuesto por el Magistrado Procurador 'General 
de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, contra la seri, 
tencia dictada, por dicha Corte, en fecha veintitres de oc.. 
tubre de mil novecientos -cuarenta y dos, cuyo dispositivo 
ha sido copiado en otro lugar de la presente, y, Segundo: 
Declara las costas de oficio. 

(Firmados): J. Tomás Mejía.— Dr. T. Franco Fran.. 
co.— F. Tavares hijo.— B. del Castillo S.— Eudaldo. 
Troncoso de la C.— RafaL Estrella Ureña.— J. Pérez No., 
lasco.— Eug. A. Alvarez, Secretario General. 
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La presente sentencia ha sido 
dada y firmadalos Jueces  que figuran en su encabezamiento, en la audien..

por 
 cia pública del día, mes y año en él expresados, y fué fir_ 

macla, leída y publicada por mí, Secretario General, que certifico.— (Firmado): Eug. A. Alvarez. 
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